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De:
Enviado el:
Pal.a:
Asunto:

Datos adjuntos:

Cordial saludo,

:°arrrteess::nddee::iau§:ed::U2do¡£:a`3%Np.-::9°tá ` 8°9°tá D.C.                             3-© ~mffl m ®ffl
Juzgado 37 Administrativo Seccion Tercera -  Bogota  -  Bogota  D.C.
RV: Contestación  Demanda  Proceso  No.11001333603720190031800 Yolima  Diaz

Álvarez y Otros Vs  Ejército  Nacional
CONTESTACION  YOLIMA  DIAZ ALVAREZ.pdf;  Poder Yolima  Diaz.pdf;  Resolución

Directora de Asunto  Legales.pdf

De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial para
el  proceso relacionado en el mismo, dentro del  registro en el aplicativo siglo Xxl podrá
confirmar los datos del mensaj.e como Asunto, fecha y hora de recibo.

^tentamente,

Grupo de Correspondencia
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos

SedeJudicial   CAN
•..SECG...

De: Johnatan Otero Devia <johnatanotero@gmail.com>
Enviado: martes, 6 de octubre de 2020 3:22 p. m.
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN -Bogotá -Bogotá  D.C. <correscanbta@cendoj.ramaj.udicial.gov.co>; Juzgado
37 Administrativo Seccion Tercera -Bogota -Bogota  D.C. <admin37bt@cendoj..ramaj.udicial.gov.co>;
dieposada@gmail.com <dieposada@gmail.com>
Asunto: Contestación Demanda Proceso No.11001333603720190031800 Yolima Diaz Álvarez y otros Vs Ejército
Nacional

Buenas tardes, por medio del presente me permito radicar el memorial del asunto así:

No.Proceso 1 1001333603720190031800

Partes de[Proceso Demandante: Yolima Díaz ÁlvarezDemandada:Nación,Ministeriode Defensa Nacional, Ejercito

Nacional.
Despacho Juzgado 37° Administrativo del Circuito de Bogotá

Asunto Contestación Demanda
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Señores:
JUZGADO  TREINTA  Y  SIETE  (37)  ADMINISTRATIVO  DEL  CIRCU[TO  DE  BOGOTA  -SECCIÓN

TERCERA

RADICADO:                                                   11001333603720190032800
MEDIO  DE CONTROL:                              REPARAclóN  DIRECTA
ACTOR:                                                                YOLIMA  DÍAZ  ÁLVAREZ Y  OTROS
DEMANDADO:                                               NACIÓN-MINDEFENSA-EJÉRC[TO  NACIONAL.
ASUNTO:                                                           CONTESTAclóN  DEMANDA-EXCEPCIONES

JOHNATAN    JAVIER   OTERO    DEVIA,   abogado   en    ejercicio,   identificado   civil   y
profesionalmente  como  aparece  al  pie  de  mi  firma,  obrando  en  calidad  de
apoderado de La  Nación -Ministerio de Defensa -Ejército Nacional según  poder
que  adjunto  y  en  virtud  del  cual  solicito  se  me  reconozca  personería,  en  forma
respetuosa  procedo  a  CONTESTAR  LA  DEMANDA,  PROPONIENDO  EXCEPCIONES  de
la siguiente manera:

1.    lDENTIFICAclóN  DE  LA  PARTE  DEMANDADA

La  parte demandada  en  el  presente caso es la  NACIÓN-MINISTERIO  DE  DEFENSA-
EJÉRCITO   NACIONAL,   cuyo   representante   legal   es   el   Doctor   CARLOS   HOLMES
TRUJILLO, con sede principal en la Avenida el  Dorado CAN carrera 54  N° 26-25 de
la  ciudad de  Bogotá,  PBX. 3150111  y Nit. 899999003-1

La   Directora   (e)   de  Asuntos  Legales  del  MINISTERIO  DE  DEFENSA,  es  la   Doctora
SONIA   CLEMENCIA   URIBE   RODRIGUEZ,   ubicada   en   la   Avenida   el   Dorado   CAN
carrera 54 N° 26-25 de la ciudad de Bogotá DC.

2.    PRONUNCIAMIENTO SOBRE  LAS  PRETENSIONES

Me opongo a todas y cada  una  de las pretensiones consignadas en  el escrito de la
demanda  por  no  advertirse  responsabilidad  patrimonial  alguna  por  un  daño  que  si
bien es tangible materialmente, no puede ser imputable bajo ninguna circunstancia a
la  NAclóN -MINISTERIO  DE' DEFENSA -EJÉRCITO  NACIONAL en  los términos del artículo
90 de la Constitución Política, ante la existencia de un eximente de responsabilidad.

Me opongo en todo y en parte al pago de suma alguna por concepto de perjuicios a
favor del demandante, así:

Me opongo al reconocimiento de perjuicios tanto materiales como inmateriales para
los demandantes, toda vez que no se configura falla del servicio alguna por parte de
miembros del  Ejército  Nacional,  por lo cual  no es  posible aseverar la  responsabilidad
de  la  Administración  por efecto  de  una  actuación  positiva  o  negativa  por acción,
omisión   o   incumplimiento   para   asumir  que   es   ella   quien   ha   generado  el   daño
demandado.
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3.     EXCEPCIONES  PREVIAS.

3.1.  DE  LA CADUCIDAD:

En   reciente   pronunciamiento,   el  CONSEJO   DE   ESTADO  SALA   DE   LO   CONTENCIOSO

3E#'s"ásuTERZA::::::::tg,"D|::,cdEeR,Av::ti:upeLJ:t2;)od"es:JnEeR,:::TEOTT::,,M,:iRnTTé,r2:2'oi
Radicación  número:  85001-33-33-002-2014-00144-01   (61.033)  Actor:  JUAN  JOSÉ  COBA
OROS Y OTROS  Demandado:  NACIÓN -MINISTERIO DE DEFENSA-EJÉRCITO NACIONAL
Y  OTROS",  UNIFICó  SENTENCIA  en  lo  que  refiere  daño  derivado  de  un  delito  de  lesa
humanidad, así

"De  este   modo,  si  los  afectados  consideran  que  el  resultado  del   proceso  penal
adelantado  en  contra  del  agente  implicado  en  los  hechos  tiene  la  suficiencia  de
determinar  el  sentido  del  fallo  de  responsabilidad  patrimonial  del  Estado,  Io  que  les
corresponde es ejercer en tiempo la pretensión de reparación directa y, luego, cuando
el    proceso    se    encuenlre    para    dictar    sentencia,    solicitar    la    suspensión    por
"prejudicialidad", y será el juez de lo contencioso administrativo el que defina si existe o

no  una  relación de dependencia  o si  puede definir el asunto sin esperar la  condena
penal  ( . . .) .

Precisado lo anterior, a modo de conclusión, la Sección Tercera aclara que, mientras no
se  cuente  con  elementos  de juicio  para  inferir que  el  Estado  estuvo  implicado  en  la
acción  u  omisión  causante  del  daño  y  que  le  era  imputable  el  daño,  el  plazo  de
caducidad de la reparación directa no resulta exigible, pero si el interesado estaba en
condiciones de inferir tal situación y, pese a ello no acudió a esta jurisdicción, el juez de
lo contencioso administrativo debe declarar que el derecho de acción no se ejerció en
tiempo, bien sea al analizar la admisión de la demanda, al resolver las excepciones en
la audiencia inicial o al dictar sentencia, según el caso ( ...)

Lo expuesto resulta aplicable a todos los asuntos de reparación directa, al margen de
que se trate de delitos de lesa humanidad o de crímenes de guerra, pues ni el Decreto
01   de   1984   ni  la   Ley   1437  de  2011   establecen   una  regla  especial  frente  a  estas
conductas, salvo lo referente cil delito de desaparición forzada  ( .. .)

Establecido que el conocimiento de la posibilidad de imputar responsabilidad al Estado
es  lo  que  da  paso  al  conteo  del  término  de  caducidad,  Ia  Sala  determinará  si  la
imprescriptibilidad que  opera  en  materia  penal frente a  delitos de  lesa  humanidad y
crímenes de guerra, entre otros, da  lugar al cómputo del término para demandar de
una manera distinta  ( .. .)

En suma, en lo penal, Ia acción no prescribe si no se identifica la persona que se debe
procesar  por  el  respectivo  delito  y,  en  lo  contencioso  administrativo,  el  término  de
caducidad de la reparación directa no es exigible sino cuando el afectado advierte
que el Estado estuvo implicado en la acción u omisión causante del daño y le resulta
imputable el daño, tal como se aprecia a continuación:
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REPARACIÓN   D]RECTA:   RESPONSAB]LIDAD
ACCIÓN          PENAL:          RESPONSABILIDAD
SUBJETIVA     DE     LA     PERSONA     NATURAL

DEL     ESTADO     POR     UN     DEL]TO     DE     LESA lMPLICADA      EN      UN      DELITO      DE      LESA

HUMANIDAD  0  UN  CRÍMEN  DE GUERRA HUMANIDAD 0  EN  UN CRÍMEN  DE GUERRA

El término de caducidad de la reparación El  desconocimiento  de  la  identidad  de
directa inicia  a  partir del  conocimiento o los   sujetos   implicados   en   el   supuesto
de     la     posibilidad     de     conocer     las delito  torna  en  imprescriptible el  asunto,
situaciones  que  permitan  deducir que  el hasta    tanto    se    logre    la    respectiva
Estado estuvo involucrado. individualización y vinculación.

En  conclusión,  en  nuestro  ordenamiento,  frente  a  la  caducidad  de  la  pretensión  de
reparación  directa,  se  encuentra  consagrado  un  supuesto  que  aplica  a  todos  los
eventos, incluidos aquellos en los que se invocan delitos de lesa humanidad y crímenes
de guerra, relacionado con el conocimiento de las situaciones que permiten deducir la
participación  y  responsabilidad  del  Estado,  como  supuesto  habilitante  para  exigir  el
plazo   para   demandar,   regla   que   fue   analizada   en   el   numeral   3.1.   de   la   parte
considerativa de esta providencia ( . . .)

Así  las  cosas,   Ia  Sección  Tercera  concluye  que  las  situaciones  que  se  pretenden
salvaguardar  con  la  imprescriptibilidad  de  la  acción  penal  en  los  delitos  de  lesa
humanidad  y  los  crímenes  de  guerra   se  encuentran   previstas  en   materia   de   lo
contencioso  administrativo  al  amparo  de  la  hipótesis  del  conocimiento  del  hecho
dc.ñoso y en virtud de lo cual el término de caducidad sí debe exigirse en estos eventos,
pero a partir de que se advierta que el interesado sabía o tenía la posibilidad de advertir
que  el  Estado  tuvo  alguna  injerencia  en  la  controversia  y  era  susceptible  de  ser
demandado en los términos del artículo 90 de la Constitución Política ( . ..)

En síntesis, el juez de lo contencioso administrativo debe,  excepcionalmente, inaplicar
el término de caducidad de la pretensión de reparación directa cuando advierta que
la  no  comparecencia  ante  la  administración  de justicia  se  encuentra justificada  por
razones materiales,  pues el paso del tiempo no puede empezar a correr contra quien
no goza del acceso efectivo a la administración de justicia, Io cual, se insiste, depende
de las circunstancias especiales de cada sujeto ( . . .) .

4.1. Término de caducidad: ocurrencia del hecho dañoso

En atención a lo consagrado en el artículo 40 de la Ley 153 de  1887, modificado por el
artículo 624 de la Ley 1564 de 20121, en el sub lite el término de caducidad corresponde

'  "Arfículo 624. Modifíquese el artículo 40 de la Ley  153 de  1887, el cual quedará asi':
'Artículo 40.  Las leyes concernientes a  la sustanciación y ritualidad  de  los juicios prevalecen sobre  las anteriores

desde el momento en que deben empezar a regir.
'Sin  embargo,  Ios  recursos  interpuestos,  la  práctica  de  pruebas  decretadas,  Ias  audiencias  convocadas,  Ias

diligencias iniciadas,  Ios términos  aue  hubieren  comenzado  a  correr,  Ios incidentes en  curso  y las  notificaciones
que  se  estén  surtiendo,  se reairán  Dor las  leyes viaenles  cuando se interpusieron  los  recursos,  se  decretaron  las
pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, emDezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o
comenzaron a surtirse las notificaciones ( ...) " .
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al establecido en el numeral s del artículo  136 del Decreto 01  de  1984,  norma vigente
para la época de los hechos.

De conformidad con la norma citada, Ia reparación directa debe ejercerse dentro de
los 2 años siguientes al " [ . . .] acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa
o  de  ocurrida  la  ocupación  [...]"  o,  según  la  jurisprudencia  de  la  Corporación2,  del
conocimiento del hecho dañoso, pues a partir de esta fecha se tiene un interés actual
para acudir a la jurisdicción.

4.2. Conocimiento del hecho dañoso.. confesión por medio de apoderado judicial

En  cuanto  al  momento  en  el  que  los  demandantes  advirtieron  la  muerte  del  señor
Clodomiro Coba León y supieron que esta se había dado en hechos en los que participó
el  Ejército  Nacional,  Ia  Sección Tercera advierte que  fue  el  mismo  6 de abril de  2007,
pues  en  el  escrito  inicial  se  sostuvo  que  en  esa  fecha  fueron  puestos  al  tanto  de  la
situación por algunos militares que les indicaron que los hechos sucedieron en el marco
de  los  enfrentamientos que  los  miembros de  la  entidad  demandada tuvieron  con  el
grupo guerrillero al que supuestamente  pertenecía  la víctima  -Frente 28 de las FARC-,
en desarrollo de la operación táctica Arcano  13.

Al respecto, en la demanda se sostuvo (se transcribe de forma literal, incluso con posibles
errores)..

"HECHOS Y OMISIONES QUE SIRVEN  DE FUNDAMENTO A LA ACCIÓN

" ( ...)  EI 06 de abril de 2007 -feriado por ser viernes santo-CLODOMIRO COBA LEÓN  ( ...)

y los otros dos jóvenes aparecieron muertos en  la vereda  Las Tapias de  Hato Corozal
(Casanare),  vestido  con  camuflados y  presuntamente  portando  tres  armas  de  largo
alcance, 2 fusiles AK 47, un fusil  `76` y granadas de fragmentación.

" ( ...)  De las lnspección de Policía de Hato Corozal el 06 de abril de 2007 comunicaron a

la lnspección de Policía de Nunchía que buscara e informara a las familias, que en la
morgue del cementerio estaba el cuerpo de tres muchachos de Nunchía  que habían
caído en combate contra tropas del Ejércilo Nacional.

"Cuando los familiares llegaron a la  morgue de  Hato Coro_zal enconlraron los cuerpos

de   los   muchachos,   -entre  ellos   CLODOMIRO   COBA   LEÓN   (...)-,   en   bolsas   negras,
desnudos, sin documentos y listos para ser enterrados en una fosa común.

"Se_gÉp  lo_  inforTado  ppr  algunos  miembros  del  Ejérc,ilo  Nacional,  pelotón  Delta  4,

Batallón de Contraguerrilla No. 23 `LLANEROS DEL RONDÓN', adscritos a la Bri.gada  16, Ios
jóvenes fueron dados de baja en razón a que era integranles del Frenfe 28 de las FARC
en desarrollo de la misi6n táctica `ARCANO UNO'4 (se destaca).

2 Consej.o de Estado, Sala  de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera,  sentencia  del  11  de  mayo de 2000,
expediente  12.200 y sentencia  del 2 de  marzo  de 2006,  expediente  15785.  MP:  María  Elena  Giraldo,  entre  otras
decisiones.
3 Hechos 27 a 32 del capítulo de fundamentos fácticos de la demanda  (folios  15 y  16 del cuaderno  1 ).
4 Folio  16 del cuaderno  1.
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En  las  condiciones  analizadas,  se  advierte  que,  en  la  demanda,  se  sostuvo  que  los
afectados conocieron desde el 6 de abril de 2007 tanto la muerte del señor Clodomiro
Coba León como la participación del Estado en tales hechos.

Las  anteriores  afirmaciones  cumplen  con  los  requisitos  propios  de  la  confesión  por
apoderado judicial, como pasa a explicarse.

La confesión  se encuentra  enlistada  como  un  medio  probatorio en el  artículo  165  del
C.G.P.5,. en relación con la que se hace por medio de apoderado judicial, el artículo 193
ejusdem prevé que esta "valdrá cuando para hacerla haya recibido autorización de su
poderdante,  Ia  cual  se  entiende  otorgada  para  la  demanda y las  excepciones,  Ias
correspondientes contestaciones, Ia audiencia inicial y la audiencia del proceso verbal
sumario. Cualquier estipulación en contrarío se tendrá por no escrita"  (se destaca) .

Así  las  cosas,   en  virtud   de   las  disposiciones  que  regulan   la   confesión  judicial,   Ias
manifestaciones  hechas  por  los  apoderados  de  las  partes  en  la  demanda,  en  las
excepciones y en las respectivas contestaciones ostentan valor probatorio, siempre que
se cumplan los requisitos establecidos en el artículo  191  del C.G.P.6.

En  el  sub  lite,  el  apoderado  de  la  parte  actora,  en  el  escrito  inicial,  sostuvo  que  los
afectados desde el 6 de abril de 2007 conocieron que el señor Clodomiro Coba León
falleció como consecuencia de unos hechos en los que participó el Ejército Nacional,
manifestación que constituye  una confesión  por medio de apoderado judicial,  en los
términos de los artículos  191  y  193 del C.G.P.

El  hecho  confesado trae  consecuencias jurídicas .adversas al  confesante y,  a  su vez,
favorecen a la parte contraria, pues permiten determinar el momento a partir del cual
se debe analizar el presupuesto de oportunidad en el ejercicio del derecho de acción.

De otro lado, la Sala considera que desde el mismo 6 de abril de 2007 los demandantes
contaban  con  los  elementos  de  juicio  para  demandar  al  Estado  en  ejercicio  de  la
pretensión de reparación directa,  pues, según la demanda, compartían su diario vivir
con  el señor Coba  León,  por manera que estaban  en  la  posibilidad  de demostrar su
arraigo,  sus  antecedentes  y  las  actividades  a  las  que  se  dedicaba  y,  de  manera
consecuente, de probar que su muerte constituía un daño antijurídico a indemnizar por
el Estado.

5 "Artículo  165. Medios de  prueba. Son medios de prueba  la declaración de parte, Ia  confesión, el juramento, el
testimonio  de  terceros,  el  dictamen  pericial,  Ia  inspección  judicial,  Ios  documentos,  Ios  indicios,  Ios  informes y
cualesquiera otros medios que sean útiles para la formación del convencimiento del juez".

6 "Artículo  191. Requisitos de la confesión. La confesión requiere:
"1.  Que  el  confesante  tenga  capacidad  para  hacerla  y  poder dispositivo  sobre  el  derecho  que  resulte  de  lo

confesado.
"2. Que verse sobre hechos que produzcan consecuencias jurídicas adversas al confesante o que favorezcan a
la parte contraria.
"3. Que recaiga sobre hechos respecto de los cuales la ley no exija otro medio de prueba.
"4. Que sea expresa, consciente y I.ibre.
"5. Que verse sobre hechos personales del confesante o de los que tenga o deba tener conocimiento.
"6. Que se encuentre debidamente probada, si fuere extrajudicial o judic.ial trasladada (...)".
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Para lo anterior, Ios afectados, por intermedio de su apoderado judicial, estaban en la
posibilidad de solicitar varios elementos de juicio, como por ejemplo: i) Ias declaraciones
de las personas que presenciaron el momento en el que la víctima eventualmente fue
aprehendida   por  la   entidad   demandada;  ii)   Ios  documentos  que  soportaban   la
operación militar que fue invocada desde la entrega del cuerpo por el Ejército Nacional,.
iii) la necropsia y el acta de levantamiento del cadáver,. iv) dictámenes que permitieran
descartar  la  supuesta  confrontación  armada,  y  v)  cualquier  otra  prueba  que  diera
cuenta de los supuestos que servían de fundamento a sus reclamaciones.

En este punto se aclara que, si eventualmente los interesados se hubiesen visto expuestos
a  una  situación  económica  que  les impidiera  ejercer sus derechos,  podían  acudir al
amparo de  pobreza desde el inicio del  proceso,  pero optaron  por no demandar en
tiempo.

En las condiciones analizadas, Ia Sección encuentra probado que desde el 6 de abril
de  2007  Ios  demandantes  conocieron  que  el  Estado  estuvo  involucrado  y  que  era
susceptible de ser demandado en ejercicio de la acción de reparación directa, pues
contaban con  elementos de juicio  para deducir que el  Ejército  Nacional  le  causó  la
muerte al señor Clodomiro Coba León y que lo hizo sin que existiera ninguna justificación
para tal fin, Io que estaban en la posibilidad de probar desde el primer momento, pues
conocían las actividades que él desempeñaba en su diario vivir, Ias cuales, afirmaron,
distaban de ser las de un miembro de un grupo guerrillero.

De  este  modo,  el  término  para  demandar en  ejercicio  de  la  acción  de  reparación
directa empezó a correr el 7 de abril de dicha anualidad y expiró el 7 de abril de 2009,.
sin embargo,  Ia solicitud  de conciliación extrajudicial se radicó  hasta  el 26 de julio de
20127 y la demanda de la referencia hasta el 23 de mayo de 2014.

4.3. Efecto de la definición del proceso penal adelantado por los mismos hechos en el
cómputo de la caducidad

En la demanda se indicó que en el sub lite el término de caducidad no debía contarse
desde la ocurrencia del hecho dañoso y desde su conocimiento -6 de abril de 2007-,
sino desde la definición de la responsabilidad penal de los agentes implicados, porque
tal circunstancia era la que habilitaba la imputación de responsabilidad al Estado8.

El anterior argumento no es compartido por la Sección Tercera, en la medida en que la
responsabilidad del Estado es independiente de la sanción penal del autor o partícipe
de la conducta, por tal razón, Ia primera no se encuentra condicionada a la segunda,
de ahí que el trámite dado al proceso penal carezca de la suficiencia de determinar la
forma en la que se computa el  plazo de caducidad de la pretensión de reparación
directa.

Así las cosas, en este asunto los demandantes no debían esperar a que se tramitara todo
el proceso penal para formular sus pretensiones, pues para tal fin lo que debían hacer

7 Según constancia expedida  por la  Procuraduría 53 Judicial 11 Administrativa visible a folio  191  del cuaderno  1.

8 Folios 51  a 54 del cuaderno  1.
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era  acudir  a  esta  jurisdicción  dentro  de  los  2  años  siguientes  al  momento  en  que
estuvieron al tanto de la pariicipación y eventual responsabilidad del Estado y solicitar
las  pruebas  que  sustentaran  los  hechos  que  constituyen  la  causa  petendi  de  sus
pretensiones, en concreto, que el señor Clodomiro Coba León no hacía parte de ningún
grupo armado y que su muerte no era consecuencia de un combate entre las FARC y
el Ejército Nacional.

Si la parte actora consideraba que lo ocurrido en el proceso penal tenía efecto directo
en  el  asunto  de  la  referencia  lo  que  le  correspondía  era  presentar  la  demanda  en
tiempo   y   cuando   el    proceso    estuviese    para   fallo   solicitar   su   suspensión    por
prejudicialidad, en los términos del artículo  161  del C.G.P.; sin embargo, no procedió de
conformidad.

Los  demandantes otorgaron  los  poderes  para  promover el  proceso  de  la  referencia
desde el 16 de mayo y el 5 de septiembre de 20] ] , así como desde el 7 y s de mayo de
20129, el abogado designado para tal fin optó por esperar a que se definiera el proceso
penal para acudir ante esta jurisdicción y presentó la demanda el 23 de mayo de 2014,
luego  de  que  el  Juzgado  1°  Penal  Especializado  de  Yopal  absolviera  a  los  militares
implicados,   mediante   sentencia   del   14   de   mayo   de   la   misma   anualidadl0,   por
considerar que  los  hechos sí ocurrieron  en  el  marco  de  un  combate  entre  el  Ejército
Nacional y las FARC.

4.4. Posibilidad de acceder a la administración de justicia

La  Sección Tercera  no  advierte  circunstancias que  le  impidieran  a  los  demandantes
presentarla demanda con anterioridad al 7 de abril de 2009, fecha en la que venció el
término  para  tal fin,  pues lo que encuentra  acreditado son situaciones que  permiten
concluir que la administración de justicia estaba al alcance de la parte actora.

En  suma,  Ia  Sección  Tercera  no  advierte  que  los  actores  se  encontraran  ante  la
imposibilidad material de ejercer el derecho de acción en tiempo, por manera que no
hay lugar a  inaplicar el  artículo  136 del  C.C.A.,  máxime cuando ellos en  la  demanda
manifestaron  que  desde  el  día  de  los  hechos  conocieron  tanto  la  muerte  del  señor
Clodomiro  Coba  León  y  la  participación  del  Estado,  y  que,  durante  el  término  de
caducidad, se presentaron actuaciones que daban cuenta de tal conocimiento por
parte de uno de los demandantes.

Así las cosas, como el término para demandar en ejercicio de la acción de reparación
directa transcurrió desde el 7 de abril de 2007 hasta el 7 de abril de 2009 y la demanda
de  la  referencia  se  radicó  el  23  de  mayo  de  2014,  Ia  Sala  revocará  la  sentencia
impugnada, para, en su lugar, declarar probada la excepción de caducidad y unificar
la jurisprudencia en esta materia, en la forma que se indica a continuación.

5. Tesis de unificación

9  Folios  1  a  13  del  cuaderno  1.
10  Folios 253 al 272 del cuaderno  1.
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Las  premisas establecidas por el  legislador en  materia  de responsabilidad  patrimonial
del  Estado comparten la  misma finalidad de  la imprescriptibilidad de la acción  penal
frente a los delitos de lesa humanidad y los crímenes de guerra, pues en los dos ámbitos
operan reglas en virtud de las cuales el término pertinente no resulta exigible hasta tanto
se   cuente   con   elementos   para   identificar  a   quien   le   resulta   imputable  el   daño
pertinente.

En el primer evento -1 penal-esta situación se predica de los autores y partícipes del
delito,  bajo  la  imprescriptibilidad  de  la  acción  y,  en  el  segundo  -n   materia  de
responsabilidad patrimonial del Estado-, dicho supuesto versa sobre los particulares que
ejerzan funciones administrativas y las entidades que  estén  llamadas a  indemnizar los
periuicios causados, caso en el que se aplica el término de caducidad solo desde el
momento en que el afectado tuvo la posibilidad de saber que resultaron implicadas en
los hechos.

En suma, Ias situaciones que se pretenden salvaguardar con la imprescriptibilidad penal
en  los  casos  de  lesa  humanidad  y  los  crímenes  de  guerra  también  se  encuentran
previstas   en   el   campo   de   lo   contencioso   administrativo,   bajo   la   premisa   del
conocimiento de la participación por acción u omisión del Estado, al margen de que se
trate de delitos de lesa humanidad o de crímenes de guerra.

Así las cosas, Ia jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado se unificará
en  relación  con  la  caducidad  de  las  pretensiones  indemnizatorias  formuladas  con
ocasión de los delitos de lesa humanidad, Ios crímenes de guerra y cualquier otro asunto
en el  que  se  pueda solicitar la  declarqtoria  de responsabilidad  patrimonial  al  Estado,
bajo ias siguientes premisas: D en taies éventos resuit-a exigibie ei término para demandar
establecido por el legislador; iD este plazo, salvo el caso de la desaparición forzada, que
tiene regulación legal expresa, se computa desde cuando los afectados conocieron o
debieron  conocer  la  participación  por  acción  u  omisión  del  Estado  y  advirtieron  la
posibilidad  de imputarle responsabilidad  patrimonial,  y iiio  el  término  pertinente  no  se
aplica  cuando  se  observan  situaciones  que   hubiesen  impedido  materialmente  el
ejercicio del derecho de acción y, una vez superadas, empezará a correr el plazo de
/ey.

Finalmente,   se   precisa   que  el   término   de   caducidad   para  solicitar  al   Estado   la
indemnización de un daño es inaplicable en aquellos eventos en los que se adviertan
circunstancias que hubiesen impedido, desde el punto de vista material, el ejercicio del
derecho  de acción,  lo  que  puede  ocurrir frente  a  los delitos  de  lesa  humanidad,  Ios
crímenes  de  guerra   o  cualquier  otro  asunto   en   el   que  se   pueda   demandar  la
responsabilidad patrimonial Estado, pues para tales efectos no resulta determinante la
situación   causante   del   daño,   sino   la   condición   particular  de   quien   acude   a   la
administración de justicia".

Para  el  caso  en  concreto,  y  siendo  un  caso  similar  al  estudiado  por  parte  del
Honorable  Consej.o  de  Estado  por el  cual  se  unificó sentencia,  se  tiene su  Señoría
que estando frente a  una  presunta  ejecución  extrajudicial  y desaparición  forzada
por  parte  de  miembros  del  Ejército   Nacional  considerado  como  delito  de  lesa
humanidad, la caducidad se tiene que atender lo esgrimido en dicha sentencia, así:

íZ!l'jJÁ{LE£!!Á`ií*

\'JCüLíZ'S;C{Ii2i¿lili.'üÉ8Z;\

{_a..ifi+_. C,P i 9 '



MINISTERIO  DE  DEFENSA NACIONAL
COMANDO GENERAL FUERZAS MILITARES
EJÉRCITO NACIONAL
DIRECCIÓN  DE  DEFENSA JURÍDICA Pág.  9  de  15

" En atención a lo consagrado en el artículo 40 de la Ley 153 de  1887, modificado por el

artículo 624 de la Ley 1564 de 201211, en el sub lite el término de caducidad corresponde
al establecido en el  numeral s del artículo  136 del  Decreto 01  de  1984,  norma vigente
para la época de los hechos.
De conformidad con la norma citada, Ia reparación directa debe ejercerse dentro de
los 2 años siguientes al " [ . . .] acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa
o  de  ocurrida  la  ocupación  [...]"  o,  según  la jurisprudencia  de  la  Corporaciónl2,  del
conocimiento del hecho dañoso, pues a partir de esta fecha se tiene un interés actual
para acudir a la jurisdicción".

Vale decir entonces, que como bien lo refiere el escrito de los hechos de la demanda,
el conteo del término de caducidad debe hacerse desde el día 15 de agosto de 1997,
cuando al parecer integrantes del Ejército Nacional, ej.ecutaron extrajudicialmente al
señor JOSE GREGORIO DÍAZ MEJÍA y se llevaron a  los señores LUIS ANTONIO  DÍAZ AYALA
JULIO     EMILIANO     ESCORCIA    MEJÍA    y     LLERENOF     ENRIQUE     ESCORCIA    MENDOZA,
respectivamente,   mismo  día   en   que  según   los  dichos  de  los  demandantes  y  su
apoderado judicial, fueron  presentados como bajas en  combate,  Io que se traduce
en que la demanda de reparación directa debió ser presentada a los 2 años siguientes
a referida fecha, esto es,16 de agosto de 1999; sin embargo, la misma fue presentada
de manera extemporánea el día 22 de octubre de 2019.

Sobre   el   particular,   atendiendo   las   consideraciones   del   Consej.o   de   Estado,   en
sentencia antes enunciada, se tiene que para el caso en comento ocurrió el fenómeno
j.urídico de la caducidad, máxime cuando los demandantes advirtieron la muerte del
señor JOSE GREGORIO  DÍAZ MEJÍA y la  desaparición  de los señores LUIS ANTONIO  DÍAZ
AYALA,  JULIO  EMILIANO  ESCORCIA  MEJÍA  y  LLERENOF  ENRIQUE  ESCORCIA  MENDOZA
supieron   que   se   habían   hechos   en   los   que   presuntamente   participó   el   Ejército
Nacional,   es   decir,   el   mismo   15   de   agosto   de   1997,   cuando   enfáticamente
manifestaron  y  señalaron  a  los  militares  de  la  unidad  militar  que  conllevaron  a  esa
supuesta ejecución extrajudicial.

Ahora bien, en el mismo sentido, se acoge la sentencia de unificación en lo que refiere
confesión por medio de apoderado judicial que para el caso, pretende la ejecución

'\  ``Ariículo 624. Modifíquese el artículo 40 de la  Ley  153 de  1887, el cual quedará así:
'Artículo 40. Las leyes concernientes a  la sustanciación y ritualidad  de  los juicios  prevalecen sobre  las anteriores

desde el momento en que deben empezar a regir.

'Sin  embargo,  Ios  recursos  interpuestos,  Ia  práctica  de  pruebas  decretadas,  Ias  audiencias  convocadas,  Ias

diligencias iniciadas,  Ios lérminos  aue  hubieren  comenzado  a correr,  Ios incidentes en  curso y las notificaciones
que se estén surtiendo,  se reairán  Dor las leves viaentes cuando se interpusieron  los recursos,  se decretaron  las
pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, emDezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o
comenzaron a surtirse las notificaciones ( ...)" .

12 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del  11  de mayo de 2000,
expediente  12.200 y sentencia  del  2 de  marzo  de 2006,  expedíente  15785.  MP:  María  Elena  Giraldo,  entre  otras
decísiones.
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extrajudicial,  pues  el  sub  lite,  el  apoderado  de  la  parte  actora,  en  el  escrito  inicial,
sostuvo que los afectados desde el 15 de agosto de 1997, conocieron unos hechos en
los  que  al  parecer  participó  el  Ejército  Nacional,  manifestación  que  constituye  una
confesión  por medio de apoderado judicial, en  los términos de  los artículos  191  y  193
del C.G.P.

Las  premisas  para  que se decrete  la  caducidad  de  las  pretensiones  indemnizatorias
formuladas con ocasión a los delitos de lesa humanidad  (Pretensiones de la  presente
demanda: "Ejecución Extrajudicial), conforme la tesis del Consejo de Estado se hayan
para  éste  caso  absolutamente  probadas,  pues  se  encuentra  más  que  vencido  el
término  para  presentar  la  demanda,  su  conteo  se  realiza  desde  el  pasado  15  de
agosto de  1997, cuando los propios demandantes arguyen conocer la ocurrencia del
hecho  dañino  y  en  razón  a  que  no  se  observan  situaciones  que  hayan  impedido
materialmente  el  ejercicio  del  derecho  de  acción,  como  bien  lo  ha  señalado  el
Honorable Consejo de Estado.

Esgrimidos los argumentos antes enunciados, le solicito muy respetuosamente al señor
Juez  despache  favorablemente  la  solicitud  de  decretar el  fenómeno _iurídico  de  la
caducidad del oresente medio de control.

3.  FRENTE A  LAS  DECLARACIONES Y CONDENAS:

Me opongo a la solicitud de la parte actora sobre la declaratoria de responsabilidad
de todos los daños y perjuicios tanto materiales o patrimoniales  (lucro cesante y daño
emergente)   como   extrapatrimoniales   (daño   moral,   daño   por   alteración   a   las
condiciones  de  existencia  y  daño   por  vulneración  de  derechos  constitucional  y
convencionalmente   protegidos)    ocasionados   a    los   demandantes,    por   hechos
ocurridos el día  15 de agosto del año  1997.

Me opongo en todo y en parte al pago de suma alguna por concepto de PERJUICIO
INMATERIAL -DAÑO MORAL, a favor de los demandantes, toda vez que  no se allega
al plenario prueba fehaciente sobre dicho pen.uicio, aunado a que se demostrará que
en  los hechos sucedidos el  día  15  de agosto del  año  1997,  no se configura  falla  del
servicio alguna  por parte de miembros del  Ejército Nacional,  por lo cual no es posible
aseverar la responsabilidad de la Administración por efecto de una actuación positiva
o  negativa  por  acción,  omisión  o  incumplimiento  para  asumir que  es  ella  quien  ha
generado el daño demandado.

Curiosamente cuando se presentan acciones de reparación directa contra el Estado
dando lugar al  producto de una  indemnización estatal,  Ia víctima siempre mantenía
una  estrecha  relación  con  su  núcleo familiar,  Ia  familia  era  muy unida,  Ias relaciones
de amor y de afecto han sido una caractenística, se llaman casi todos los días, etc.;
con el advenimiento de casos particulares, se ha desatado una oleada de demandas
vía  acción  de reparación  directa,  buscando  el  resarcimiento de  perjuicios que a  la
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postre y basados en  un  pobre  material  probatorio,  no son  aj.ustados a  la  realidad,  Io
que se traduce en erogaciones al patrimonio de la lnstitución y en Últimas de la Nación;
todo  ello  bajo  el  argumento  de  la  presunción  del  perjuicio  moral  obviando  que  el
mismo  no  aplica  después  del  segundo  grado  de  consanguinidad  por  lo  cual  en  el
proceso en comento brilla  por su ausencia las pruebas de estos perjuicios para varios
de los actores en el mismo.

Al respecto ha dicho el Consej.o de Estado que:
" Para que haya lugar a la reparación del perjuicio basta que el padecimiento sea f undado,
sin   que   se   requiera   acreditar   ningún   requisito   adicional.   Corresponde   al   juez   tasar
discrecionalmente   la  cuantía  de  su  reparación,   teniendo  en  cuenta   las  condiciones
particulares de  la  víctima  y la  gravedad  objetiva  de  la  lesión.  La intensidad  del  daño  es
apreciable  por  sus  manifestaciones  externas;  por  esto  se  admite  para  su  demostración
cualquier tipo de prueba."  (Se resalta)

Así,  resulta  pertinente  evocar  lo  que  en  reiteradas  ocasiones  ha  señalado  el  Honorable
Consejo de Estado.. -Sentencia del 26 de Enero de 2011  Consejera Ponente.. Gladys Agudelo
Ordoñez.  Radicación número: 66001 -23-31 -000-1998-00241 -01  ( 18429) :

"...PERJUICIOS   INMATERIALES   -Perjuicio   moral   /   PERJUICIO  MORAL  -Cuantía   /   CUANTIA

PERJUICIO  MORAL -Inaplicación  analógica  del  artículo  106  del  Código  Penal  de  1980  /
PERJUICIOS MORALES -Cambio jurisprudencial. Tasación del monto de la indemnización en
salarios mínimos legales  1  PERJUICIOS MORALES -Fundamentos legales para su tasación en
los    procesos   que    se    adelantan   ante    la   jurisdicción    contencioso   administrativa    /
VALORACION  DEL  PERJUICIO  MORAL  -  Debe  ser  hecha  por  el  juzgador  en  cada  caso  /
CONDENA -Suma equivalente a cien salarios mínimos mensuales vigentes en los eventos en
que el perjuicio se presente en su mayor grado de intensidad.

Respecto de la cuantía de la indemnización de este perjuicio inmaterial, debe recordarse
que, de conformidad con lo expresado en sentencia del seis de septiembre de 2001, esta
Sala  ha  abandonado  el  criterio  según  el  cual  se  estimaba  procedente  la  aplicación
analógica  del  artículo   106  del  Código  Penal  de   1980,  para  establecer  el  valor  de  la
condena  por  concepto  de  perjuicios  morales;  se  ha  considerado,  en  efecto,  que  la
valoración  de  dicho  perjuicio  debe  ser hecha  por el juzgador,  en  cada  caso,  según  su
prudente  juicio  y  se  ha  sugerido  la  imposición  de  condenas  por  la  suma  de  dinero
equivalente  a  cien  salarios  mínimos  legales  mensuales,  en  los  eventos  en  que  aquél  se
presente  en  su  mayor  grado  de  intensidad.  De  conformidad  con  lo  antes  expuesto  y
teniendo en cuenta la magnitud e intensidad del daño sufrido por los actores con ocasión
de la muerte violenta del agente Efrén Murillo Rodríguez, el cual se encuentra plenamente
acreditado en el  proceso,  Ia Sala condenará a la demandada a  pagar la suma de  100
salarios mínimos legales mensuales vigentes para María Doris Henao Vargas, Andrea Juliana
Murillo Henao y Juan Sebastián Murillo Henao, a cada uno de ellos.

NOTA  DE  RELATORIA..  Sobre  el  tema  consultar  sentencia  de  6  de  septiembre  de  2001,
expediente  número  13232  -15646,  Consejero  Ponente  doctor  Alier  Eduardo  Hernández
Enríquez, actor Belén González y otros -William Alberto González y otra . .."

ME  OPONGO  en  todo  y  en  parte  a  que  se  condene  a  la  NACIÓN-  MINISTERIO  DE
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DEFENSA-    EJÉRCITO    NACIONAL,    al    pago    de    perjuicios    a    título    de    PERJUICIOS
MATERIALES  en  concepto  de   LUCRO  CESANTE  DEBIDO y  LUCRO  CESANTE  FUTURO,  por
hechos ocum.dos el día  15 de agosto de  1997, toda vez que,  FALTA PRUEBA DEL NEXO
CAUSAL   QUE   CONFIGURE   RESPONSABILIDAD   CIVIL   EXTRACONTRACTUAL,   y   de   igual
manera deberá probarse por los medios idóneos los presuntos ingresos de las víctimas
directa y el aporte que hacía a su familia.

Para  el  caso  de  marras está  claro que  no  ha  ex:istido  por parte de  la  institución  una
generación  de  un  daño  antijuridico  que  genere  el  perjuicio  de  tipo  Material  a  los
familiares   de   los  señores   DIAZ   MEJIA,   DIAZ   AYALA,   ESCORCIA   MEJÍA     Y   ESCORCIA
MENDOZA.  Me  opongo  al  reconocimiento  y  pago  de  perjuicios    MATERIALES  DAÑO
EMERGENTE, solicitado por los demandantes, toda vez que, dentro del expediente no
existe medios de prueba que corroboren dicha solicitud.

A  LOS  HECHOS:

HECHOS 3.1.1.1., 3.1.1.2., 3.1.1.3., 3.1.1.4.  : Son  ciertas las relaciones de parentesco que
se enuncian de conformidad con los registros civiles de nacimiento aportados con la
demanda. No me constan las narraciones contenidas en este hecho relacionada con
detalles  de  la  vida  familiar  de  los  demandantes,  ni  las  labores  que  presuntamente
desempeñaban las víctimas, por lo tanto, me atengo a lo probado en el transQurso del
proceso.

HECHOS   3.1.2.1,   3.1.2.2.,    3.1.2.3.,   3.1.2.4,    3.1.2.5.,   3.1.2.6.,   3.1.2.7.:   Son    ciertas    las
relaciones de parentesco que se enuncian de conformidad con los registros civiles de
nacimiento aportados cQn la demanda. No me constan las narraciones contenidas en
este  hecho  relacionada  con  detalles  de  la  vida  familiar de  los  demandantes,  ni  las
labores que presuntamente desempeñaban las víctimas, por lo tanto, me atengo a lo
probado en el transcurso del proceso.

HECHOS 3.2.5 cil 3.2.12: No me constan y deberán ser probados por parte demandante
dentro del proceso.

HECHOS 3.3.1., 3.3.2., 3.3.3, 3.3.4: No me constan y  los perjuicios solicitados deberán ser
acreditados por parte demandante dentro del proceso.

HECHOS 3.4.1., 3.4.2.: No me constan y deberán ser probados por parte demandante
dentro del proceso.

PROBLEMA JURÍDICO:

¿Es  responsable  administrativa  y  extracontractualmente  la   Nación  -  Ministerio  de
Defensa -Ejército  Nacional  por la  muerte del señor JOSE GREGORIO  DIAZ  MEJIA,  LUIS
ANTONIO    DIAZ    AYALA    JULIO    EMILIANO    ESCORCIA    MEJÍA,    y    LLERENOF    ENRIQUE
ESCORCIA MENDOZA?
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La   respuesta   al  interrogante  planteado  es  negativa,   por  cuanto  se  configura   la
excepción de fondo denominada  Daño no imputable al Estado, propuesta con esta
contestación  y la cual se procede a exponer.

1.     DAÑO  NO  IMPUTABLE  AL  ESTADO

Se hace necesario en este punto, entrar a analiizar los elementos de la responsabilidad
estatal  con  el  propósito  de  demostrar  que  no  es  procedente  la  imputación  de  los
hechos aquí debatidos a la Nación -Ministerio de Defensa -Ejército Nacional.

EL DAÑO:  Dentro del acervo probatorio que   hasta el momento obra en el cartulario,
se puede concluir que en efecto existe un daño, el cual se concreta en la muerte del
señores   JOSE   GREGORIO   DIAZ   MEJIA,   LUIS   ANTONIO   DIAZ   AYALA,   JULIO   EMILIANO
ESCROCIA  MEJÍA  Y  LLERRNOF  ENRIQUE  ESCORCIA  MENDOZA  e  15  de  agosto  de  1997,
sin  embargo,  no  es  posible  entonces  atribuírsele  a  dicho  daño  la  caracteristica  de
antijuridicidad,  toda  vez  que  las  actuaciones  de  los  militares  fueron  legítimamente
precedidas  por  el  mandato  constitucional,  respaldado  por  los  artículos  2,  4  y  217
superior, y que obliga al Ejército Nacional a preservar el orden público y la soberanía),
y por lo tanto, se libraron las respectivas acciones tendientes a comprobar, verificar y
si fuere el caso, neutralizar.

Sin  embargo,  en  el ejercicio  de estas  labores, si  bien se terminó con  la  existencia  de
una  persona, Ia eximente que impera sobre la antijuridicidad material de este hecho,
es en primera medida, Ia legitimación que dio la Constitución al actuar del Ejército aun
por vía de la fuerza, cuando fuere necesario, siendo este el caso, pues los integrantes
del  Ejército  Nacional, actuaron  conforme les ordenó  la  lógica y la  experiencia, y por
otra,  la  ex:mente  de  responsabilidad  por culpa  exclusiva  de  la  víctima  en  asunción
propia  del riesgo.  Los miembros del  Ejército  Nacional se defendieron de un inminente
peligro, y defendieron sus bienes juridicos y los de los demás.

Teniendo en cuenta lo anterior es pertinente recordar que se está en presencia de un
daño antijuridico, cuando la producción de ese daño no se encuentra justificada  por
título juridico  válido  alguno,  es  decir,  que  la  administración  no  está  legitimada  para
causar dicho daño, y por ende el administrado no está en la obligación de soportarlo.

"Í...)  cuando  existe  una  causa  ciue  obligue  al  administrado  Deriudicado  a  recibir  el  daño,

haciendo claridad ciue la ley no es la única causa aue puede deshacer el linaie de antiiurídico
cil claño, sino ciue también existen otras causas iuslificativas de ese daño; la legítima defensa,
el consentimiento de la víctima, o aciuellos casos en los cuales lo aue se afecta no constiluye
un interés leaílimamente proleaido."13 /Negrillas y subrayas del texto/

i3  BERMÚDEZ MUÑOZ,  Maítín.  "Responsabilidad  de  los jueces y del estado"  Santafé  de  Bogotá  Ediciones
Librería  del  Profesional,  1998.  Pág.  109 y  110.
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lMPUTAclóN  DEL DAÑO. De lo expuesto hasta este punto, se concluye entonces que a
pesar   de   existir   un   daño   demostrado,   el   cual   se   presenta   como   un   requisito
indispensable pero no suficiente dentro de la responsabilidad del Estado, el mismo no
reviste  las  caracteristicas  de  antijuridico  ni  muchos  menos  puede  imputársele  a  la
Nación -Ministerio de Defensa -Eército  Nacional, pues imputar un  comportamiento
que ha sido autorizado por la constitución para salvaguardar la integridad y soberanía
del  Estado.

Por lo tanto, no debe ser condenada la parte accionada a título alguno, pues queda
demostrado que no existió ninguna falla, que no existió vulneración a lo preceptuado
por el artículo 217 de la Carta Política, y no hay lugar al reconocimiento de la institución
juridica consagrada en el artículo 90 Constitucional, pues se puede evidenciar que no
son concurrentes todos los elementos de responsabilidad estatal.

DE  LA  FINALIDAD  DE  LAS  FUERZAS  MILITARES.

Como  materialización  de  lo  expuesto  hasta  este  punto,  me  permito  enfatizar en  los
siguientes aspectos:

A. EI Estado social de derecho y el deber de Drotección. El artículo 1 ° de la Constitución
Política dispone que Colombia es un  Estado Social de Derecho fundado en el respeto
de  la  dignidad  humana  y  los  miembros  de  las  FFMM  en  particular,  como  servidores
públicos, están sometidos al imperio de la ley y al respeto de la dignidad  humana, lo
que  implica  el  deber  de  protección  a  los  derechos  humanos  .(DDHH)  y  al  derecho
internacional  humanitario  (DIH)  que  debe  ser entendido  en  su  doble  ámbito  como
deber fundamental de respeto y de garantía, tal y como se deriva del artículo 2 de la
Cons+.i+uc.ión "Las autoridades de la  República están instituidas para proteger a todas
las  personas  residentes  en  Colombia,  en  su  vida,  honra,  bienes,  creencias,  y demás
derechos y libertades."

8.  El  monoDolio  del  uso  de  la  fuerza.  Dicho  monopolio  por  parte  del  Estado  es  un
mecanismo fundamental  para  asegurar la  convivencia  pacífica y la  vigencia  de  los
derechos. De ello se desprende, que una transgresión a este monopolio por parte de
grupos de personas u organizaciones que pretendan subvertir el orden constitucional
haria ineficaces los derechos de los ciudadanos, quienes se verian sometidos al arbitrio
del más fuerte.

Al respecto se ha pronunciado la H. Corte Constitucional, en Sentencia C-179 de 1994.
M.P. Carlos GCN.ir.ia Díaz.. "un régimen estatal se desnaturaliza cuando las normas que
restringen el  uso indiscriminado de la violencia dejan de ser efectivas; esto explica el
hecho de que todo Estado,  por regla general, monopolice el ejercicio de la fuerza".,
sólo ast "se sabe con certeza quién, cuándo, bajo qué circunstancias y en qué medida
puede usar legítimamente la fuerza".
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C.   El  deber  de  mantener  condiciones  de  seciuridad.  Según  el  artículo  217  de  la
Cons+.\+uc.ión Polí+.ica, "Ias Fuerzas Militares tendrán como finalidad primordial la defensa
de  la  soberanía,  Ia  independencia,  Ia  integridad  del  territorio  nacional  y del  orden
constj.tuci.onaí".   En   este   sentido   las   FFMM   deben   desplegar   operaciones   para
garantizar condiciones  de seguridad  que  permitan  a  las  personas el  ejercicio de sus
derechos, y por esa razón, el Gobierno Nacional puso en marcha la Polít/.ca de Defensa
y Seguridad Democrática .

D. El recurso al uso de la fuerza y sus límites. De lo expuesto se desprende la legitimidad
del  uso  de  la  fuerza  por  parte  de  las  FFMM,  bajo  las  condiciones  de  necesidad  y
proporcionalidad,   cuando   ésta   sea   necesaria   para   garantizar   condiciones   de
seguridad  para el ejercicio pleno de los derechos y el imperio de la ley. Sin embargo,
en un Estado social de derecho, evidentemente el uso de la fuerza también debe estar
sujeto al  imperio  de  la  ley.  Al  respecto  la  Corte  Constitucional  ha  advertido que  "Íos
derechos de la  persona  representan  límites que deben  ser respetados por el  Estado
cuando  busca  alcanzar objetivos de interés general, como  la  paz,  Ia  seguridad y la
defensa nacional".

AsÍ  las  cosas,  el  fundamento  constitucional  e  internacional  del  uso  de  la  fuerza  por
parte de las FFMM, dentro de los límites fijados por el propio Estado social de derecho,
reside  en  su  deber  de  protección  como  autoridad  instituida   para   proteger  a   la
población. En la  medida en que las FFMM ostentan el monopolio del uso de la fuerza,
están  obligadas  a  garantízar,  incluso  haciendo  uso  de  la  fuerza  cuando  ésta  sea
necesaria,  las  condiciones  de seguridad  que  permiten  el  imperio  de  la  ley y el  libre
ejercicio de los derechos y libertades por parie de los ciudadanos.

ANEXOS

u     Poderyanexosparaactuar

NOTIFICACIONES

Recibiré  notificaciones  en  la  Secretaria  de  su  despacho  o  en  la  Calle  44b  #  57  -15
Dirección   de   Defensa   Jurídica   lntegral   del   Ejército   Nacional.   Bogotá   D.C.   correo
electrónico: iohnatanotero@amail.com  celular: 3125269464

Con todo respeto,

JOHNATAN  JAVIER OTERO  DEVIA
C.C.1.075.212.451
T.P. 208.318  C.S.J
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Señor {a}
JUZGADC) 37 ADMINISTRATIVO DEL CIRCuiTO DE BC)GOTÁ
ESD

PROCESO No                          :11-00113336-03?-2019-00318-00

ACTOR                                       :YOL¡MA DIAZ ALVAREZ Y OTROS

MEDIO DE CONTROL        :REPARACION DIRECTA

SONIA CLEMENCIA  URIBE  RODRIGUEZ poftadora  de  la  Cédula  de  Ciudadania
No.  37.829.709  expedida  en  Bucaramanga,  en  mi  condición  de  DIRECTORA  DE
ASUNTO§   LEGALES   DEL   MINISTERIO   DE   DEFENSA   NACIONAL   (E),   de
conformidad  con  lo  dispuesto  en  la  Resolución  No.  6549  del  09  de  diciembre  de
2019 y la resolución  8615 del 24 de diciembre de 2012,  resolución 4535 del 29 de
junio  de  2017,  manifiesto  que  confiero  poder  especial,  amplio  y  suficiente  a  la
Doctor(a)   JOHNATAN   JAVIER   OTERO   DEVIA   ldentificada   con   Cédula   de
Ciudadania  No+  1075212451  y portadora de la Tarjeta Profesional  No. 208318 del
Ccmsejo  Superior  de  la  Judicatura,  para  que  en  nombre  y  representación  de  la
Nación - Ministerio de Defensa  Nacional - Ejercito Nacional,  asuma la defensa de
la entidad y lleve ha§ta su terminación e] proceso de la referencia.

El apoderado(a) queda pienamente facu¡tado(a} para que ejerza todas las acciones
de  conformidad    con  el  Art.  77  del  C.G.P„     en  especial  para  que  sustituya  y
reasuma   el presente poder, asi mismo asistir a las audiencias de conciliación con
facultad expre§a para conciliar dentro de lo§ parámetros establecidos por el Comité
de Conciliación del Ministerio de Defensa Naciona!, de conformidad con las normas
legales  vigentes  y  en  genera]  ejercer todas  las  gestiones  inherentes  al  mandato
judicial, en procura de la defen§a de los intereses institucionales y patrimoniales del
Estado.
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/O= EXCHANGELABS/OU = EXCHANGE ADM I N ISTRATIVE GROUP (FYDIBOHF23SPDLT)/CN = RECI
OWT&51,Ct

De:
Enviado el:
Para:
Asunto:

Datos adjuntos:

Cordial  saludo,

Correspondencia CAN  Seccion 04 -  Bogotá  D.C. ®8m 4ÜD4
viernes, 28 de agosto de 2020 8:51  a.  m.
Juzgado 37 Administrativo Seccion Tercera  -Bogota  -  Bogota  D.C.
RV: JUZ 37  PROCESO  2019-334  CONTESTACIÓN  DE  LA  DEMANDA.  DDT:  LUIS  MIGUEL

RUIZ TRUJILLO

JUZ  37  2019-334  PROCESO  CONTESTACION  DEMANDA  LUIS  MIGUEL  RUIZ TRUJILLO

•pdf

De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial para
el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo Xxl podrá
confirmar los datos del  mensaj.e como Asunto, fecha y hora de recibo.

Atentamente,

•... MEGM ....

Grupo de Correspondencia
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos

SedeJudicial   CAN

De: Johanna Sanabria <j.ohasanabriavargas@gmail.com>
Enviado: viernes, 28 de agosto de 2020 8:00
Asunto: JUZ 37  PROCESO 2019-334 CONTESTACIÓN  DE  LA  DEMANDA.  DDT:  LUIS  MIGUEL RUIZ TRUJILLO

Doctora.
ADRIANA DEL PILAR CAMACHO  RUIZ
luez Treinta y Siete  (37)  Administrativo Oral  Del  Circuito  De  Bogotá

S.D.

RADICADO: 11001333603720190033400

DEMAN DANTE : LUIS  MIGUEL RUIZ TRUJILLO

DEMANDADO: M]NISTERIO  DE  DEFENSA-EJÉRC[TO

NACIONAL
ASUNTO: CONTESTACION  DE  LA DEMANDA.

JUEZ: ADRIANA  DEL PILAR CAMACHO  RUIDAZ



La presente actuación fue remitida con copia al demandante correo
electrónico:   patriciaromeroabogada@hQtmail.com el cual fue suministrado por el apoderado en el escrito
de  la demanda y al  Ministerio publico al  correo eléctronico:  mferreira®,procuraduria.qov`cLg

Med iante  ios  acuerdos:   ACUERDO PcsjA20-77577, ACUERDO PcsjA20-77527, ACUERDO PcsjA20-77532, ACUERDO PcsjA20-
77546, A cuERDo pcsjA2o-77549, AcuERDo pcsjA2o-77556 y AcuERDo pcsjA2o-77567 se suspendieron térm inos desde
el  16 de marzo al 30 de junio del año 2020,  lo que significa que al día de hoy 28 de agosto de 2020,
el escrito que aquí se adjunta, se encuentra presentado y radicado en tiempo.

Cordialmente,

JOHANNA SANABRIA VARGAS
Apoderada EjérciTo Nacional.
C.C.  1019017916
TP. 215.308 del C.S. de la J
noTificaciones: _iohasanabriavGrgas@gmail.com
Celular: 3133122812
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Doctor.
ADRIANA  DEL PILAR CAMACHO  RUIDAZ
Juez Treinta y Siete (37) Adminisl.raTivo Del Circuito De BogoTá
Bogotá  D.C.

ASUNTO:
RADICADO:
MEDIO  DE CONTROI.:
ACTOR:
DEMANDADO:   "J,:,

coNTESTAcióNiíÉIMTñÑ5ñ~~
] 10013336037201900334ÜO
REPARAclóN  DIRECTA
LUIS MIGUEL RUIZ TRUJILLO

NAclóN-MINDEFENSA-EJÉRCITO NACIONAL.

JdJJ
•:               L`L,A           r

1

CONFORMAclóN  DEL Gkupo DEMANDANTE T

Pag  ]  de 9

JOHANNA  SANABRIA  VARGAS,  mayor de  edad,  identificada  como  aparece  al
pie  de  mi  firma,  abogada  en  ej.ercicio  portadora  de  la  tarjeta  profesíonal  No.
215.308  del  C.S.  de  la  J.  actuando  en  mí  calidad  de  apoderada  de  la  parte
demandada NACIÓN-MINISTERIO  DE DEFENSA -EJ,ERCITO  NAcioNAL,  por medio
del    presente   escríto   y   estando   en   termino  'para''  ello,    me   permito   dar
CONTESTAC[ÓN  A  LA  DEMANDA así:                           jÉ                                                               h

:    ::|RRJ#|E!ÑRA:N::|§T:;:LjLE:Li:%+É..T5:2:g:6:7g¥2:6:o4qfflq
•      NATALIA  PAOLA  RUIZTRUJILLO  NUIP.1062960117
•      SINDIYOJANARUIZCC.T067939799J          r
•      DIANA  PATRICIARUIZCC.1067960116     F
•      YERLY  PATRICIA RUIZ CC.10ó79ü8955
•      JAIDERJOSÉ\RUIZCC.1062960l]6

L
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A LAS  PRETENSIONES
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(LES[ONADO)
(PADRE)
(HERMANA)
(HERMANA)
(HERMANO)
(HERMANO)
(HERMANO)
(HERMANO)

M\e opongo a todqs y cada una de las pretensíones consígnadas en el escrito de
la  demand\a` por no advertirse  responsabilidad  patrimoníal  alguna  por un  daño
que   no   puede   ser  imputable   bajo   ninguna   circunstancia   a   la   NACIÓN   -
MINISTERIO  DE  DEFENSA -EJÉRCITO  NACIONAL en  los  términos  del  artículo  90 de
la Constitüción Política, ante la existencia de un eximente de responsabilidad

r

Me   opongo   a    la    declaratoria    de   responsabilidad    administrativa   y   extra
contractual  de  la  NACIÓN  -MINISTERIO  DE  DEFENSA -EJÉRCITO  NACIONAL  por
las    lesiones  que  dice  haber sufrído  el  actor  a  lo  largo  de  la  prestación  de  su
Servicio  Militar,  puesto  que  como  se  demostrará  en  el  curso  del  proceso,  los
hechos por los que se demanda en nada tocan la esfera de responsabilidad de
la  Administración si se tiene en cuenta  que ninguna  actuación suya,  positiva  o
negativa, por acción u omisión ha generado un daño.

Me  opongo  en  todo  y  en  parte  al  pago  de  suma  alguna  por  concepto  de
perj.uicios a favor del demandante, así:

ázo20rffiffimpm"
Direcclón   de  la  Unidad -Ciudad  o  Munk;ipio. -Depto.
Nc].  del  Conmutador -No.  de fax institucional
Correo  e[ectrónico  de  [a unidad  www.eiercitc),mil.co
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A.  PERJUICIOS MORALES

Al respecto debe tenerse en cuenta que estos sólo procederán en los casos que
se  haya  avisado  una  aflicción,  acongoj.a,  sufrimiento  e  intenso  dolor a  raíz  del
daño causado. Lo único que ha quedado claro al momento de la contestación
de la demanda, y como se podrá demostrar a lo largo del proceso es que no ha
existido un perjuicio de tipo Moral.

No obstante lo anterior, en caso de que el fallador no tome los argumentos que
se  manifestarán  a  través  del  presente  escrito,  es  necesario  tomar en  cuenta  lo
señalado por el Consejo de Estado-sección tercera, en acta del 28 de agosto de
2014, mediante la cual se recopila la línea jurisprudencial y se unifica criterios para
la reparación del daño inmaterial, se tiene que la reparación del
caso de lesiones tiene su fundamento en el dolor o padecimi
a la víctima directa.

8.  DAÑO A  LA SALUD

ño moral en
e se causa

Nos oponemos a la prosperidad de esta pretensión, pu\es lajurispíudencia del H.
Consejo de Estado ha sido clara en indicar que, proGederá la indemnización por
este concepto dependiendo de la intensidad'c]el dáño y la naturaleza del bien
o  derecho  afectado  y dependerá  de  ia  estímación  que  haga  é\l\fallador con
base en ia deciaratoria de responsabiiidad a ia enticíad dei EstadQ débidamente
motivada.                                                                                                                        pr

•k,``'`,y`       hh                                                  pr

De conformidad con  lo anterior, en las Juntas `Médi.cas que valoran  la  afección
denominada como Leishmaniaáis indican de form`a clara que, a pesar de haber
sido  contagiado  de  esta  enfermedad,  una  vez  tratada  la  misma,  NO  QUEDA
LIMITACIÓN   FUNCIONAL  ALGUNA   y   la   única   secuela   que   se   valora   con   las
cicatrices que dejan la picadura. Nótese, sin embargo, que más allá de la ficha
epidemiológica aportada el\actor, el mismo nc} allego como soporte documental
el  acta  de junta  médico  lab\ord,  document6  necesario  e  indispensable  para
determinar la posible disminucióh de la capacidad laboral si la hubiere; como se
dijo,  aún  a  pesar que  la fícha  médica  rélata  leishmaniasis  cutánea,  ello  no  es
significativo que el jovén LUIS MIGUEL Ruiz TRUJiLLo, padezca secuela significativa

que le permíta reclamar indemnización por daño a la salud.

Cabe anotar que, en la generalidad de los casos, tras el tratamiento otorgado
por  la  eritidad,  no  quedan  limitaciones  funcionales  ni  secuelas  graves  que  le
impidan  laborar  Q  desarrollar  sus  actividades  con  normalidad,  luego  nada  le
impide  un no`rmal desarrollo  de sus  actividades  personales,  sociales y laborales,
máxime  si  se tiene  en  cuenta  que  en  la  mayoría  de  los  casos  se  dej.a  como
secuela   u`na  cicatriz  con   leve   o   levísimo   defecto   estético   que   no   genera
impedimento ni físico ni mental alguno. Dicho tratamiento médico fue otorgado
al   joven   LUIS   MIGUEL   RUIZ   TRUJILLO   tal   como   constan   en   los   documentos
aportados con el escrito de la demanda.

Sin embargo,  no se logra acreditar la confíguración de un daño a la salud, pues
no se aporta en el libelo de la demanda el acta de j.unta médico laboral, luego
se   imposibilita   iniciar  debate   alguno   con   respecto   a   ello,   porque   hasta   el
momento  de  la  presentación  de  la  contestación  de  la  demanda  el j.oven  LUIS
MIGUEL RUIZ TRUJILLO no se le había realizado los exámenes requeridos por parte
de  los profesionales de la  salud  que  pertenecen  a  la  Dirección  de Sanidad  del
Ej.ército  y  que  es  el  personal  idóneo  para  especifícar  la  clase  de  lesíón  y  sus
posibles secuelas, así  como la disminución de la capacidad laboral.
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Se señoría, es de  resaltar,  que  para  la  acreditación  del daño  a  la  salud son  las
SECUELAS que deje consigo el daño, de conformidad con lo preceptuado por el
Consej-o de Estado:

"Baj.o  este  propósito,  el j.uez  debe  determinar el  porcentaj.e  de  la  gravedad  o

levedad  de la  afectación  corporal o  psÍcofísica,  debidamente  probada dentro
del  proceso,  relativa  a  los  aspectos  o  componentes  funcionales,  biológicos  y
psíquicos del ser humano.

Para lo anterior el juez deberá considerar las consecuencias d
accidente  que reflejen  alteraciones  al  nivel del  comportami
de la persona dentro de su entorno social y cultural que
la víctima." /Negrilla fuera de texto"

C.  PERJUIclos  MATER[ALES

Me  opongo  al  reconocimiento  de  suma  algu

agraven

or  concep

enfermedad o
y desempeño

Ia condición de

0 de   PERJUICIO
MATERIAL en  su  modalidad  de  lucro  cesante, teniendo en cuenta  las siguientes
consíderaciones:  Para  el  lucro cesante solícitado, debe tenerse  en cuenta  que
"... el lucro cesante aparece cuando un bien ecc>nómico que debía ingresar en

el  curso  normal  de los  acontecimientos,
de la víctima"

no ingresó ni ingresará'ren el  patrimonio
tt

LL,`1
En el sub examíne no podría reconocerse tai soiicitud`por cuanto en primer iugar
se  está  reclamando  una  AFECC!C)N  que  no  ha  sido  probada,  Iuego se tendria
que no hay tal daño antijurí\clico, eHo  por la auséncia del acta de junta  médico
laboral.  Ahora   bien,   dado\\Io  cmteriormente,señalado,  si  existe  una  falta   de
ingresos  en  el  pammc]njo  del  hoy  c}emandante,  esta  circunstancia  atiende  al
grado de escolaridad que ha tentdo el ex soldado y las actividades en que sabe
desempeñarse. Así Se demuestra entonces que el Ej.ércH-o Nacional no tiene nexo
alguno con esta circunstcmcia y en tanto debe desestimarse tal pretensión.

Jl.1

Por  otro  lado,  debe  entrar\a  probar  la  parte  demandante  que  el  señor  LUIS
MIGUEL RUIZ TRUJII.LO para la época en la cual se presenta el daño, realizaba una
actiMdad productíva que le reportara un ingreso que cesó, sin embargo, en este
punto ciueda  claro que  no se  ha  demostrado  que  antes  de ingresar al  Ej.ército
Naciona{ el señor LUIS  MIGUEL  RUIZ TRUJILLO,  haya  desempeñado  labores  que  le
permitían  su  propia  hianutención y lo  llevaban  a  tener una  buena  calidad  de
vida.

D.  A  LAS  DEMÁS  PRETENSIONES:  Como  quiera  que  no.  es  posible  establecer  la
totalidad de los requísitos legales que conlleven a determinar la responsabilidad
del  Estado, no es posible condenario a indemnizar perjuicios, y mucho  menos a
otorgar pagos a los que como se ha venido sosteniendo no hay lugar.

A  LOS  HECHOS

HECHO  2.1.  ASÍ  ES,  conforme  al  contenido  en  la  hoja  de  tiempo  de  servicio
allegada al plenario por la parte actora.

HECHO 2.2.   ASÍ PARECE SER  de acuerdo al  contenido de los  medios de prueba
allegados con la demanda.
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HECHO 2.3.   ASí ES, conforme al contenido en la historia clínica allega al plenarío
por la parte actora.

A  LOS  HECHOS 2. 4. ASÍ ES,  conforme al  contenido en  la  historia  clínica  allega  al
plenario por la parte actora.

AL  HECHO  2.5.  ASÍ  ES,  de  acuerdo  al  medio  de  prueba  allegado  por  la  parte
actora.

AL  HECHO  2.6.  ASÍ  ES,  de  acuerdo  al  medio  de  prueba  allegado  por  la  parte
actora.                                                                                                                      dJÉhp

AL  HECHO  2.7.  ASÍ  ES,  de  acuerdo  al  medio  de  prueba  allegado''por  la  parte
actora.                                                                                                                 r            .£kL

á

AL HECHO 2.8.  ASí PARECE SER sin embargo esta defensa\se atiene a lo que resulte
probado dentro del proceso.

LA ENTIDAD  DEMANDADAPOR1.    ARGUMENTOS  DE  DEFENSA  PROPUESTAS

1.  lNEXISTENCIA  DE  ACERVO  PROBATORIO  FRENTE AL DAÑO  Y  SU TASACIÓN.
1

1
No  existe  prueba  del  daño  antij.uridico  que  alega el c}emandante  con  lo  cual  es
imposible atribuír responsabilidad a la entidad demandada, pues aunque existe el
documento expedido  por el Sistema  Nacional\ de Vigftcmcia en Salud  Pública que
determina  la  existencia  de  leishmaniasis,  brílk}  por su  ausencia  el  acta  de  Junta
Médico  Laboral Militar, lüego así las cosas se puede decir,  primero, se desconoce
el  concepto  del  especialist\a  respecto  a  lcx5  lesiones  o  afecciones  del  j.oven  LUIS
MIGUEL RUIZ TRUJILLO, segundo, no está determínada secuela y/o dísminución de la
capacidad labordl de[ actor que cc>nlleve a la solicitud desmesurada de sumas de
dinero y tercero, al no exístírdicho documento se tiene que no hay daño antij.uridico
alguno   que_pueda   ser  reclamado   por  los   demandantes  ya   que   no   lo   han
demostrado de mhcmera fehaciente.

J
Jdí

De.acuerdó-.con   e[   argumento   precedente   el   supuesto   daño   se   toma   en
JNEXJSTENTE,  teniendo en  cuenta  que es  claro  que  para  que se  le  pueda  atribuir
responsabi\lidad a la Administración, el  principal y más importante de los supuestos
es el DAÑO ANTIJURfDICO que en el sub judice no ha sido demostrado.

EI Consejo de Estadro se ha pronunciado al respecto y ha manifestado:
1,

"(...)  El daño constituye el primer elemento o supuesto de la responsabilidad, cuya

inexistencia, o falta de prueba, hace inocuo el estudio de la imputación frente a la
entidad demandada; esto es,  ante la ausencia de daño se torna estéril cualquier
otro   análisis,   como   quiera   que   es   el   umbral   mismo   de   la   responsabilidad
extracontractual    del    Estado.    El    daño    antijurídico,    a    efectos    de    que    sea
indemnizable, requiere que esté cabalmente estructurado, por tal motivo, se torna
imprescindible  que se  acrediten  los siguientes aspectos relacionados con la  lesión
o  detrimento  cuya reparación se reclama: i)  debe ser antijurídico,  esto es,  que la
persona no tenga el deberjurídico de soporiarlo; ii)  que se lesione un derecho, bien
o interés protegido legalmente por el ordenamiento; iii) que sea cierio, es decir, que
se  pueda  apreciar material  y jurídicamente,.  por ende,  no  puede  limitarse  a  una
mera conjetura ( . . .) " .
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Anudado a lo anterior, queda claro que, al no haberse realizado el Señor JHON
HENRY AREVALO ANGEL, el acta de Junta Médica Laboral definitiva,  Ia lesión no
pudo ser valorada  por los miembros de la Junta Médica o el Tribunal  Médico, y
por tanto no se logró determinar si la misma generaba algún tipo de disminución
de  la  capacidad  laboral;  de  manera  que,  por  no  encontrase  establecida  la
lesión   que  se   pretende  imputar  a   la   admínistración,   el  daño   no  se  puede
cuantificar  y  como  consecuencia  de  ello se  torna  imposible  tasar  en  debida
forma los supuestos perj.uicios sufridos por el actor.

Reiterando  lo  anterior,   queda   evidenciada,   la acción   poco  diligente  y  por
demás  negligente  del  demandante  que  no  ha  realizado  el  trámite  necesario
para realizar la j.unta médíca que califique y establezca si la lesión sufrida fue en
actividades del servicio y por tanto imputable a la entidad.  Luego, es evidente
la   inexistencia   de   pruebas   allegadas   y   solicitadas   que   bermitan   endilgar
la existencia de un daño actual y cierto a la administración.

Se resalta  al  despacho,  que el Señor LUIS MIGUEL  RUIZ TRUJILLO, há debido  asistir
a la realización de la junta medico laboral y cumplir con el\tratamiento prescrito
por Sanidad Militar, situación que no se dio en este caso dado que no hay acta
de   Junta   medicoLaboral;   Iuego,   Io   que   si  quedo   evjdenciado   esrque   el
demandanteabandono   el   tratamientocomo   lo   señala   el   ahículo   35   del
Decreto  1796 de 2000.

c,T>                                                 1

"TITULO    VII.     PERDIDA     DEL    DERECHO`  A    íNDEMNIZÁCIÓN.  ARTICULO    35.

ABANDONo DELTRATAMiENTo: Cuando ei personái de que trata ei presente
dec.reto se haya desvinculado sín derecho a la asignación de retiro, pensión
de jubilación  o  pensión  de  {nvalíd€z y abandoneTo  rehúse sin justa  causa,
po; un término de dos (2) meses, o \du;ante el mismo período no-cumpla con
el tratamiento prescrito por la Sanidad o con las indicaciones que le han sido
hechas al respecto, Ia institución quedará exonerada del reconocimiento y
pago de las prestaciones económicas que de ello se deriven. (Negrilla fuera
detexto)"    qq

Así mismo, ha de tenerse en consider ión que el derecho a presentar pruebas
y  a  contróvehirlas  se  traduce,  en  un  derecho  a  la  prueba,  mej.or aún,  en  un
derecho a probar los hechos que determinan la consecuencia jurídica a cuyo
reconocimiento,  en el caso  lítigado, aspira  cada  una  de  las  partes, es  por ello
que en el sub examine según se desprende de los hechos descrito por el actor
ha demostrQdo que una conducta  inconmovible en torno a definír su situación
médic\a aun cuando su' Iicenciamiento se generó hace más de un año.

Desde esa orbita no' existe por un lado una prueba consolidada -JUNTA MÉDICA-
que determine la pérdida de un porcentaj.e de la capacidad psicofísica,  por lo
menos en lo que a la vida mílitar hace referencia, y tampoco se observa por otro
lado,  interés  directo  del  demandante  o  su  apoderado  para  que  su  situación
médica sea defínida, pues si se mira con atención no existe si quiera una solicitud
ni  una   prueba  que  permita  probar  la  diligencia  de  quien  se  supone  es  el
interesado para que se practique tal calificación, pues de los "oficios obrantes"
se tíene que en ellos no existe el sello de radícación perteneciente a la entidad.

11.  INEXISTENCIA  DE  UN  PERJUICIO  QUE  SEA  IMPUTABLE  AL  ESTADO.

EN CUANTO A LA IMPUTABILIDAD: De acuerdo con el ordenamiento jurídico vigente,
y con  el fin  de que se declare la  responsabilidad  de  la  administración  pública,  se
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hace imperioso verificar la configuración de los dos elementos o presupuestos de la
misma, según la disposición constitucional que consagra la institución j.urídica, esto
es,  el  ahículo 90 superior.  En consecuencia,  es  necesario que esté demostrado  el
daño  antij.urídico,  así  como  su  imputación  fáctica  y j.urídica  a  la  administración
pública.

Por lo  anterior,  además de constatarse,  en  un  primer momento,  Ia  antijuridicidad
del  daño,  el  operador j.urídico  debe  elaborar un  "juicio  de  imputabilidad"  que  le
permita encontrar un título jurídico diferente de la simple causalidad  material  que
justifique la decisión a tomar, es por ello que, dentro del nuevo modelo en que se
desarrolla  la  responsabilidad  patrimonial  del  Estado,  se  parte  de  un  concepto
objetivo  de  acción  y,  por ende,  Ia  atribución  fáctica  de  la  misma  ostenta  igual
naturaleza  (imputación objetiva). \
Dado lo anterior, en el caso específico que nos incumbe es  prec:So anotar que si
bien   es   cierio,    al   señor   LUIS   MIGUEL   RUIZ   TRUJILLO    le   fue   diagnosticada    la
/ei.shmanjas;s, tal como se señala en documento de marras, sobre esta se presentó
la  atención  médica y el tratamiento correspQndiente y se devolvió en  las  mismas
condiciones a su hogar, sin impedimento alguno para continucxr el c!esempeño de
las actividades cotidianas,  pues no tuvo ningún otro Íncidente `en lQ entidad, de lo
contrario  se  hubiera  manifestado  puntualmerie  en  la  dema\nda  y  Se`  probaría
correctamente a través de un informe administrativg por lesiones,\ci`en su defecto
con  los  exámenes  de  egreso;  tan  es  así,  que  se` tiene  que  el  joven  no  se  ha
presentado  a  realizarse  la  j.unta  médico  laboral,  Iuego  sobre  el  daño  que  se
demanda, lo que se tiene es que no es cierio y que entonces 'no existe tal daño
antij.Uridico.                                                  Ástffi  `

Adicionalmente, y en tomo a la inexistencia de \un periuício que le sea imputable a
la entidad, como se ha venic}o mencionando, existe en el margen del derecho un
numero de conductas que traen consigo ia e*isténcia de un riesgo permitido y que
siempre  y cuando  no  invada  la órbita  funcicinal  de  la  persona,  le  genere  daños
insoportables  o  antijurídicos  como  aparentemente  lo  quiere  hacer creer la  parte
actora,  no  tiene  por  qué  generarse  una  imputación,  pues  de  ninguna  forma  el
estado de salud con el qu© se licenció el demandante, le impide conseguir trabajo
o desempeñarse en diferentes campos, pues recibió toda la atención médica que
se  h.Lzo  necesaria  y seguramente   la  leishmaniasis  será  un  hecho  superado;  si  ello
(ubicarse {abordmente)  no b ha sido posible, tendrá que observarse otro tipo de
factores que nada tienen que ver con su permanencia en el Ej.ército Nacional.

EN  CUANTÓ \A LA CONFI,GURAclóN  DE  UN  RIESGO  PERMITIDO.

Es oporiunc} con5iderár que a pesar de evidenciarse la ocurrencia de leishmaniasis
en  algún  momento  sobre  el  señor  LUIS  MIGUEL  RUIZ  TRUJILLO,  ésta  se  identifica
dentro de un riesgo permitido, el cual como anteriormente fue mencionado es un
presupuesto  normativo de la  imputación  obj.etiva, y que tiene su  fundamento  en
que no toda condLicta aue lesione o ponaa en peligro [os bienes iurídicos, se hace
reprochable, puesto aue se reciuiere de ciue ese peliqro deba estar desaDrobado
por  el  ordenamiento  iuríidico;  es  por  ello  que  uno  de  los  factores  relevantes  que
legitiman el riesgo, es la necesidad de empresas peligrosas, ya que hay actividades
en el ámbito social que son indispensables para garantizar las condiciones mínimas
de supervivencia de una sociedad, que sin ellas seria imposible la existencia de una
comunidad organLzada.

Es  por  ello  que  la  prestación  del  servicio  mmar  obligatorio,  constituye  para. esta
defensa, una necesidad de nuestra sociedad más allá de una obligación impuesta
por el  estado,  la  cual  ha  sido  regulada  en  la  norma  constitucional,  articulo  216 y
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que  de  ella  se  desprende   que   las   Fuerzas  Militares  en   su   totalidad   (oficiales-
suboficiales-soldados  profesionales-soldados  regulares),  deben  contribuir  con  la
oblígación  constitucional;  teniendo  como  fin  principal  la  protección  de todos  los
habitantes  del  territorio  nacional,  así  las  cosas,  el  riesgo  que  asume  el  personal
militar, no está en el mismo nivel; sin embargo, el conflícto interno que se afronta es
el   mísmo   para   todos   (oficiales-   suboficiales-   soldados   profesionales-   soldados
regulares) .

Así  mismo,  se  tiene  que  el  80%  de  las  zonas  donde  hace  presencia  el  Ejército
Nacional,   son   zonas   del   área   rural   del   país,   donde   abundan   todo   tipo   de
enfermedades endémicas y tropicales, generándose una presunción de contagio,
para   todo   el   personal   militar,   en   cualquier  grado   (oficial,   suboficial,   soldados
profesionales  y  regulares);  empero  dicha  carga  debe  ceder  a
constitucional  impuesta  a  las  Fuerzas  Militares  de  hacer  pr
soberanía y seguridad  de todo el territorio  nacional;  motivo
inherente al rol de cualquier militar, ya sea ofícial, subot
soldado regular, Io anterior en razón del fin superior Ímpu
1991.

Aunado a lo anterior, se tiene que se predica q
Nacional,   asume   todos   los   gastos   de   a
suministrados al señor LUIS MIGUEL RUIZ TRUJIL

SOBRE  LA  LEISHMANIOSIS.

Así   las   cosas,   se   hace   imperi
enfermedad que, de acuerdo
zoonosis  que  pu eden  afec
parasitismo de los macró
introducido  al  organism
prestación   del   servicio   mili
enfermedad varía
del hospedero y
clínica  de  leishma
forma viscer

peder

han desc
va  desde  e

r Un  Pr

Ia  obligación
garantizar la

al el  riesgo es
esional  o
olítica de

a- Ejército
n    y   Son

olidarídad

eraciones   de   esta
Ica' la  leishmaníasis son

as  vÍsceras,  resultado  del
flagelado del género leishmanía,

n  insecto flebotomíneo.  (no  por la
s   presentaciones   clínicas   de   la

de leishmanía, la respuesta inmune
ermedad. Son formas de presentación

Ia forma  mucosa  o mucocutánea y la

de dar a  partir de  parásitos  provenientes de  un
o), o a partir de parásitos que el vector ha tomado

mano  (ciclo antroponótico)

maniasis  en  Colombia  corresponden  al  género  lutzomyia,
idos  como  capotillo,  arenilla,  pringador.  De  este  género  se

pec.ies en Colomb.ia. La distribución geográfica de este género
del  mar  hasl.a  los  3500  m.s.n.m.,  sin  embargo,   el  ciclo  de

transmisión no se mantiene en allitudes superiores a los 1750 msnm. (Lo que sign.i+.ica
que   en   casi  todo   el   territorio   colombiano   se   puede  trasmitir  este   organismo,
ciudades posiblemente exentas serian Bogotá, Tunj.a,  Pasto entre otras)

Son  factores  determinantes  y  fradicionalmente  conocidos  de  la  transmisión  de
leishmaniasis  las  relaciones  que  el  hombre establece  con  el  medio  ambiente,.  Ia
deforestación    y    la    presencia    de    nuevos    asentamientos    humanos    con
modificaciones al ambienl.e que permiten la adaptación de vectores y reservorios
de la enfermedad a nuevos hábitats.

]  Guías de promoción de la salud y prevención de enfermedades en la salud pública. Guía 2. Gui'a de atención

de la leishmaniasis. Programa de Apoyo a la Refoma de Salud/PARS . Ministerio de la Protección Social.
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La   epidemiología   de   la   leishmaniasis   cutánea   en   Colombia   ha   presentado
modificaciones importantes en los últimos años debidos, probablemente, a:

•     La adaptación del vector a ambientes intervenidos por el hombre.
•      El aumento en la circulación de grupos humanos poráreas selvátícas.
•     La acelerada ampliación de la frontera agrícola
•     La movilización desordenada yprecipitada de grandes grupos de población

desde las zonas rurales que establecen asentamientos en comunas y zonas
marginadas  de  la   ciudad,   en  deficientes  condiciones  higiénicas  y  con
hábitos de convivencia con anjmales domésticos que atraen y aumentan la
población vectorial.

Por  tanto,  el  señor  LUIS  MIGUEL  RUIZ  TRUJILLO,  actuó  dentro  del
motivo por el cual se suprime la imputación fáctica, no siendo
j.urídicamente  el  daño  que  se  endilga  a  título  de  riesgo
objetiva;  tampoco  se  prueba  en  forma  subjetiva  que  s
obligación  para  que se  configure  la falla  del servicio  (
está probada dentro del proceso, motivo por el
que preceptúa el artículo 90 de la Constitución 1

Por  todo  lo  expuesto  anteriormente,  sírvase
fundamentos  jurídicos  de  la  defensa,  y
pretensiones de la demanda.

2.     PRUEBAS

Solicito  al  señor(a)

cual  n

sgo  permitido,
ente imputar

nal  en  forma
con  una
e que no

puesto

ados  los
negar  las

Juez   se
prueba,  de  igual  mane
documentación  requeri
haya  anexado  al
reiterado.

Oficio con  Radica
Señor  al   Bri
autenti

de  conden

s  siguientes  medíos  de
cho  que,  en  caso  de  que  la
ntinuación  se  relaciona  no  se

d  al  decreto  de  pruebas,  sea

41    del  22  de  abril  de 2020,  se solicító
e  Sanidad  del  Ejército  Nacíonal,  copia

aboral   del   señor   LUIS    MIGUEL   RUIZ   TRUJILLO

danía  No.1148144509, en caso de  no haberle
Laboral, informar las razones por la cuales no se

n la cual se practicará

3.    COSTAS

to en el artículo  188 del C.P.A.C.A, el  Despacho seabstendrá
costas  a  las  partes,  en  tanto  no  se  ha  comprobado  un  uso

indebido o arbitrario de los instrumentos procesales por parte de estas2.

4.    ANEXOS

•     Los documentos que se relacionan en el acápite de pruebas.
•     Poderpara actuarconsus anexos.

2Sentencia del 25 de mayo de  2006.  Subsección 8,  Jesús  María Lemus.  Rad. 2001Jj4955Ú1(2427-2004) "(..) sólo cuando el Juez,  después de valorar la conducta

de las partes, compruebe que hubo uso abusivo de los medios procesales  es del caso condenar eri costas lo que, contario sensu, significa que si la conducta
procesal fue corTeck3 no es posible acceder a la condena en cc)stas"

&
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5.     NOTIFICACIONES

Recibiré notificaciones en la Secretaria de su despacho o en la Calle 44 8 No.57-
15  Bam.o  La  Esmeralda    de  la  ciudad  de  Bogotá-Oficina  de  la  Dirección  de
Defensa Juridica lntegral del Ejército Nacional.

Notificaciones electrónicas:
Correo institucional: leidy.sanabria@ejercito.mil.co
Correo registrado en el SIRNA de la  Rama Judicial:
iohasanabriavaraas@amaíl.com

Celular: 3133122812.

Con todo respeto,

#ÍAi `          ```:.`            `.          `

T.P.  No. 215.308 C.S.  de la J.
C.C.  No.1.019.017.916

E:;:-.C.ZOÉ§     ---- :  ----=---:=   i.=-.----     1:      .      =

Direccíón   de  la  Unídad  -Ciudad  o  Municipio. -Deptci.
No.  del  Conmutador -No.  de fax  institucional
Correo e[ectrónico de ra unidad www.eiercito.mil.co
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Registro poder No. 20ZO-548 í MDN-SG-DALGC

!¡i¡liiíl«i»\(!!"!l!)i!itll!i,ilii!,,,,¡,l!,lil,",!,,\l!]¡!lllliili:llt!il«11i¡ll

`-ú&* £    RAoicADO M0t+EJC L"ERC_ _ _ J_ -J~^
No+ 20202510009534?2
r,I+lJ'\ml, \~ ,``_' `  _ _

Asunta   POBR DRA  IEIDY .10HANA  SA}lASRb
Ff¢ha  29J}4-2tl2Q 17  3§  "
U3usn®  }'adicsd®r   DIOEF
Dwm   JE%PP-C£OEW ÚIDEFJ]}r«iÁh P.
R.m!{Qn!.   DIRECCIotl  OE  JEFENSA JURIDIC

Señor {a)
JUZGADO 37 ADM!NISTRA"VO DEL CIRCUITO DE BC}SC}TÁ
ESD

PROCESO No                         :11 -001 ~3336-037-2019-00334-00

ACTOR                                   :Luls MIGUEL Rulz TRlmLLo v QTRoS

MEDic} DE CONTROL        :REPARACION DIRECTA

SONIA CLEMENCIÁ URIBE  RODRIGUEZ portadora de  la  Cédula  de  Ciudadanía
NQ.  3?.829.709  expedida  en  Bucaramanga,  en  mi  condición  de  DIRECTORA  DE
ASUNTOS   LEGALES   DEL   MINISTERIO   DE   DEFENSA   NACIONAL   (E),   de
confQrmidad  con  lo  dispuesto  en  la  F`esolución  No,  6549  del  09  de  diciembfe  de
2019 y la resolución  8615 del 24  de  diciembre de  2012,  resoiución 4535 del  29 de
junio  de  2017,  manifie§to  que  conriero  poder  especialt  amplio  y  suficiente   a  la
Doctor(a)   LEiDY   JOHANA   SANABRIA   VARGAS   ldentiricada   con   Cédu¡a   de
Ciudadania  No.101901?916  y  portadora  de  la  Tarjeta  Profesional No`  215308  del
CQnse}Q  Superior  de  la  Judicatura,  para  que  en  nombre  y  representación  de  la
Nación - Ministerio de Defensa  Nacic)nal - Ejerc.ito  Nacional, asuma la defensa de
la entidad y !leve hasta su terminación el proGesct de la referencia.

El apoderado{a} quecia plenamente facu}tado(a} para que ejerza todas las acciones
de  conformidad     cQn  e¡  Art.  77  de¡  C.G.P„     en  especial  para  que  sustituya  y
reasuma   el  presente poder*  asi  mismo asistir a  !as  audiencias de conciliación  con
facuitad expresa para conciliar dentro de ¡os parámetros establecidos por e¡ Comité
de Conc.i¡iación del Ministerio de Defensa Naciona!, de conformic!ad con las normas
lega!es  vigentes  y  en  generai  ejercer  todas  ¡as  gestiones  inherente§  al  mandato
judicial, en procura de ¡a defensa de lcts intereses instituciQnales y patrimoniales dei
Estado'

Atentamente;

SONIA CLEM

;=-:--:-:-;--:i:=:-=:----=

Apoderado{a} Ministerio de Defensa Nacional

Ti§ÍHutiÁLrü
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l'r£5€ÍitftdQ P€{So#&t"tn.e Por el 3ig"tirwfs2S~fl?|Cii±mÉ±b€
Qu!éjiS*i{i£r%'.i;i#firitn!.i{:.r.`h`aJ3EL82g?0í
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•ACTA D.E PoSE.SIórq FUNC(.oNAREos

Ácm DE POSEslóN NOL
S`¢71I18

L-     .admtiübre.de2oi8

§á+¡AC¡gdL±dmEtiHCB¡oAg`%{É,gÉcáos.SR¡g:Üegníó¡á:n%fos£#oDtiE:[asd£ecg{Eíj¢Ra,ñqaÉN%T5g£k{ígg:aSápno:{oí.:

ñerníiTi,;p!o:§i§iin|e:a:Í:mcp:jii::§::e:#¥:£:egri:cEíC3Tfi?£RET;:L:|;ñÉ:d:g:!g:Í;:#ñ#o:G51Íkó:p:|g::#aTli
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Manife.§tó,bajo!agravedaddejtiramenici¡noe§tarinSursaencaus,a!algma.ds.i'nhabilid.a¢gen.eíaiae§peñ+á!r
üe`in¢ómpa{ibilidadÚprohibiciónds!asestab{ecft]a§porlosdecretós2400de1968,la50d.e1973,15y?-34d6
2002ydemásdisposíGione§vÍ§eniespa.rae.ÍdesempeñodeémpieQspúb{icüs.

EncumplimiBntoalpdispugstopjorelariíctiio141deldscretp.215üde'1995j.súiose,exige{aPía§e.ntációnüe,
la .Sédu.la ag #-udadsnía.t

éecr.etario General (E}
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GER"FICACION. NÓ. $0$5il-8

LA .SustRrTA. COO.RHmAD-OR.A  DEL ÓRU.F®.'BE TALENTp.HU.MAÑ© .DE. LA•ÜTN| DÁb S.E§Tl..Ó`Ñ GENÉRAL DEL mINISTERIO DE DEFENgA...

CERTIFICÁ:

Qüe< revisad.a  !.a  hqja` de-¢ida  é,é. §ÓNLA  CLE.MEÑcfA. ÜF2fEE. .RÓE}RI€ÜEZ, -idi=ñtific`áda,
cQ#  La  .cédú!a  de  ciudada.r¡ía  ÑÓ`.  3?,C29.709]  qüi±n- 1abora  ér] `él  Ministe.ri`o  de.  Befetisa.

g-gíogÉ,áTuá#aDdEdFeE£g,itiógó%?gn:ri|13e£r,aad:Gt|usa,tÉaHdigRáfisDeAi;.:ga|a#fD#E%gFó®üTgE'
Á-ÉÜNTOS LEGALES, é.n ta p}anta de empieñdos públf89S++

La.nprese`n`{g  in5prmaci.án fúe ratificada con  los so`pórtes {jsiGos y .magnétiGÓs-q.ue  reposan
eri EJ afchivio d.e -Hoj`as de Vida y en el S-Ís.Íema.de .!r}foima.¢ión y Admini-s.traeiér} .dei -Ta!enta `
•Humari-o-§fATH,

`Se sxpide eri BQgotá 'a los 2S .días der.me.s` dé Q,ctübre ¢é[' 2.018,

m.ES -DEL
G-ot}r`díhadona Gtupo Taiento Humano

FaffibB`ók MindBít!rmcoTó`mbí@
;Yri+tubo':bli``daferisz][olDmbia

rú psía pkna düarúügd?Ü .g? esffitip#o d8
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EL{LA} SUSCRITO(A)   COORDINADORA GRUP0 TALENTO HUMANO

HACE CONSTAR

Que  el{la)  Señor(a){ita)  PARADA  ACEROS  SANDRA  MARCELA,  identificado(a)  con  Céduia  d€  Ciudadanía
No.51684114,  en  la ac{ualidad  labora como  PROFESIONAL DE DEFENSA Código  3-1  C}rado  18, en  el  Ministerio de
Deíensa  Nacional en el(la)  GRUPO CONTENCIOSO CONSTITUCIC)NAL y  le figura  la siguier`te  Ínformación:

Fecha Corie: 30/10/2018

NOVEDAD DISPOS[CIÓN FECHAS TOTAL

DE A AA-MM-DD

C"TRATO(Tl"POCoHPLETO)           hj|DN                                      coNTR                           459                   03_08.]994         01-07-1994      29-08-1998            02-01i28

cJw.TiEÜPoCC"Tlhmo                         MDN                                    REs.MDN                      12296                 30.OB-igg6          30J)8-1996      30-10-2018            22-02-00

Total tiempos reconocidós em MINISTER{O DE DEFENSA NACIC)NAL 24i'3-2a

Los datos aqui coíitenidos están sujetos a verificación por parie de Hojas de Vida.

Se expide en Bogotá D.C. al(los} 30 dia{s) dEl mes de octubre del 2018

r _±±il
.l_iL#L+§

.,rfr

J- -lí;}
lNES DEL ROCIO HURTADO BUITRAGO

COORDINADORA GRUPO TALENT0 HUMANO

Nota..EHiempodeservjciodescritoenestacerti.ficaciómopec?Saria,ritBpte.8Pli?a_Cío.TP_!:Srpp!3I!d_!_P.ST^P_e_n.S£¡£nri~S3.!U.b!=ncfó~Sa:¿€PariE1;;%.aLái.I.:Srüiái;á:'í-:-cááái:;¿áó;;'á{i:si;S-tiáñó¿ssedaráenatrasinstdnoiasten.,endoéncuentalascaracteristicasespeclalesde

lcjs difererites 12]pso s relí3c¡onaclos.

Cariiem 54 Na. 26-Z5  CAN
ip±¢ap.mirlz]Eferl5atgo¥L=a      '
Twitteri ®mindEfen5a
FacEboE]k; MindefEnsa€ülDmbia
YoiJtubE!;  Mjndefen5acqlam.bia
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REPÚBLI#COLomB]A

mlNISTER[o DE DEFENSA NACIONAL

REsoLucióN NúmERo           S 815 DE 2012

{     Z40lc.2812        }

Por la cual se delegan, asignan y coordjnan funciones y cc¡nipetenclas ralacionadas ccin la
actividad de  defen§a judicial en los procesos en que sea parte la Nación -  Ministerio de

Defensa Nacional`

EL MINISTRO DE DEFEN§A NAcloNAL

-\

En  uso   de   sus  facultades  cc>nstitucionale§  y  legales  y  en  parii.cular  }a§  confert.das  por  el
artículo 211  cle la Constitución  Po¡ífica,  lDs artículos 9 de la Ley 489 de  1998, 8 numeral 2 del
Decretc} 1512 de 2000t  1  del  Decreto 049 de 2003, 2 numeral s del De€íetc[ 3123 de 2007,   2
numera! 8 del Decreto 4890 de 2011, 23  de la Ley 446 de  1998, artícu¡os  159 y  160 de la !ey
1437 da 2011  y 64 de¡ Código de PÍocedimiento Civil, y

CON§[DERANBO:

Que  según  !o  previsto  en  el  ariícu]0  211   de  la  GQnstitución   Polítjca.   la   ley  señ&lará   !as
funciones  que  el  Presidente  de  la  República  podrá  delegar  Bn  los  minjstros,  diíectores  de
depanamentos   administrawDst    represeritantes   legales    de    entidades    descentralizadas,
superintendentes,  gc>bemadoras, a!caldes y agencias del Estado que la misma lsy determine.
lgualmente, fijará las cctndiciones para qiie las autoíidades administrath/a§ puedan delegar en
SuS subanemos o en otras autoridades.

Que gm vinud de la norma en cita la delegaG¡-ón exime de responsabilidad al delegante,  la cual
corresponderá   exc¡u§lvamente  al  delegatariQ,   cLíyc}s   actQs   D  res®luciones  podrá   síempre
Íeformar o revocar aquel reasumiendo la respcinsabilidad cünsiguiente.

Que de confQmidad con lo cúnsagrado en el artículo 9 de ¡a Ley 489 de 1998, las autoridades
administrativas,  en vinud  de lo dispuesto en  la  Constitución  PQlítica  y  de conformidad  cDn  la
Gitada  Ley,  "están  habi.litada§  para trarisferir el  ejercicio de funciones y la atención  y deci§ión
de  io§  asuntos  a  el!as  confiados por la  ¡ey,  mediante  acto  de  delegación,  a  !c>s  empleadt}s
públicos  de  lo§  niveles  directivo  y  asesor  vincuiado§  al  oíganismo  correspondiente,  con  el
propósito  de  dar  desarícmo  a  bs  principios  de  la  función  admini§trativa  enunciados  en  el
anículo 208 de ¡a Constjtución PoliticE y en la ley".

Que  d6  acuerdo  a  lc>  previstc>  en  el  amculo  6  de   !a   Ley  489  de   1998]   ¡as   autoridades
administra{ivas deben garantizar la armonía en el ejerciGiü de sus respe¢tivas funcic}nes con el
r.n de lograr lcis fines y cometidQs estata!es y prsstar su cx}laboracjón a  las demás entidades
para  facilitar  el  cumplimiento  de  §us  funoiones,  pÍocurándo§e  en  61  de§arrollo  de  !a  función
públíca,  cle  manera  prioritaria,  dar aplicación  a  los  principios  de  coordinación  y  colaboración
entre las autoridade§ administrativas y entre ios organismcts del respectivü sector.

Que de conformidad  con  io pr€visto en el  ín¡culo  23  de ¡a  Ley 446  de  1998   cuando  en un
proce§o  ante  cualquier jurisdicción  intewengan  entidades  públicas]  el  auto  admisorio  de  la
demancia  se debe notificar persona!mente a¡ Repre§entante  Legal de la  Entidad  Pública  o  a
qLiien éste haya delegado ]a facultad de reclbir notificacione§.
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Continiiación   de    la    F3esolución    üpor   la   cual    se   de¡egan,    asignan    y    GOQrclinan   funcione§    y
competencias relacionadas cctn la actividad de  defen§a judjcial eri  los procesos eri que sea parte  la
Nación -  Ministerio de Defen§a Naciorfal."`

Que  teniendo  en  cuenta  ia  clase]  volumen  y  naturaleza  de  los  procesos  en que  es parte  la
Nación  -     MínísteTio  de   Defensa,   §eL  hace  necesario   delegar  la  facuftad  de   notffjcaíse  y
constituir apoderadost  en  algunos   servidores público§, en orden a garantizar el €umplimiento
de tQs principios dg eficacia, moTaljdad] economía y  celeridad en la gestión  litígiosa.

Que el artículo 159 de La ley  143? de 2Ü11, establec£:

"CAPACIDAD  Y  REPF?ESENTAcióN.   Las  en{idades  públ.Ícas,  Ios  pariícuiares

qiie c:ump]en fuTiciones públicas y tos demás sujetos de derecho que de acLieidQ
con  la  !ey  tangan  capaclciad  para  coiTiparecer  al  procsso,  podrán  obrar  comci
demaridantes,    demaridadc)s   Q    iritervínientes    en    los'   procasos   contencioso
administrativc¡s± por medio de sus rapresemantes, debidarTiente aci'edjtados,

La   entidad,   órgano   u   organismo  estata}  estará   represeritada,   para   efiectos
}udiciales,      por     el     Mínistrci,      Director     de     DepariEimento     Admiíiisirativo,
Superíniendeníe, Registradc)r Nacional de} Estado Civíl, Pi.ocüradcir General de !a
Nación, Coritra!or General de ia  República o Fiscal Genera} de Ja Nación ci pc]r la
persom de mayc)r Íerarqui.a en la entidad que expidió e} at:to o produjo el hecho.

E¡ Presídente de! Senadci representa  a  Ja  Naclón  en cuanto se  relaciane  con !a
Rama  Leg}s¡ativa;  y  e! D.irectcir Ejéí:ut.wo de Adm`inistrac;ión Judicial  la  Tepreserita
eii cuan{o se relacione ccin !a  Rama Judic.ial, salvo si se trata de procesos eri los
que deba ser parie ia Fisca]ia Generai de ]a Nacién.

En los proc:escis sobre impüestos, tasas o contribucion€s, ta representEicióri de las
entidades  púb}icas  }a  teridrán  el   Directoi  General  de   lmpüestos  y  Aduanas
Nacionales en !o de su c:ompeiericja. o e] func}onarjo que expidió ai acto.

En mEi{ería t:oritraclual,  la  represeritacióri ¡a ejercerá sl sewidor públ'!c:o de rnayor
jerarqu}a  de  }as  dependenc;.ias  a  que  se  refiiere  e}  Jitera¡  b},  del  nLimera!  1  del
ariículo 2 de la Ley 80 de  1993,  o !a lBy que la modifiqLie  c¡ sustituya+  Cuandci e{
corira[o o aclo haya sido susc:rtio d}rectamente pcir el Presidente de la Fzepública
eri r]cimbre de la Nac:ióri,  !a  {epresi3n{ación de esta  se ejerc:erá por e! Dírec{cir dei
Depar{amento Administrativo de la Pres`idencia de la Fzepública.

Las eniidades y órganos qLie c:onfc}rman el saotor cenH.a} de las  admin`istracionE!s
del  riivel  territoria!  están  representadas  por  el  respec:Wci  gcibemadcir  o  alc:alde
distrital o municQal. En los procesos originados en ia ac:Íividad de los órganos de
contro}  de}  riivel  territorjal,  Ia  representación judicjal  correspcinderé  at  respeí=t.wo
persorierci o coritiabr."

Adicionalmente al artículo  160 de la ley 1437 de 2011,  nos indjca:

"DERECHO   DE   POSTULACIÓN.   Quienes   comparezcan   al   proceso   deberán

hacerlo  por  coflduc[o  de  abogado  inscrito,  excepto  en  los  casos  en  que  la  iey
permita su inteívención directa.

LoS  abogados vincuíados  a  las entidades púbíicas pueden  representarlas  en  lo§
procesos   contencicisos   administrawos  mediante   poder  otorgadQ   en   la  íorma
orclinaria,    o    medjante   deiegactón   general   o    particular    efectuada   en   acto
admini§trawó"L
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Continuación   de    la   ResalLici'ón   "Por   la   aua}   se   delegan,    asignan   y   cüorclinan   funciones   y
compgtencias  relacicinadas con  la actívidacl de   defensa jucliciaí en los  procesos en qLie 5ea parte la
Nac3ión -  M"sterio de Defensa Nacional."`
.,___-J---------------*----------------------------`--L.-------------------------------------------------..----------_

Que de conformidad con e! .miso primero del articulo 64 del Código de Procedimiento Civil,  la
Nación y d6má§ Entidades de Derecho Púb!ico, podrán Ecinstituir apüderadas especiales para
atender los proceso§ en que sean parte, siempre qiie §us repr©§entantes administrativos lo
consideren conveni.ente por razón de distancia, impohancia del negocio u otras circunstancias
análogas.

Ft E § U E L V E

CAPITULO PRIMERO

DELEGACIONE§ AL INTERIOR DEL TVIINISTERIO DE DEFENSA -GES"ÓN GENERAL

ARTÍCULO  1.  Delegar en  el  Director de Asuntos  Legales  del  Ministerio de  Defen§a  Nacional
las sigLiientes funcions;

1,          Notificarse  de  la§  demandas,  atenderlas  directament© y  consti{uir  apocierados  en  los
proceso§  contencioso  admjnistrativos  que  cLirs©n  oc>ntra  la  Nación  -  Ministerio  de  Defensa
Nacional,  ante  el  Honorabie  Cúns©jo  de  Estado.    Tribunale§  ContericiQ§o  Admin!§trativos  y
JLizgados  Contencioso  Admini§trawos,  a§í  como  en  los  proce§c}§  que se  adelanten  ante  la
Code Cor]stituciona( por demandas de incc>nstituciona]idad.

2.          Notificarse   de   las   acciQries   de   Tutela,   .de   Gumplimento.   Populares   o   de   Grupo,
pudiendo coíitestar,  rendir informes, constituir apoderados en  dicha§ acciones e impugnar los
fallos  por si o  por intermediQ de apoderado,' así cnrno  presentarlas  en  nombre  de !a entidad
como accionante o demandante.

3.         Notificarse de las demandas, atenderlas directameme o designar apoderadc}s dentro de
los  procesos  que  cursen  en  los  Juzgadcis  Civiles,  Penales  y  Laborales  de  todo  el  territorio
nacional en contra de ]a Nacíón -Miníster`io cie .Defensa Nacional,

4.       Constituirse en  parte  civil  D  designar apoderadoa  para qLie  1o  hagan,  en  los términos  y
para los  efectos del artículo 36 de la Ley 19Ü de 1995.

5.      Para efec{os  de la  Ley  1066 de 2006 y demás  nomias cüncDrdantes.  otorgaí poderes a
funcionarios abogados del Ministerio de Defensa Nacional según lo r6quieran las necesidades
del §ervic>io,  para los trámítes tendientes a ia recuperación de la  cartera por cobro coacwo, o
realizarla§  djrectamente,  así  corTtQ  asignar  funcione§  d€  SecretariQ  a  un  empl6ado  de  la
misma entidadr con el fin de apc}yar con !as íunciones administrativas.

6.       Notificarse y designar apoderados en !as querellas policivas y administrawas qLie cursen
ante e] Ministerio de Protección Social e lnspecciones de Policía o atenderlas directamente.

7.      Designar  apoderados  con  el  fin  de  inlciar  cualquier  tipo  de  acción  en  las  jurisdicciünes
contencioso administrawo, ordinaria y policiva c> iníciarlas directamente.

8.      Notificarse y de§ünar apQderados para atender e iniciar la§ actuaciones administrawas
que  se  surtan  o  deban  guhirse  antB  las  entidades  cle  la  Administra#ión  Pública  del  orden
Nacional,   Departamental.   Munícipal   o   Distrital   o   hacerio   díractamente   o   ante   cualquier
particular que ejerza funciones püblica§, así como de las ofertas de compra de jnmuebles que
le presenten a la entídad.

9.      Notificarse y designar apoderados, así ®mo adelantar todos los trámítes administrativqs
inhffentes a las -actuaÉiones ambiental©s o atenderio directamente.
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Continuación   de   !a   R.ésoiucjóJ1   "Por_i;_ üuai    §e   d©!egan,   asignan   ¥   coorc!inan   funciones   y
cQmpetencias relaciQnadas con  la acti¡íi€!ñd de   defen§a judicia[ en los prciÉeso§ en que sea  pane la
Nación -  Ministerio de Defertsa Nac¡onal.".

ARTICULO 2.  Dek2gar  !a  función  de rio ificar§e  de  !as  demandas  y  constituir  apQderados en
os  procesos  contencioso  administrativ s,  acciones  de  Tu{ela,  Populares,  de  Grupo  y  de
Cumplimimto   que   cursen   contra   la ación   ~   MinÉterío   de   Deferisa   Nacional   ante   los
Tribunales y   Juzgados,  en  jos  Comari antes  de  !a§  Unidades  Operativas  y Tácticas  de  las
FiJerzas Mi[itares que se indican a conlín uac!Ón.

Ciudad                    debicacióndsiespachoJudicialContenciosc>dministrativo

Departamento Delegatario

Medellín ntioQl,ia Comandante Cuaria Brigada
rallca ralíca omandante Brígaria Dieciocho

Barranquijla tiántico Ccmandante Segunda Brigada

Bar!`ancabermeja Saritander del Sur
Ccimandan{e  Batallón de Arii]leria   de  Defensa Aér©a
No.2 Nueva Granada

Ca-rtagena Bolívar Comaridante Fuerza Naval del Caribe
unja Boyacá Comandante Pri.mera Brigada

tienaventura Valle de
1ll  cauca 15@ffiÉñÉTante  Brígada  Fiuvia[  de  infaritería  de  Marina

No'2.

Buga alle de:"auca
Comandant©   Batallón   de  Artilleria   No.3   Batalla   de
Palace.

anizales Caldas
Comandante      Bata!lón      de      lnfantería      No.      22
"Ayacucho"

F¡Ore"}la
'Caquetá Comandante  Décima   Segunda   Brigada  del  Ejercitc)Nacional

Popayán Cauca Comandante  Bataiión dé--lnfanteria  No`7 "José Hilario
LÓpez"

Montería Córdobi Comandante   Déc]'ma   Primera   Brigada   del   EjércitoNacional

Opal Casana le1
CQmandante    Décima    Sexta    Brigada    del    EjércitoNacjonal

ailedupar esar Comandant© Batallón de Artilleria No. 2 " La Fopa"

QuibdQ Choco omandante  Batallón  de   lnfanteria   No.   12  "A¡fonso
Manc.salva Flores"

Riohacha RÍohacía Ómandante Batallón de ]nfantería Mecanizado  No. 6
'Canagena"

Huila Neiva üomandante NÜvena Bfigada dei Ejército Nacional

Leticia
1mazoTas Comandan{e   Brigada   de   Selva   No.26   dei   Ejército

Nacional.

Santa Marta Magdaiéna omandante Prhera División de[ Ejército Naciona].
¡I¡avicenc!o Meta efe Estado MayQr de [a Cuaria División
Ocoa Putumáyo CQmandante Brigada  No.27 dei Ejército Nacicinal

ücuta Noneiesantander
'   Qmandante  Grupo  de  Caba]lería  Mecanizado  Nc}.  5
"Genera! Hermógenes Maza"

Pasto •ariñoí Comandante  Batailón  de  lnfanteria  No.  9  "Batalla  d8
Boyacá"

Pamplona Noried;esantander Comandante   Batal!ón   de    lnfanteria    No.13   Garcia
Rovira.

rmenia Quindii Comandantg Octava Brigada del Ejércfto Nacional.

_---J--
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Continuación   de   la   Resoluciórt   "Por   la   cual   se   c!elegan,    asignan   y    coc>rdinan   funciones   y
competencías rebcionadas con la actividád de   defensa judicial en los procesas en que sea pane !a
Nación -  Ministerio de Defensa Nacional.",
•---1--_,_-----~-_-----------------~--~----'_----^-_----_.---r_-----------------...--..``.-....,-.-.--.---.`------------1,~'"y'_

En  clesarrollo  ds  esta  facultad  el  Superintendente  de "gi[ancja  y  Seguridad  Pri¥ada  podrá
recibir notificaciones y constitiJir apoderados.

2t   La  facultad   para'  notificarse   de   las   accjones   de   Tutek],   Populares,   de   Grupo  y   de
Cumplimento,  pudienclo rendír informes,  constituir apoderados en dichas  acciQnes e impugnar
los fallos por si c} pQr intermedio de apoderado,

3.    La    facunad    para    representar    a    la    Nación    -    Minis{erio    de    Defensa    Naciona]    -
Superintendencia  de Vigilancia y Seguridad  Privacla en  los  procesos por cobro coactivo  para
hacer  efectivo§   los  créditos  exigibles  a  favor  de  la  Superintendencia  y  la  facuffad   para
constituir apoderados  para  hacer exigibles  dichos  créditos eí` todo el temtorio nacbnaf,  para
efectos de ia Ley lü66 de 2006 y demás normas conGordante§.

4.  La facultad para representar  a [a Nación   Ministerici de Defensa en  los procesos   ordinarios
que  contra  la  Superintendencia  de  Vigilancia  y  Seguridad    Privada  cLirseíi  en  lo§  estrados
judiciaíes.

5,   La  facultad  para  representar  a  la  Nación  Ministerio  de  Defensa  -  Superintendencia  de
Vig{k]ncia y Seguridad Privada, en los proce§os penaíes`

ARTicuLO 5.  Delegar en  el Director General de Samdad  Miitar y Dírectores de Sanidad  de
ias  diferentes  Fuerzas  y  Policia  Nacional,     en  los  Jefes  de  las  Oficirtas  de  Prestacjones
Sociales  de[   Ministerio  de   Defen§a   Nack}nal,   del   Ej'ército  NaciQnal,   de   la   Fuerza  Aérea
Cobmbiana,  de la Armada Nacional y de ia Policia Nacional] o quien haga sus veces y en  los
Jefes o "rec[ore§ de Personal o Desarrollo Humano o quien  haga sus veces en el Ministerio
de Defen§a Na€k]nal,  eí Ejércfto Nacic}nal, la Fuerza Aérea Co¡ombiana,  Ia Armada Nacjonal y
la  Policía  NaciQnal  ,  la facu!tad  de notificarse de  las acciones de Tutela,  pudiendo  cQntestar,
rendir informes e impugnar los fallos pür sí o por Íntermedio de apoderado.

En  desarrollo cFe esta delegación se remiíirá a la Dirección  de A§untos Legales del Mini§terio
de Defensa Nack>na]] trimesiralmente, Ia siguiente informac:ióm

1.   Corporación judicial que atend-ú !a tutela.
2,   Accionante
3,   Causa de laAcción
4.   Resumen del Íallo.
5.   Deéisíón de impugnación, sj ha hubiere.

CAPITULO TERCER0

Dispos[cioNE§ comuNEs

ARTÍCULO 6. CONBIC]ONES PARA EL EJERCICI0 DE LA DELEGACIÓN

Las  delegacion€s  efectuada§  a  travé§  de  Ía  presen{e  resolución.  serán  ejercidas  por  lo5
ftnck)narios de!egatarios confome a las siguientes cond.icíones:

1.  La delegación  es una  decisíón discrecional del delegante y su  cump!imíen{o  e§ vinculante
para el delegataric}.
2.  El ejercicio de  las competenoia§ qLie  por medio de la presente  resolución  se delegan,  está
sLijeto  a  la  observancia  plena  de  los  requisitos  y  parámetrQs  relacionados  cQn    la  actividad
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coorciinan   íunciones   y

competencias relaclonadas con la actividad de   defensa iu-dicial en los proceso§ en que sea parte ia
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Nación -   Ministerio de Defensa  Nacjonal.".____-----+--.--------------------------------------------------------------------_

litigiosa  de  las  Entidades  Púbiicas establecidas  en  la  h=y,  manuales y  politicas  del  MinÉ;terio
de Defensa Nacional.
3+  Cuando  lo  estime  conveniente,  el  Ministro  de  Defensa  Nacional  podrá  reasuniir  en  todo
caso y en cualqiiier momentor total o parcialmente, las competencia5 delegadas por medio del
presente acto.
4. La  delegación  establecida en el articu!o 3 de esta  Resolución  no  comprende  la facultad a
motu   proprio,   o   a   través   de   apoderado     de     conciliar,   transar  o   utilizar  cualquier  otro
mecanismo  altemativo  de  solución   ck>  conflictos  en  nombre  de  la  Nación  -  Ministen.o  de
DefEnsa Nacional
5. Las facultades delegadas median[e la presente Resolución son indelegables,
6.  La delegación  eximirá de toda respon§abilidad a! delegante] y será  asumida  plenamente y
de  manera  exclusiva  por el  delega{aTio,  sin  perjuicio  de que  en  viriud  de  lo  dispuesto  en  el
ariículo  211   de  la  Constituci-ón  Po!itica  el  delegante  pueda  en  cualquier  tiempo  rea§umr  la
competencia,   revisar  y  revgcar  los  actos  expedido§  por  sl  delegatario,  con  suj+eción  a  b
clispuesto en el Código Ccintendoso Administrativo.
7. El delegatario deberá obseívar astrictamente las disposicbne§ legales y reglamentaria§ que
regulen el ejerGiciQ de la delegación  y es responsable de las deci§iones qug tome en ejercic].o
de !a mi§ma.
8. E! dBlegatario deberá desempeñarse dentro del marco de actividades estab!ecido en este
acto de delegación.
8,  El  de[egatario  deberá  atender oporiunamente  los  Íequerimientos  sobre  e!  ejercicio  de  la
de!egación, hechos por delegante.
1ü. El delegatari.o deberá cumplir las orientaciones generak!s dadas por el delegante.
11.   El delegatario facilitará la fevisión de sus deci§iones por el delegante.
12.  Los servidores  públicos que ejerzan  ¡a  defensa judicial, deberán  dar estricto cumplim{ento
a IÚ dispuesto en el ariiculo 45 del Decreto  111  de 1996.
13.  En  virtud del  principia de  continuidad de la  administración y de Ía  presunción de legalídad
de  las  actos  admíni§trativa§,  e¡  simpl®  cambio  de  fumionario  de!egante  y/o  delegatar`io  no
sxtingue los efectos del acto de dek!gación. De ahí que, en Gaso de §upresión de cargos o de
cambio  de  denominación  de  lcis  mismos.  las  delegaciones  §e  entenderán  efectuadas  en
aquello§   que   se   han   citado   en   el   presente   ac[o   administíativo   para   la   debgación   de
competencias, hasta tanta sg expida un riuevo a¢to administrativo ciiie ¡as reasigne.
14. Las responsabilidades y consecuencias de la presente delegación, se rigen por las norma§
1egale£ aplicables, y en paT{.icular por los ar{iculos 9 y §iguientes de la Ley 489 de  1998.
15`   Este  acto  tiene  fuerza  eje"{oria  mientras  no  sea  revocado,  suspendido,  modificado,
derügado o anu!ado por autoridad Gompetentg,

ARTÍCULO      7.      COMPRomlso      ANTICORRUpclóN      DE      LOS      FUNcltlNARIOS
INVOLllcRADOS    EN    LA   SESTióN    DE    REPRESENTACIÓN,    ApODERAmlENTO   y
DEFENSA JUDICIAL,

Los funcionaíios  dei  MinisteTio  de  Defensa  Na¢iorta{,  que  tengan  como  función  la  actividad
litigiosa  an{e  las  diferentes  Jurisd.icciones,  deberán  suscribir  un  compromiso  anticorrupc.ión
que  reposará en su folio de vida,  en el que se expre§e explícitamente su  voluntad de abogar
por  la transparencia  en  lcB  procesos  litigioso§  y ¡a  re§ponsabilídad  de  rendir infomss  de  su
actuacíón, ccimpromiso a través del cual, a§umirán como minimo !os siguientes:

No  ofrecer  ni  dar  prebenda  ni  ninguna  otra forma  de  contraprestación  a  ningún  funciionario
público.

No prcipícíar que  nadie¡  bien sea empleado de la entidad o familiar ofrezca o dé prebendas o
contraprestación a ningún funcionario de la entidad a su nombre;

la   cual   se   delggan,   a§ignan   yContinuación   de   la    F{esolución   "Por

HE=
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Continuación   de   la   Re§olución   "Por   la   cual   se   delegan,    asignan   y   cQordinan   funciones   y
competencias relacioíiadas con la aGtiviciad de   ciefensa juc!icial en los procesos en que sea parte ¡a
Nación -   Mjnisterio de Defensa Nacional`".
----_------_-------------------------.----.--C-+-------------------_---r-.-.--`..-.--`-~.-~.--_-----------~--,----

No  recibir  directa  ci  indii-ectament£  prÉbenclas  ni  ninguna  otra  forma  cie  contraprestación  o
beneficio  a  ningún   interesado  en   los  pÍücesos   que   reaíiza   para   el  cumpiimiento  de  las
funciones a su cargo, ni pñra retardar el ejercicici de dichas funciones.

No i.ealizar concluctas que atenten cc}ntra la seguridad de¡ personal y de las instalacicmes,  asi
ccmo de los intereses de ia institucíón o qLie pongan a la entidad en desventaja frente a otras
persortas naturales ci juíidicas.

lnformar al  Ínmediato  supeíior  de  las  SQnductas  que  se  detecten  relacionaclas  con  falta  de
transparEncia en g1 ejercicio del caTgo, por parte de lc)s funcionarios responsables dsl ¡itigio.

No  realizar acuerdos  ni  utilizar  lcÉ  mecanismos  altemativü§  de  so[ución  de  cQnfíictcis  §in  el
previo análisis y aprobacjón de! Gcmjté de Concjliación y Defensa JLidiciaí de la Eritidad`

Asumir y Teconocer expresamente.  las  consecuencias  que se  deriven  del  incumplimiento  del
comprQmiso  anticorrupcjón   püecedeme  o  dE   cualquiera  otra  dg  sus  obligaciones   legales
asociadas  a  ias  gestiones  propias  de  la  activiciad  litigic}sa  a  §u  cargci,  ante  las  diferentes
aLitor.[dades encargadas de llevar a cabo ias coírespondientes i"estigaciones,

ARTicuLO  8.   lNFORME   SEmESTRAL.   EI   Superintendente   de   Vigilancja   y   Seguridad
Privacla,  deberá remitir semestra]mente un informe de  la acwidad realizada en viítud de esta
De!egación al seftcm Ministro de Defensa Nacional para su seguimien{o y control.

Los  funcionarios   encargados   de   la   activídad   litigicisa  clel   Ministerio   de   Defensa   NaciQnal.
deberán  rendir  informe  semestíal  de  {as  actuaciones  y  dei  estado  de  !oS  pÍocesos    a    los
delegatarios con copia a [a Secre{aria €enera! de este Ministefio.

PARÁGRAFO:  El  informe semestral que  rindan  los delegatarjos  jndicados en  este  artícLilo  y
bs   apoderados  a  los   delegatarios.  constituirá  uno  de   los   mecanismos   para   etectuar  el
seguimiento y contro¡ de la función delegada en este acto administTativo,

ARTicuLQ 9. EMPALME EN CÁSO DE CAmBIO DE mANDO.  Cuando haya cambios de !os
funcionar`ms designados cc.íno delegatarios a través de la presEmte Resolución, éstos deberán
preparar un  informB de situacíón y ejecLmión  de las funcionÉ!s asignada§  a su  cargo,  c!ejando
constancia de la información y documentación entregada a} nuevo funGicmario que ejercerá. {as
funcbnes  Ú  la  competencia  respectivat  cuya  copia  será  remjtida  a  la  Dirección  de  Asunto§
Legales del MinisteTio de Defensa NaGionaf, para su contíol y seguimierito.

ARTicuLO  10.  VIGENCIA  Y  DEROGÁTORIA,  La  presente  RÉSQlucián  rige  a  pariir  c!e  la
fecha de su publicación y deroga las normas que le sean contrarias, en especial la F}esolución
No. 3530 de 2007.

PUBLiQUESE Y CÚMPLASE,
Z 4  0lc.  2812

Dada en Bogo{á, D.C.

EL mlNISTRO DE DEFENSA NACIONÁL
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REPÚBLICA DE COLOMBm

MINISTERIO DE DEFENS^ NACI0NAL

RESOLU€IÓN NÚMER0      b5 35           DE2017

(    2gJUN"T       )

Por ki cuai Se estabkx=e la conformacíón dei Comité de Cbnci!iación y  Defensa Judicral de! Mitilsterk] de
Defensa y la Polia.a Nacional, se pr¢}mueve la accíón de repetición, se de!ega la facuttad de constftuir

apoderados para conciliar y se dictan atras disposick}nes.

EL MINISTR0 DE DEFENSA NAtI0NAL,

En ejerclcíü dg las facultades que le coíifieí£n  los ardcu[cHs 9 y 61 parágrafo de ka Le¥ 489 de 1998, artículo 75
c!e la ley 4q6 de 1998, en concordancía con los artkulos 159 del CódigD de Pm[edimíem Adminlstrativo y de

fo Contencioso Admlnistrawo,  i3 de la LEy 1285 de 2009, el CapitulQ lrl del Decreto 1069 de 2015 y el
De€reto 1167 de 2016, y

C 0 N S I D E R A N D 0:

Que ei  artl'culo  75  de  la  Lsy  446 de  1998,  díspuso que  las  entidades y  organismos de  Deredhú  Públjco  del
orden na€ional, deb€rán integrar un comité de camliación, conforrriado por }o5 funcbnai`ios del nlvel directivQ
que se designer` y cumpiirá  Las fLinciones que se ]€ 5eñalen;

Que  el  artículo  13  de  la  Ley  1285  de  2009Í  por  la  cual  s€  refoma  13  Ley  270  de  1996,  e£tableció  como
requí5ito  de  pro{£dlbilidad   para  las  acdones  prstistas  en   lcx;  artl'cubs   139,   140  y  141   det  Códigó  de
Procedimiento   Aclministiatívo   y   de   lo   CQntentioso   AdmínistrativQ,   el   adelantamiento   de   L8   concíliaclón
extrajudicial;

Que a tíavés la Ley 1285 de 2009, el artfcu[0 75 de b Ley 446 cle 1998Í el D€creto  1069 de 2015 y el mreto
ii67 de  20i5,  se  reglamentó  k>  relacionado ccm  ks Camités de Conc!liaciórt,  establecft5ndo  bs  reglas  d€  su
integración y funcionamíento.

Que de conformidad con lo señalado en el  Decreto  1512 del  11 de agosto de 2000,  las Fuerzas  Milítares y la
Policía  Naci.onal  hacen  parte  integral  de  la  €structura  orgáníca  det  Mínisterb  de  Defensa,  en  donde  de
coÍ`formidad con las leyes se debe constftuir un Comité de Conciliacíón,

Que  mediante  ±to  4222  de  2006,  se  mcdificó  parcialmetite  la  estmctura  del  Min.steri.o  de  Defensa
Naciona+ -Po}icía Nacional y se estabkx:ieron las funciones de k3 SecretarÉ General de la  Pol¡.cía NacionaJ.

Que  mec!iante  metos  3123  de  2007,  4481  de  2008,   4320   de  2010  y  138i  de  2015,   se  modiíiri
parcialmente la estriictura del mnisterio c!e D€fensa Nadúnal ,

Que  los Cornités de Conci!iación y Defensa Judicial del Ministerio de Ckfensa Nacional y de la  Polici'a Nac[onal,
deben  coriocer  de  la  pracedencia  o  improcedencia  de  ta  Concilíación  ante  las  diferentEs  ]uri5dicciones  de
acuerdo can  1o establecldo en b  Ley 446 dé  1998,  la  Ley  640 de 200i,  Decíeto  1069 de 2015 y la  Directiva
Presidencial riúmero 05 del 22 de mayo de 2009;

Que se hace necesario adectJar la conformac§ón del Cümité de Conciiiación y Defensa Judi€Íal del Minísterio de
Defensa  Nacional y de  la  Policía  Na€ional,  de confomiídad  con  1o dispuestg en  k]s D&rEtos  1069 cle  2015 y
1167 cle 2016 y exista representación de cada una de bs Fiierzas Militares y ki Polici'a Nacional.

R E § U E L V E:

AFtTÍCuL0 i. Comité dc Canci-Iiación y D£fensa Jüdic)-al de] Miriisterio de Defensa Nacional y de ta
Policí@  Na€ional.  Los Comités de  Conci!iación y Defensa Judicial  de¡  Ministerio  de  Defensa  Naciorial y de  la
Polícía  Nacional  estarán  integrados  por  los  fundcmarios  que  s€  relaciónan  a  continuación,  quienes  serán
mieiinbros permanente§ Con voz y voto, asi':
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Continuaci.ón de la Reso!uclón "Por la cual se establecE la conformación del ComlEé de Conciliadón y Defensa
Judícial  del  Ministerio de  Defensa  y  la  Policía  Nacional,  s£  promuev£  la  acclón  de r€p£tíción,  Se  delega  la
Íacuftad de cmstituir apc}derados para conciliar y se ditian otras dísposjciones".

i.   €omité de Concllhción y Defensa Jüdidal de] Ministerio de Defiensa Nac.i.onal

1.1  E]  Ministro de Defen5a Nacional o su de!egado.
1,2  EI A5esor qu€ señate el Secretario Gefleral tiel Mln.rsterio de Defensa Nacionait
i.3  Ei Director de A5unsos Legales del Ministerio de Dcfensa Nacional, quien además ostenta la calídad de

ord€nador del gasto det  rubro de sent£ncias y conci¡jacionE5 en  !a  Gestién General del  Minist€rio de
Defensa.

1.4  Un d€legado de la lnspecdón  Gen€rai d€l  Ejérdtü Nadonal en  el grado de Coron€l, designadó por el
Comandante de la Fuerza.

i.5  Un  delegado  de  la  mspección  Genera!  de  la  Armada  Nacional  en  el  gíada  de Capltán  de  Navío  Ü
Coronel, dssígnado por el Comanclante de k] Fuerza,

i.6  Un  delegado de  la inspección  GeJ"ral de la  Fuerza  Aérea en el grada de Ccmnel,  desúnado  por el
Comandante de ]a Füerza.

1.7  EI Director de P!aneación y PiiesupLRstaclón del Sec[or Drinsa.
1LS  EI  Director de Finanzas del mn&eríQ d€ Defensa Nacicmal.
1.9  EI   Coordinador  del  6rupo  Cúntencioso  Constitucíona!  o  el   Coordinador  del   G"pQ   de   Proogsos

Ordinarlos de  ]a  Dirección de Asmtos L®ales deí  Ministerio de  D€fensa  Nacónalr €uando se 5ometa
al Comité asiintos r€laci.onados con sus funcioms, según comesponda.

i.io  Un deiegado del Departamento Jufflico integral del Ejéícito Nacional en grada de Coror`el.

2* Comité de Coridliadón y Defensa JLmicial d€ Ia Po]ÍcÉa Na€ionai

2.i EI Ministro de Defeflsa Nacíonal o su delegado.
2.2 EI Secretario Genetal de Ía  Pc)licía Naa.ona].
2.3 Ei Ordenador del Gasto del Rubro de Senten[ias en la PoHdá Nacjonal, quien b presidirá.
2,4 EI Dlrector de ASuntas Legales del Ministerk} de Defensa Nacional, o su de]egado.
2.5 El 3efe del Área de Defensa Judia-al d€ la Políci`a Nack}na!.
2.6 EI Jeíe del Área de Defensa Juridica de b Polícía Nacional.
2.7 Un detiado de la lnspección General de la Polic¡.a  Nacional de Cbloi'nbia.

PARÁGiRÁFa  1.  Concurmán  50lo  con  derecho  a  voz  kH  funcioíurios  que  por  su  condic¡ón  jerárquica  y
fun€ional  deban asistir según  el  caso concreto:  El apoderadci que represente  los imereses  de  la  entidad  en
cada  pmceso;  el Jefe  de  h  Ofici-na de  Control  lntemo del  Ministerio  de  Defensa  Nacíonal  y quien  haga  sus
vet=e5  en  la  Policía  Nacio"]l  para  e!  caso  del  Comi[é  de  CQn[iliacün  de  esa  in5titución,  y  lo5  Secretarios
llémicos de los Comités,

PARÁGRAFO  2.  Los  Comités de  Conciliación  a  qiie  hace  referencia  e5te  arü'cub  serán  presididos  por  los
oídenadQTes del gastü de los rubros de sentencias y conciliaciones, respectivamente,

ARTÍCULo  2.  EI  Comité  de  Conciliación  y  Defensa  Judicial  de[  Ministerio  de  Defensa  Nacíonal  y  d  de  la
PoltcíS Nacicma¡ tendrán kis slguientes funcíones:

i.            Formular y ejecutar Fx){íticas de prevención del daño amjurídico]

2.            Djseñar ias po]ítica5 genErak:s quÉ orientarán la defensa de !os interffies del Minísterb de Defensa
y la  Policía Nacional.

3.           EstudLar y evaiuar lcs procesos que cur5en o hayan cursadQ en contra del Mínsterio de Defer" y
Policía  Naci-onal para deteminar ias causas generadoras de  los ccmflictos,  el  Índice de condena5,
los  tipQs  de daño par bs cuak=s resulta demandacia a Gondenada  la  Entidad y  las deficiencias en
las actuac¡ones procesal6 por parte de los apoderadús, con el c}bjeto de proponer correctivas.

q,            Fijar  directrices  Ír`stituclonak3s  para  la  aplicac¡Ón  de  otnos  mecan¡5mos  de  arreglo  diretiü  tak3s
como  la  transacción  y  la  conciliaclón,  sín  peüuicio  de  su  estudío  y  decisión  en  cacía  caso  en
concreto.

5,           Deteminar en cada caso,  la prd€edencia o improcedéncia de la conciiiaclón y  s€ñalar la poslción
institucíonaJ  qüe  flje  lo5  parámetros  dentro de  los  cuales el  rept'e5entante  legal  o  el  apQderado
actuará en las audk=ncLas de cünaliacSn. Pam tal efetiü, el Comfté de Cónciliación deberá ana!izar
las  pautas jur.tsprudenciales  consol[dadas,  de  manera  quE  se  ccincll¡e  en  aquellos  casos  dorxk
exísta ¡dentid3d d£ supuestos con La jurisprudentia reitErada.
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Contínuación de ia Reso]Üción "Por la cual 5e estab¡ece la conformarión det Com.rié de Conci¡{acíón y Defensa
Judicial  d€l  Mmsterio  de  Defensa  y  la  Pol`H:Ía  Nacjonal,  se  promue¥e  la  acción  de  rep€ticiórt,  5€  deÉga  la
facultad de constituir apoderados para conciliaí y se dictan otras dispasiciones"

Evaluar  los  proce5o5  que  hayan  sido  fálladas  en  contra  del  Mínlsterío  de  Defensa  y  la  Policía
Nacional   con   el  fin   de  deteTminar  la   procedencia  de  la  acción  de   repetick5n   e   informar  al
Coordinador   de   lc6   agentes   del   Miriisterío   Público   ante   la   Jurisdícción   en   k)   Contencio5o
Administrativo las correspondk3nte5 de¢isk)nes anexando copía de la providencka  condenatoria, de
la prueba de su pago y señalando el fundam€nto d€ la decbión en los caso5 en que se decida m
instaurar la acción de repetición.

7.           Determínar la p"edencb o improcedencia del lkimmiento en garanti'a cpn fines de repet!ción.

8.            Definir los cmerios  para  la  sele€ción de abogados extemos que garant[.cen  su  ldcmek]ad  para  la
defensa de Íos interes& públ.K]os y realízar segum-tento sobre los procesos a el¡os encomendados.

9.            Designar  los  fmcionario5  que  ejercerán   la   Secretaría  Téciiica  del  Comité,   una   por  parte  de[
Ministeric> de  Defensa  Nacional  y  otro de  la  Polici`a  Nacional,  preferentememe  un  profesional  Üel
derstho.

10.         Solkitar  al  Grupo  Contencioso  Constftuciorial  del  mnisterio  de  Defensa  hlacional  y  dependentia
que haga  sus vecE5 en  la Policía Nacional,  un  infoTme semestral de  las conciliaciones   estudiadas
durante   ese   periodo,   para   efétios   de evaluar   ¡a gestión y emlttr recomffldaciones qiie sírvan
como fundamento   para prevenir las fallas del servicio que comprometan  la  responsabilidad de la
Nación Mimsterio de Defensa y Po!icía Naclonal y la de sus funcionarios,

11.          Dictar su propio reg}amento.

ARTÍCULO  3.  SESI0NES y VOTAclóN.  Los  CoiTiités se  reunírán  ordirtariamente  Lina  vez a  !a  semana  y
extraordinan.amentE cuando 5ea cowocado por su Presidente,  Los C¢mité5 podrán sesionar con un mínímo de
tres (3} de sus miembras permanentes y adoptará las decisiones por myoría simple, se deberá garantizar que
en cada 5e5ión asjsta por lo mer`oS un píofesbnal del Derecho.

ARTÍCULÜ 4,  E¡  Secretario Técníco del Cmité de Conci.Iíac¡.ón y O€fensa Judicial del Ministeri.o de  Defensa
Nacional y de la Policía Nacional, tendrá la5 siguientes furia'ones:

i.            E¡aborar  las  actas  de  cada  sesión  del  comité.  Ei  acta  deberá  estar  clebidament€  elaborada  y
§uscrita  por  qiiienes asistan  a  b  rffipectiva  sesión,  demro  de  lo5  cinco  {5} di'as  siguientes  a  Ía
cQrrespcindiente seslón.

2.           Veriflcar el cumplmento de la5 decisiones adoptada5 por el comité.

3,           Preparar  un  lnformE  de  la  gestión  del  comité  y  de  la  ejecución  de  sus  decisiones,  que  será
entregado al representante tegal det ente y a los miembiüs del comfté cada seis (6} meses.

4.            Proyectar  y   someter  a   consideíaclón   del   comité   la   información  qiie  este   requiera   para   k}
fomulación y diseño de po]i'tlca5 de pTevencón del daño antüuri'dico y de dgffflsa de ks ínterE5es
de b entidad.

5.            Informar   al   Cmrdinador   de   los   agentes   del   Minísterio   Púb!ico   ante   la   Jurffllccíón
Contenciaso  Administratiyo  acema  de   las  decisiones  que   el   comité  adopte   rffpecto
p":edencki o no de instaLirar accione5 de repet[ción.

6,            Infomiar  a  los  apod€radcs  del  Mínisterio  de  Defensa  a de  la  Poli£É]  Nacional  según  el  caso,  Ia
decisión tomada por el Ccmlté de Conciiiación de conciliar o no condliar junto con su furdamento,
con   el  fin  de  que  sea   presentada   dicha  dea-sión   en   k}   audiencía   de  cona.liación  judicial   o
extrajudicial   citada   por  el   func.mrian.o  de  conuimiento  de  la   mísma,   decisión   que  será  de
ob}igatorio cumplimiento por el apoderado de la Entidad.

7.           Las demás que le s€an a5ignada5 Fx" el €omé.
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Continuación de la Resoiución "Por la cuai 5e estabke la confomación dÉi Comité de CoTTcilíación y Defgnsa
Judici`al  del  Ministerio  de  Defensa  y  la  Poii[ía  Nacional,  se  promueve  h  acción  de repetición,  se  dekga  la
facultad de constituir apoderados para conciliar y se dictan otías disposkiones".

PARÁGRAFO.  La designación  de ios  Secretarbs Técnkos  del  Comíté  de  Com±liación y Defensa  Judiciai  del
Ministgrío d€ Defensa Nacionat y de la Polícb Naciona[,  se sféctuará por parte de !os miembros del Comité,  la
cual deberá ser Ínformada a la AgeTtcia Naciónal de Deferisa Jurídica dsl Estado,

ARTÍCLJLO 5.  EI  Comi[é de Cortciliadón det Ministerio de Deíensa ¥ dE la  Policía Nacional deberá realízar los
estudios  perti"3ntes para  detem!nar  b  prooedencia  de  la  acc.ún  de  repetickin.  Para  ello,  el  OrdenadcH. del
Gasto, una vez opere el pago total del capital de ma conclena, de una conciliación o de cuak]iJier otrü créditft
surgido por concepto de  !a responsabilidad  patrímünial  de !a €ntidad,  deberá  remiti`r el acto admi"-5trativo y
suS antecedentes al Camibé de Conciliación, para qtje en un témím no super.ior a cuatro {q) meses se adopte
la  dcrisión  motivada  de  ink:k3r  o  no  el  procEso  d£  repetk;kán  y  se  pTesente  la  torrgspondient£  demanda,
cüando la mísma resu¡te procedeme, dentrci de lQs 2 meses siguientes a b decisíón.

PARÁGRAFO.  La Oficina de Conüol lnterno del Ministerio de Deíensa y de ia Policía Nacional, según €1 caso,
deberá vermcar el cumplimiento de Ía5 obligacbnes contenk]as en este artícuio.

AFtTÍCULo 6. Será obl©ac`rin de los apoderadas:

i.            Ante  toda  sollcltud  de  concilía€ión   extrajudicíal,  deb£rá   solicttar,   de  imaFtera   oportLina,   a   b
dependencia   competente  que  conoce  det  caso,   !os  antecedentes  riecesarios   para   presentar
propuesta al Comti de Conciliaci.Ón de la Entidad,

2.        [anÉ£.::snpdrei=rde: ;:o=£Óáedr=j::.£1 %l:d¥ #a;xár?odm:ü?s t2, mffes conüdos a paftír de

3.           informar a  la  Secretaría  Técn.m  del  Comfté  con  periodicidad  men5uai,  dentro  de  lo§  cinco  {5)
prirr@ros dhs de cada mes, el resultado de la aiidíencia d£ conciliaa'ón, ¡as sumas conci]Íadas y el
ahom  pa[rimonial  logrado  con  la  conci!iaciónr  allegando  copla  del  a{:±a  de  la  aucliencia,  En  el
evento de que ia conciliación nc> 5€a aprobada por la autoridad competenie deberá íriformar dicha
circunstancia a la secretaría técníca del comité.

ARTÍCL!10   7.   Delegar   la   facuttad   de   €onstituir   apoderados   especiales   para   asistir  a   k3s   dmgencias
prejudia'ales o judi.ciale5 de Cor}ciliación,  para asistir a las audíe"=És que se sui.ten al  Ínterior de ias Acciones
Constitucionales,  solicitar  cDnciliación  ante  kE  autorwades  Q  rnstitucioms  acreditada5  para  ccmocer  de  la
conciliación  prejudicial o judicia! en  nombrB de la  Naa'ón - MlnlsteriQ c¡e Defensa Nackmal ~ Comando GÉneral
de  la   Fuerzas  Militares,   Ejérct-m  Naa-onal,  Amada   Na[Íc}nal,   Fuerza  Aérea  Colombiñna  y  Po!ick]  Nacional,

#j.:£í:Lo5dehe£oesnaííNba:¡í#¡,eymennyeL£e¡E¡:ía££affi@ded:e,%egg[.=+:ñ:á¿#g#Í#:ne¥erga[esde¡

ARTÍCIJLO 8.  Para los casos de la Polici'a Nacional, de!egar ki fácultad de designar apoderados para conc"r
de la  contilia¢íón  prejüdiícia! o judick]l y para  injciar procesos de repgtición  prevñ autorizac.ón  y  parámetros
del Comité de Conci}iación de la Policía Nacional, en los Comandantes de las Uniciades Policiales que se indícan
a continuacióm

l'l.-.P\'{l'_\\II,:\'l'O lL`ltlst,'t`{'](}\- z}L:f.r:{;.`'r.\Rl{)

\il):1/i'¡':li 1   L:tjci:t i`{1lnmci.iml.  i}c.piirtilmi.m{l `i|`  i'{jiící:l ..'t)ii,tzt>llil`.

c\l,tJ',,llL`l:i i\.]c,Lit'Iin .       t riwmn`|:ii`i`i  l'(}liti-ft.\lctii7iitiliian`i ili`l.+d]lc {l.`..\bllrr.`.

(`(}mií}{l`inie  í)t`riiirLiiii`eriii\ `li.  Ptiliüí+q  .AiiLimiüi:¡.

Í urlto { `i}Itl:iit\litiil``  l}L.iitirlQiiii`ttl{)  d¢  P{t}i``i¿i  t lí.;ilti`i
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Contínuación de la Resolución t`PDr la cual se estabJuc)icia¡delMinisten'odeDefensaylaPolicüNa lece ia conformack5n del Comfté de Conciliación y Defensacional,5epromuev€Iaacciónderepet-m'ón,sedelegala

facultad de cc}n5Eituir apo¢lerado5 para conciliar y se dictan otras disposicior`es". I
\1.`'111`1

•\mtlutl {`t)i"iiitlaiiitt  l).'i``!ri<iiimln dc  l'ttlic.i:t  Afüiii`d.

•\ll:.'lllic.{, (`tt],Td,,qt,ilt:L C`.`iti¿inihme  l'(ilii.i``  \l.|ii.`tpolitíii];i dL` B¡iiTum}`iilh.

( .(}i"J`J:`iiLi'   l)i.Ltt]rliti"t`t{i  di`  lJttlji.íii  ,-+1 l.irLiiL:{`.

J)t,¡l'\ilr (  :L,.t¡,B€m, |.(t"iT\tí¿m]|.  l>i)liciii  A.leirtiimiiiíutü C.iim=c[tit  d¢  Íi](jí,?{.

(.{`ii`iiii(ianic  Í)l.rt``mLmt;]`i`i  ttc  i'Íliíciíl  Í}r]ii\;lr.

[)',\tll.;' i'{'l'i.,l (.mxtiidLii`ti`  I )i`t*\mimciiln dc  [>til]-ci'a  L}it}`.il-<.i.

b¿\Í`i:`  RLts\i  dc Vi\i`rhtt

c  i,l{k'.` .\ittzli,¡'lL`` ( `i)ii)¿`tiil:t)\LC  l)+`Íi&l*iii]Ci`t`}  Lli`  l'\ttic:1ü  (`íildít>.

(   ,,`,,\,l.L;, l'''''.,.mía (.i)imiicl¿intt` D..iiurtm"iii` di`  l'ttlitíít {`nqu`'iíi

!      t.`,`",.,r``
\'t'JT,,I {'oiTi.intt{tL`ic  T}i`parl,'tim}i`(\ ili`  !J{]licía  L.as:`i):i```,

t   .]1'1,,' i,`tlu!á!1 í.{.ltlflltdDlltL.  T)CP¡lml!`Cl`i`> {Íl]  i'{liil`ii`  i`lucil.

t`t._\.¡r \.'.1\Il.`'uJ,¿,r rl]mtll``i;tntl`  r)l.|`ülli`lmllto tic  i>t7[icíü  i'€`al`.

t   !1,,,.\', 0,,ihd,'` C`{tinmdimlL`  l)i`piiilmi.ritü di`  i'ttticí`i  t`!¡iici.}.

¡          tlt,.t'(,l`.,
M'tnlcTitl {..ttTi`íJit`t¿iti Lc  l )cTi]n',iT`ic.il» d c  i'i` lii.i¿t (`ór`lüh,i,

t  ,ll.li''i' Ri('lti't;l'a

i        c.tlL"`11d»ni¿`  r}£Í`ílrt:ll"`I]t\t  `ic  p[lii¢iB  (iL{U|iru.

l l„''il Nc.i,a ('{ií"it{1`'n`i¢  Í }cra[.iüi`"\itj  di`  l'```ii`Ía  1 liti}t¡.

\',!L!tkl'l.I\.'' S¿iriti)  Miirlü t.-.cii"nü:mli.  l)i`TtiihaiTiL`nl(t {lc  P(tlii`iti  h.}`,`gtií`lmii.
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Cbnti"aci-Ón de la Resolución "Por la cual se €stabLece la ccmforma[ión del Cómité de Concitiaci'ón y Defensa
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AFiTÍCULO  9.  La  pre5ent€  resoluc¡ón  r.ge  a  partir  de  {a  fecha  de  sü  pub¡icación  y  dercga  lss  d£más
dlsposiciones que le sean contrarias en espetial la Resoluclón número 3200 dei 31 de juliü de Z009.

PUBLÍQUESE, COMLINÍQLJESE Y CÚMPIASE
Dada en Bogotát D,C.Í a ]OS                                  T9r]UN  2Ü]?-

EL MINISTRO 0E DEFEN§A NÁCION"

•C+ -t,*, 3
LUI§ €. WILEGAS ECIIEV  RfH/



MINISTERIO  DE  DEFENSA NACIONAL
COMANDO GENERAL DE LAS FUERZAS IvllLITARES
EJÉRCITO NACIONAL
DIRECCIÓN  DE  DEFENSA JURIDICA INTEGRAL
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Al contestar,  cite este número

Radicado No.  2020251000919941 :  MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMPP-CEDE11~
DIDEF-1.9

Bogotá  D.C, 2 de junio de 2020

Señor Brigadier General
JHON ARTURO SANCHEZ PEÑA
Director de Sanidad del  Ejército Nacional
Carrera 7 No. 52-48/60
Bogotá  DC

ASUNTO:  Solicitud  Copia Junta  Médica  Laboral

ACTOR                                                 :  LUIS  MIGUEL  RUIZ TRUJl,L'LO

ÍJ;fpb

RADICADO                                       :  11001333603720190033400`
MEDIO  DE CONTROL              :  REPARACIÓN  DIRECTA  '
JUZGADO                                       :  37 ADMINISTRATIVO DEL CIRCúlTO  DE BOGOTÁ
MEDIO  DE CONTROL              :  REPARACIÓN  DIRECTA

I
Respetuosamente,   me   permito  solicitar  al  señor  Brigadier  General   Director  deJ
Sanidad  Militar,  ordene  a  quien  corresponda,L remitir con  destino  a  esta  Dirección,
copia   íntegra  y   legible   de   la   Junta   MédicaiLaboral   realizada   al   Soldado   LUIS
MIGUEL  RUIZ TRUJILLO  identifi,Ga'do con  cédula de  ciudadanía  No.1148144509,
en  caso  de  no  habérsele  practic\ado  dicha  Jun{a  Medica  Laboral,  informar  si  los
servicios  médicos  se  encuentran  actiúos  e  indicar  cual  es  el  trámite  para  le  sea
practicada y si es posible indicar la fecha en la puede practicarse dicho dictamen,

J
J¡

El   documento   solicitado   rLeviste   de   importancia   ya   que,   servirá   como   material
probatorio  para  la  defensa  de  los  intereses de  la  lnstitución  Castrense  dentro  del
proceso de la referencia. qpF

ÁdÉ

Finalmeñte,  me  permito  solicitar  a  mi  General  que  su  respuesta  sea  otorgada  lo
antes''pQéibie  á  fin 'de  dar  cumpiimiento  con  ei  deber  impuesto  a  ia  entidad  en  ei
Parágrafo  1°, del  Artículo  175  de  la  Ley  1437  de  2011,  evitando  consecuencias
le`gales  de  responsabilidad  disciplinaria  para  el  funcionario  encargado  del  asunto,
conforme a lo previsto en  la normatividad citada.

Director de Defensa Jurídica  lntegral del  Ejército

st
Elaboró:        OPS. Johanna sanabríavargas

Abogado  DIDEF  Bogotá    Á

Guflri#AAprobó:        CT.LOPEZ CAROLINA
Oficial de Defensa  Litigiosa  DIDEF

:"¥üLh28Effi?Ñ#HstgüsümK¥uüFM#L"üffiicü"!éÑMimÁR
Dirección   de la  Unidad  -Ciudad  o  Municipio. -Depto.
No.  del  Conmutador -  No.  de fax institucional
Correo  electrónico de la unidad -www.eiercito.mil.co
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CONTESTAci©N  DE DEMANDA PR®€ES®  N®.
11001333603720190038700/DEMANDANTE:  LEONARD® SANABRIA Y 0TR®S

Tatiana Andrea  López González  <taloconsultores@gmail.com>
Mié 26/08/2020 8:38 AM

Para:   Juzgado 37 Administrativo  Seccion Tercera  -Bogota  -Bogota  D.C.  <jadmin37bta@notificacionesrj.gov.co>;

Correspondencia  Sede Judicial  CAN  -Bogotá  -Bogotá  D.C.  <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>,.  Juzgado  37

Administrativo  Seccion Tercera  -Bogota  -Bogota  D.C.  <admin37bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

©   3  archivos adjuntos  (2  MB)

Contestación  de demanda  24-08-2020.pdf;  Poder Leonardo Sanabria  24-03-2020.pdf; Certificación  envio contestación  demanda
a  partes 26-08-2020.pdf,`

Doctora

ADRIANA DEL PILAR CAMACHO  RUIZDIAZ

Juez 37 Admínistrativo del Circuito de Bogotá

Sección Tercera

Bogotá  D.C.

Ref:          Mediode control:  Reparación  Direc{a

11001-33-36-037-2019-00387-00

Demandante:  Leonarclo Sanabria y otros

Demandado: La Nación -Ministerio de  Defensa  Nacional -Ejército Nacional

ASUNTO: Contestación de demanda con excepciones de fondo

Cordial  saludo,  me  permito  allegar  contestación  de  demancla  y  anexos,  de  igual  forma  remito  constancia  de  envió  a  las

demás  partes  procesales  tal  y  como  lo  indica  el  ariículo  3  del  Decreto  806  de  2020.  Gracias  por su  atención  y  quedo  en

espera del acuse de recibo. Atentamente,

TATIANA ANDREA ljópEZ GONZÁLEZ
Abogada Especialista
tel.:  3004471133

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AQMkADMWNjBiNwlxLTA5MjMtN DYyzi l hNDA5LTlwzjRjN2FizTkyMWBGAAADPKtkinNpioec6j R5SyksEgcAM...      1 /1



MINISTERIO  DE DEFENSA NACIONAL
COMANDO GENERAL FUERZAS  MILITARES
EJÉRCITO NACIONAL
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Bogotá,  D.C,, 24 de Agosto de 2020

Doctora
ADRIANA DEL PILAR CAMACHO  RUIZDIAZ

Juez 37 Administrativo del Circuito de Bogotá

Sección Tercera
Bogotá  D.C.

Ref:          Medio de control:  Reparación  Directa

11001 -33-36-037-2019-00387-00

Demandante: Leonardo Sanabria y otros
Demandado:  La Nación - Ministerio de Defensa  Nacional - Ejército Nacional

ASUNTO: Contestación de demanda con excepciones de fondo
1

TATIANA ANDREA  LÓPEZ  GONZÁLEZ,  abogada  en  ejercicio,  identificada  civil  y  profesionalmente

como  aparece  al  pie  de  mi  firma,  obrando  en  mi  calidad  de  apoderada  de  la  NACI0N-MINISTERIO
DE DEFENSA NACI0NAL-EJERCIT0 NACIONAL, en el proceso de la referencia, conforme al  poder

que   se   allega,   doy   CONTESTACIÓN    DE   LA   DEMANDA   con   fundamen{o   en    los   siguientes

ñH.E.q'`'

fundamentos facticos y jurídicos:
1

1.   ANTECEDENTES  DE  LA DEMANDA                      b

La  parte demandante solicita:

Pretensiones  DrinciDales:

1.     Declarar que la señora DORA INES SANABRIA (Q.E.P.D), fue muerta en las instalaciones del
Palacio de Justicia, en los hechos de la toma y retoma durante los días 6 y 7 de noviembre de
i 985,  de acuerdo ai  informe radicado 402-390 de la  Fiscáiía General de la Nación.

2.     Declarar   administrativamente   responsable   la   Nación   -   Ministerio   de   Defensa  -   Ejército
Nacional por la muerte de la señora DORA INES SANABRIA (Q,E.P.D), según los hechos de

la toma y  re{oma del  palacio de justióia  los días 6  y 7  de  noviembre  de  1985,  de  acuerdo  al
informe con  radicado 402-390 de la  Fiscalía General de la  Nación.

3.     Declarar que en sentencia de` 14 de noviembre de 2014, la Corte lnteramericana de Derechos
Humanos   declaró   responsable   internacionalmente   al    Estado   de   Colombia   por   ciertas
violaciones de derechos  humanos,  exceso de fuerza y tortura cometidos en  el  marco de los
sucesos de la toma y retoma del  palacio de justicia  los días 6 y 7 de  noviembre de  1985 y el
incumplímiento  de  su   deber  de  prevención  frente  al   riesgo  en   que  se  encontraban   los
ocupantes del  Palacio de Justicia y que era conocido por el estado.

4.     Declarar  que  la  Nación  -  Ministerio  de  Defensa  -  Ejército  Nacional  {iene  la  obligación  de

reconocer y pagar los  correspondiente a  los  perjuicios  morales y/o  inmateriales  causados a
los  demandantes  todos  ellos  hermanos  de  la  señora  DORA  INES  SANABRIA  (Q.E.P.D)
víctimas del  holocausto del  palacio de justicia.

5.     Condenar a la Nación -Ministerio de Defensa -Ejército Nacional para que reconozca y pague
a cada uno de los demandantes perjuicios de carácter moral.

Pretensiones subsidiarias:

1.     Declararque la señora DORA INES SANABRIA (Q.E.P.D), fue muerta en las instalaciones del

Palacio de Justicia,  en los hechos de la toma y retoma durante los días 6 y 7 de noviembre de
1985,  de acuerdo al  informe radicado 402-390 de la  Fiscalía General de la  Nación.

2.     Declarar  administrativamente   responsable   la   Nación   -   Ministerio   de   Defensa  -   Ejército
Nacional por la muerte de la señora  DORA INES SANABRIA (Q.E.P.D), según los hechos de

€i
.Ei.C. 202Ü ¡Í##flFÓ#L#m8!ffisEUpffi§icüfflMimAR
Calle 44b N°57-15 Barrio La Esmeralda -Bogotá.
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la toma y  retoma del  palacio de justicia  los días 6 y 7 de  noviembre de  1985,  de acuerdo  al
informe con radicado 402-390 de la  Fiscalía General de la Nación.

3.     Declarar que en sentencia de 14 de noviembre de 2014, Ia Corte lnteramericana de Derechos
Humanos   declaró   responsable   internacionalmente   al   Estado   de   Colombia   por   ciertas
violaciones de derechos humanos,  exceso de fuerza y tortura cometidos en  el  marco de los
sucesos de la toma y retoma del  palacio de justicia los días 6 y 7 de noviembre de  1985 y el
incumplimiento  de   su   deber  de   prevención   frente   al   riesgo   en   que   se  encontraban   los
ocupantes del Palacio de Justicia y que era conocido por el estado.

4.     Declarar  que  la  Nación  -Ministerio  de  Defensa  -Ejército  Nacional  tiene  la  obligación.de

reconocer y pagar los correspondiente a los perjuicios  morales y/o  inmateriales  causados a
los  demandantes  todos  ellos  hermanos  de  la  señora  DORA  INES  SANABRIA  (Q.E.P.D)
víctimas del holocausto del palacio de justicia.

5.     Condenar a la Nación -Mnisterio de Defensa -Ejército Nacional para que reconozca y pague
a cada uno de los demandantes la suma de 500 gramos de oro como lo estableció el fallo de
la Corte lnteramericana de Derechos Humanos en sente`ncia de 14 de noviembre de 2014 por
concepto de daños morales y/o inmateriales.                                    k  h

2.   OPOSIcloN A LAS  PRETENSIONES DE LA DEMANDA.

R
•**:i¥?th:hk

L \lr

Me  opongo  categóricamente  a  estas  por falta  de  los`Tequisitos legales  y  probatorios  que  permitan
establecer  la   responsabilidad   del   Estado   de   conformidad `con   {os   parámetros  jurisprudenciales,
constitucionaies,legalesyprobat°ri°S;'          L=Bá.       `                "    q   y

Asimismo,  se solicita  una serie de  perjuicios a  los que no  puede  haber lugar por no  probarse que el
Ejército Nacional ocasionó en los deriandantes un daño antijurídico, que no deban soportar, requisito
sine qua non, bajo las premisas Go,nstitucionales y jurisprudenciales.

Por medio del  cual  se solicita  el  reconocimiento de  Deriuicios  morales:

:     .,:  _`    :                                                                   .,-..          ;r_

Es  claro  que  estos  sólo  procederán  en  los  casos  que  se  haya  avisado  una  aflicción,  acongoja,
sufrimiento  e  intenso  dolor  a  raíz  del  daño  causado.  Lo  único  que  ha  quedado  claro,  y  como  se
demostrará a Lo largo dK| proceso es que no ha existido un periuicio de tipo moral.

!-r,        .                                                          _?Ü&á_           F

Asimismo,   es  necesario  tomar  en  cuenta  lo  señalado  por  la  Honorable  Corte  Constitucional,  en
sentencia T-212/12, Magistrada Ponente: MARhvICTORIA CALLE CORREA, de fecha (15) de marzo
de dos mil doce (2012),  aLmanifestar que:

!

"La Sala de RevisíóH cDnsiderara que el Juzgado y el Tribunal Administrativo sí violaron el derecho al

debido proceso constitucional del  ICFES,  al  haber condenaclo por periuicios morales a la entidad, en

un monto máximo, sin tener pruebas ciertas para ello; es más,  reconociendo tal situación en el propio

texto  de  la  sentencia.  Tial  decisión  constituye  un  defecto  fáctico,  y  si  la  condena  es  de  carácter

contencioso administrativo, desconoce además, la iurisprudencia que al respecto ha sido establecida.

La iurisprudencia del Conseio de Estado ha afirmado que los periuicios morales son daños que pueden

ser reconocidos por el iuez administrativo v cLivo paao puede ser ordenado siempre aue los mismos_

se  encuentren  debidamente  probados.  No  basta  con  demostrar  alaún  tipo  de  dolor  o  de
afectación,   es   preciso   probar   ciue   la   afectación   fue   intensa.   Así,   demostrar   detrimentos

patrimoniales,   incluso  deterioro  en  la  casa  de  habitación,  no  implica  comprobar  la  existencia  de

periuicios  morales.  Tlampoco  es  suficie_nDÍBidemostrar  situaciones  contextuales  que  evidencien  los

roblemas  vividos ero  sin  contar  con rueba  al una  de  los morales  en  sí   mismos

considerados. La discreci'onalidad judicial en  materia de perjuicios morales no es arbitrariedad o mero

•t:'t
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pálp,i.to?intui?iónjupicial.Elejerciciodeladiscrecionalidaddebetenerencuenta(a)"lascondiciones

ppq.ic!Ia.res.de la víctima'' y   (b) "la gravedad objetiva de la lesión".   En  cualquier ciso,  la decisión de
d_:f_i:ició!, dp  l,os pprj,u_ici.os moral.es deben tener en  cuenta  los  principios de equidad,  razonabiliclad y

reparac/.Ón /'nfegra/.  (Subrayado fuera de texto)

3.    ALOSHECHOS

Be!ativos a la toma del Palacio de JustiÉ

Al  hecho  1   y  2.  Así  parece  ser  de  conformidad  con  lo  establecido  en  la  sentencia  del   14  de
noviembrede2014delaCortelnteramericanadeDerechosHumanoscasoRodríguezVerayotros

(DESAPARECIDOS  DEL PALACIO DE JUSTICIA) VS.  COLOMBIA

Al hecho 3.  Es de advertir que esta es una apreciación que no se considera un hecho.

Al hecho 4. Así es.

L

Al  hecho  5.  EI  Decreto  3300  de  1985  dispuso  la  creación  de  un Tribunal  Especial  de  lnstrucción
integrado  por  dos  (2)  Magistrados  elegidos  por  la  Corie  Suprema  de  Justicia,   encargado  de
investigar los delitos cometidos con ocasión de la toma violenta del  Palacio de Justicia de Bogotá,

durante los días 6 y 7 de noviembre de 1985.  Las demás apreciácjones deberán sopor{arse.
1

Al  hecho  6,  7  y  8.  Son  una  trascripción  del  capítulo  F.3  Exhumaciones  puntos  192  y  193  de  la
sentencja  del  14  de  noviembre de 2014  de la  Corte  lnteramericana de  Derechos  Humanos  caso
rodríguez vera y otros (DESAPARECIDOS DEL PALACI0 DE JUSTICIA) VS.  COLOMBIA.

J
I

Be|a±ivos a la lnvestigacjón de la Fiscalía y la ldentificación del Cm

Al hecho 9.  Es un  hecho que no fe consta a la entidad que  represento,  no obstante, se considera

que  ha  quedado  probado,  por lo  tan{o  solicito  a  la  señora juez  se  de  apljcación  al  artículo  193
Confesión  por apoderado judicial. ` `.`

.''

Al  hecho  10,11,12,13t  14,15,16,17,18,19,  20,  21,  22 y 23. Así parece ser de  conformidad  con

las pruebas allegadas por el apoderado de la parte demandante. Sin embargo, se hace necesario
obtener el expediente comp[eto de la fiscalía  para lograr mejor investigacjón acerca del caso,  Por
lo tan{o,L la documentacjón debe probarse ampliamente.

L

Al  hecho  24.  Parcíalmen{e  cierto,  pues  lo  que  quedó  demostrado  con  la  documentación  que  se
allegó  por la  parte demandante es que  la señora  DORA INES  SANABRIA al  parecer murió  en  el

palacio de justicia el día 7 de noviembre de  1985, y fue encontrada en la azotea del primer piso del
palacio de justicia, sin embargo, no se prueba que fue torturada como lo refiere el apoderado de la
parte demandante, el cual deberá probar suficientemente djcha afirmacjón,

_Relatjvos a la  Responsabilidad del Estado ColombiarQ

De los hechos 25 al 29.  Respecto a este punto cabe aclarar que la sentencia de  14 de noviembre
de 2014,  en su  parte resolutiva decide en  prjmer lugar:

7.     Aceptar el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional efectuado por el Estado,

en los términos de los párrafos 26 a 34 de la presen{e Sentencia.  (Esfo qu/'ere seña/ar que
no hay una responsabilidad total en el caso)

2.     De igualforma decide porunanjmidad,  que:
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2.1. EI  Estado  es  responsable  por  la  desaparición  forzada  de  Carlos  Augusto  Rodríguez
Vera,   lrma   Franco   Pineda,   Cristina   del   Pilar  Guarín   Cortés,   David   Suspes   Celis,
Bernardo  Beltrán  Hernández,   Héctor  Jaime  Beltrán  Fuentesa,  Gloria  Stella  Lizarazo

Figueroa, Luz Mary Portela León, Lucy Amparo Oviedo Bonilla y Gloria Anzola de Lanao

y,  por  tanto,  por  la  violación  de  los  derechos  a  la  libertad  personal,  a  la  integridad
personal, a la vida y al reconocimiento de la personalidad jurídica, contemplados en los
artículos 7, 5.1,  5.2, 4.1  y 3 de la Convención Americana, en  relación con el artículo  1.1

de  la  misma y con  el  artículo  l.a  de la Convención  lnteramericana sobre  Desaparición
Forzada,  en  perjuicio  de  dichas  personas,  de  conformidad  con  lo  expuesto  en  los

párrafos 225 a 324.
2.2. EI  Estado es  responsable de la violación  del  deber de garantizar el  derecho  a  la vida,

contemplado  en  el  artículo 4  de  la  Convención Americana,  en  relación  con  el  artículo
1.1   de  la  misma,  en  perjuicio  de  Ana  Rosa  Castiblanco  Torres  y  Norma  Constanza
Esguerra  Forero,  por la falta de determinación  del  paradero de la  señora  Cas{iblanco
Torres  por  dieciséis  años  y  de  la  señora  Esguerra  Forero  hasta  la  ac{ualidad,  de
conformidad con los párrafos307a320, 326 y327.         L

2.3. EI  Estado  es  responsable  por  la  desaparición  forzada  y la  ejecución  extrajudicial  de
Carlos Horacio Urán  Rojas y,  por tanto,  por la violación de los derechos contemplados
en  los  artículos  7,  5.1,  5.2,  4.1,  y  3  de  la  Convención  Americana,Len  relación  con  el

artículo  1.1  de la misma, en su  perjuicio, de conformidad  con los párrafos 331  a 369.
2.4.EI   Estado   es   responsable   por   la   violación   del  `derecho   a   `la  'libertad   personal,

contemplado en el  ariículo 7, incisos  1, 2 y 3  de la Convención Americana,  en  relación

con   el   ariículo   1.1   de   la   misma,   en   perjuicio  de.Yolanda  Santodomingo  Albericci,

Eduardo Matson Ospino y Orlando Quijano, en  los térmínos de los párrafos 404 a 410.
2.5.EI   Estado   es   responsable   por   la   violación   del   der`echo   a   la   libertad   personal,

contemplado en el artículo 7,` incisos l `y 2 qe la convención Americana, en relación con
el artículo 1.1  de la misma, en perjuicio de José Vicrente Rubiano GaMs, en los términos
de los párrafos 411  a 416.`

2.6, EI  Estado  es` responsable  por la violaciónrdel  derecho  a  la  integridad  personal  y a  la
vida privada,  contemplados,  respectivamente,  en  los  artículos  5.1,  5.2,11.1  y  11.2  de

la  Convención`Americana,  en  relación  con  el  artículo  1.1   del  mismo  tratado,  por  la

tortura  y  violación  de  la  honra  y  dignidad   come{idas  en   perjuicio  de  José  Vicente
Rubíano Ga[vis,' en los términos de los párrafos 417 a 421  y 423 a 425,

2.7.EI   Estado   es   responsable   por  la   violación   del   derecho   a   la   integridad   personal,
contemplado  en  el  artículo  5.1  y  5.2  de  la  Convención Americana,  en  relación  con  el
artículo  1.1   del  mismo  tratado,   por  las  torturas  cometidas  en  perjuicio  de  Yolanda

Sant'odomingo Albericci y Eduardo Matson Ospino,  en los términos de los párrafos 417
a 422t 424, 426, 427.

2.8.EI   Es±ado   es   responsable   por   la   violación   del   derecho   a   la   integridad   personal,
`contemplado  en  el  artículo  5.1  y  5.2  de  la  Convención Americana,  en  relación  con  el

artículo   1.1   del   mismo  tratado,   por  los  tratos  crueles  y  degradantes  cometidos  en

perjuicio de Orlando Quijano,  en los términos de los párrafos 417 a 421, 423 y 428,
2.9. EI  Estado  es  responsable  por la violación  de  las garantías judiciales y a  la  protección

judicial,  contemplados  en  los  artículos  8.1   y  25.1   de  la  Convención  Americana,  en
relación  con  el  artículo  1.1  de  la  misma,  en  perjuicio  de  los familiares  de  las víctimas

desaparecidas forzadamente, incluyendo a los familiares de Carlos Horacio Urán Rojas,

y de  los familiares  de Ana  Rosa  Castiblanco Torres y de  Norma  Constanza  Esguerra
Forero,  identificados en el párrafo 539 de esta Sentencia,  así como en  relación  con el
artículo  l.b de la Convención  lnteramericana sobre  Desaparición  Forzada,  en  perjuicio
de   los   familiares   de   las   víctimas   desaparecidas   forzadamente,   incluyendo   a   los
familiares de  Carlos  Horacio  Urán  Rojas,  y en  relación  con  los  artículos  1,  6  y s  de  la
Convención  lnteramericana  contra  la  Tortura,  en  perjuicio  de  Yolanda  Santodomingo
Albericci, Eduardo Matson Ospino, Orlando Quijano y José Vicente Rubjano Galvis, por
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la falta de inves{igación de los hechos denunciados, de conformidad  con 1o establecido
en los párrafos 433 a 513.

2.10.                                                                                    EI        Estado       es       responsable       por       el
incumplimiento  de su  obligación  de  garantizar los  derechos  a  la vida  y a  la  integridad

personal,  contemplados en  los artículos 4.1  y 5.1  de la Convencíón,  en  relación con  el
artículo  1.1  del  mismo instrumento,  por medío de la adopción de las medidas efectivas

y  necesarias  para  prevenir su  vulneración,  en  perjuicio  de  Carlos Augusto  Rodríguez
Vera,    Cristina   del    Pilar   Guarín    Cortés,    David    Suspes   Celis,    Bernardo    Beltrán
Hernández,  Héctor Jaime  Beltrán  Fuentes,  Gloria  Stella  Lizarazo  Figueroa,  Luz  Mary
Portela  León,  Norma  Constanza  Esguerra  Forero,  LucyAmparo Oviedo  Bonílla,  Gloria
Anzola de  Lanao,  Ana  Rosa  Castiblanco Torres,  Carlos  Horacio  Urán  Rojas,  Yolanda
San{odomingo  Albericci,  Eduardo  Matson  Ospino  y  Orlando  Quijano,  en  los  términos

de los párrafos 518 a 530.
2.11.                                                                                      EI  Estado  es  responsable  de  la  violación  del

derecho a la integridad personal, contemplado en e]Lartículo 5.1  y 5.2 de la Convención

Americana,  en  relación  con  el  artículo  1.1.  del  mismo  iLnstrumento,  en  perjuicio  de  los

familiares de  las víctimas  identificadas en  el  párrafo 539 de la  presente Sentencia,  de
conformidad  con lo establecido en  los párrafos 532 a 539.

Hayquetenerencuentaqueiamayoríadeiaspersonas(civiies)quefueronvíctimaLéerantrabajadores
de  la  cafetería  y  otros  eran  visitantes  del  palacio  para  la  fecha  de  los  hechos,  finalmente  la  única

persona  (víctima) que al parecer era de la guerrilla del M-19 fue la señora lrma  Franco Pineda.

3.     Ahora     bien,     Ia     Corte   `lnteramericana     de     Derechos    rHumanos     N0     DECLAR0
RESPONSABLE AL ESTADO COLOMBIANO POR LOS SIGUIENTES CASOS ni tampoco
se pronunciófrenteaalgunascu`estiones, así:       `    `   p

3.1. EI  Estado  no  es  responsable Lpor  la  desaparición  forzada  de  Ana  Rosa  Castiblanco
Torres y Norma Constanza`Esguerra Forero, de conformidad  con 1o establecido en los

párrafos 317 y 320,                      jH
3.2. No  procede emitir un  pronunciamiento sobre las alegadas violaciones a los artículos  111

y Xl de [a Convención  lnteramericana sobre Desaparición Forzada, en los términos delr
párrafo 325.

3,3. No  procede  emitir  un  pronunciamiento  sobre  la  alegada violación  de  otros  numerales
del   artículo  7  de  la   Convención,   en   perjuicio   de  Yolanda   Santodomingo  Albericci,

Eduardo  Matson   Ospino,   Orlando  Quijano  y  José  Vicente   Rubiano  Galvis,   en   los
L       términoscle los  párrafos410y416.

`   ,   3.4`. No procede emitir un pronunciamiento sobre las alegadas violaciones a los artículos 11

y  12 de  la Convención Americana  sobre  Derechos  Humanos,  en virtud  del  sufrimiento
de los familiares, en los términos del párrafo 541.

Por  lo  tanto,  es  importante  precisar  que  no  se  puede  descontextualizar  la  sentencia  de  la  Corte
lnteramericana,  pretendiendo  que  todas las  situaciones de  las  personas  que se encontraban  dentro
del palacjo de justica los días 6 y 7 de noviembre de  1985 eran las mismas.

Respecto al hecho número 29 me permito señalar que éste debe ser probado debidamente durante el

proceso,  pues no hay claridad acerca de la muerte de la señora  DORA INES SANABRIA,

Relativos a la  Reparación a las víctimas y el cumplimiento sentencia de  14 de noviembre de 2014

De los hechos 30 al 34.  No son hechos son fundamentos de derecho y apreciaciones de la sentencia
de  14 de noviembre de 2014.

Al hecho 35.  No es cierio, pues como se probará en el transcurso del proceso la Nación-Ministerio de
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Defensa  Nacional  -  Ejército  Nacional  no  es  responsable  extracontractualmente  de  la  muerte  de  la
señora DORA INES SANABRIA, además no es cierto que haya habido una incertidumbre del paradero
de  esta  durante  30  años  pues  como  confesó  el  apoderado  y de  las  mismas  pruebas  aportadas  se
estableció  que  los familiares  tuvieron  conocimiento  de  la  muerte  de  la  señora  SANABRIA en  el  año
1987.

Al hecho 36 y 37. Constituyen pretensiones de demanda más no son hechos.

Hechos relativos al aqotamiento de la conciliación

Al  hecho  38  y  39.  Así  parece  ser  puesto  que  no  se  allego  completa  el  acta  en  el  traslado  de  la
demanda.

4,   DEFENSADE  LAENTIDAD

4.1.          Caducidad  del  medio de control:
JL

Sea lo primero apreciar lo señalado en el artículo  164 de la Ley 1437 de 2011  due:
`,                          k=`>

Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser presentada:

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad:

í,../

i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término
de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia dela acc]ión u om-is.ión
causante del daño,  o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del
mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en
la fecha de su ocurrencia.

/. . ./" (se resalta)

b``Á

De [o anteriomente expuesto, se tiene que es totalmente clara la nomativa transcrita en señalar que
el  térrrino  empezará a  contarse al  día  siguiente  de  la ocurrencia del  hecho  u  omisión  causante  del
daño,`sin  embargo,  la  otra  posíbilidad  que  plantea  la  norma  es  ciue  sea  al  día  siguiente  cuando  el

demandante  debió  tener  conocimie.nto  del  mismo,  siempre  y  cuando  se  pruebe  la  imposibilidad  de
haberlo conocido en ¡a fecha de su ocurrencia.

Ahora  bien,  de  acuerdo  a  la  Jurisprudencia  se  tiene  que  la  institución jurídica  de  la  caducidad  tiene

por finalidad otoraarle al Estado estabilidad en sus actuaciones iurídicas, cerrando así toda oosibilidad
de  debate  o  controversia  iurisdiccional  respecto  de  las  decisiones  o  relaciones  contractuales  ciue  el
mismo haya tomado,  pues de no ser así se  permanecería indefinidamente  con  la inceriidumbre ciue
representa para la administración la eventualidad de revocación o anulación de sus actos en cualquier
tiempo posterior a su exDedición, o de la eventual responsabilidad contractual o extracontractual de la
cual pudiese ser objeto.

Además  de  ello,  el  fenómeno  de  la  caducidad  ha  sido  implantado  como  un  medio  de  sanción  para

quienes  pretenden  ejercer  el  derecho  de  acción,  en  uso  de  alguno  de  los  medios  de  control  que
consaqra la ley;  esto en el entendido de que quien pretenda le sea reconocido un derecho,  que cree
le perienece, debe e_iercitar el medio de control dentro del plazo fiiado por la ley, es decir es una carga

que le asiste,  pues de ello depende que sus derecho se le sea reconocido, en caso de asistirie.
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Por tal razón, ha de decirse que el efecto tajante e inequívoco de la caducidad, es que quien crea que
le asiste un derecho que deba ser reconocido por la jurisdicción administrativa,  pierda toda posibilidad

de   acudir   a   ella   dado   que   se   ha   impetrado   el   medio   de   control   tardíamente,   Io   que   genera
consecuencialmente  la  imposibilidad  de  seguir  un  proceso judicial  con  las  garantías  consti{ucionales

y legales que  nuestro ordenamiento jurídico consagra para ello.

En  otras palabras,  la caducidad  consiste entonces,  en  la  extinción  del  derecho a ejercer el  medio de
control,   por   vencimiento   del   término   concedido   para   ello,   institución   que   se   justifica   ante   la

conveniencia  de  señalar un  plazo  invariable,  para  que  quien  se  pretende titular de  un  derecho  opte

por ejercitarlo o renunciar a él, fijado en forma objetiva, sin consideración a situaciones personales del
interesado,  no susceptible de interrupción  ni de renuncia por parte de la administración.

Por otro lado, es importante señalar lo indicado por el Consejo de Estado en sentencia de 29 de enero
de 2020,  con  ponencia de la  Consejera Dra.  Marta Nubia Velásquez Rico,  donde la Sala Plena de la
Sección  Tercera,  median{e  auto  del  17  de  mayo  de  2018,  a  petición  del  Tribunal Administrativo  del

Casanare, avocó en segunda instancia el conocimiento del asunto de la referencia, con el fin de proferir
sentencia   de   unificación   jurisprudencial,   en   relación   con   la   caducidad   de, Ias   pretensiones   de

reparación  directa frente a los delitos de lesa humanídad

Es  así  como  la   mencionada   sentencia   unifica  la  jurisprudencia   respecto   a   la   caducidad   de   las

pretensiones indemnizatorias formuladas con ocasión de los deli{os de lesa humanidad,  los crímenes
de  guerra  y  cualquier  otro  asunto  en  el  que  se  pueda  solicitar  la  declara{oria  de  responsabilidad

patrimonial al  Es{ado,  bajo las siguientes premisas: i) en tales eventos resulta exigible el término para
demandar establecido  por el  legislador;  ii) este  plazo,  salvo  el  caso  de  la  desaparición  forzada,  que
tiene regulación legal expresa, sé computa descle cuando los afec{ados conocieron o debieron conocer
la    participación    por   acción    u    omísión    del    Estado  `y   advirtieron    la    posibilidad    de    imputarle

responsabilidad  patrimonial,  y iii)  el  térmíno  pertinente  no  se  aplica  cuando  se  observan  situaciones

que  hubiesen  impedido  materialmente  el  ejercicio  del  derecho  de  acción  y,  una  vez  superadas,
empezará a correr el plazo de ley.

Finalmente,  se  precisa  qué  el  tLérmino  de  caducidad  para  solicitar al  Estado  la  indemnización  de  un
dañoesinaplicableenaquellosreventosenlosqueseadviertancircunstanciasquehubiesenimpedído,
desde el  punto de vista material,  el  ejercicio del  derecho  de  acción,  lo que  puede ocurrir frente  a  los
delitos  de  lesa  humanidad,   los  crimenes  de  guerra  o  cualquier  otro  asunto  en  el  ciue  se  pueda
demandar la  responsabilidad  pa{rimonial  Estado,  pues  para  tales  efectos  no  resulta  determinante  la
situación causante del daño, sino la condición particular de quien acude a la administración de justicia.

Por tanto, se deberá entrar a analizar si en el caso que nos ocupa  ha ocurrido la caducidad del medio
de control así:

1.     Respecto a la ocurrencia y conocimiento del hecho dañoso:

En primer lugar es imperioso señalar que del material probatorio que se allega con la demanda
se puede establecer que la muerte de la señora DORA INES SANABRIA (Q,E,P.D) sucedió el
día  7  de  noviembre  de  1985,  de  igual  forma  se  establece  en  el  hecho  9  de  la  demanda  1o
siguiente:
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Esto se considera confesión  por apoderado judicial regulada en el artículo 193 del Código General del

Proceso  donde se  indica que  "La  confesión  por apoderado judicial  valdrá  cuando  para  hacerla  haya
recibido   autorización   de   su   poderdante,   Ia   cual   se   entiende   otorgada   para   la   demanda   y   las
excepciones,  las  correspondientes  contestaciones,   la  audiencia  inicial  y  la  audiencia  del  proceso

verbal sumario. Cualquier es{ipulación en contrario se tendrá por no escrita."
1

Es así como en sentencia de constitucionalidadl de la norLma señalada la Cofte indica que "la confesión

es un tradicional medio de prueba que actualmente existe e`n  nuestro ordenamiento procesal, sujeto a
formalidades para su validez.  lgualmente prevé algunos tipos especiales,  como aquella que se surte
a   través   de   apoderado,   Esta   también   ha   estado``presente   en   nuestra   historia   jurídica,   pero
recientemente fue  modificada  por el  legislador medianté la  Ley  1564 de 2012,  en su  ar{ículo  193.  La

novedad,  en  relación  con  las  regulaciories an{eriores, consiste en  que §`e presume     "iuris  et de  iure
"     que  exige  autorización  del  poderdante.  Esta`regla tiene  una  excepción  en  lo  que  concierne  a  la

demanda,  Ia contestación,  las excepcjones,  las contestaciones,  la audiencia  inicial y la audiencia del

proceso verbal sumario,  para las cuales ¿e entenderá conferída siempre la capacidad del apoderado
de confesar.  Esto se explica dada ra-imporiancia que para el prroceso tienen tales actuaciones y tiene

por finaiidad  ia  garantía  de`una  eficiente  administráción  de justicia  prevista  en  ei  artícuio  229  de  ia
Carta.  (...)  la  Sala considera  due la disposición  demandada  supera  el test leve  de  proporcionalidad,

por lo cual que legislador no excedió en este caso su  límite de potestad configurativa en el diseño de
los  procesos.  El¡o  porque  .constata  que  la  norma  tiene  un  fin  legítimo  y  resulta  adecuada  para  la
consecución  de  aquel.  Por contera,  no hay  lugar a  la  prosperidad  del  cargo  formulado  por el  actor
respecto del ariículo 29 cons{itucional. Con fundamento en ello, Ia Corte declarará la exequibilidad de

la expresión    "la cual se entiende otorgada para la demanda y las excepciones, las correspondientes

contestaciones,  la audiencia  iniéiai  y ia audiencia dei  proceso verbai  sumario.  Cuaiquier estipulación

en contrario se tendrá por no escrita"   , por el cargo estudiado".

Ahora bien,  además de la confesión  reseñada es oporiuno traer documento del  12 de noviembre de
1985, donde á`e establec'ió la identidad de la señora DORA INES SANABRIA (Q.E.P.D), así:

`  Sentencia C-551  de 12 de octubre del 2016. Magistrado Sustanciador: Jorge lván Palacio Palacio.

1
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Lo anterior, demuestra que ya en esta fecha se conocía la muerte de la señora SANABRIA y se había
determinado  su  identidad.                                 h`       qffi

Por otro lado, se tiene el informe pericíal de identificac'ión del caso No. 2015010100000000068, donde

Seseñala  claramenteque:     1                                            L                r  r
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De igual foím-a en dicho informe en otros apartes se refiere lo mismo, así:
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En conclusión, se tiene por probado que` los familiares de la señora DORA INES SANABRIA (Q.E.P.D)
Conocíandesufallecjmientoene|añoig87,         b         ``   `Frr

EH

Es  importante  tener  en  cuenta  1o  que  señaló  la  Corie  lnteramericana  en  sentencia  de  14  de  de
noviembre  de  2014,  respecto  de  los  casos  específicos  de  las  señoras  Norma  Constanza  Esguerra
Forero y Ana  Rosa Castiblanco Torres donde según esta "sí existen  indicios que separan  a la Corte
de  esta  conclusión  y apuntan  a  su fallecimiento  dentro  del  Palacio  de  Justicia  durante  la toma y  la
retoma  del  Palacio  de  Justicia" además  ultiman  que  "La  falta  de  determinación  del  paradero  de  la
señora  Esguerra  Forero  por si  sola  no  constituye  una  desaparición  forzada"  y  "Asimismo,  la  Corte
reitera que la falta de`determinación del paradero de sus restos no constituye una desaparición forzada

(supra  párr.  317).  Por  tanto,  al  igual  que  el  caso  de  Norma  Constanza  Esguerra  Forero,  la  Corte
considera que existen elementos concretos, específicos a esta víctima, que no permiten concluir que
Ana Rosa Cas`tiblanco fue desaparecida forzadamente".

Es así como se tiene que hubo casos donde si se determinó específicamente una desaparición forzada

pero  que  en  otros  no,  por ello  en  el  caso  que  nos  ocupa  no  se  podría  hablar de  una  desaparición
forzada  pues  la  señora  DORA  INES  SANABRIA (Q.E.P.D)  fue  encontrada  muerta  en  la  azotea  del

primer piso del  palacio de justicia.

Es oportuno señalar que     "la desaparición forzada de  personas es  la  privación de  la  libertad de  una

o  varias  personas  mediante  cualquier  forma  (aprehensión,  detención  o  secuestro),  seguida  de  su
ocultamiento,  o de la negativa a  reconocer dicha  privación  de libertad  o de  dar cualquier información

sobre la suerte o el paradero de esa persona, privándola así de los recursos y las garantías legales.

La  desaparición  forzada  constituye  una violación  de  los  derechos  humanos  cuando  los  hechos son
cometidos por el  Estado a través de sus agentes o a través de personas o grupos de personas que

•i:'i
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actúen con  la autorización o apoyo del  Estado.

La  desaparición  forzada  es  un  crimen  de  lesa  humanídad  cuando,  entre  otras  características,  los
hechos se cometan  de  manera generalizada  (multiplicidad  de víctimas) o  sistemática  (como  parte de

una práctica frecuente)"   .

Las características que configuran la desaparición forzada son:

1.Es  una violación  múltiple  y continuada  de  numerosos derechos humanos,  {ales  como el  derecho a
la  libertad  y  seguridad  personal,  el  derecho  a  la  integridad   personal,  a  un  trato  humano  y  a  la

prohibición de la tortura, el derecho al debido proceso, a un recurso efectivo y a las garantías judíciales,
y el derecho a la vida,
2,Se entiende que es un delito continuado y pemanente,  es decir, que el delito se sigue cometiendo
todos los días desde la desaparición de la persona hasta que se establezca el destino o paradero de
la  misma.                                                                                                                                    i`      ffih

3.Es  un  delito  imprescriptible,  lo  que  supone  que  el  delito  y  la  accíón`  penal  derwada  del  mismo  no

desaparecenporeipasodeitiempo.                                       ddÁ&k                á         i           'k

Por lo tanto,  no es{amos en el presente caso en presencia de una desaparición forzada.

1

2.     En cuanto a el conocimiento de la pariicipación por accíón  u omisión del esiado:
`                                  .                         ,                         ti

Es un hecho notorio que en ei caso dei páiacio de justicia participaron miembros dei M-i g y miembros

de la Fuerza pública, se presentarán algunasnoticbsde la época:    `       rrll,illlÑIEE
lr

h
Ás*

h R                      E                     q-.g'

d&^     q`.rrF
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En atención a lo consagrado en el artículo 40 de la  Ley 153 de  1887,  modificado por el artículo 624 de

la  Ley 1564 de 2012,  en  el  caso especifico el término de caducidad  corresponde al establecido en  el

'1
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numeral s del artículo  136 del  Decreto 01  de  1984,  norma vigente para la época de los hechos,  así:

"La de reparación directa caducará al vencimiento del plazo de dos (2) años.  contados a pamr del día

siquiente del  acaecimiento del  hecho,  omisión  u  operación  administratíva o  de ocurrida  la ocupación

temporal o pemanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquiera
otra causa".

Es así como si se mira con detenimiento la fecha de en que se tuvo conocimiento de la muerte de la
señora DORA INES SANABRIA (Q.E.P.D) fue en el año l 987, se tiene que los demandante tenía hasta
el  día  1  de enero  del  1989,  para  interponer la demanda,  no obstante  1o  anterior,  se observa que la
solicitud  de  conciliación  fue  radicada  en  la  Procuraduría  hasta  el  1  de  octubre  del  2019  esto  es,
después de haberse materializado el fenómeno jurídico de la caducidad, y de igual forma la demanda
fue presentada sólo hasta el  18 de diciembre del 2019,  razón por la cual debe decretarse.

4.2,         lnexistencia de falla  del  servicio  Dor parte de  la  entidad  demandada  respecto al  caso en

concreto
h

L
h

4.2.1.      Contexto legal e histórico para el  año  l985:     LbL
L.

•      Conflicto en colombia: antecedentes históricos y ac{ores2
d                                        `qQ,           `1

La  historia  de  Colombia  en  los  últimos sésenta  años  ha  éstado  marcada  por el  conflicto  armado.  En
sus  inicios,  Ia desigual  repartición  de  la tíerra`y la faltahde espacios  para participación  política dieron

cabida  al  uso  de  la  violencia  y  la  luch`a`armada.  Un  método  que  en  los  años  siguientes  se  fue
reforzando  con  la  irrupción  del  narcolráfico,  el  narcoterrorismo,   la  presencia  de  nuevos  actores

políticos y armados en  un  contexto de lucha revolucionaria,  Guerra  Fría y guerra  contra el terrorismo
que han ido transformando eí conflicto `en su rázón de ser y métodos de subsistencia.r
En  este contexto, Ios grupos armados han justificado el  uso de la violencia por considerarla el  único
método  para  poder transformar la`sociedad y con  la  intención  de  no  permi{ir cambios  considerados
como  ilegítimos, AsÍ pues,  la fractura  creada  por las desigualdades,  el  uso  de  la  violencia y la  lucha

por el,poder han marcado las dinámjcas sociales y políticas que han tenido lugar en Colombia desde
que se instauró la República (S.XIX) hasta el día de hoy, cuando Colombia abre un nuevo capítulo en
su historia con los actuales procesos de paz.

•`     Los protagonistas del conflicto armado

Una de las características del  conflicto en  Colombia es la pluralidad de actores que han  alimentado y
transformado el  conflicto armado en el  país, Aunque los principales actores del  conflicto siempre han
sido,  en  su  mayoría,  los partidos  políticos tradicionales y los  movimientos guerrilleros,  el  surgimiento

de diferentes grupos revolucionarios,  paramilitares y la influencia del  narcotráfico han tenido  mayor o
menor  predominancia  según  el   período  que  se  estudie.  Además,   cabe   recordar  que,   en   líneas

generales,  Colombia se ha caracterizado por una brecha social entre una élite política con una fuerte
presencia   regional,   latifundista  y  monopolizadora  y  por  otro   lado,   grupos   minoritarios   como  los
indígenas, afrodescendientes y campesinos que no han contado con el mismo acceso a los derechos
de propiedad  ni a los servicios de Estado.

Entre  1974 y 1990 la historia de Colombia se encuentra marcada por varias reformas constitucionales

2

https://www.cidob.org/publicaciones/documentacion/dossiers/dossier_pi.oceso_de_paz_en_colombia/dossier
Di.oceso  de  Daz  en  colombia/conflicto  en  colombia  antecedentes  historicos  v  actores
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que,  a  pesar  de  presentar  algunos  avances,   mantendría  serias  deficiencias  sociales  de  carácter
estructural,  Entre ellas  destaca  la  promulgación  de  una  refoma  agraria  con  el  objetivo de  permitir el
acceso a las tjerras.  En  1978 la  represión  política y amada ejercida bajo la legislatura del  presidente
Julio   César  Turbay  Ayala   (1978-1982)   del   Partido   Liberal   fue   conocida   por  la   promuldación   del

controvertido   Estatuto   de   Seguridad   bajo   el   objetivo   de   apaciguar   las   revueltas   sociales   que
desencadenó numerosas violaciones a los derechos humanos. En paralelo, a lo largo de la década de
1970  se  realizaron  cambios  drásticos en  política  económica:  se  redujo  la  intervención  estatal  dando
lugar a los  procesos de  liberalización  económica.  El  resultado fue el deterioro de la estructura social,

el aumento de las tasas de interés, aumento de la especulación y la concentración empresarial.

•      Surgimiento de las guerrillas contemporáneas

El  origen  de  las  guerrillas  contemporáneas  en  Colombia  se  atribuye,  entre  otros  aspectos,  a  la
exclusión socioeconómica y a la falta de espacios para la libre pamcipación política. Entre los sectores

excluidos se  destacan  el  ámbito  universitario  e  intelectual,  la  población  campesina  e  indígena.  Entre
las  guerrillas  más  notorias  de  la  segunda  mitad  del  siglo  XX,  se  encuentran  las  Fuerzas  Armadas
Revolucionarias  de  Colombia,   Ejército  del   Pueblo   (FARC-EP),   el   Ejército  de   Liberacíón   Nacional

(ELN),  el  Ejército  Popular de  Liberación  (EPL)  y el  Movjmiento DiecinuevLe  de Abril  (Mil9).  Cada
movimiento  ha  respondido  a  una  concepción  política,  ideológica  y militar reflejo  de toda  la  gama  de

líneas en  la  que se  ha encontrado dividida  la  izquierda colombiana.  Cada  uno de éstos  movimientos
nació en situaciones históricas y regionales pamculare§ y adoptaron idearios políticos diferenciados y
formas pariiculares de operar. En los primeros años los movimieTtos guerrilleros se presentaron como
fru{o de la frustración  política y social.

1

•       Movimientol9deabril(M-19)     `    q`
L

L

EI  M-19  entra  en  escena  en  1973  y  se^diferencia  de  las  clemás  experiencias  subversívas  por  su
carácter rural, discurso democratizador y porqhue se autodeflnían como un movimiento antioligárquico,
antíimperialista, de unidad y con una propuesta política. Nació a raíz del declarado fraude electoral en
1970.  Algunos  de  sus   líderes   principales   habían   combatido   previamen{e  en   las   FARC-EP  y  se
conviriieron en fuerza política (Aianza Democrática M-19) después de la fima del acuerdo de Corinto
en  1984, de un acuerdo de paz en  1990 y del proceso de desmovilización acordado en  1989 que dio
como fruto  una  nueva Constftución  en  1991.  En  este  año  se  desmovilizaron también  el  EPL,  Pariido
Revolucionark] de Trabajadores (PRT) } el  Movimiento Amado Quintín  Lame (MAQL).

r

•      Fuerzas de seguridad

Las Fuerzas de seguridad comprenden las Fuerzas Militares (Ejército, Armada y Fuerzas Aéreas) y la
Policía Nacional.  Estos ordanismos iniciaron la lucha contra de los grupos insurgentes con la adopción

de la Doctrina de seguridad Nacional que ten ía como objetivo la erradicación de la amenaza comuniski
a través de  la  creación  de  cuerpos de seguridad  antiterroristas y de asistencia  para  el desarrollo.  En
los   últimos   años,   las  fuerzas   de   seguridad   han   pasado   por  un   proceso   de   reestructuración   y
modemización a través de programas como el Plan Colombia que ha contado con el apoyo de Estados
Unidos y que ha tenido como objetivo reafimar el Estado de Derecho y acotar la red de narcotráfico y
tráfico de amas que alimenta la violencia guerrillera y de otras organizaciones armadas.

•      EIEstadodesitio3

El  estado  de  sítio  era  una  institución jurídica  consignada  en  la  Constitución  Política  de  Colombia  de

1986,  que  se  pone  en  vigor para  conjurar situaciones  irregulares  concemientes a  la vida  pública  del

país, como son la guerra exterior y la conmoción  interior.

3 Infome Sobre la Situación de los Derechos Humanos en la República de Colombia, 30 junio  1981. Comisión

lnteramericana de los Derechos Humanos.
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Si bien el estado de sitio había sido implantado con carácter esporádico antes de 1948, a partir de ese
año  su  vigencia  se  ha  tornado  periódica  convir{iendo  su  carácter  transitorio  en   un  sistema  casi

permanente,  bajo  consideraciones  tendientes  a  combatir  la  violencia  política  y  común  en  las  zonas
rurales y,  en los últimos años, en los sectores urbanos del país4.

La atribución de establecer el estado de sitio figura en el Ariículo  121  del Texto Fundamental de 1886,

y su vigencia no conlleva, de acuerdo con el  mismo,  la suspensión o derogación de las disposiciones
constitucionales,   entre  ellas,   de   las   garantías   indMduales   consagradas   en   dicho   ordenamiento
normativo.

No  obstante  lo  anterior,  se  estima  que  pese  a  1o  prescrito  constitucionalmente,  el  man{enimiento

sistemático del  es{ado de sitio da lugar a un  régimen  de excepción  cuya  prolongación  indeterminada
afecta el funcionamiento institucional del Estado de Derecho colombiano.

EI Artículo  121  se caracteriza por las modalidades siguientes:

a.     La  declaración  del  estado  de  sitio  es  una  facultad  que  constitucionalmente  corresponde  al

. Presidente de  la  República;

b,     Se trata  de  una  medida de excepción  por cuanto su aplicación  requiere de  la  existencia de

guerra  interior o de conmoción  interior.

c.     La declaratoria correspondiente debe reunirel requisito de llevarla firma de todos los Ministros

del  Gobierno.

d.     Su implantamiento conlleva la declaración de que se encuentra turbado el orden  público;

e.     Su  ámbito de aplicación espacia¡ puecle ser total o parcial:   declárase en toda la República o

en  partedeeiia;  «                                                                             F

f.      Su  ámbito  de^aplicación  es  además  temporalrb'or  cuanto  por  su   propia  naturaleza  tiene

carácter transitorio y rige hasta que el orden público es restablecido;

g.     Mediante  su  declaración,  el  Gobierno  {iene,  además  de  las  facultades  legales,  las  que  la

Constitución  autoriza para tiempos  cle  guerra o  de  perturbación  del  orden  público y las que,

conforme a las reglas aceptadas por el derecho de gentes, rigen para la guerra entre naciones;

h.     Para hacer la declaración el Gobierno debe oír previamente al Consejo de Estado, aunque el

dictamen de éste no tiene fuerza obligatoria;

i.'      Los decretos que dentr8 de los  límites de  la declaratoria dicte  el  Presidente de la República,

tienen carácter obligatorio siempre que lleven la firma de todos los Ministros.   Estos decretos

4 En  1948,  a raíz del asesinato,  el 9 de abril de ese año, del líder liberal Jorge Eliecer Gaitán, se produce una

conmoción política en el país  que da lugar al riguroso  implantamiento  del estado  de sitio.   Este i.égimen de
excepción se ha vcnido manteniendo casi ininterrupidamente desde aquellos sucesos.   Al producirse el golpe
de Estado perpetrado por el General Gustavo Rojas Pinilla el 13  de junio de  1953, se prolonga la vigencia del
estado de sitio y la disolución de las instituciones representativas, legislándose como facultades extraordinarias.
A partir de 1957 en que se orgariza el Frente Nacional y se formaliza el acuerdo político que institucionaliza la
altemación  de  los  dos partidos  tradicionales,  Liberal y  Conservador,  en  el ejercicio  del poder público,  rige
también el estado de sitio, el cual, con breves pei.íodos de suspensión de su vigencia, se prolonga hasta la época
actual.   El acuerdo adoptado por el Frente Nacional refei-ido,  se incorpora a la Constitución de la República
mediante reforma aprobada por plebiscito de lo. de diciembre de 1957 y por Decreto No.147 del mismo año.
Los dos partidos políticos tradicionales, con base en dicho acuerdo, gobieman conjuntamente turnándose en la
Presidencia de la República, desde 1958 hasta 1974.   Gobieman en ese período los Pi.esidentes Alberto Lleras
Camargo,  Guillermo  León Valencia,  Carlos  Lleras  Restrepo,  y  Misael Pastrana  Borrero.    De  1974  a  1978
gobiema el Presidente Alfonso López Michelsen, y desde 7 de agosto de ese año gobiema el Presidente Julio
César Turbay Ayala.
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no  pueden  derogar las leyes,  y  las facul{ades del  gobierno se  limitan  a  la  suspensión  de  las

leyes que sean  incompatibles con el estado de sitio;

j.       En lo que se refiereal poderLegislativo, el estado de sitio no impide el funcionamiento normal

del  Congreso,  el  que  se  reúne  por derecho  propio  en  sesiones ordinarias,  y extraordinarias

cuando el Gobierno lo convoque.  Si al implantarse el estado de sitio el Congreso se encuentra

reunido,  el  Presidente de la  República deberá  pasarle de  inmediato  una exposición  motivada

de  las  razones  que  determinación  la  declaración.   Si  el  Congreso  no  estuviere  reunido,  esa

exposición  motivada  deberá  serle  presentada  el  primer  día  de  las  sesiones  ordinarias  o

extraordinarias  inmediatamente  pos{eriores a  la declaración.   En  caso de guerra exterior,  en

la misma declaración deberá convocarse el Congreso, y si ello no sucede, éste podrá reunirse

por derecho propio;

k.     Los decretos de  carácter extraordinario  dictados en  tales  circunstancias,  dejarán  de  regir al

terminar la guerra exterior o la conmoción interior, debiendo el Gobierno declarar res{ablecido

ei  orden  púbiico;                                                                                                                hkb

1.       EI  Presidente  de  la  República  y  los  Ministros  son  responsables  cuando  declaren  turbado  el

orden  público  sin  haber ocurrido  guerra  exterior o  conmoción  in{erior.L  Serán  responsables

tambíén   ellos,   lo   mismo   que   los   demás  funcionarios   por  cualquier  abuso  que   hubieren

cometido en e, ejercicio de ,as facu,tadés derivadas de ,a vigencia de, estado de sitio;

m.    Los decretos legislativos dictados durante el es{ado de sí{io deberán  enviarlos el  Gobierno a

ia  Corte  Suprema  de  Justicia  ai  día  siguiénte  de  su  expedición,  a  efecto  de  que  decida

definitivamente sobre su constitucionalidacl.  Si este deber del Gobierno no se cumple, la Cor{e

aprehenderá  inmedia{amente de ofício su conocimiento,   Este control jurídico  por parte de  la

Corte  Suprema  de  Justicia,  está  consagrado.en  el  Texto  Fundamental  como  una  de  las

atribuciones del Tribunal Supremo en el ejercicio cle la jurisdicción constitucional como guarda

de la integridad de la Constitución.

Colombia  es  uno de`los  pa`í§es  latinoamericanos  donde  ocurre esa situación  y la  constitución formal
no corresponde a la realidad del  Estado de Sitio que la contradice y viola en  muchos de sus artículos
esenciales, como ha siclo el caso del Estatuto de Seguridad implantado por medio del Decreto número
1923 de 1978.  Comenzando por su origen, el Decreto mencionado se expide dentro de un Estado de
Sitio aplicado desde  hacía dos años  para afrontar una  huelga en  los servicios del  Seguro Social  que
no guardaba  relación alguna con las disposiciones del  Estatuto de Seguridad.

•      EI  Esta{utodeseguridad5

Por Decreto No.1923 de 6 de septiembre de  1978, se dictó el Estatuto de Seguridad,     "por el cual se

dictan normas para la protección de la vida, honra y bienes de las personas y se garantíza la seguridad

de loa asociados"   .  EI Decreto referido rige desde su expedición y suspende las disposiciones legales

que le sean  con{rarias.

Este  ordenamiento  legal  tiene  su  fundamento  en  el  régímen  de  excepción  vigente  en  el  país,  por
cuanto  el  mismo  es  decretado  por  el  presidente  de  la  República  en  ejercicio  de  sus  atribuciones

constitucionales y especialmente de las que le confiere el Artículo 121  de la Constitución Nacional, es
decir, en la disposición  referen{e al  implantamiento y mantenimiento del estado de sitio.

5 Infome Sobre la Situación de los Derechos Humanos en la República de Colombia, 30 junio  1981. Comisión

lnteramericana de los Derechos Humanos.
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EI  Estatuto  de  Seguridad  acredita  carácter temporal  si  se  consideran  las  circunstancias  que  le  dan
origen   y  las   condiciones   que   determinan   su   promulgación.      Se   trata,   en   cierta   medida,   de   la
recopilación  metódica  de  decretos  dictados  por diferentes  gobiernos  en  función  del  estado  de  sitio,

que,   además,   pese   a   su   naturaleza   temporal,   impone   penas   prolongadas   para   la   sanción   de
determinados   delitos   que   afectan   el   orden   público,   y   extiende   la   jurisdicción    militar   para   el

enjuiciamiento de civiles que no se encuentren al servicio de las Fuerzas Armadas6.

En   la   parte   expositiva   del   Decreto   mencionado   se   invocan,   básicamente,   las   consideraciones
sjguientes:  que por Decreto No. 2131  de 1976 se declaró turbado el orden público y en estado de sitio
todo el territorio nacional; que en relación a la administración de justicia, corresponde al Presidente de
la  República  velar  porque  se  administre  pronta  y  cumplidamente;  que  igualmente  le  corresponde

conservar  en  todo  el  territorio  nacional  el  orden  público,  restableciéndolo  donde  fuere  turbado,  y
defender  el   trabajo   como   obligación   social   que   merece   la   protección   especial   del   Estado;   que

periódicamente se han venido reiterando y agudizando las causasLde perturbación del orden público,
que crean  un estado de inseguridad general y degeneran en homicidios,  secuestros,  sedicjón,  motín
o asonada,  o en prácticas terroristas dirigidas a producir efectos políticos encaminados a desvir{uar el

E[EE]EfflTEEEEIEET"Hm|HEEEmliEEi|[EEHE.EHft]HEÍEI,]ñHiE'EE[EIElffEI[EE[HEEffl|EmiEfflE|ftEi'EHEEI|ñíIEEEEEEEií.HñííE!

#em,:ntce:::tiet`u::::,n.:%C:ajt:iad:::sene=:É==:§#d%sk_pRa::ipbr'i%i:rq:et'oddea:i::r::r:o:ae:Tn¥
vidas,honraybiene.S_                              4           r          `T

I

En  la  par[e  exposmva  del  Estatuto  de Seguridad,  se tibifican  una  serie  de  demos  relativos  al  orden

público,  se  imponen  penas  prolongadas de  cárcel,  se  especifican  deteminadas  restricciones,  y se
establece la jurisdicción penal militar para los civiles por el.procedimiento de los Consejos Verbales de

Guerra.                                                                                              `                 tús
¥q                                ``qq                                           +               r

Entreiaspenasyiosdé¡itoscontempiadoseneiEstalutodeseguridad,figuraniassiguien{es:presidio
de ocho a doce años, al que prive a otro de su liberiad para obtener provecho o utilidad  ilícitas o con
fines  puramente  políticos  o  de  pTublicklad,    Presidio  de  diez  a  veinte  años,  a  los  que  secuestren

personas y para rearLzar el delito causen lesiones o torturas o las obliguen a actuar contra su voluntad
y exijan    jnero  u otras condiciones para`daries la libertad.   Si  con  motivo del secuestro se produce  la
muerie de} secuestrado o cle terceros,  la pena será de presidio de veinte a treinta años.   Presidio de
ocho a catorce años o  interdicción  por el  mismo  tiempo,  ±g._.clerechos v ftinciones  públicas a  los que

§o§s°:Ííiíoí:Íen::Í%ÍÍ:Íe:£Íh:Í:Í;3§S;Uíi!o§;I§ie;¡:r;:Í:¡Íd§::;::i:nííaíjdíeííí:rí:°Ía§a=;n;ÍS°;iiía:;s%%::¡ÍÍ#§t;ee§í:i:o£;`t%Íi

6   En la exposición pública que con motivo de la expedición del Decreto  19231iizo el Ministro de Gobiemo,

doctor Gemán Zea Hemández, expresó, entre otros, 1os siguientes conceptos:  "La comisión designada por el
PresidentedelaRepúblicapreparóunantepi.oyectodeestatutoquefiierevisadodetenidamenteporélydebatido
a fondo en el Consejo de Ministros.   El estatuto recoge algunas de las disposiciones dictadas por el Gobiemo
anterior en ejercicio de las atribuciones que confiere el Artículo 121 de la Constitución Nacional, e incluye otras
que  se han  considerado  necesarias  para los  objetivos  que  se persiguen.    Así,  se  aumentan  las penas por  el
secuestro simple,  o  sea el que tan sólo se hace con fines políticos  o  de publicidad;  se imponen aún mayores
cuando se buscan provechos y utilidades ilícitas, con lesiones o torturas para el secuestrado, y establece otras
más severas todavía cuando se ocasiona la muerte del secuestrado  o de terceros.   Se aumenta, igualmente, la

:-=:   -_--=-_--_-=-_  --=--._=_  __-=--=_---- _   --_--:;;    __-_:=-_---=+_-:---+---_-=  --
tei.rorismo se castiga también con penas severas para los que utilizan bombas o explosivos, y mayores cuando
se  causan muertes  de  una  o  más  personas.    EI  Estatuto,  como  se  verá,  se refiere  a  otros  comportamientos
antisociales o delictivos para imponer las condignas sanciones, adscribiendo en algunos casos el juzgamiento
de los delitos y la imposición de las penas a la Justicia Penal Militar".
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Entre  las  restricciones  impuestas  por  el  Estatuto  de  Seguridad,  figuran  las  siguientes:    a)  Mientras
subsista    la    perturbación    del    orden    público,    el    Alcalde    del    Distrito    Especial    de    Bogotá,    los

Gobernadores,  lntendentes y Comisarios en  las capítales de las respectivas secciones y los Alcaldes
Municipales,  podrán decretar el toque de queda,  prohibir o regular el expendio y consumo de bebidas
embriagantes   y   las   manifestaciones,   desfiles   y   reuniones   públicas;   y   b) Mientras   subsista   la

perturbación  del  orden  público  no  Dodrán  transmitirse  por  las  estaciones  de  radiodifusión  v  por  los
canales  de  televisión  infomaciones,  declaraciones,  comunicados  o  comentarios  relativos  al  orden

público,  al  cese de  actMdades o  paros  v huelQas  ileaales  o  noticias que  inciten  al  delito  o  haaan  su
apología]

•      LeydeAmnistía7

En  el  mes  de julio  de  1980,  el  Gobiemo  colombiano  presen{Ó  al  Congreso  de  la  República  para  su

aprobación,  un  Proyecto  de  Ley  de Amnistía  Condicional  en  relación  a  determinados  delitos.    Esta
iniciativa  gubernamental  fue  cuestionada  por los  movimientos  guer"eros  que  actúan  en  las  zonas
urbanas y  rurales del  país,  el  M-19 y las  FARC,  que la consideraron limftativa  en  diversos  aspectos.
Con  pos{erioridad,  con  motivo de los debates en  la  Cámara de  Representantes,  el  referido Proyecto
fue  objeto  de  algunas  modificaciones  y  aprobado  bor  el   órgano  bgislativo  mencionado  el   10  de
diciembre  de  1980.    Llenado  este  trámite,  el  Proyecto  de  Ley  pasó  al  Senado  de  la  República  en
sesiones extraordinarias celebradas a pariir del  mes de enero de  1981,  habiendo si'do aprobado el 4
de marzo del  mismo año.

•      Lasfuerzas  miiitares  bajo ia  constitución dé  ió86                  qffi  q      &

Las fuerzas militares en  el  con{exto de la  Constitución de,1886 y para los años  1980 a  1986  estaban
orientadas a la protección total de las instituciones, es imperioso íecordar que Colombia era un estado
de  derecho,  donde  se  respetaba  más  los  derechos  colectivos  que  los  individuales,  además  para
aquella   época   había  una  declaración   de   estado  de  sitio   permanente   cuyo  efecto  era   legitimar
amplísimas facultades presidenciales.

Es  visible  que  paulatinamente  los  problemas  de  orden  público  habían  ido  incrementando  su  propia
envergadura. Las fuerzas militares, cada día se sometían a luchar con  nuevos frentes abiertos desde
finales de la década de  1960Lpor la guerrilla, y en la década de  1980 inicialmente por el narcotráfico y

finalmente por el  paramilitarismo,

•      Aótuación del estado yel actuarde la victima

En la mañana del 6 cle noviembre de  1985 el  M-19 tomó el  Palacio de Justicia en  una operación en la

que pariicipáron 35 personas (entre eiias ia señora  D0RA iNES SANABRiA (Q.E.P.D) conocida como
Angela   María   Murillo   Salazar)   que   ingresaron   al   mismo   disparando  de   manera   indiscriminada  y

matando a dos celadores privados.  Posteriormente,  el  M-19 tomó como rehenes a las  personas que

se  encontraban  en  ese  momento  dentro  del  Palacio  de  Justicia.  A  las  pocas  horas,  comenzó  el

operativo militar de la retoma del  Palacio de Justicia con  la entrada de tanques militares al sótano del

edificio, donde se produjo un fuerte enfrentamiento entre el grupo guerrillero y los militares.

El presidente de la República,  en su condición de primera autoridad administrativa y Jefe Supremo de

las  Fuerzas  Militares,  y  en  ejercicío  de  la  atribución  prevista  en  el  numeral  7  del  ar{ículo  120  de  la

Constitución,  de conservar y restaurar el orden  público en  el territorio  nacional cuando fuere turbado,

7 Informe Sobre la Situación de los Derechos Humanos en la República de Colombia, 30 junio 1981. Comisión

lnteramericana de los Derechos Humanos.
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además  con  el  fin  de  defender  la  soberanía  y  la  institucionalidad,  ordenó  a  las  Fuerzas  Militares

emprender una acción  militar para recuperar el  Palacio de Justicia.

En el marco de ese operativo, las Fuerzas Armadas utilizaron armas au{omá{icas, granadas, roquets,

bombas y explosivos.  Entre el 6 y 7 de noviembre se produjeron {res incendios dentro del  Palacio de

Justicia,   dos   de   menor   intensidad   y   uno   que   destruyó   casi   totalmente   el   edificio,   y   cobró,

probablemente, la vida de quienes pudieron haber sobrevivido a los disparos y explosiones en el cuarto

piso.

Ahora bien, de conformidad con las pruebas allegadas al proceso se tiene que la señora  DORA INES

SANABRIA  (Q.E.P.D),   participó   en   la   toma   del   palacio   de  justicia   como   perteneciente   al   M-19

(Guerrillera) y era conocida como Angela  María Murillo Salazar,  la cual  murió en el  palacio de justicia
el día 7 de noviembre del 985,  por arma de fuego y se describen las heridas así:

€

Por  lo  anteriormente  mencionado  se  puede  concluir  que  la  muerte  (caso  específico)  de  la  señora

DORA INES  SANABRIA (Q.E.P.D)tLfue producto de un  actuar legitimo del estado donde en  medio de

un momento de confusión y un cúmu`lo de disparos tanto de los miembros del grupo armado M-19 y el

Ejército Nacional  lastimósamente falleció.    `

4.3.     `   Excepción de ausencia de material  probatorio
1J-

LÁÁ

por io anteriormente expuestoL} por noFexistir ei Sustento Probatorio Suficiente a pesar de que se trata
de   una   carga   de   que  desde  siempre   ha   caracterizado   el   derecho   probatorio,   deberá   también
desestimarse cualquier posibilidad para acceder a las pretensiones del demandante.

1

Al respect`o debe obsewarse que el derecho a presentar pruebas y a controvertirias se traduce, en un
derecho a la prueba,  mejor aún, en un derecho a probar los hechos que deteminan la consecuencia

jurídica a cuyo  reconocimiento, en el caso litigado, aspira cada una de las partes.

Se trata de una aquilatada garantía de acceso real y efectivo a los diferentes medios probatorios, que
le pemita a las paries acreditar los hechos alegados y, desde luego, generarie convencimiento al juez
en  tomo  a  la  pretensión  o  a  la  excepción.  Al  fin  y  al  cabo,  de  antiguo  se  sabe  que  el  juez  debe
sentenciar confome a lo alegado y probado (iuxta allegata et probata iudex iudicare debet), razón por
la  cual,  quienes  concurren  a  su  estrado  deben  gozar  de  la  sacrosanta  prerrogativa  a  probar  los
supuestos  de  hecho  del  derecho  que  reclaman,  la  que debe  materializarse  en términos  reales y  no
simplemente  fomales,   lo   cual   implica,   en   primer  lugar  y  de   manera   plena,   hacer  efectivas  las
oporiunidades para pedir y aportar pruebas.

Por todo 1o expuesto anteriomente, sírvase señor Juez, declarar probados los fundamentos jurídicos
de la defensa, y como consecuencia de ello, negar las pretensiones de la demanda.

•~Eff§~"fi #&DHffiF###A€##HmfflsH§icfflffistffiMU"
Calle 44b  NÓ57-15  Barrio La  Esmeralda -Bogotá.
www.eiercito.mil.co
tatiana.lopez@ejercfto.mil.co
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5.   PRUEBAS    SOLICITADAS    POR    EL    MINISTERIO    DE    DEFENSA    NACIONAL    EJERCIT0

NACIONAL

5.1.           lnterro atorio de Par{e

Solicito  señora  juez,  se  decrete  el  interrogatorio  de  parte  de  los  señores  LEONARDO

SANABRIA,   identificado  con   la  cédula  de  ciudadanía  No.  5.952.641,  JORGE  EMILIO

SANABRIA,   identificado   con   la   cédula   de   ciudadanía   No.   2.393.877,   MARTINIAN0

SANABRIA,   identificado   con   la   cédula   de   ciudadanía   No.   5.952.550,   HERNANDO

SANABRIA,   identificado  con   la   cédula  de   ciudadanía   No.   79.498.478,   LUZ   MARINA

SANABRIA,    identificada   con   la   cédula   de   ciudadanía   No.    39,654.187,    ROSALBA

SANABRIA,   identificada   con   la   cédula   de   ciudadanía   No,  `51.902.790,   EDUCARDO

SANABRIA,  ,  Ídentificado con la cédula de ciudadanía No,19,398.690, para que absuelva

el cuestionario que le formularé en su oportunidad procesal. Carga procesal que debe ser

impuesta al demandan{e.

J
6.   EN CUANTOALAS COSTAS                   d

J
L

L            .                   .                                _._    ¥

Se  acoge  lo  prescrito  en  el  artículo  188  de]  C.P.A.C.A,  el  Despacho  se  abstendrá  de  condenar en
costas a las partes, en tanto que no se ha comprobado un uso indebido o arbi{rario de los instrumentos

procesales por parte de estas. Se debe {ener en cuehta, de un lado, que la conducta no fue temeraria
nj se encuentra la  mala fe, y cle otro,  porque no se demost,ró la existencia de  pruebas en  el  proceso
sobre  los gastos y Qostas  en  el  curso  de  la  actuaci'ón,  en  virtud  de  lo  expuesto  en  el  numeral  s  del
artículo 365 de la  Ley 1564 de 2012.

7.   PETICIONES

Solicito ante este Despacho Judicial y a favor de la entidad que represento, Io siguiente:
»

a.        Desestimar   las   pretensiones   propuestas   por   el   demandante   en   el   escrito   de

L          demanda, teniendoen cuenta los argumentosexpuestosen el desarrollo del presente

escríto.

8.   ANEXOS CON  LA CONTESTACIÓN  DE  LA DEMANDA

•       Me permito anexar poderdebidamente conferido y sus anexos, con el fin de que se me

reconozca personería para actuar.

9.      NÓTIFICACIONES

En  cumplimiento de lo  indicado en  el artículo 3  del  Decreto  806 de 2020,  me  permjto señalar que las
notificaciones las recíbiré en  el correo electrónico taloconsultores

contacto es el 3004471133,

De la señora juez, atentamente;

•~Eíé®&20ÍÜ
#~&KfflF#ffi#Asi#+#Hüpfflffi§]Üiiffiffi€iéÑMmAR

Calle 44b N°57-15 Barrio La Esmeralda -Bogotá.
www.eiercí[o.mil.co
tatiana.lopez@ejercíto.mil.co

mail.com  ,  mi teléfono celular de
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TATIANAANDREA LÓPEZ GONZÁLEZS

C.C.  No. 52.820.557 de Bogotá

T.P.  No.158.726 del C.S.  de  la J

L.`

Ll
t `q

LLLbqfflfflq      b     h   h    `

•     `..'...r

F

q.P

8  Inciso  segundo  Ai`tículo  2  del Decreto  806  de  2020:  "Por tanto,  las  actuaciones  no  requerirán  de  fimas

manuscritas o digitales, presentaciones personales o autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse
en medios fisicos.

É20#ñrffiffiHmffiffiüffl
Calle 44b N°57-15  Barrio La Esmeralda -Bogotá.
www.eiercfto.mil.co
tatiana.lopez@ejercito.mil.co
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Registro poder No. 2020-574 / MDN-SG~DALGC

Señor (a)

ÍlllI!l!Iv.I.!llllll!lllllllllíllllllllllllllllllllll!IlllllllI}li!lllllllllllllill{llllll{

•.'_   .-.. M.--`..   ~   `     .-.. _.

JUZGADO 37 ADMIMSTRATIVO DEL CIRCuiTO DE BC)GOTÁ
ESD

PF3C)CESO No

ACTOR

: 11 ~001 -3336~03762019-00387-00

:LEONARDO SANABRi'A Y OTROS

MEDíO DE CONTROL         :REPARACION DIRECTA

§ONJA  CLEMENCIA  URIBE  RODRIGUEZ portadora  c}e  Ía  CédLjía  de  Ciudadanía
NO`  37`829.709  expec¡ida  en  Bucaramangat  en  mi  condñción  de  DIRECTORA  DE
ASUNTO§   LEGALES   ÜEL   M|N|§TERio   DE   ÜEFENSA   NACIONAL   (E),   de
C;Onformidad  con  io  dispuesto  en  Ía  Reso!ucjón  No.  6549  deí  Ü9  c}e  diciembr?  de
20íg y la  resoluc:ión  8615 del 24 de diciembre  de 2012,  resolución 4535 del  29 de
juílio  d.e  2017,   manífies{a   que   confiero  pQder  especjal,   amp!jo   y  suficiente   a   ia
DÜctor(a)  TATIANA  ANDREA   LOPEZ   GONZALEZ   Ídentificada   con   Cédula   de
Gjudadanía  No.  52820557  y  portadora  de  |a  Tarje{a  Profesional  No.   158726  del
Corisejo  SLÍperior  de  Ía  Judica{ura,   para  que  en   nombre  y  representación   C}e  la
Nación  - Mjnjs{eri.o de  Defénsa  Nacional -  Ejerc£.,to  Nacional,  asuma  !a  defensa  de
ia eíi{jc}ad y ííeve has{a su terminacjón el proceso de la referencja.

EÍ apoderadoía) queda píenamente facuitado(a) para que ejerza todas !as acciones
de  conformi`dad     con   el  Ari.   77  c}el  C.G.P„     en  especiaí   para  que  sustituya  y
reasLJrna   eí presente  poder,  asi' mismo asjstjr a  Ías audienci'as  c}e  conciiiación  Con
facuítad expresa para conci.Íi.ar dentro de Íos parámetros estab}ecic!os por el  Comíté
d@ Concjíiacjón dej Mjnisterio de Defensa  Nacionaí,  de confarmidad con  !as  normas
íegaíes  vigente§  y  en  genera!  ejercer  todas  las  ges[iones  jnherentes  al  mandato
ji/dicíaí,  en procura  de la defensa  de Íos intereses  in§{ituciQnaies y patrimoniales de¡
Esfado.

Atenlamen{e

SONÍA CLEMm#DRIGUEZ
Bucaramanga

_-----==--
É'ñiEÜ'lÉfiL gü-PE"Oft MiííiTÁj'ü

í..}o#o£á,  fJ.C. #  #  #izf:,#   ?F!*.fi

í>fcsei'i£:!£iS }.i±:r.S#r,#!rr`mie por d !i8nat&{lt}-,
r![iiéíisi`i£}`"{rícm.tiiti{i£`.r..¿\'£,3=g=§§}GS

Escaneado con Camscanner
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M"lsTERIO D=, DE.FENSA NACIQNÁ-L

ibettüdyoiden

ACTA D,E FUNCIONARtos

Ácm DE posESIÓN No¿ _8. d,e Ó¿{übre de 2gi8

En  la  Óiudad  de  Bogo{á  D.C,,  sé .Pré§entó  al  DESPAC#O  DÉ£ .SEC#EÍJ:4R/0  É8ftER#`L  úÜ,  Ia .Pocbr-a
SÓNIA CLEME`NCIA .URIBE R¢.DRiGÜEZ, identifi¢ada ¢on cédul.a de C.it±dadañ{a  No.  37.,82g`?0S, con  el  #q

;etníigeii;p!o:§:§eí;gn|e:a;!#e:mc£#e::ie:c¥tü?Egtí:cEÍcRTep£RETsiE:£#e§:d:e:ioi#:á#7googG;:,:ó:n:|g:::et:T:£

PrestóelÍuramen{`oorden,adoparie]`ahíciilo122de]aConstituSiónPoiiti`ca,

Manifestó,bajoiagraüedaddejurament®¡noestarincür§aencaus,a!a!güna'deÍntiábilid.aq.gen`efa!Qespeéíá{[
üeincóinpa[ibilidadoprohib}cióndelasestab!ecidaspor}osdecr`e{Ós2400.de1968j1950d`Si973,ley.734de
2002ydemásdi§posícionesvÍ§entespa.raejdesempeñodeemp!eQspúbtico§t

En cump}imisn{o a lp .dispussto po.r el artícülo 141  del dséretp 2150 de .1895.t so!o se+ exige {a pfe§e.ntáción de,
la. .cédu'ia tie. .cíudadanía.t

Secr.eíario.Genera( {E}

2`22-ST-MDNSGDÁG".F00iüí
Vig.enteÉpariir.d.B-.1Sdé.Agbsio¢e20i3



€:Éi?; M}NDEFENSÁ

€ERTIFICAC.I0N. NÓ. 0095-1 `8.

LA §u§cRiTA,coo.RD.[NAD-oRÁ  DEL éRu.po.`BE TALENTp.HumAÑ®..DE. LA
ÜNJDÁb GE§TI-Ó,Ñ GENÉFU.L DEL. MINISTEFtlo DE .bEFENSA.`

CERTIFICA:

Que.. revisad`a  Í.a  hoj.a. de. ¢ida  dé-§ÓNIA  C'LE`MEN`CIA. URIBE. .RÓDRiGÜEZ, . idéhtific.ada
cor]  la .céclula  d.e  óiudada.nía  ÑÓ`.  37.829,709]  qüien  .laborá  é.n .él  Ministe-ri`o  de.  Defensa,
NasibháL.Uniqad de Gestión General,   en la actu.alid-ad-se   desempeñ'a.Somo DiÑEÓTOR
bEL 'SE`CTO.Ft DEFENS,A   Código 1~3   Grado 18 (EÑCAF{GADA}, .de la `D]RECC]ÓN DE
ÁSÜNTOS .LEGALES, érL ta pfanta de empleados públiG9S..

La, prese`n.te` infi?rmaci.ón fLi.e ratificada  con  los so.pórtes fisicos y .magñéticós- q.ue repo§ah
eri él ?.fchivo d.e 'Hoj`as de Vida y €n el Sis.{ema`. de .lnfoma.ción y Ádmíni`stracióri del .Talento-
•liumano-SIATH.

`Se expide ?n Bogotá .a los 26 ,días de]..mes.dé. Ó,Ctübre dé]. 2.01S+

lÑ-ES -DEL HURTÁbó B`ÜIT..RAG.Ó
C.ot]r`dinadora Grupo Taiento Humano

Fa¢abo`bk Mi'ndeférisacoJó}¥i bt#
:yo..ÜtüBé;Mi``defe.ngacbiombT8

"ián rii psca rima db¢a.p¢aodgd.  ,tq tiriffpaci¢t. d®



-REPÚBLiéÁ DE CoiciMBÍÁ.

MlriI5tERIQ.DÉ'DEFENSÁNAc..Ióri.ÁL.

F{ESoLÜcióN  N.úMERO  7 0 9 5-  bE  2oi8
{.     8.3ÜC.T£01a]`

PQr I.a cual 5q` €ncarga de i.as Fúricjones d€l bÉ5p.aqho .de ia Dirst¢.kiti. 9E.Ásunt8S LBgalg5f a una
ftJncí'cinari.a de{ Míntsteflo`dG. Defensa Na¿ona[ - Ünidad de G-esiST} !ÉenE!ral

•EL M"Islrid PE DEFErisA NAclbNAL

f:y.eíáa;éádeoíg%¿;§€:a£¡n¥g%:#apa5t:[aunc¡:,n:#:`¥€,deesef£á:£:Cía,á,3%.gfsráíaá.éd:e¡t;]±,;fg;€ed,:
•jf!fyÑfl,y

cÓNsiüEñANi]o

ii,:::cfid:de:c:;=:::t:ia:L::¥:ifa,'::::f::;:::Í¥:a:e9Í;s:Dg?ga:aÉ#d#:s%Íri¥n#hH#él::ep:a£p£íagr?ud%
€arg..o. rea;Uma sUs`.ÍüjiciorLes,..-qTfidfhínn!;aiqfíÉ####
ge|e2ñi5áT=ÉjEm#g?gíiaÉd2if8§,Ü&Üp¥ñ|gaprg,i:rjeecf:Td¥#:t%ed;'r¥ii3um:3tas:Ét%í#ÉÍÍ#:TQo:.dá3,:
DifEccjón Ad,mi nístratiüE.

Que F]or tcF antefi`orhiÉrite exóü'estó,

RE§UELVE

foRn'i:r:,:±.e.düEdnagargí:riól.aá##7.o?,°dN;T::¥uEnT.i:.#éí?'#¥hBPFáóR8Pñ¥#Ezbidie%tÉfiáaJ#L
DEFEN.SAj  COD{G.01i3,  GmDO  18  de lá  Dírecc!ón  Ele AS.unto-S LegalesL -Ujiidad-d? .€estlón Genei.a.l
del MiñísteFici' da. Defébsá Na[io.nar; a p.artir de la  fe.¿ha y ha5ta `quB` el t]m¡ar`.:`de} Ca[go..teásuüia`su5
ñín.cione§.-

ARTÍCULÚ 2.      La ÁSD30, SqNZ.A C.lEMEN.CIA ütü.BE-BO`D`kláüEZ, téñdrá` defech'o a. p.erc!b'.¡r
la  asíÉna.ü+ón  bá5ica  deí  emp¡eó  BiFactor `del  ..SetioF .Defensa.,;  Códígo  i~3,  GradD  i8,  durante  el
tlempQ qLie. duJ.e. el encargQ.

AFtTÍCUIP` 3`=      .CSüüni.Ér ].á traú`é5` dél. .gíup.Ó 'dé,.TaJer!E-d Hü-ffiáftcF dE (a  Díreccíón .Admíhtstrativa
dei  Mínisterió de Defie.tis.a Na.cTónaJ -. Uh¡da:d de ,Ge§ü.ó.n GÉneral,..el presente Atio Ádmr.Í}lstra.üVQ.

3aRftTÍ#'gér4riinoL:5£rbfeecTi:re#U:#Euríg%r?m¥#'.rdelafechadeffiexped¡cTónysmeefectosa

8gdMaueN.ÍQ#§3tEá;YbfúG¥,PLA5E      O 8 0CT.20|Ú'

EL MiN[sTfto `DÉ..Éi.ÉÉ`É-Ñéfi NAÓ.ibNA`L

GulLLE BOTERÓ híIETO

ÍS;£:£Fdüfp£#*á%.-
Vo:Óa`.Ca3ídütaíúía6ítrpoTa¡ri!?t}Ümri-. -'. i`. .t .--.-.. ~_--t-,1 ----,-

..al                                       3ii.
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MINDEFEN5Á

EL(LA} SUSCRITO{A}   COORDINADORA GRUPO TALENTO HUMANO

HACE CONSTAR

Que  el{Ia)  Señor(a)(ita)  PARADA  ACEROS  SANDRA  MARCELA,  identificado(a)  con  Cédula  de  Ciudadanía
No`51684114,  en  la actualidad  labora como  PROFESIONAL DE DEFENSA Códígo  3-1  Grado  18,  en  el  Ministerio de
Defensa  Nacional en el(la)  GRUPO CONTENCIC)SO  CONSTITUCIONAL y. le figura  la siguiente  información:

Fecha Corte: 30/10/2018

NOVEDAI) DISPOSICIÓN FECHAS TOTAL

DE A AA-MM-DD

C0NTFtATO(TIEMPOCOMPL£TO)             MDN                                          coNTR                              459                      03_08.|994           01-07-11994       29-08-1998             02-01-28

cwiLTiEMPoCoHTiNUo                          MDN                                     REs.MDN                       12296                  3o.08-igg6          30i)8-1996       30-10-2018            22-02-00

Total tiempos recc>nocidos en MINISTERio DE DEFENSA NACIONAL 24i)3-28

Los datos aqui contenidos están sujetos a verificación por parte de Hojas de Vic}a.

Se expide en  Bcigotá D.C. al(1os} 30 dia(s) del mes de octubre del 2018

'F+J`

d±f=LT3*"3ú  ±-#ri
lNES DEL ROCIO HUF`TAD0 BUITRAGO

COOFtDINADORA GRUP0 TALENTO HUIVIANO

Nota:Eitiempodeserviciodescritoenestaceítificaciónnonec.esari€mpte.apljeacpmpti?mpoyáliqp_P=F_P_e_n_S±ó:+_dup_!u_b!13_C!ó^:^!!^Pa.rna.¿ñ.ñ.a_á¿,á;;{:ü¿ááá:.L:a_=ñj_fiíá¿Íónde_estost¡empossedaráenotras¡nstánc¡asten¡endoencuenta,ascaracteristicasespec¡a,esde

lcis diferentes lapsos relacjonados.

t:ai.iEra  54  Na. 2ó-2E  CAN
uuu"`mindEfensa.gov,co_
TwittEr:  ®mindEfen5a
FacEbc]ak: MindefEn5a£olombia
irüut:ubE:  MindE!fEn5a`C:olÉmbia
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REPÚBL'fficoLOMBiA

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

REsoLucióN NÚMERo           8  615 DE 2012

(      24DIC.2012         }

Por la cual §e delegan, asígnan y coc>rdinan funcicines y competencias relacionadas con la
actividad de  defensa judicia] en lo§ procesos en que sea parte la Nación -  Ministerlo de

Defensa Nacional.

EL MINISTRO DE DEFEN§A NACIONAL

L\

En  uso  de   siis  facultades  constitucionales  y  lega¡es  y  en   parti.cLilar  !as  conferidas  pcw  el
artículo 211  de la ConstitLición  Política,  lct§ artículos 9 de la Ley 489 de  1998,  8 numeral 2 dei
Decreto 1512 de 2000,1  del  Decreto 049 de 2003, 2 numeral s del Decreto 3123 de 2tJ07t   2
numeral s del  Decreto 4890  de 2011, 23  de la  Ley 446 de  19gBt  artículos  159 y  160  de  la ley
1437 de 2011  y 64 del Código de Procedjmiento Civi|t y

CONSIDERANDO:

Que  según   lo  previsto  en  el  articulo  211   de  la   Constitución   Politica.   la   ley  señalará   las
funciones  que  el  Pre§idente  de  la  República  podrá  delegar  en  lo§  ministros,  directore§  dB
departamento§    administrativos.    representantes    lega[es    de    entidades    descentralizadas,
superintendentes, gobernadores. alcaldes y agencia§ del Estado que la misma lsy determine.
lgualmente, fijará las ccmdiciones para que la§ autoridades admini§trativa§ puedan delegar en
sus subalternos o en otras autoridades.

Que en virtud d6 la norma en cka la delegacibn exime de responsabilidad al delegante,  la cual
corre§ponderá   exclLisivamente   al  delegatario,   cuyc>s   actos   o  resoluciones  podrá   siempre
reformar o revocar aquel reasumíendo !a responsabilidad con§iguiente.

Que de confomidad con [o con§agrado en el artículo 9 de la Ley 489 de 1998t las autoridades
administrativas,  en virtud  de lo dispuesto en  la Constitución  Politica y  de conformidad  con  la
citada  Ley, "están  habilítada§  para transferir el  ejercicio de funciones y  la atención y deci§ión
de  los  asuntos  a ellas  confiados  por la  ley,  mediante  acto  de  delegación,  a  los  empleados
público§  de  lo§  niveles  directivo  y  a§e§or  vincuiados  al  organismo  correspondiente,  ®n  el
propó§ito  de  dar  desarrolio  a   los  principios  de  la  función  administrawa  enunciados  en  el
artículo 209 de la Con§titución Po[ítiü y en la  ley",

Que  de  acuerdo  a  lo  previsto  en  el  art{culo  6  de   la   Ley  489  de   1998,   las   autoridade§
administrativas deben garantizar la armonía en el ejercicio de sus respectjvas funciones mn el
fin de lograr los fines y cc>metidos estatales y prestar su  colaboración a  la§ demás entidade§
para  facilitar  el  Gumplimiento  de  su§  funciones,  procurándo§e  en  e[  desarrollo  de  la  función
pública,  de  manera  prioritaria,  dar aplicación  a  los  principios  de  coordinación  y co¡aboración
entre la§ autctridades administrativas y entre los Qrganismcis de¡ respectivo sector.

Que  de conformidad  con  lo  previsto  en  e!  íriiculo  23  de  ]a  Ley 446  de  1998   cuando  en un
proceso  ante  cualquier jurisdicción  intewengan  entidades  públicas,  el  auto  adm.isorio  de  la
demanda  se  debe  notificar persona]mente al  Representante  Lega[ de  la  Entidad  Pública  o  a
quien éste haya delegado la facultad de recibir notificac'ione§.
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RESOLUC,ÓNNÚMERO      86  "           DE20,2   24"ri02:izN0    2

Contínuación   de   la    F}esolución   "Por   la   cual   se   delegan,    asignan    y    coorc!inan   fimciones    y
cc]mpetencias relacionadas con la actividad c!e   defen§a judjcjal en  los  procesos en que sea parte  la
Nación -   Ministerío de  Defensa Nacional.".

Que  tenjendo  en  cuenta  la  clasg]  volumen  y  naturaleza  de  los  procesos  en  que  es  parte  la
Nación   -     Mínísterio   de   Defensa,   se  hace  neffisari.o   de!egar  [a  facultad   de   notífjcarse  y
constituir apoderados,  en  algunos   servidores púb!icos, eri orden a garantizar el  cumplimiento
de ios principjos de eficacia, mora[jcíad, economía y   celeridad en  [a gestión  litigiosá.

Que el artículo 159 de la ley 1437 de 2011, establece:

"CAPACIDAD  Y   REPF¢ESENTACIÓN.   Las  entidades  públicas,   Ios  particulares

que cumplen furicicines públicas y los demás sujetc]s de  derecho que de acLierdQ
con  la  ley  tengan  capacjdad  para  comparecer  a]  proc:eso,  pc]drán  obrar  como
demaridarites,    demandados    o    intervinieníes    en    los'   proc:esos   contenciciso
administrativos, por medic) de sLis representantes, debidamente acredjtados.

La   entidad,   órgano   u   orgariismo   estata]   estará   representada,   para   efec:±os
judic:iales,      por     el      Mínistro,      Diretior     de     Depariamento     Administrativo,
Superintendente,  Registradc)r Nacional del Estado Civjl,  Proc:uracior General de la
Nación, Con[ralor General de  la  República o F.isc:al General de  la Nación o pcir la
persc]na de mayorjerarquía en la entidad que expidió el acto ci produjo e! hecho.

EI  Pres.tdente dei  Senadc]  representa  a  }a  Nación  en  cuanto  se  relacione c:on  la
F¢ama  Legislativa;  y el Director Ejecutivo de Adm.inistrac.ión Jüdicial Ja  representa
en cuanto se relacione ccin la Rama Jt]dicial, salvo si se [rata de procesos en lc)s
que deba ser parie la Fiscalia General de ¡a Nación.

En los prc]c;escis sobre impues{os, tasas o contribuciones,  la represen[ación de las
entidades  públicas   )a  tendrán   el   Director  General   de   lmpuestos   y   Aduarias
Nacionales en lo de su competencia, o e{ funcjonario que expidió ei acto,

En materia c:ontractual,  Ia representación  ]a ejercerá  el servjdc]r públ}co de mayor
jerarqu'ia  de  las  dependencias  a  que  se  refiiere  e]  Iíteral  b},  del  numeral  1  deJ
artículo 2 de Ja Ley  80 de  1993,  o Ja ¡ey que ¡a modifique  ci sustituya.  Cuando ei
cc)ntrato o acto haya sido suscriito dir.ec;tamente pQr el Presjdente de la República
en riombre de la Nac:ión, Ia representación de esta  se ejercerá por el Director del
Depariamentc) Administrativo de la Presidencia de la Repúbl.ica.

Las eritidades y Órganos que conforman el sector central cle las admin.istraciones
de)  nive]  territc)rial  están  representadas  por  el  respectivci  gobemadcir  o  alcalde
distr.ital o municipal.  En los procesos originados en la ac:tiv.idad de los órganos de
control  del  nivel  territorial,  Ia  representación judicial  corresponderá  af  respectivo
personero o ccintraior."

Adícionalmente al artículo  160 de la ley 1437 de 2011, nos indica:

•'DERECHO   DE   POSTULACIÓN,   Quienes   ccimparezcan   al   proceso   deberán

hacer!o  por  conducto  cle  abogado  inscrito,  excepto  en  los  casos  en  que  la  ley
permita su intervencjón directa.

Lc}s  abogados vinculados  a  las  entidades  púbíicas  pueden  representar}as  en  los
procesos   contenciosos   administrawos  mediante   poder  otorgado   en   la  forma
ordinaria,    o    mediante    delegaci.ón    general    o    particular   efectuada   en    acto
admini§trativo".
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Continuación   de    la   Resolución   "Por   la   cuai   se   delegan,   asignan   y   coordinan   funciones   y
competencias relacionadas con la actividad de   defensa judicial en los procesos en que sea parte [a
Nación -   Ministerio de Defensa Nacional.",

Que de confc}rmídad con el inciso primero del artículc] 64 del Código de Procedimiento Civil. ¡a
Nación y demás Entidades de Derecho Público, podrán constituir apoderados especiales para
atender los proceso§ en que sean parte, siempre que sus representantes administrativos lo
consideren cc]nveniente por razón de distancia. importancia del negocio u otTas círcunstancias
análogas.

RESUELVE

CAPITULO PRIMER0

DELEGAC[ONES AL INTERIOR DEL MINISTERIO DE DEFENSA -GEST]ÓN  GENERAL

ARTÍCUL01.  Delegar en  el  Dírector de A§untos  Legales  del  Ministerio de Defensa  Nacional
la§ siguientes funciones:

1.          Notificarse  de  las  demanda§,  atenderlas  directamente  y  constituir  apoderados  en  los
procesos  contencioso  administrativos  que  cLirsen  contra  ¡a  Nación  -  Ministerio  de  Defensa
Nacional,  ante  el  Honorable  Consejo  de  Estado.    Tribunales  Contencio§o  Administrativci§  y
JL]zgados  Cc}ntencioso Administrativo§,  así  como  en  lo§  proce§os  que  se  adelanten  ante  la
Cone Constiiuciona[ pc}r demandas de inconstitucionalidad.

2.          Notjficarse   de   las   acciones   de  Tutela,   de   Cumplimento,   Populares   o   de   Grupo,
pudiendo cüntestar,  rendir informes,  cc)nstituir apoderados en  dicha§ acciones e irnpugnar los
fal]os  por si o  por intermedio  de apoderadoT  así cnmo presentarlas  en  nombre  de  la  entidad
como accicmante o demandante.

3.         Notificarse de las demandas, atenderlas directamente o designar apoderados dentro de
los  proc£os  que  cursen  en  los  Juzgadc)s  Civiles,  Penales  y  Laborales  de  todo  el  territorio
nacional en contra de la Nación -Ministerio de .Defensa Nacic}nal.

4.       Constituirse en  parte  civil  c}  designar  apoderados  para  qiie  lo  hagan,  en  los términos  y
para los  efectos del artículo 36 de la Ley 190 de 1995.

5.      Para efectos de la  Ley  1066 de 2006 y demás nc>mas concürdante§, otorgar poderes a
funcionarios abogados del Mnisterío cle Defensa Nacicinal según  lo requieran las necesjdades
del §ervicio,  para los trámites tendientes a la recuperación de la cartera por cobro coacwo, o
realizar]as  directamente,  así  como  asignar  funciones  de  Secre{ario  a  un  empleadc}  de  la
misma entidad, con el fin de apc>yar con las funciones administrativas.

6.       Notificarse y designar apoderados en las querellas policivas y administrativas que cursen
ante el Ministerio de Protección Social e lnspecciones de Policía o atenderlas directamente.

7.      Designar  apoderados  con  el  fin  de  iníciar  cualquier  tipo  de  acción  en  [as  jurisdicciones
contencioso administrativo, ordinaria y policiva o iníciarlas directamente.

8.      Notificarse y desúnar apoderados  para  atender e  iniciar las  actuaciones  administrativas
qLie  se  surtan  o  deban  surtirse  ante  las  entidades  de  la  Administración  F'ública  del  orden
Nacional,   Departamental,    Munícipal   o   Distrital   o   hacerlo   directamente   o   ante   cualquier
parlicular qLie ejerza funciones pública§,  así como de [as ofertas de compra de i.nmuebles que
le presenten a !a entidad,

9.      Notificarse y designar apoderado§,  así como adelantar todos  los trámites admini§trativos
inherents a [as actuaciones ambientales o atenderlo directamente.
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Continuación   de   la    Resolución   Upor   la   cual   se   delegan,   asignan   y   coorclinan   funciones   y
competencias relacionadas con  la actMdad de   defensa judicial en los procesos en que sea  parte la
Nación -   Ministerio de Deterisa Nacjonal.".

ARTÍCULO 2.  Delegar  la  función  de notificar§e  de  ¡a§  demandas  y constituir  apoderados en
os  procesos  contencioso  administrativos,   acciones  de  Tutela,   Populares,   cle  Grupo  y  de
Cump¡Ímiento   que   cursen   contra   la   Nación   -   Ministerio   de   Defensa   Nacional   ante   los
Tribunales y   Juzgados,  en  los  Comandantes  de  las  Unidades  C}perawas  y  Táóticas  de  las
Fuerza§ Miljtare§ que se indican a contínuación.

Ciudad                    deubicaci.óndelDespachoJudicialContenciosodministratívo

Departamento Delegatario

Medellín nt'loqu ia Comandante Cuarta Brigada
rauca rauca omandante Brígada Dieciocho

Barranqujlla t]ántico Comandante Segunda Brigada

Barrancabermeja Santander del Sur
Comandante Batallón  de Aftillería   de Defensa Aérea
No.2 Nueva Granada

Cartagena Bolívar
1

Comandante Fuerza Naval del Caribe
unja Boyacá ' Comandante Pri.mera Brigada

Buenaventura alle de
1lI  cauca Comandante  Brígada  F!uvial  de  lnfantería  de  Marina

No.2.

Buga a'le de:"auca
Comandante   Batallón   de  ArtiHerja   No.3   Batalla   de
Pa!ace.

aniza!es Caldas
Comandante      Bata!lón      de      lnfantería      No.      22
"Ayacucho"

Florencja caquetá Cc}mandante  Décima   Segunda   Brigada  del   EjercitoNacíonal

Pc,payán Cauca Comandante  Batallón de  lnfanteria  No`7 "José  Hi!ario
LÓpez"

Montería Córdobi Comandante   Décjma   Primera   Brigada   dei   EjércjtoNacional

Opal Casana lre1 Comandante    Décima    Sexta    Brigada    de[    EjércitoNacional

a!ledupar Cesar Comanclante Batallón de Artillería No. 2 " La Popa"

Quibdo Choco
Comandante  Batallón  de   lnfantería   No.   12  "Alfcmso
Manosalva Flores"

Riohacha R,ohacía Cómandante Batallón de lnfantería Mecanizado  No. 6
"Cartagena"

Huil8 Neiva Comandante Novena Brigada  de! Ejército Nacional

Leticia
1mazoTas Comandante   Brígada   de   Selva   No,26   del   EjércitoNacional,

Santa Marta Magdaténa Comandante Primera División  del Ejército  Nacional.
¡I!avjcencic] Meta L]efe Estado Maycm de [a Cuaria División

Mocoa Putum?yo Comandante Brigada  No.27 del  Ejército  Nacjonal

Úcuta Norted,'eSantander
Comandante  Grupo  de  Caballería  Mecanizado  No.  5
'General Hemógenes Maza"

Pasto Nariño
Comandante  Batallón  de  lnfantería  No.  9  "Batalla  de
Boyacá"

Pamplona
1Nortede Santander1 Comandante   Batallón    de   lnfanteria    No,13   García

ROvira.

rmenia Quíndt Comandant® Octava Brigada del  Ejército  Nacional.
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funciones   y

la actividad de   defensa judicia! en ios procesos en que sea parte la
Nacíonal".

"Por   la   cual   se   delegan,   asignan   y   coordinan

1'''

Pe eira Fzisaraidá Comanclante Batallón de Artilleria No. 8   San MateorSan Gil

Santand érI
omandante  Batal[ón  de Artillería  No.5  Capitán  José
ntonjo Galán.ComandanteSegunda División del Ejército Nacional.

ÉücaramangaSanAndrés Santanclér

San And
Íés

Comandante Comando Específico San Andrés
y Prcwidencia

S-anta      Rosa      de''terbo Boyacá Comandante Primera Brigada del Ejército Nacional.ComandantePrimeraBrigadadelnfanteriadeMarin=§:::::::::%:¥a:]oBnr¡E:udv:a:%eE,,:::¡::e¥¡:C±°ena#ar¡na]

Sincelejo Sucre
lbagué olima

urbo ntioqul
'a1

No 20.

ali alie del Cauca
Comandante Tercera División del Ejercito Nacicinal

ípaqLJira-acatativá-Girardot Cundina
lmarca1 Director    de    Asuntos    Legales    del    Ministerio    de

Defensa Nacional

PARÁGRAFO.  PodNacional,ccinstituirJuzgadci§ContenciARTicuLO3.LoscontaranparaelDireccióndeAsuntPorsuparte,IosdeAsuntosLegalesespecialmenteen1delosprocesos.PARÁGRAFO.EnDireccióndeAsuntencargadodeesaquerealiceelseguDefensaNacional. rá  igualapóderosoAdmidelegatejercicioosLegalelegatarioparaelaconsecaquellasosLegal¡¡nms¡teannt%¡qParaele

:dsedéaeíTencú#£e':,:::O;::CAP

ector  de  Asuntc]s  Legale§  del  Ministerio  de  DefensaoslcsprocesosquecursenantelosTribunalesyeltemtorionacional.nadcisenelartícu]02delapresenteResolución]•nde!egadatmnlosprofesionalesabogadosdelanisterio.apoyoalosabogadosdesjgnadosporlaDireccióndetodelasfuncicineslitigiosasaellosasignadas,ebasrequeridasporlasinstanciasjudicialesalinteriornesendondenosecuenteconfuncionariQdelaáprestarporpartedeldelegatarioapoyoalapoderadoladesignacióndeunfuncionariodesuUnidadparacisjudicialesquesesiganencontradelM"steriodeán¡ascooídinacionespertinente§.lTUL0SEGUNDO

DELEGACIONES EN OTRARTÍCULC)4,Delegarenefuncicmes:1.LafacultadderepresentdeVigilanciaySeguridadante!asdiferentesinstanciCoíteConstitucionalporcle S DEPENDpi::;u:d::fá:e::ENciAS DEL rmNISTEFtlo DE DEFENSAdentedeVigilanciaySeguridadPrivadalas siguient6sn-MinisteriodeDefensaNacionai-Superintendenciasprocesoscontencic>soadministrativosquesesurian,asicomoeniosprocesosqueseadelantenantelanconstituciona!idadcontranormasdesucompetencía.
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Continuacjón    de    la    Resolución   "Por   la   cual   se   delegan,    asignan   y    coordinan   funciones   y
competencias reiacionadas con la actividad de   defensa judicial en los  procesos en que sea parie la
Nación -   Minísterio de Defensa  Nacional.".
-----------------------------------.-------._-.---------------~--------"------------------------.------------____-_________

En  desarroHo  de  esta  facultad  el  Superintendente  de  Vigilancía  y  Seguridad  Privada  podrá
recibir notificaciones y constituir apoderados.

2.   La   facultad   para'  notificarse   de   las   acciones   de   Tutela,   Populares,   de   Grupo   y   de
Cumplimento,  pucliendo  rendir jnformes,  ccinstituir apoderados en dichas  acciones e impugnar
los fallos por si o por intermedio de apoderado.

3.    La    facultad    para    representar    a    la    Nación    -    Ministerio    de    Defen§a    Nacional    -
Superintendencia  de Vigilancia y Seguridad  Privada  en  los  procesos pc)r cobro coactivo para
hacer  efectivo§   los   créditos   exigibles  a  favor   de   la   Superintendencia   y  la   facultad   para
constituir apoderadc]s  para  hacer exigibles  dichcjs  crédjtos  en  toclo el  territorio  riacional,  para
efectos de la Ley 1066 de 2006 y demás normas concordantes.

4.  La facultad para representar  a la  Nación   mnisterio de Defemsa en los procesos   ordinarios
que  contra  la  Superintendencia  de  Vigilancia  y  Seguridad    Privada  cursen  en  los  estrados
judíciales.

5,   La  facultad   para  repre§entar  a  la  Nación  Ministerio  de  Defensa  -  Superintendencia  de
Vjgilancia y Seguriclad  Privada,  en  [os procesos penales.

ARTicuLO 5.  Delegar en  ei  Director Genera¡ de  Sanidad  mlitar y  Directores de  Sanidad  de
las  diferentes  Fuerzas  y  Policía  Nacional,     en  !os  Jefes  de  las  Oficinas  de  Prestaciones
Sociales  del   Ministerio   de   Defensa   Nacional,   del   Ejército   Nacional,   de   la   Fuerza  Aérea
Colombiana,  de la Armada Nacional y de la Pc>Íicia Nacional, o quien  haga sLi§ veces y en  los
Jefes c} Directores de  Personal  o Desarrollo Humano o quien  haga sus veces en el Ministerjo
de Defen§a Nacional,  el  Ejército Nacíonal,  ia Fuerza Aérea Colombiana,  la Amada Nacional y
!a  Policia  Nacional  ,  la facultad de  nc)tificarse de las acciones de Tutela,  pudiendo  contestar,
rendi'r informes e impugnar !os fallos por sí o por intermedio de apoderado.

En  desarrollo de esta  delegación  se remitiíá a  !a  Dirección  de  A§Lmtos  Legales del  mni§terio
de Defensa Nacional, trimestralmente,  la siguíente información:

1.   Corporación judicja! que atendió !a tutela.
2.   Accionante
3.   Causa de laAcción
4.    F{esumen del fallo.
5.   Deóisíón de lmpugnación, si ha hubiere.

CAPITULO TERCERO

DISPOSIC.ONES COMUNES

ARTÍCULO 6. CONDICIONES  PARA EL EJERCICIO DE LA DELEGACIÓN

Las  delegaciones  efectuada§   a  través  de  Ía  presente  resolución,   serán  ejercidas  por  los
funcionarios delegatarios conforme a las siguientes condicione§:

1.  La  delegación  es  iina  clecisíón  discrecional  del  delegante y su  cumplimiento  es  vinculante
para el delegataric>.
2.  E! ejercicio de  las competencias que  por medio de  la  presente  resolución  se de!egan,  está
sujeto  a  la  observancia  plena  de  ¡os  requisitos  y  parámetros  relacionados  con    la  actividad
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coorc}inan   funciones    ycle   la   Resolución   "Por   la   cual   se   delegan,   asignan   yContinuación
competencia§ relacionadas con  la actividad de   defensa iudJ!cial en ios procesos en que sea parte la
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Nación  -   mni§terio de Defensa  Nacjonal.".
___-_-----_---------------*-----.-----------------------.----------------'------------------------------------------

Iitigiosa  de  la§  Entidades  Públicas establecidas  en  la  ley,  manuale§  y  política§  del  Ministerio
de Defensa Nacional.
3.  Cuando  lo  estime  conveniente,  el  Ministro  de  Defensa  Nacional  podrá  reasumir  en  todo
caso y en cuaiquier momento, total o parcialmente,  las competencia§ delegadas por medio del
presente acto.
4.  La  delegación  establecida  en  el articulo 3 de esta  Resolución  no  comprende  la  facultad  a
motu   proprio,   o   a  través   de   apoderado     de     conciliar,   transar  o   uti!izar   cualquier   otro
mecanismo  altemativo  de  solución  de  conflictos  en  nombre  de  la  Nación  -  Minísterio  de
Defensa Nacional.
5. Las facultades delegadas mediante la presente Resoiución son indelegables,
6.  La delegación  eximirá  de toda  re§pon§abilidad al  delegante.  y será  asumida  plenamente y
de  manera  exc!usiva  por  el  delegatario,  sin  perjuicio  de que  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el
afticulo  211   de  la  Constitución  Politica  el  delegante  pueda  en  cualquier  tiempo  rea§umr  la
competencia,   revisar  y  revocar  los  actos  expedidos  por  el  delegatario]   con   §ujeción  a   lo
dispue§to en el Código Contencioso Administrativo.
7. El delegatario debeíá observar estrictamente las dispo§iciones legales y reglamentarias que
regLilen el ejercicio de la delegación  y es responsable de las deci§iones que tome en ejercicio
de la misma.
8.  El delegatario deberá desempeñarse dentro del marco de actividades establecido en este
acto cle delegación.
9..  El  delegatario  deberá  atender oporiunamente  los  requerimientos  sobre  el  ejercicío  de  la
delegación,  hechos por delegante.
10.  El delegatario deberá cumplir las orientaciones genera!es dadas por el delegante.
11.   El  delegatario facilitará  la revisión de sus deci§{one§ por el delegante.
12.  Los servidores públicos que ejerzan  la defensa juc!icial, deberán dar estricto cumplimiento
a lo dispuesto en el ariiculo 45 de! Decretc]  111  de 1996.
13.  En  virtud del  principio de  continuidad  de la  administración  y de la  presunc.[ón de legalidad
de  lcis  actcis  admínistrativos,  el  simple  cambio  de  funcionario  delegante  y/o  delegatario  no
ex{ingue los efectos del acto de delegación.  De ahí que, en caso de supresión de cargos o de
cambio  de  denominación  de  los  mismos,  Ias  delegaciones  §e  entenderán  efectuadas  en
aquello§   que   se   han   citado   en   el   presente   acto   administrativo   para   la   clelegación   de
competencias, hasta tanto se expida un nuevo acto administrawo q.ue las reasigne.
14.  Las responsabilidades y con§ecuencias de la presente delegacion, se rigen  por las normas
legales aplicablest y en part.icular por los articulos 9 y siguientes de la Ley 489 de  1998.
15L   Este  acto  tiene  fuerza  ejecutoria  mientras  no  sea  revocado,   suspendido,  modificado,
derogado c) anulado por autoridad competente.

ARTÍCULO      7.      COMPROMISO      ANTICORRUpclóN       DE       LOS       FUNCIONARIOS
INVOLUCRADOS    EN    LA    eESTlóN    DE    REPRESENTAclóN,    APODERAMIENTO    y
DEFENSA JUDICIAL.

Los  funcionarios  del  Ministerio  de  Defensa  Naciorial,  que  tengan  como  función  la  actividad
litigiosa  ante  las  diferentes  Jurisd.icciones,  deberán  suscribü  un  compromiso  anticorrupción
que  reposará en  su tolio  de vida.  en  el que se exprese explícitamente su  voluntad de  abogar
por  la  tran§parencia  en  los  procesos  litigioscis  y la  re§ponsabilidad  de  rendir  informes  de  su
actuación, compromiso a través del cualt asumirán como mínimo los siguientes:

No  ofrecer  ni  dar  prebenda  ni  ninguna  otra foma  de  contraprestación  a  ningún  funcionar'io
público.

No  propiciar que  nadie,  bien sea  empleado de la entidad  o familiar ofrezca o dé  prebendas  o
contraprestación a ningún funcionario de la entidad a su nombre;
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No  recibir  directa  o  indirectamente  prebendas  ni  ninguna  otra  forma  cie  contraprestación  o
beneficio   a  ningún   interesado  en   los  pTocesos  que   realíza   para   el   cumplimiento  de  las
funciones a su caTgo, ni para retardar el ejercicio de dichas funciones.

No realizar conductas que atenten contra la seguridad del personal y de las instalaciones,  asi
como de los intereses de la institución o que  pongan a la entidad en desven{aja fi.ente  a otras
personas naturales o jurídicas.

lnformar  al  inmediato  superior  cle  !as  cQnductas  que  se  detecten  relacjonadas  con  falta  de
transparencia en el ejercicio del cargo, por parte de los funcionarios responsables del litígio,

No  realizar  acuerdos  ni  utilizar  los  mecani§mos  alteTnativos  de  §olución  de  conflictos  sin  e!
previo análisis y aprobacjón del Comjté de Concjliac]'ón y Defensa Judicial cle la Entic}ad.

Asumir y reconocer expresamente,  las  consecuencjas  qLie se  deriven  del  incumplimiento  del
cornpromiso  anticorrupción   precedente  o  de   cualquiera   otra   de  sus  obligaciones   legales
asociadas  a  ias  gestiones  propias  de  la  acwidad  litigiosa  a  su  cargo,  ante  las  difeTentes
autoridades encargaclas de llevar a cabo ias correspondientes investigaciones`

ARTÍCULO   8.   lNFORME   SEMESTRAL.   EI   Superintendente   de   Vigilancia   y   Seguridad
Privada,  deberá remitir semestralmente  un jnforme de la  actividad realizada en virtud de esta
Delegación al señor Ministno de Defensa  Nacjonal para su seguimiemo y controi.

Lcts   funcionarios  encargados   de   la   activídad   litigjosa  del   Ministerio   de   Defensa   Nacional,
debeíán  rendir  informe  semestral  de  las  actuaciones  y  del  estado  de  los  procesos    a    los
delegatarios c" copia a la Secretaría General de este Ministerio,

la   cual   se   c}elegan,    asignan    y   coordinan   funcjones

PARÁGRAFO:  E[  informe semestíal que  rindan  los  delegatarios  indicados  en  este  artículo  y
los   apoderaclos   a   los   delegatarios,   constituiTá   uno   de   los   mecanismos   para   efectuar  el
seguimiento y control de la funcjón delegada en este acto administrativo.

ARTÍCULO 9.  EmpALME EN  CASO DE CAMBIO DE MANDO.  Cuando haya cambios de !os
funcionarjos designados cQmo delegatarios a través de la presente Resolución, éstos deberán
preparar un  informe de situación  y ejecución  de las funciones asignadas a su  cafgo,  dejando
constancia de la informacjón y documentación entregada al nuevo funcicmarjo que ejercerá. Ias
funciones  o  la  competencja  respectiva,  cuya  copia  será  remjtida  a  la  Dirección  de  Asuntos
Legales del mnisterio de Defensa Nacional, para su ccintrol y seguimiento.

ARTÍCULO  10,  VIGENCIA  Y  DEROGATORIA.  La  presente  Resolución  rige  a  parih  cle  la
fecha de su publicación y deroga las normas que !e sean contrarias,  en especial la Resolución
No. 3530 de 2007.

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE,
2 4  DIC.  2812

Dada en Bogotá, D.C.

EL míNISTRO DE DEFENSA NACIONAL
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DE 2017

Por la cual se establece la conformación de¡ Comité de Conci[iación y  Defensa Judicial det Ministerk> de
Defensa y la Polícía Nacional, se promueve la accíón de repetición,  se delega la facuitad de constftuir

apoderaclo5 para conciliar y se dictan otras dispcisk:ione5.

EL MINISTR0 DE DEFENSA NACIONAL,

En ejercicio de las facultades que le confieren  los arti'culos g y 61 parágrafo de la Ley 489 de 1998, art:i'cuio 75
c!e la ley 446 de 1998, en concordancía con los artículos 159 del Código de Procedimíento Administrativo y de

io Contencioso Administrativo,  13 de ¡8 Ley 1285 d€ 2009, el Cap¡'tulo m del  Decreto 1069 de 2015 y el
Decreto 1167 de 2016, y

C 0 N S I D E R A N D 0:

Que el  arti'culo  7S  de  la  Ley  446 de  1998,  dispuso que  las  entidades y organismos  de  Derecho  Público  del
orden nacíonal, deb€rán integrar Lin comité de conciliación, conformado por {os funcionark)s del nivel directivo
que 5e designen y ciimplirá  las funciones que se le señalen;

Que  el  arti'culo  13  de  la  Ley  1285  de  2009Í  por  la  cual  se  refoma  la  Ley  270  de  1996,  estabk¥ió  c:omo
reqiiísito   de   procedibilidad   para   las  acciones   previstas   en   los   arti'culos   139,   140   y   141   del   Código   de
Prcx:edimiento   Administratívo   y   de   lo   Contencioso   Ac!mínistrativo,   el   adelantamiento   de   la   conciliaclón
extrajudicial;

Que a través la Ley i285 de 2009, e¡ artículo 75 de la Ley 446 de 1998, el  Decreto 1069 de 2015 y el  Decreto
ii67  de  20i5,  se  reglamentó  lo  re]acionado con  !os  Comités de  Conciliación,  estableciendo  las  reglas de su
integración y funcionamíento.

Que de conformidad  con  lo señalado en  el  Decreto  1512 del  11  de agosto de 2000,  las Fuerzas  Mimares y  la
Policía   Nacionai   hacen  parte  integral  de  la  estructura  orgáníca  de!  Mínisterio  de  Defensa,  en  donde  de
conformidad con las leyes se c!ebe constituir un Cbmité de Concilíacíón,

Que  mediante  Decreto  4222  de  2006,  se  modificó  parcialmente  la  estructura  del   Ministerio  de  Defensa
Nacjonal - Policía Naciona¡ y se estabk3cieron las funciones de la Secretaría General de la  Policía Nacional.

Que   mediante   Decretos   3123  de   2007,   4481   de  2008,   4320   de  2010  y   1381   de  2015,   se  modificó
parcialmente la estructura del Ministerio de Defensa Nacional.

Que  los Comités de Conciliación y Defensa Judkial de¡  Ministen-Q de Defensa  Nacional y de ia  Po!ici'a  Nacional,
deben  coriocer  de  la  pracedencia  o  improcedencia  de  la  con€ilíación  ante  las  diferentes  juri5dicciones  d€
acuerdo  con  lo  establecido  en  la  L£y 446 de  1998,  la  Ley  640 de 2001,  Decreto  1069 de  2015 y  la  Directiva
Presidencial número 05 del  22 de Tnayo de 2009;

Que se hace necesario adecuar la conformación del Comité de Conciliación y Defensa Judicial del  Minísterio de
Defensa  Nacicinal y  de  la  Policía  Nacional,  de  confomidad  can  lo dispiiesto  en  [os Ck±cretos  1069  de  2015 y
1167 cle 2016 y exista representación de cada una de las Fuerzas mlitares y ki Policía Nacional.

RESUELVE:

AFtiicuLo i. Comité de Concitiación y DEfensa Judicjai del Mini§t:erio de Defensa Naa.onai y d€ ia
Policía Nacional.  Los Comités de  Conciliación y Defensa Judicia! de]  Ministeri.o  de  Defensa  Nacional y de  ¡a
Policía  Nacional  estarán  integrados  por  los  funcionarios  que  se  relacionan  a  continuación,  quienes  serán
miembros permaner`tes con voz y voto, asi':
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Continuación de la Resolución "Por la cual se e5tablece la conformación del Comité de Conci[iación y Defensa
Judícial  del  Ministerio  c¡e  Defensa  y  la  Po¡icía  Naciona!,  se  promiieve  la  acción  de  repetición,  se  delega  la
facultad de constituir apoderados para conciliar y 5e dictan otras dísposiciones".

1.   Comité de Coiiciliación y Defensa Jud¡cial del Ministerio de Défensa Nacional

1.1  EI  Ministro de Defensa Nacional o su delegado.
1.2  EI Asesor qu: señale e] Secretario Gencial del Ministerío de Defensa Nacional.
i.3  E[ Director de Asuntos Legales del Ministerio de Defensa Nacic)na`l, quien además ostenta  [a calidad de

ordenac]or del  gasto del  rubro  de sentencías  y  conciliaciones en  ]a  Gestl.ón  Ckneral  del  Minjsterío de
Defensa.

1.4  Un  delegado de la  lnspeación  Genera! del  Ejército Nacional en  el grado de Coronel,  designado  pc" el
Ccimandante de la Fuerza.

i.5  Un  deiegado  de  la  lnspección  Genera!  de  la  Armada  Nacional  en  el  grado  de  Capitán  de  Navío  o
Coronel, desígnado por el Comandante de la Fuerza.

i,6  Un  clelegado  de  [a  inspección  General  de la  Fuerza Aérea  en  el  grado  de  Coronel,  designado  por el
Comandante de ]a Fuerza.

1,7  EI  Dírector de Planeación y PresupLie5tación del Sector Defensa.
1.8  EI  Dírector de Finanzas del  Mínisterío de Defensa  Nacíonal.
1.9  EI   Coordinador   del   Grupo  Contencioso   Constitucional   o  el   Ccürclínador   del   Grupo   de   Pruesos

Ordinarios de  la  Dirección  de Asiinto5 Legales del  Miriísterio de  Defensa  Nacional, cuando se  someta
al  Comité @suntos relacic)nadcis con siis funciones, según corresponda.

i.10  Un delegado del Departamento Juri`dico iritegral del Ejército Nacional en grado de Coronel.

2. Comité de Conci-liac¡ón y Defensa Judicial de la Policia Nacional

2.1  EI Miriístro de Defensa  Nacíonal o su delegadci.
2,2 EI Secretario General de la  Po]icía  Naciona].
2.3  EI Ordenador del Gasto del Rubrc} de SeJitencias en la  Polici'a Nacional,  quien 1o presidirá,
2.4 EI  Director de Asuntos Legales del  Minis[erio de Defensa Nacional, o su delegado.
2,5 EI Jefe del Área de Defensa Judicial de la Po{icía Naciona[,
2.6 EI Jefe del Área de Defensa Jurídica de ]a Polici'a Nacional.
2.7 Un delegado de la lnspección General de ki  Policía  Nacional de Colombia.

PARÁGRAFo  1.  Concurrírán  5o1o  con  derecho  a  voz  los  funciomrios  que  por  su  condición  jerárquica  y
funcional  deban  asistir según  el  caso  cóncreto:  El apoderado  que represente  los  interese5  de  la  entidad  en
cada  proceso;  el  Jefe  de  la  Oficina  de  Ccintrol  lriterno  del  Mjnisterio  de Defeíisa  Nacjonal y  quien  haga  sLis
vece5  en  la   Policía  Na[ional  para  el  caso  del  Comité  de  Cc)nciliac:ión  de  esa  in§titución,  y  los  Secretarios
Técnicos de los Comjtés.

PARÁGRAFO  2.  Los  Comités  de  Concilti]ción  a  que  hace  referencia  Ste  aítícu¡o  serán  presididos  por  los
ordenadores del gasto de los rubros de sentericias y conciliaciones,  respectívamente.

ARTÍCULO  2+  EI  Comíté  de  Conciliación  y  Defensa  JLidicíal  del  Ministerio  de  Defensa  Nacíonal  y  el  de  la
Polici.a Nacional tendrán ias slguíentes funciones:

1.             Formular y ejecutar poli'ticas de prevención del dañci antijurídí€o.

2,            Diseñar las pol{tica5 generak3s que oríentarán la defensa de los intereses del Ministerio de Defensa
y la  Policía Nacional.

3.            Estucliar y evali/ar los proceso5 que cursen o hayan cursado en contra del Mínisterio de Defensa y
Policía  Nacional  para  determínar las causas generadoras de  los conflictos,  el  Índice de condena5,
los  tipos  de daño por los cuales  resulta  demandada  o condenada  la  Entidad y  las defíciencias en
las actuaciones procesales por parte de los apoderados, con el objeto de propc>ner correctivos.

q.            Fijar  directr]ces  institucionales  para  la  aplicación  de  otros  mecanismos  de  arreglci  directo  tales
como  la  transaccSn  y  la  cona.Iíación,  sin  peüuicío  de  su  estudío  y  decisión  en  cada  caso  en
concreto.

5[            Deteminar en  cada  caso,  la  procedencia ó  imp"=edencia de la  conciljacíón y señalar  la  posícióTi
institiiciona]  que  fij€  los  parámetros  dentro  de  los  cuales  et  representante  legal  o  e¡  apoderac(o
actuará en las audiencLas de conciííacún.  Para tal efécto, el Comité de Conciliacíón deberá ana!lzar
las  paiitas  ]'urispt`udenciales  consolidadas,  de  manera  que  se  concilíe  en  aquellcts  casQs  donde
exista  identidad de supiiestos con la jurísprudencia reiterada.

t\
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Continuación de la Resolución ``Por la cual se estab¡ece la conformackin det Comité de Concí{iacíón y Defensa
Judicial  del  Ministerio de  Defensa  y  la  Policía  Naciona¡,  se  promueve  ]a  acción  de  repetición,  se  delega  la
facultad de constituir apoc!erados para conciliar y se dictan otras disposiciones"

Eva¡uar  !os  proce5os  que  hayan  sido  fal!adcis  en  contra  de¡  Ministerio  de  Defensa  y  la  Polic(a
Nacional   con   el  fin   de  deteminar  la   procedencia  de  la  acción  de  repetick5n   e   infomar  al
Coordínador   de   los   agentes   del   Ministerio   Público   ante   la   Jurisdicción   en   1o   Contencioso
Administrativo kis corresponc!íentes decisiones anexando copia de la providencia  condenatoria,  de
la  prueba de su pago y señalando el fundam€nto de la decisión en los casos en que se decida  "}
instaiii.ar la acción de repetición.

7.            Determinar ¡a p":edenc.iaú imprcx:edencia del llamamiento en garanti'a con fines de repetición.

8.            Definir los criterio5  para  la  selección  de  abogados  extemos que  garanticen  su  idmeidad  para  la
deFensa de los intereses públícos y realjzar seguimiento sobre los prcx:esos a ellos encomendados.

10.

11.

Designar  los  funcionarios  que  ejercerán  la  Secretari'a  Técnica   del  Comité,  uno  por  parte  del
Ministerio de  Defensa  Nacional y otro  de  la  Polk:ía  Nacional,  preferentemen[e  un  profesional del
derecho.

Solicitar  al  Grupo  Contericioso  Constftucional  del  Wnisterio  de  Defensa  Nacíonal  y  dependencia
ciue haga  sus veces  en  la Policía Nacional,  un  informe semestral de las conciliaciones   estudiadas
durante   ese   período,   para   efectos   de evaluar   la gestión y emjtir recomenda€iones qLie 5irvan
como fundamento   para  preyenir las fallas del  servicio que comprómetan  la responsabilidad de  la
Nación Minísterio de Defensa y Policía Nacional y la de 5us funcionarios.

Dictar su  propio reglameT`to.

AFLTÍCuLO  3.  SESIONES  V  VOTAcióN.  Los  Comités  se  reunirán  ordirLariament€  i]na  vez a  la  semana  y
extraordinan.amente cuando 5ea convocado por su  Presidente.  Los Comités podrán se5ionar con un mínimo de
tres (3) de sus miembros permanentg y ac!optará las decisiones por mayoría simple, se deberá garantizar que
eri cada sesión asista por lo nienos un profesional del Defecho.

ARTÍCULO  4.  EI  Secretario Técnico del  Comité de Conciliacíón  y  Defensa Judicial del  Ministerio de  Defensa
Nacicinal y de ia Pcilicía Nacional,  tendrá la5 siguientes funciones:

i.            Elaborar  las  achs  de  cacla  sesión  del  comité.  El  acta  deberá  estar  debidamente  elaborada  y
suscrita  por  quienes  asistan  a  la  respectiva  sesión,  dentro  de  lo5  cinco  (5)  días  siguient5  a  k]
correspondiente seslón.

2.            Verificar el cumplimiento de las decisiones adoptadas por e! comté.

3.            Preparar  un  i`nforme  de  la  gestíón  del  comité  y  de  la  ejecución  de  su5  decisiones,  qiie  será
entregaclc} al representante legal del ente y a los miembros del comité cada seis (6} meses.

4,            Proyectar  y   someter   a   ccinsideración   del   comíté   la   información   que   este   requiera   para   b
fomulación y diseño de poli'tica5 de prevención de¡ daño antijurt'dlco y de defensa c!e los intere5es
de la entidad.

5,            Informar   al   Coorclinador   de   los   agentes   del   Minísterio   Público   ante   la   Jurisdicción   en   lo
Contencioso   Administrativo   acerca   de   las   decisiones   que  el   comité   adopte   re5pecto   de   la
procedencia o no de instaurar accíories de repetlción,

6.           Informar  a  los  apoderados de"nisterio  de  Defensa  o de  la  Policía  Nacionat  según  el  caso,  la
decisión tomada por el Comté de Conciliación de conciliar o no conciliar junto con su fundamento,
con   el  fin   de  que   sea   presentada   dicha   decisión   en   la   audiencia  de   conciliación  judicial   o
extrajudiciai   citada   por  el   funcionari.o  de  conc€imiento  de   la   misma,   decisión   que   será   de
obligatorio cumplimiento por el apoderado de la Entidad.

7.            Las demás que le sean asignadas por el comité.

1.\
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Continuación de la Resolución "Por la cual se establece la confomacíón del Comité de Concilíación y De\fensa
Judici.al  del  Ministeríci  de  Defensa  y  la  Po{ici`a  Nacíonal,  se  promueve  la  acción  de  repetición,  se  debga  la
facultad de constitujr apoderaclos para conciliar y se dictan otras djsposiciones".

PARAGRAFo.  La  designación  de ios  Secretarics  Técnicos  del  Comité  c!e  Conciliación  y  Defensa Judicial  del
Ministerio de Defensa  Nacional y cie la  Policía  Nacional,  se eféctuará  por parte de }os miembros dél Comité,  Ia
cual deberá ser Ínformada a la Agenck] Naciortal de Deferisa Jurídica del Estado.

ARTÍCULO 5.  EI  Comité de Conciliaa`ón del Mínisterio de Defensa y de la  Policía  Nacional deberá realízar los
estudio5  pertinentes  para  detemiinar  la  prcKedencka  de  ]a  acción  de  repetición.  Para  ello,  el  Ordenador  del
Gasto,  una vez opere el  pago total del capital de una condena,  de una concilíación a de cualquier otro crédíto
surgido  por concepto d€  la  responsabílidad  patrímonial de  ia entidad,  deberá  remitir €1  acto admjnístrativo y
sus antecedentffi al Comité de Concíliación, para qüe en un témiino na supen`or a cuatro (4) meses se adopñ
la  decisión  motivada  de  iniciar  o  no  el  proceso  de  repetición  y  se  presente  la  corresponc!Íente  demanda,
ciiando la mísma resulte procedente, dentro de los 2 rTieses sigui.eíites a la decisíón.

PARÁGRAFO.  La Oficina de Control lnterno del Ministerio de Defensa y de la Policía Nacional,  según el caso,
deberá vermcar el cumplimierito de las obligaciones contenidas en este artículo,

ARTÍCULo 6. Será obligación de los apoderados:

1.            Ante   toda   sc)licitud   cle   concjliación   extrajiidicial,   cleberá   sol¡citar,   de   manera   oportuna,   a   k]
dependencia   competente  que  ccino€e  del  caso,   los   ant:ecedentes   necesarios   para   presentar
propuesta al Comíté de Concilíación de la Entidad.

2.            Iniciar los procesos de repeü.ción dentro del  plazo máximo de dos (2} meses contados a  partir de
[a decisíón de iniciar el proce5o de repe[ición dacla  por e[ Comité.

3.            informar a  la  Secretaría  Técnica  del  Comité  con  periodic]-dad  mensual,  dentro  de  los  cinco  (5)
prjmeros dk]s de cada mü, el  resLiltadci de la audi.encia de conciliación,  las sumas conciliadas y el
ahorro  patrimonial  logrado  con  la  conciliación,  aHegando  copia  del  acta  de  la  audiencia.  En  el
evento de que ia conci'líacjón no sea aprobada  por la autoridad competente deberá informar clicha
circiinstancia a la secretari'a técnica del comité.

ARTÍCULO   7.   Delegar   [a   facultad   de   constituir   apoderados   especiales   para   asistir   a   las   dílüenci.as
prejudiciales o judicíales de Conciliacíón,  para  asistir a  las audie"=ias que se 5urten al  intericm de !as Acciones
Con5titucionales,  solicitar  conciliación  ante  las  autorídades  o  lnstituciones  acredítadas  para  conocer  de  la
conciliación  prejudicial  o judicjal en  nombre de  la  Nación -Ministerio de Defensa  Nacional -Comando General
de  la   Fuerzas  Militares,   Ejército  Nacional,  Amiada   Nacional,   Fuerza  Aérea  Colombiana  y  Policía  Nacíonal,

#i:r5::ri':Sd:eÉ:hfoesn=íJ:crignuai,eyE:nyep;eTei:i:%n:ai::,,:;ffided:e,Ee;i:iíc?:ñ:ci:nD:í,fe:#Í#:netn¥eiga,esde,

ARTÍCULO 8.  Para  los casos de !a  Policía  Nackirial, delegar la facultad de desígnar apoderados para conocer
de  la  concilia¢Íón  prejudicia¡  o judicial  y  para  iniciar  proceso§ de  repetición  previa  autorízación  y  parámetros
del Comité de Conciliación de la Pollci`a Nacional, en los Cümanclarites de tas Unidades Polícjales que se indícan
a continuacióm

' ' 1.'_1, \ ¡{'r \ \ ' Ii \-ro ''(.RIsl)[t`{.lt)\. D[:l_l:t;..\T..\RIO

. \„tl/(mili 1   l!lil:it' ('{`i"`rl{iim il'  oc`r>iimml.m.t `ic:  i'{liicí;l  ...\lm`Z{>mL`.

•\1,1,',,11\,,,, i\]l,litl¡ÍJ\ C`t`i`"``ilíii``|`  l'{`lii'i':`  .\1cLÍ(jii(ilit:u`¿t  Lli`l  Vü]h  (Ii.  .-\biirr``,

C`tilllilntl`lnll.1 )l`n:trL`,tmc`nll\  111'  l'ul ici¿`  ^11 Liu`]uíii.

l url`(, { .iii)tiiitil¡ii````  1 )|.i`tirlai`ii:!ilt]  dc  l'(tii(`i¿L  1 l/`¿]I`¿i
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Contínuación de la RSolución "Por la cual se estabJuc]icialdelMinisteriodeDefensaylaPolicíaNaclece la conformack5n del Comité de CoÍ}ciliación y Defensaional,sepromuevelaacciónderepetición,sedelegala

facultad de ccmstituir apoderado5 para conciliar y se dictan otras disposicíones". I
\i,'1„l'i ;\rül[c:1 (.tJ,",,,`,a,,t.`[,l,¡`i,",mn,(,dl`l,t,lil.i,,,-\rt,,,l,J.

•\'l:illlil.O {}í!rr`i`iqiiilliL C`(`i"iTitl¿`ntt  l'(ili¢`iti  \.]i`ii't`p`)lit¡ii`;i di`  BiLri.Ü[i{]uilLd.

(.{)ii`:mtJ:ii`ii`  I)i`i`.iriiiii`t:i`i(i  di`  I`c`Iic'iii  ,.`üiniie.`.

] )( , l I \  1'r,, t':L,.L`,Bl`n¿, l.{ti"`nik`n(i.  !J{)Iiciit  Meii.tti)olii¿\itu  C.¿]mgi`ti¿i  tic  Jii(jt¿i.i.

(.'orlli`11tJi`mc  [)L:|l`Imtml.11lo  de  ]'tlljci¿`  ]}tlli\ :lr.

lt'.`\t'l.:l !-l'lli\1 (`(tiii{ii`ii'Lmlc  1 )i`i`tiili\incL`L(}  d¿   ['()licí`A   L}`)}.{t.`tL.

(  itlckl`

Siiiti:i  R\t``i {lc  Viii.rho

_\1t'¡\i,_itll`` (.Ltlll¿l[llli`]`(c  1 }l`|}aLt:Imc|`t`l  111`  l>t`ticl'a  (L:|lda>.

(   .,,{1"l`.lt, [1('I.Cl\Cla {..)imiiidz`ti`.`  l).'iiiiriami.t`{o  di.  l`tilicí{i  {`iiqtit:iá.

i        l.i,`.`,"`trl`
\',,r,i,l (`(`m,"tl{m!c  l}i.riiiriíiim}``{` dl`  l'{ilicia  l.nsitiiiii`e.

(   .IL'l.''t-1..>.''' lt`-,'liL}..Á,, ('`lmt`11d.dll(C  [)¢rhlmmcllt`} t]l'   i'{liil`(Ll  (`lILlt::`_

\.`a`[i`iluní`r (`ltm¡nti;lnlc  r)l`|`1]iimlQ1\(tl {ic  i>`liict.a  i.C+i\['.

t   1),\\.\,, t'!,iib`l,'` (`{tlll¿md¿mir  i}L`rliili¿1ml.mo  lil`  i'tt{i.`í`1  c`il{tcI.l.

( `i,r{l(,L`,\ Mttnlc,ri!l (.`t`T"`llli¿ll`tc  L)l`rHArm`C¡TLtt  dc  i'l`iiL.i¿`  i```l.`t`.h{`.

t   1\1\1'  '',il Ri{,hill.ha {-```itiuiidan`¢` T)t:ri:iriiiiii``iil`i  iíi`  P!)licia 6iia.iii.ii.

Htlli:l Nc.i`.a (`t)¡T`:m{tíii`ic  T )cpamiii``i`t()  di`  l'``lii'íü  1  [iiit¿`.

\',1Q'l:,l\.(\'''1r\1cLlt *!\r'ti!  Mttrl.d {-'oimndiiii{i.  ])i`Tt¿tr`aim`nio {lc  T'{ilii`ín  Miigtl¿`lemi.

Vi¡kl\icc't€i\) {:`}maiiit:t}]Li.  l)¢tiai.1:}n`ci`l(i  dc  lJ``licia  Mc`La.

t<¡l'-it\\` Pi'Sll} ( 't`i``iincliinii`  ni`mii¿imi.mo {li`  I'{ilic:i. Niii`iñi>

\\'rh.\ll.\¿'l'''.'Illll-ll l',''¢u'f' l`t`m¿iriil'Lti`  {ti`  1't.iici-i]  Mc.li.i}p{tlikm  ili`  ( 'i.iutLLii.

(.t.niiii`daoli`  l)¢piirlilitii`ii¡O {lt'  Pttlici{i  Nitiú`  cle  .`¿iit`¿in{ii`r.

l'.dii`tilmm                                                              C`oi``itiulunLc  l.)€ii¿irli"ici`l(Hl¢  ]'¢!iii.d  Nurtu di`  tj:iittimdui'.
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Cont:inuación  de la  Re5olución "Por la cual s€ €staJudi.cialdelMinisteriodeDefensayiaPoliciaNablece la conformación del Comité de Conciliación y Defensacional,sepromuevelaaccíónderepeticíón,sedelegala

facultad de consti'tuir apoderados para conciliar y se dictan otras clísposiciones".

I

-

I,lll,,,m,.`l, M1'C')ii c {}t}tül``(31tic  i`)l`(1.dmltlcl`Ltl  Jl'  ['{`iil`ia   pLlt\lll`a} `\

l)`,i,,`1,,, .,\l.Illcnlü {,.(t}11.L`nd,lr\tl`\)l.Í)ilJi.`m`l`l`1ttltc`1'{)1il.ííL(}uiT`lli{\.

l\i},lrill(lt' I,c'.¢i,il (.tll`1ü(`llmt``  J)t:|1¿\"Llll|`t\to dc  l'(ll.L|i¿1  Ri`ari`!`l;L.

\:l't   \'lJrt._` tim '.\ ''llr¿,.`, (`t`m¿`ndiinil` T}iLrtmimic`i`Li!  iil` l'()l`i¿.Í:i Si`n   .\ii(lri:.`.

\:tll'.,''l('l.I. r!uL.:`rJ,"ng:l C.t)ii"i)di`i`L[  ]`oliui'ii  M.`ir`tp()lil¿`nit  dc  I}iic¡ir¿`i``¿`i`gii.

(.\)iimL`d:it\tc   L)i`T7Qii¿imi`Lilti tlc  l'tt!icíü  S;iitt¿`i`tíi`i..

1        \a'l  (iil

(.'tll``ütll!.dl`tl`  i)l'r`.]rt¿Lml'rit{t  {il`  itt`iil:iit  s.úll({t7}t{l'r.

l}üiiiii`cíibi'mii`.i¿i (`omitit.iiiil`I}i`i`¿`il:i]iil`(`ií>{li`T'L]liciüM.ig`1(ili`mM|`di{`.

`\Ül`r\` •\'incl.lc_i`t ( .()i i)¿t(`{Iz`t`li.  l}L.i)¿iTLi"i'[`l .t  di.  l'í}líi`i.¿i  .iiii.i.¢

l  L'i il''!' l''üí(l'¿ (`{tmítr[ll{\1ltc  [)l`pallil]11l`1`LL`  tlc  T'{jlil-]'ü  .l.(`lill\i``

\`.1[11.  \11,7   t   :l„l.il c`il]i {'{lltl¿1l`Jülltc`  Í'(>lil:i¿l  ML`lrttpc]]il¿"l  Sallliilg(t  {11.  (`t`lí`

t`t)m¿mdüT`ti`  1}i`pai.l:`ti`c]i((i  iil`  Pt)licin  \.-ülll..

l!l,g:' {..{iii]i]il(li"ti.  ])i`p¡irliiiTii`]`t\]  t!i.  F'iili.`i.¿i   V¿illl`.

L!`icmi\c]`iura

(``lm8,t

AFtTÍCuLo  9,   La  presente  resoluc-ión   rige  a  partir  de  la  fecha  de  su  publicac:ión  y  deroga  las  demás
disposiciones que [e sean contrarias en especial la Resalucjón númerc) 3200 del 31 de julio de 2009.

F]ÜBU'QUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE
Dada en Bogotá, D.C., a ,os                                TgTUN  2o]7.

EL HlllISTR0 I}E DEFENSA NAqoNAL

•ir+ -r& `
LUIS C. VTLLEGAS ECHEV  Rtü

'\
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26/8/202`0           .       Gmail -CONTESTACIÓN  DE  DEMANDA PROCESO  No.11001333603720190038700/DEMANDANTE:  LEONARDO SANABRIAY OTR...

#gT"g#ñ [                                                                    Tatíana Andrea López G®nzá]ez <ta,oconsu¡tores@gma¡[.Com,=

+---q-
CONTESTACIÓN DE DEMANDA PROCESO No.
11001333603720190038700/DEMANDANTE:  LEONARDO SANABRIA Y OTROS
1  mensaje

Tatiana Andrea López González <taloconsultores@gmail.com>
Para: gorgogar@yahoo.com,  misael.aguilerap@gmail.com,  mferreira@procuraduria.gov.co

Buenos dias Dr. Garzón y señora Procurador 80 Judicial  1 Administrativo:

26 de agosto de 2020, 8:33

Por medio del  presente y en concordancia con lo estipulado en el artículo 3 del  Decreto s06 de 2020,  me permito allegar
contestación de demanda que será remitida al Juzgado 37 Administra{ivo de Bogotá para su conocimiento y fines
pertinentes.

TATH{'.\NA ANDRliA LÓPHZ GONZÁI..EZ
Abogada Especialista
tel. :  3004471.1 `33

•'

2 adjuntos

Contestación de demanda 24-08-2020.pdf
1191K

Poder Leonardo Sanabria 24-03-2020.pdf
1234K

https://mail.google.com/mail/u/0?ik=cao9d3dsb6&view=pt&search=all&permthid=thread-a%3Ar4836686913452961197&simpl=msg-a°/03Ar483172945...      1/1



/o=EXCHANGELABs/ou=ExcHANGEADMiNisTRATivEGRoup(FyDiBOHF23sp##ffiÉ4ffií#i#"

De:
Enviado el:
Para:
Asunto:
Datos adjuntos:

Correspondencia  CAN  Seccion  04  -  Bogotá  D.C.
lunes,  31  de agosto  de 2020 3:19  p.  m.

Juzgado 37 Administrativo Seccion Tercera  -  Bogota -Bogota  D.C.
RV: Contestación  11001333603720200007100  PROTECCIÓN  S.A.

Posesión y  Resolución.pdf;  Resolución  5393.pdf;  PoderDEAJAL020 4954.pdf;

Contest202000071  Protección_67ao (1).pdf; Contestación 202000071  Protección
67ao.docx;  Requerimiento Juzgado 37 Administrativo de  Bogota

Cordial saludo,

De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial para
el proceso relacionado en el  mismo, dentro del  registro en el aplicativo siglo Xxl podrá

confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo.

\tentamente,

Grupo de Correspondencia
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos

SedeJudicial   CAN

LMBV

De: Jose Javier Buitrago  Melo <jbuitram@deaj.ramaj.udicial.gov.co>

Enviado: lunes, 31 de agosto de 202014:28
Para: Correspondencia Sede Judicial  CAN -Bogotá  -Bogotá  D.C. <correscanbta@cendoj..ramajudicial.gov.co>;

j.cgaviriagomez@gmail.com <j.cgaviriagomez@gmail.com>;  Natalia Andrea Sepulveda  Ruiz
<accioneslegales@proteccion.com.co>;  procjudadm80@procuraduria.gov.co <procj.udadm80@procuraduria.gov.co>

Cc:  Diana  Carolina  Ramírez Molano <dramirem@deaj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: Contestación  11001333603720200007100 PROTECCIÓN S.A.

}eñora Juez,  Dra. ADRIANA DEL PILAR CAMACHO  RUIDIAZ, Juzgado 37 Administrativo del  Circuito de  Bogotá, Sección
-ercera, en cumplimiento de lo preceptuado por el  Decreto 806,  procedo a  la  radicación de la contestación y sus anexos

en formato pdf, con traslado a  las partes, en el expediente de la  referencia:

RADICADO:

MEDIO:

DEMANDADO:

DEMANDANTE:

ASUNTO:

Cordial  Saludo,

11001333603720200007100
REPARACIÓN  DIRECTA

LA NACIÓN -RAMA JUDICIAL y OTROS

PROTECCIÓN  S.A.

CONTESTACIÓN  DE  LA DEMANDA
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RESoLucióNNo.       T36.|        #:H`!flt'.?0€'?

Por niedío dG ,[a cual sa hace un nombramíento en propjedad.

•'     r...`   ,.,E.L-ÜIREC.To.R.EJEGUT'VÜ DE ADM,N,STRAC,ÓN J,JD¡C,AL tE)

•...  Én..éjerci¿-io dé-.s.u's..fa¿ult?des iegales :.estatutaiias , espeejalmente las-conferídas en
..'  ....,. el, á"cu{o.:á9..de :¡á Léy  270 d¿  i996';y .dé. cbnícrtTiiddd ¢on eF ACLreído. No. PSAA16-

..,`.......   :;.:.: ......10595 de Z01.a   próferido por la H.  Sala Adminislrativa
•!1`,                                                    _                `

;:..            -:    ..¡  .... '?:!¡    .::     ?.,.:.       ?

R  E§UELVE
1

ARTtcuLÜ   PRIMERO.-   Nombrar   en   propiedad   -a   la   doct;ra   BELSY   YOHANA
PUENTES  DUARTE> identiricada  con  la  cédula de  ciudadanfa No.33,368,171, en  e¡
ca.rgt}. de  Directc)r  Admini§tratívo  de  la  Unidád.dé~ Asistéhcia [egál  c]-e  lz]  Dire¢ción
Ejc!auwa ¢e Administración Judicia].

ÁRTtcuLC)  SEGU.NDO-  .L-a.. presente  Résolucíón  rige  a  partir  de  la  fecba  de  su
expedición.

ElaborÉi:  LigiacG
F{e`/tLSÓ: RH/Judidi Mt>rante Gartia ..-.

Ca[le 72 No. 7 -96   Conmu[ador -3127011  `hmíw.tamajudicia[.gov.co



EEErilH
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•,.-.. :.    -+                                           ACTA..DE   POSE§IÓN..

En .lá``,..éiudád  de GOÉóíá,..D. ..G .,.. a. lós .30  día5 ,de!..mes dE n.Ó.VíéiTibre de.2016,
Se. p+é§entó :al .Desp.aSho .de la Directqra Ejecutiva. de Adminism€jón Judioial
l.a;,doc.tgra _BELSY. :Y®HANA  PUE.NTES .DUARTE,i  identíficada . con.. la..cédula
de ..ciüdadan{a 'No.3¿,36B.i7`1:-;:.cDn .él .fin  dé :tomar posesión c]eF cárgo  al  cual
fiie  nombrada  en  propiedad,  de   Dinector  Admlnistrativo  de  la  Unjdad  de
Asjstencia Legaf de la Dirección  Ejecutiva c]e Administración Judícial.  Píestó
el juran]ento de rigor.oídenado por la Constitución y la Ley.

Con eféctos fi§ca[es a parilr del 1° de diciémbre de 2Ü16.
--`     `.`,                         .              .                                                 _`           -`,`,

.                         ~=``          `"        .                                _              `             `i`_            .       -

.   ..    l:ADIRECTORA EJECUT[VÁ
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Rám2FJudíffl.ñ}
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$1icadLri`,C$1ambia

£         =-=,    -^_,                   >

de,3*jüüác#tim • €8*iséjó Süpgriór d¿ la Jüdi*ácürá

;E)Í±'ea€jü`n`Ej€¢ütiva.dEÁdminí§tracíñn`Jz]diS€a}

RES#LUSJójüÑ®.       53.$3        #-S  ###Ü  #"S#

Épb'i:la.¢údlse.de{.Sgai?..füi3.úÉri..Sé..reFres?i`*iapióT}jü.d.í.¢iaiyex.±rai.#t}í¿.Íáí.cSeí.a.`N.a.i{órt-

F€ama Ju.dic.iai"

EL D!RE€Tt5R~ EjEÍ:uT}-vü E}E ÁBnfi¡Ni§tRAc*5rü duBts'iALiE}

En ejer€iGio -de st!S a{tribuSi#rt¥s legá{e§`  reglám.er!t?rías y estaíut?rias,  gspgcialmet}£e -1as
confefic!as  por ios  aftíSuios 209 de  la Constitusián  Fslitica+  e!  aí5icülo  8.°  al  -1`2 -dé -la Ley
489 de 1998 y .ei nüméral s d€{¡ariícij!o 99 de ¡á Ley Z70-. de 1996, y

CSNslBEFtANBa

i`   ,&üe`.é[ ámcuio  20`S  Sé  lá £S:hstitución  PQlítiSá  dispuso que  ia f#nción  &dmjnistrativa
• é§tái a!  .8'qfyiS`j,c}, d8  ,{SS .jn{e`rsses  general`es  .y,  se  desarrsí!a  cQH  f,unds.memto  én  iü§

:   S#`g£t#asd, %etf;#:de#nd{.,re¥:rroa::ddaSd,,a %f¿%£Lgá¡ó%G£¥:umníg¡¡oncee::r¡dad ]   ímparc¡€,ídad  ¥

2.   En viriud `dei Ari.  9 rie }a LÉy. 489 de  1998,  lo§  répresertiante`s  legaf?§  dei ;n¥idades
públic¥S  que  posee~n  estructüra-Índepend.ierite ,y  autoncmfa  admiíj,i§{rativa,   pod.rári
deiegar  ia  átenciSn  y .decjsién  de  lüs. a§tmtos  a  E!llQs  #Srtfe{ric}gs  pGr  ia  [ey,  en  l#.s
emp!eaclos públioQS dei .ni¥é] djrectívg. o asésor vinGuladQs a! Qrganism.D.

3-.    Que e[ riümeíia{ 8° c!st §ri?ctjlo 99 tie ]a Ley 270 de lg9S,  EstatL{iaria de,Ácímir}is,traSión
de'  Jüsticia,  [asignó  a{  Birecíür  Ejecufiúo  de  Admlnístración  Judíciái  }a  fundión. .de
repfesentaGión  judicia{  de  ]a `Nación  -Rama  JudiGiaj,  para  [®  cuai  r;gdrá  §Sns{i`tuir

á:#::::Ü:Soi:Pmei:Í't¥aiiv:u;c|ig:dqeigc::,groatáfi:ffipr::ei::ie:ii;?*3:i:-:ia!Í::itdgii:
Con{emsiQsS Admíriis€rativo.

.4..    Que,  a  §u  vez,  e]  rmméral  ?9 def artfGu}o `1ü3  de  la  Le¥ 270  c{e  1S86{  Es{at¡utaria  cis
Admiriistragión  de  Jus€ir=Íat   asigH§  a  'lo§   D'rrÉ§ctüres   Segciüna}Ss  de  Adítiinistra#ión
JL]diciaj  ja  funcíón ids  fieprEisentación  |-udicja!  dÉ  la  Nación  ~  Rama  JücÍíci&],  en  Su
ámbit# territt)riaf]  para io SL!al p®Érán cúi]stittiir a.pc}c}eradüs e§peGía[és.

8.    Qué  pür  lo  anterior,  e| Difectü.r Ejecuti¥Q  de; Admir`i§trac}ión  Judiciai  ej`erce  [a funGión
gn ménción en e{ ámBitG tefrítóríál de BQg®Sá, Cund[na'ma-r'ca y Affiazó#aÉ.

6.    Que en aras de priülegíár lQs prirfGÍpi.Qs de ¡a fuñción pública c¡e eficacia3  éóonomia y•íjslgri`dad,    se   hace   ,rie.ce.safiQ   üeEegar   ia   fLmcióri   de   Fgprese.n5?ción   judisía'l   y

e*raju.diQ;al  dentro  dé  {os -pfos.esSsc judiciá}es  y  e.*rajüdicia!e-s  en  que -Sea  Paí*é .la
Naci`órT  -  Rama  Judicial]  qüe  corresponde  al  .Dirgctor  Ejesu{ivo  de  Administración
Judicial, éi±acía en é¡ riumeraí aniefisr.

•.Én Tnéritq de io ?ffiuestg¥, `ei Director EjecH{ivo de Ac!minisíracióri Jüdíéial

#all$ 7Z RT©+ 7 -$6    C:orimut#dór~ 3  r27#} }   www.mmajudíci&l;gov'[co

`,..,',.,,,.,,,;."...,,`,.`,

2_

----.:`
:.`      .,:..-`..':.    `.    :`.



'
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¢i!egd{afuficiándf±rep{eseri.kdüéSÍrid.itiaí'.¥€x±rc{jüdíci.alcíe.iaNcíei.ón-ffa"a].#tií¿i.di"

`-   ti'ESüELWE.

ARTicüL#  PR!RñERa,- Dsle§ar era  el  (Ía)  DireGtSr{á} Admii]istraiivo{a) d§  ia  F}ivísiór} .ds
fsrócesoé  de  la  Uni-dad  de A.sistencia3. ,Lágai  de-!a  DirE±#€ión  Ejecutíva  de  A¢minístráci'ón
Jüdiéi.ai la funcíén. dé. .r§p.rés?n`táGió:r}
ante. l.as a#tc>rida.de-5.:-áé.. !a  Éáma. .jLfd

udiciaj  y e*rajudi.cial de [a Na#Íón - F*ama ,Judicial
Gia! y  la  ProGUFádüria -GeitSral  de la Nación£  en  lQS

procesos á proá-gdi:miéní#s en .ió-S cua}é§ iaJ Nación ~ T3ama Judísia[ inte"Sr}ga corio par{§
#  .Íefcerc}j-qüe   sé   adela#ten   en-]a'  ciuciad   de   Bogotá-y  eñ   ios  depatiamen-Íó§   de
Ci±ndjn-ahiar€a  y  Arría-zGna.S,  facü}tad  qüs  se  e#ienS~e  a  toda  das.e  de  actuaS.io.nes  y•di¡igÉ>rt-cias qLie €e füieseíitentante` cÍích.as aütoriüac!e§.

ÁRTisuLÓ  SESt;N##,-  Para ei  ejr§-r.ciGiQ  de  }a fun~ciórt  délegadat  e[  {!a) -furiciQpario  {§)
delegado  {a} .deberá  coníeíír pQderi3s á  los  ab®gados .dg ia  Divisióri  de  PrDce§os  de  la
Unidad dgAsistS#cia Lega{ d.e 1? Dire#c.ión Ejecütivg ,de Adminis{rasiórt Judicia{{ cctn g1 fin
dá üüé.Sji3Í¥Éñ  [ar dé{Sn-éa  de íoé"iriereses  dg  ia  Nacién::L Ramg~Judic.iá_l.en  .ei 7ámbito
tdeerfg%r;a;om%necá%:áa]d£;;np::cneus¥]5.;::]::t¡;:¡¡:,3:nc,oa:,#íñ:,:¡áand,]%§Sppr:S¥:g3§:énr£,¡náoriéícfiíaod::

por ®|  Comi{é. Nsacicir}gl  de  #éíerisa  Ju'dicig{I  y  S¢ri-ci#áSi6n  üe  la  D}reéc-iÉn  Ejscutivá  de
Aciministra¢ión judi#i&}, Serq nü ±SndrÉr¡ ia #é#úli#d da rÉ}-S}bir.

ÁRTÍüÜLü  TERCER®..~ ,Salvo.1o  diápuesiü  en ei  numsrá! ,anterior,  [a disÉo§ició.n  de los
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R€#E}¥í#ü#©S#iü"ü3g¿ Consejo Superior de la Judicatura
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial

DEAJAL020-4954

Bogotá D.C.,  martes,14 de julio de 2020

Señores
JUZGADO 37 ADMINISTRATIVO BOGOTA
Bogotá -Cundinamarca

Asunto:                Poder al doctor (a):
Proceso No.
Acción:
Demandante:

Demandado:

JOSE JAVIER BUITRAGO MELO
110013336037202000071 -00
REPARACION DIRECTA
ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y
CESANTIAS PROTECCION SA
NAclóN -RAMA JUDICIAL -DIRECclóN
EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL

BELSY YOHANA PUENTES  DUARTE,  mayor de edad,  con  domicilio en  la ciudad  de  Bogotá
D.  C.,  identificada con  cédula de ciudadanía No.  33.368.171  de Tunja,  Directora Administrativa
de  la  División  de  Procesos  de  la  Unidad  de  Asistencia  Legal  de  la  Dirección  Ejecutiva  de
Adminis{ración  Judicial,  en  ejercicjo de  la función  de  representación judicial y extrajudicial  que
me fue delegada  por el  Director Ejecutivo de Administración  Judicial  mediante  Resolución  No.
5393 de  16 de agosto de 2017,  confiero poder especial,  amplio y suficiente al doctor(a) JOSE
JAVIER BUITRAGO MELO abogado(a) de la División de Procesos de la Dirección Ejecutiva de
Administración  Judicial,  con  cédula  de  ciudadanía  No.  79.508.859  y  Tarjeta  Profesional  No.
143.969,  para  que  asuma  la  representación  y  defensa  de  la  Nación  -Rama  Judicial,  en  el
proceso de la referencia.

El  (la)  apoderado(a)  queda  facultado(a)  para  conciliar,  desistir,  sustituir,  en  todas  las  etapas
administrativas   y  judiciales,   así   como   realizar   todo   cuanto   sea   necesario   para   cumplir
debidamente este mandato, exceptuando únicamente la facultad de recibir.

Sírvase reconocerle personería.

BELSY YOHANA PUENTES DUARTE
C.  C.  No.  33.368.171  de Tunja
Directora Administrativa División de Procesos

Acepto:

JOSE JAVIER BUITRAGO IVIELO
C.C.79.508.859 de Bogotá
T.P.  No.143.969 del  C.S.  de  la J.

jbuitram@cieaj.ramajudicial.gov.co

lniciales de quien elabora:  DCRM

Calle72 No. 7 -96    Conmutador-3127011        www.ramajudicial.gov

Firmado Por:

SC5780-4
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Repúblic& de Colombia Consejo Superior de la Judicatura
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial

DEAJAL020n6238
Al contestar cite este número

Bogotá D. C.,  31  de agosto de 2020

Señores
JUZGADO  02 CIVIL DEL CIRCUITO  DE BUENAVENTURA (VALLE)
iQ2ccbuenaventura@,cendoi.ramaiudicial.qov.co_

Asunto:     Solicitud de antecedentes fallo de tutela

Respetado Señor Juez:

De  manera atenta me  permito  informar que en virtud de los artículos 99,  numeral  s de la  Ley 270 de
1996 y 159 de la Ley 1737 de 2011,  la Dirección  Ejecutiva de Administración Judicial,  por conducto de
la  División  de  Procesos  de  la  Unidad  de  Asistencia  Legal,  se  encarga  de  asumir  la  representación
judicial  de  la  Rama  Judicial  ante  autoridades judiciales  y  Procuradurías  de  Bogotá,  Cundinamarca  y
Amazonía.

En  ejercicio  de  tal  representación,  de  manera  atenta  le  comunico  que  PROTECclóN  S.A.  instauró
demanda  de  Reparación  Directa,  expediente  11001333603720200007100,  endilgando  un  ERROR
JUDICIAL y/o  DAÑO  ESPECIAL,  por desconocimiento  de  los  parámetros  de  la  SU  068  de  2018 y  la
línea  decantada  por  la  Sala  Laboral  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  además  del  principio  de  la

Í:::í:::::Íí:|,:cpoe#:d:ÓntáeNOEtioLsyafsepcÉozsGeúT`laÉieRCÉszóenndceo#aeláeq,:eal::,á:dpeRdoeTEmcpg,gónñcéóA,,%
27 de agosto de 2018

Para efectos de dar cumplimiento al requerimiento del Juzgado 37 Administrativo de Bogotá con lo
dispuesto  en  el  parágrafo  1°  del  artículo  175  del  CPACA  de  manera  comedida  le  solicito,  se  sirva
allegar   los   antecedentes   de   la   actuación   desplegada   por  su   Despacho   al   respecto,   al   correo
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, expediente 11001333603720200007100

Adicionalmente  si  a  bien  tiene  plantear argumentos  de  defensa  de  la  actuación  cuestionada,  estaré
presto   a   tenerlos   en   cuenta,   siendo   recepcionados   por   este   medio,   en   el   correo   institucional
jbuitram@deaj.ramajudicial.gov.co

Por la agilidad que le pueda brindar a este trámite,  agradezco su valiosa colaboración.

Del Señor Juez,

.... __..`-`,     i`             ````               .``.`,.``.`          `-..``     ````

José Javier Buitrago Melo.
Abogado División Procesos DEAJ

Calle 72 No. 7 -96    Conmutador -3  127011   www.ramajudicial.gov.co
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Rama Judidal
Corisq.o Süperior de la Judjcatüra

R€púb}ica d€ Colombta

[CODE]

Bogotá  D.  C.,  [date-l]

Consejo Superior de la Judicatura
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial

Señora Juez
Dra. ADRIANA DEL PILAR CAIVIACHO  RUIDIAZ
Juzgado 37 Administrativo del  Circuito de Bogotá
Sección Tercera

RADICADO:                11001333603720200007100
MEDIO:                          REPARACIÓN  DIRECTA
DEMANDADO:          LANACIÓN-RAMAJUDICIALyoTROS
DEMANDANTE:       PROTECCIÓN  S.A.

ASUNTO:                    CONTESTACIÓN  DE  LA DEMANDA

JOSE  JAVIER  BUITRAGO  MELO,  mayor de  edad,  identificado  con  la  cédula  de
ciudadanía No. 79.508.859 de la ciudad de Bogotá, portador de la tarjeta profesional
de abogado  No.143.969 del  Consejo Superior de  la Judicatura,  actuando  para  los
efectos  del  medio de control  indicado  en  la  referencia,  en  condición  de  apoderado
de  la  NACIÓN  -RAMA  JUDICIAL,  según  poder  que  me  fuera  otorgado  por  la
Directora   de   la   División   de   Procesos   de   la   Unidad   de  Asistencia   Legal   de   la
Dirección  Ejecutiva  de  Administración  Judicial,  quien  tiene  delegada  la  función  de
representación judicial y extrajudicial  de  la entidad,  conferida  mediante  Resolución
No. 5393 del 16 de agosto de 2017, de manera respetuosa procedo, a CONTESTAR
LA    DEIVIANDA    DE    LA    REFERENCIA,    previa    presentación    del    caso,    con
fundamento en  los argumentos que a continuación se exponen:

SINOPSIS  DEL CASO.

En   virtud   de   los   títulos   de   imputación   de   error   judicial   y/o   daño   especial   -
desequilibrio   en    las   cargas   públicas,    reclama   la   empresa   demandante   una
responsabilidad extracontractual derivada del pronunciamiento del 27 de agosto de
2018  por  parte  del  Juzgado  2°  Civil  del  Circuito  de  Buenaventura,  en  sede  de
impugnación    de   tutela   de    la    señora    NELLY   LÓPEZ   GUTIÉRREZ   frente    a
PROTECCIÓN   S.A.,   considerando  que  accedió  a   un   amparo  por  fuera  de  los
lineamientos  tanto jurisprudenciales  como  procesales,  al  reconocerle  una  pensión
de sobrevivencia.

Calle 72 No. 7 ~ 96    Conmutador -3127011   www.ramajudicial.gov.co
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1. SOBRE LOS HECHOS

Habida cuenta que la mayoría de los hechos refieren al trámite de la referida tutela,
únicamente  se  tendrá  por  ciertos  los  hechos  referentes  a  dicha  actuación,  que
emanen de la documental debidamente aportada.

No obstante lo anterior,  en consonancia y cumplimiento de la normativa procesal, a
efectos de facilitar la fijación  del  litigio,  en  lo que atañe a  mi defendida,  respecto  al
acápite HECHOS de la demanda,  manifestamos:  Del  1  al  10 son ciertos;  del  11  al
14 no nos constan;  del 15 al 23 son ciertos;  el 24 no es cierto,  la providencia adujo
la  razón  del  reconocimiento;  25 al  29 son  ciertos;  30  al 32  no son  ciertos,  en tanto
que  dentro  de  la  autonomía  que  le  correspondía  e  investido  del  ropaje  de juez de
tutela,  el operadorjurídico procedió al amparo solicitado;  33 al 36  no nos constan.

11. SOBRE LAS PRETENSIONES  DE LA DEMANDA

Vista  la  presentación  del  caso y  realizado  el  pronunciamiento frente  a  los  hechos,
consideramos  de  antemano  que  no  existen  fundamentos  fácticos  ni  jurídicos  a
efectos que la NAclóN -RAMA JUDICIAL responda extracontractualmente,  por lo
que  se  opone  a  todas  y  cada  una  de  las  pretensiones  de  la  demanda,
formuladas  en  su  contra  y  solicito  se  absuelva  de  todo  cargo  a  la  Entidad  que
represento  declarando,   si   hay  lugar  a  ello,   probadas   las  excepciones  que  se
propondrán y las demás que de  conformidad  con  los artículos  105 y 187,  inciso 2°,
del  Código  de  Procedimiento  Administrativo  y  de  lo  Contencioso  Administrativo,
resultaren  probadas en el debate judicial que nos concita.

111.  RAZONES  DE  LA DEFENSA

En ejercicio de la defensa a cargo, estimo relevante que lo primero a establecer sea
el  alcance  de  la  presente  actuación  iudicial.  Al  respecto,  tratándose  del  medio  de
control    de    reparación    directa,    ha    de   tenerse    en    cuenta    que   el   juicio    de
responsabilidad  extracontractual  frente  a  las  actuaciones  realizadas  por parte  del
aludido operador jurídico,  no puede corresponder a una instancia adicional del
trámite judicial que se cuestiona a efectos de reabrir el debate para establecer si
se cometieron  o  no yerros en  dicho  accionar.  En  debido  proceder,  estimamos  que
en este estadio del medio de control de reparación directa, entendiendo como título
de imputación  el de error judicial,  habrá de realizarse un  iuicio de validez frente
a  [a  misma el  que  nos  permita  determinar si  en  caso  de  haberse  presentado  un
yerro,  éste  tiene  la  en{idad  suficiente  para  determinar  la  ocurrencia  de  un  daño
antijurídico a resarcir.

Calle 72No. 7 -96    Conmutadoi.13127011      www.ramajudicial.gov.co
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En  el  anterior sentido,  EI  Conseio  de  Estado,  Sección  Tercera,  Subsección  C,  en
sentencja  de  fecha  29  de  julio  de  2019,  radicado  52001-23-31-000-2009-00257-
03(45171),  Magistrado  Jaime  Enrique  Rodríguez  Navas;  indicó  ciue  el  análisis  de
las providencias  respecto de las  cuales se  iuzqa  la comisión  de error iuriscliccional
no  puede  afectar la  cosa  iuzqada,  v que  el  proceso  contencioso  administrativo  no
constjtuve  una  instancia  adicional.     (Subrayado  propio)
Establecido que ha de corresponder un juicio de validez,  es dable que  aún frente
a decisiones contradictorias,  las mismas puedan  llegar a ser válidas.

Lo  anterior en  virtud  del  principio  de  autonomía  e  independencia judicial,  respec{o
al cual la Corte Constitucional ha venido considerando:

"El   principio   de   autonomía   e   independencia   del   poder  judicial   es   una   de   las

expresiones  de  la  separación  de  poderes.     Se  ha  señalado  que  este  aspecto
definitorio de la Constitución implica que los Órganos del poder público deben ejercer
sus funciones de manera autónoma y dentro de los márgenes que la misma Carta
Política  determina,  ello  dentro  un  marco  que  admite  y  promueve  la  colaboración
armónica. Para el caso de los jueces, la autonomía e independencia se reconoce a
partir del papel que desempeñan en el Estado, esto es, garantizar los derechos de
los  ciudadanos  y  servir de  vía  pacífica  e  institucionalizada  para  la  resolución  de
controversias.   Por lo tanto,  la separación de poderes respecto de la  rama judicial
se expresa a través del cumplimiento estricto de la cláusula contenida en el ariículo
230  C.P.,  según  la  cual  los jueces,  en  sus  providencias,  solo  están  sometidos  al
imperio de  la  ley.    La jurisprudencia  ha  comprendido  esta  cláusula  como  Lin  límite
para las actividades de los demás poderes públicos y los particulares, que exige que
los jueces no sean condicionados, coaccionados o incididos, al momento de adoptar
sus decisiones,  por ningún facíor distinto a la aplicación del ordenamiento jurídico y
al  análisis  imparcial  y  objetivos  de  los  hechos  materia  de  debate judicial.    Estos
condicionamientos,  a  su  vez,  conforman  el  segundo  pilar de  la  administración  de
justicia, como es el deber de imparcialidad de los jueces."

La  independencia,  como  su  nombre  lo  indica,  hace  alusión  a  que  los funcionarios
encargados  de  administrar justicia  no  se  vean  sometidos  a  presiones  o,  como  lo
indica   la   norma   bajo   estudio,   a   insinuaciones,   recomendaciones,   exigencias,
determinaciones  o  consejos  por  parte  de  otros  órganos  del  poder,  inclusive  de  la
misma   Rama   Judicial,   sin   perjuicio   del   ejercicio   legítimo   por   parte   de   otras
autoridades judiciales de sus competencias constitucionales y legales.

La  autonomía del juez es,  entonces,  absoluta.  Por ello la Carta  Política dispone en
el    artículo    228    que    las    decisiones    de    la    administración    de   justicia    "son
independientes",   principio  que  se  reitera  en   el  artículo  230  superior  cuando  se
establece que "Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de
la  ley",  donde el  término "Iey",  al  entenderse en  su  sentido  general,  comprende  en
primer  lugar  a  la  Constitución  Política".  (Apartes  de  la  Sentencia  C-288  del  18  de
abril de  2012).
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Ahora bien,  un fallo.reciente de la Sección Tercera del Consejo de Estadol empieza
explicando que en algunas oportunidades el juez solo dispone de la "única decisión
correcta" para resolver el asunto sometido a su conocimiento. No obstante, en otros
escenarios,  pueden existir distintas decisiones razonables.

Así  pues,  en  esta  última  hipótesis,  aclara  la  Sala,  el juicio  de  responsabilidad  no
puede  reputar como  daño  antijurídico  la  consecuencia  adversa  a  los  intereses  de
una de las partes como consecuencia de la decisión judicial fundada en argumentos
racionales.

En tal sentido, explicó que el denominado "principio de unidad de respuesta correcta
o de unidad de solución justa" de los enunciados jurídicos constituye una aspiración
de  los  mismos,  la  cual  podrá  ser alcanzada,  mientras  que  en  otras  ocasiones  no
será así.

De  ahí  que,  en  un  mismo  caso,  es  jurídicamente  posible  la  existencia  de  varias
soluciones  razonables  pero  diferentes,  incluso  excluyentes  o  contradictorias.  Tal
consideración  limita  el  ámbito  dentro  del  cual  puede  estimarse  que  la  decisión  de
un juez incurre en el error jurisdiccional, toda vez que la configuración de este ha de
tener  en   cuenta  que  pueden  darse  varias   interpretaciones  o  soluciones,  todas
jurídicamente admisibles en cuanto correctamente justificadas.

Con todo,  determinó que sólo las decisiones carentes de este último elemento
(una justificación o argumentación jurídicamente atendible)  pueden considerarse
incursas en  errorjudicial.

Y  concluyó  que  tratándose  de  la  responsabilidad  patrimonial  del  Estado  por  error
jurisdiccional   "únicamente   será   determinante   la   contravención   al   ordenamiento
jurídico contenida en una providencia judicial y no la conducta `subjetiva, caprichosa
y arbitraria'  del operador jurídico.

De igual forma en otra decisión,  la Sección Tercera del Consejo de Estado2, través
de   una   sentencia   de   instancia,   analizó   los   elementos   constitutivos   del   error
jurisdiccional o judicial y al  respecto identificó algunos límites estrictos en los que se
debe enmarcar el juez de lo contencioso administrativo.

De esta  manera,  para que se configure el  error jurisdiccional,  el demandante debe
demostrar que  en  el  caso  concreto  el juez  no  cumplió  con  la  carga  argumentativa
de justificar que su  respuesta era la única correcta.

Esto implica demostrar que la posición recogida en la sentencia acusada de verdad
carece  de  una  justificación  jurídicamente  atendible,   bien   porque   no  ofrece  una

]  (C, P. Jainm Orlando Saiitofimio) Conscjo de Estado, Sccción Terc.ra, Scntencia 7300123310002002005030}  (39846). Nov. 2]/17

2 Conscjo dc Estado Seccíón Tcrcera, Scntcncia 7Ó001233100019972445001  (30548), Dic. 02/15(C.P. Martavelásquez).
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interpretación    razonada   de   las    normas   jurídicas   o   porque   adolece   de   una
apreciación  probatoria  debidamen{e sustentada  por el juez de conocimiento,  así lo
reiteró basándose en las normas  vigentes y la jurisprudencia de la corporación.

En   esa   lógica,   la   alta   corporación   también   recordó   que   situaciones   como   la
discrepancia entre magistrado de una sala no es señal de que la decisión final esté
en  contra del  Derecho.
"Tal  entendimiento  es  abieriamente  incompatible  con  el   principio  de  autonomía

judicial y desconoce el  sentido que tiene la expresión de opiniones disidentes en el
e/.ercí.c/-o  de  /a  mag/.sfrafL/ra",  agregó  el  alto  tribunal.  Lo  anterior  se  considera  no
para    deslegitimar  o  descalificar  la  decisión  adoptada  por  la  mayoría,  sino  para
formular  una  crítica  útil  a  la  sentencia  o  la  de  expresar  un  punto  de  vista jurídico
distin{o,  que se considera más apropiado

Finalmente se trae a colación  un  pronunciamien{o  reciente del Consejo de Estado3
en el que se afirma que en  algunas oportunidades el juez solo dispone de la "única
decisión correcta" para resolver el asunto sometido a su conocimiento.  No obstante,
en  otros  escenarios,  pueden  existir  distintas  decisiones  razonables.  Así  pues,  en
esta  última  hipótesis,  el  juicio  de  responsabilidad  no  puede  reputar  como  daño
antijurídico  la  consecuencia  adversa  a  los  intereses  de  una  de  las  partes  como
consecuencia de la decisión iudicial fundada en arqumentos racionales.

En  tal  sentido,  el  "principio  de  unidad  de  respuesta  correcta  o  de  unidad  de
solución   iusta"   de   los   enunciados  jurídicos   constituye   una   aspiración   de   los
mismos,  la cual podrá ser alcanzada,  mientras que en otras ocasiones no será así.
De  ahí  que,  en  un  mismo  caso,  es  iurídicamente  posible  la  existencia  de  varias
soluciones  razonables  pero  diferentes.  incluso  excluventes  o  contradictorias.  Tal
consideración  limita  el  ámbjto  dentro  del  cual  puede  estimarse  que  la  decisión  de
un juez incurre en el errorjurisdiccional, toda vez que la configuración de este ha de
tener  en  cuenta  que  pueden   darse  varias  intemretaciones  o  soluciones.  todas
iurídicamente admisibles en cuanto correctamente ius{ificadas.

A partir del anterior referente,  habrá de mirarse el alcance del juez constitucional de
tutela,   investidura   que   para   el   efecto   ostentaban   los   cuestionados   Jueces   de
Buenaventura,   al   decidir   un   amparo   frente   a   la   vulneración   de   un   derecho
fundamental;  al  respecto,  entre  otros  los  siguientes  apartes,  de  los  fallos  tarito  de
primera instancia como en sede de impugnación:

"/. . J

En   este   sentido,   Ia   subsidiariedad   y   excepcionalidad   de   la   acción   de   tutela
reconocen   la   eficacia   de   los   medios   ordinarios   de   protección   judicial   como

3 (C. P. .Taime Oi.lando Siimtofimio) C'omse.io de Estado, Sección Tcrcera, Semtencia 73001233100020020050301  (3984íi), Nov. 2]/17
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mecanismos   legítimos   para   la   salvaguarda   de   los   derechos.   Al   existir  tales
mecanismos,    a    ellos   se   debe    acudir   preferentemente,    siempre   que    sean
conducentes   para  conferir  una  eficaz  protección   constitucional   a  los  derechos
fundamentales de los individuos.

Debido   a   la   estrecha   relación   que   existe   entre   en   derecho   a   la   pensión   de
sobrevivientes  y  la  satisfacción  de  unas  condiciones  que  permitan  _garentiza.r  el
mínimo  vital  al-  núcleo  familiar  del  causante,  la  Corie  ha  reconocido  el  carácter
fundamental de ese derecho (...)   -

Ahora  bien,  en cuanto al  cumplimiento de los requisitos exigidos para acceder a Ig
pensión  de sobrevivientes,  se debe precisar inicialmente,  que la_Jurisprud.epcia qe
la Cor[e Suprema de Justicia, ha establecido ciue la regla general es qye pl qerecho
a la pensión de sobrevivientes debe ser dirimido a la luz de la normativ.idad vigente
al momento del deceso del afiliado o pensionado.

No obstante lo anterior,  de acueido al soporie jurisprudencial citado,  en este caso
es plenamente viable acudir por parte del despacho a dar aplicación al principio de
la condición más beneficiosa,  para d.irimir el conflicto.

Por  lo  demás,  es  cierto  que  la  ley  100  de  1993,   no  estableció  un  régimen  dp
transición  para  las pensiones de  sobrevivientes,  pues el  consagrado er_ el  aftículo
36 de dicha nomatividad es aplicable solo a pensiones de vejez (...).  Sin embargo
ante  este  vacío  que  la  Corte  ha  denominado  axiológico  CSJ  SL 405  de  2013, _Pa
dado viabilidad a la aplicación del principio de condición más beneficiosa que implica
darle  efectos   ultractivos  a   la   normatividad   anterior,   cuando  en   su  vigencia  se
cumplan  los  supuestos  de  la  norma  relativos  al  número  mínimo  de  cotizac.iones,
porque en esos eventos se protegen las expectativas legítimas del aseguradp, qup
si bien satisfizo esas exigencias, no alcanzo a consolidar el derecho porciue durante
el tiempo que tuvo vigor el precepto no se estructuró el riesgo.

Las entidades de seguridad social están obligadas a indemnizar a los pensionados
por la cancelación tardía de las mesadas pensionales atrasadas que les adeudan

Í..J

Es claro para el  Despacho que la acción de tutela procede en este caso, debiqo p
que  los  mecanismos  ordinarios  no  son  idóneos  para  amparar  el  derecho  de  1€
accionante,  puesto  que  no  tienden  a  proteger  de  manera  oporiuna  la  garantía
invocada.  En este orden de ideas, someter los derechos de la actora al albor de un
proceso ordinario, e¥pondría la efectividad de los mismos a un lapso  indeterminaqg
de tiempo en el que.Ias circunstancias de edad y salud de ésta pueden llegar a sufrir
cambios drásticos e   intempestivos.

Tomando  como  fundamento  el  pronunciamiento  de  la  Corte  Const.itucional]  este
despacho  considera  que  si  bien  es  cierto  que  han  transcurrido  más  de  10  años
desde que se  negó la solicitud  pensional  a la accionante,  esta  no es la razón  para
que cesen  los derechos  incoados  por la  misma,  toda vez que  sus condicio_nes  dp
vida son difíciles,  no cuenta con recursos propios para suplir sus necesidades, y la
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ausencia de su esposo dejo un gran dolor emocional  y una inestabilidad económica
por cuanto era  el  quien  se  encargaba  del  sustento  de toda  su familia,  además  la
afectación  de  su  mínimo  vital  continua  y  es  actual,  por  lo  tanto  este  despacho
considera que debe omitir la aplicación del principio de inmediatez y darle viabilidad
a esta acción que hoy nos compete.

í. . .'

Para  el  Despacho conforme el  antecedente jurisprudencial  citado,  es claro que  en
v.irtud del  principio de condición más beneficiosa,  es viable conceder la  pensión de
sobreviviente    cuando  se  cumplen  los  presupuestos  de  la  norma,  así  no  le  sea
inmediatamente anterior, razón por la cual en este caso, desde ahora se pronunciará
favorablemente a las pretensiones  de la señora NELLY LOPEZ GUTIERREZ, toda
vez que resulta innecesario ahondar más en la determinación de la violación de los
derechos   fundamentales   de   la   accionante,   pues   dada   la   notoriedad   de   las
irregularidades en que ha venido incurriendo el accionado PROTECCION,  al haber
negado la pensión de sobrevivientes,   por lo que se ordenará  a la accionada   que
reconozca y pague la pensión de sobrevivientes solicitada".

Í..J

Tanto  la  Corte  Constitucional,  como  la  Corie  Suprema  de  Justicia -Sala  Laboral,
guardaban  un  precedente  uniforme  con  respecto  a  la  aplicación  del  principio  de
condición más beneficiosa en materia de pensión de sobrevivientes.

Para  ambas  corporaciones,  el  principio  de  condición  más  beneficiosa,   permitía
aplicar el  Acuerdo 049  de  1990 cuando se  probaba que  el  afiliado  había cumpl.ido
con  el  número de  semanas  exigidas  por la  mencionada  norma jurídica  durante  el
térm.ino de su vigencia,  pese  a que la muerie hubiere ocurrido con  posterioridad   a
la vigencia de las leyes 100 de 1993 y 797 de 2003. (.. .)

Respecto al caso que nos ocupa es claro que si con solo (26) semanas de cotización
se adquiere el derecho a la pensión de sobrevivientes, y el señor IVAN JARAMILLO
PATIÑO,  cotizó  más de  300  semanas  bajo el  ACLierdo  049  de  1990  se  considera
que   la   ADMINISTRADORA   DE   FONDOS       DE   PENSIONES   Y   CESANTIAS
PROTECCION    S.A.,    con    su    omisiva    actitud        está    vulnerando    derechos
fundamentales   de   la   accionante   al   debido   proceso   al   negarle   la   pens.ión   de
sobrevivientes argumentando que al momento de la muerte del causante no cumplía
con  los dispuesto en  el  artículo 46 de la  Ley 100 de    1993 que exige 26 semanas
de cotización en el año inmediatamente anterior al momento en que se produzca su
muerte;  con  los  anteriores  pronunciamientos de  la  honorable  Corte  Const.itucional
es  claro  que  si  es  posible   aplicar  el   principio  de  la  condición  más  beneficiosa
llegándose  a  la conclusión  qLie  al  Juzgado de  Primera  lnstancia le  asiste razón  en
su decisión por lo cual procederemos a confirmarla".

( . . .)"

Conforme  1o expuesto,  se concluye que  en  aplicación  del  principio de condición
más   beneficiosa,   era  procedente  el  reconocimiento  y  pago  de  la  pensión  de

Calle 72No. 7 -96    Conmutador-3127011      www.ramajudicial.gov.co



HojaNo.8

sobrevivientes    a  favor  de  la  señora  NELLY  LOPEZ  GUTIERREZ,  no  existiendo
yerro alguno en la sentencia de fecha 11  de mayo de 2018, proferida por el Juzgado
6° Civil Municipal de Buenaventura y sentencia del 27 de agosto de 2018,  proferida
por  el   Juzgado  2°   Civil   del   Circuito  de   Buenaventura,   mediante   las   cuales  se
reconoció pensión  de sobrevivientes  a la señora  NELLY  LOPEZ GUTIERREZ,  con
ocasión del fallecimiento del señor lvAN  JARAMILLO  PATIÑO  (q.e.p.d).

Principio  de  condición  más  beneficiosa,  cuyo  análisis  y  alcance  no  se  agota  en
nuestra     normatividad,     sino     que    vía     convencionalidad     y     aún     bloque     de
constitucionalidad es admisible la postura adoptada por los operadores jurídicos acá
cuestionados.

Sea  lo  anterior  suficiente  para  determinar  que  no  se  evidencia  que  el  proveído
atacado  constituya  un  error  judicial,   pues   al   contener  un  fundamento  como  el
consignado en  los apartes transcritos,  no se ha de tener como contraria a derecho
así  como tampoco  endilgarle  sea  constitutiva  de  una  vía  de  hecho,  ni  se  observa
que haya sido  abiertamente grosera, ilegal o arbitraria, o que el agentejurisdiccional
haya  actuado  con  culpa  o  dolo,  y  si  bien  el  parámetro  para  definir  el  error  es  la
norma jurídica aplicable al caso,  habrá de tenerse muy en cuenta para el presente
asunto, que no siempre esta arroia resultados hermenéuticos unificados, con lo cual,
distintos    operadores   jurídicos    pueden    aplicar   la    misma    norma    a    partir   de
entendimientos  diferentes,  con  resultados  igualmente  dispares,  siendo  válida  la
autonomía e interpretación  del  operador judicial,  no existiendo error judicial
alguno por interpretación.    .

A  partir de  lo  anterior y  evidenciada  [a  validez  de  la  decisión  por  parte  de  los
operadores jurídicos, consideramos no procede la declaratoria de responsabilidad
reclamada,  al no evidenciarse falla o configuración del errorjudicial en  los términos
del artículo 67  de la  Ley 270 de  1996,  el  cual al  respecto  indica:

"EI  Estado  responderá  patrimonialmente  por  los  daños  antijurídicos  qLie  le  sean

imputables, causados por la acción o la omisión de sus agentes_judiciales.
En   los   términos   del   inciso   anterior   el   Estado   responderá   por   el   defectuoso
funcionamiento  de  la  administración  de  justicia,  por  el  error jurisdiccional  y  por  la
privación  injusta de la libertad.".

Por  su  parte,  define  el  artículo  66°  ibidem,  el  error jurisdiccional  de  la  siguiente
manera:

"Artículo  66.   ERROR  JURISDICCIONAL.     Es  aquel   cometido  por  una   autoridad

investida de facultad jurisdiccional,  en su carácter de tal,  en el curso de  un  proceso,
materializado a través de una providencia contraria a la ley". (Resaltado propio)
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Al   respecto,   el   Consejo  de   Estado  en   sentencia  del   5  de  diciembre  de  2007,
expediente    No.    15128,    Consejero    Ponente    Dr.    Ramiro    Saavedra    Becerra,
consideró:

``Para    algunos   doctrinantes,    el    error   que    se    constituye    como    elemento   de

responsabilidad estaíal es cualificado, en el entendido de que el daño que tiene la
viriualidad   de   ser   reparado   debe   provenir   de   una   resolución   injusta   o
equivocada, es decir, afectada de un error patente, indudable e incontestable.
ciue contiene conclusiones fácticas o jurídicas ilóaicas o irracionales:

"1)  En  general,  el  error consiste,  según  el  Diccionario  de  la  Real  Academia  de  la

Lengua  Española,  en  un  `concepto  equivocado  o  juicio  falso'.  En  sentido jurídico,
supone   el   conocimiento   equivocado   de   un   hecho,   como   consecuencia   de   la
ignorancia o del incompleto conocimiento de hecho o de las reglas o normas jurídicas
que lo disciplinan; o como consecuencia de haber incurrido en flagrante equivocación
al aplicarlas o interpretarlas (error de hecho o de derecho)

2°.  El error es judicial  porque  se comete por los jueces o magistrados en el ejercicio
de  la func.ión jurisdiccional.  De  tal  manera  que  solo  pueden  incurrir en  error judicial
quienes ostenten  la  potestad jurisdiccional,  esto es,  los jueces y magistrados,  no el
personal al servicio de la Administración de Justicia. Y solo en el curso de un proceso,
en el desarrollo de la actividad de enjuiciamiento,  puede cometer el errorjudicial.

í. . .'

Cabe  por tanto señalar que  el  errorjudicial  consiste,  en  realidad,  en  una verdadera
falla  en  la  función  de  administrar just.icia,  en  el  entendido  de  que  no  cualciuier
discordancia  entre  la  realidad fáctica  o jurídica  del  proceso  v  la  providencia
/.ud/-c/.a/ c/efe/irr7/-nan esfe v/'c/`o . . . " (Negri[las y subrayas nuestras)

En   este   sentido,   Ia   H.   Corte   Constitucional   ha   considerado   que   las   simples
equivocaciones en ciue eventualmente incurra el administrador de iusticia no
constituven fuente de responsabilidad, pues interpretar esas equivocaciones en
tal sentido podría menguar ostensiblemente la independencia y libertad que tiene el
Juez  para  interpretar y aplicar  la  Ley,  y se  abriría  una  amplia  brecha  para  que
todo   litigante   inconforme   con   la   decisión   respectiva   proceda   a   tomar
represalia contra sus falladores4.

EI Honorable Consejo de Estadoj  ha condicionado la procedencia de la declaratoria
de    la    responsabilidad    estatal    bajo    el    título    de    imputación    invocado,    a    la
demostración de un  error jurisdiccional5,  así, en la mencionada sentencia del 5
de diciembre de 2007,  expediente No.15128,  consideró:

4 Corte Constitucional C -037 del 5  de Febrero de  1996.
5  Consejo  de Estado,  Sala de lo  Contencioso  Administrativo,  Sección  Tercei.a,  sentencia 25  dejulio  de  1994,

expediente 8.666.
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"La  conf.iguración  del  error jurisdiccional  se  logra  mediante  el  anÉlisis  pom.pprativp

entre  las  fuentes  del   derecho  que   rigen   la  función   de   administrar  justicia  y  la
prov.idencia  judicial  respecto  de  la  cual  se  predica  el  error juc!icial,  a  cyyo  efecío,
deberá   corisiderarse  también   el   conjunto  de   actos   procesales   que   integran   el
correspondiente proceso.  En efecto,  no es dable tomar como hecho indepenqi.ente o
autónómo únicamente la providencia judicial,  pues esta debe analizarse  median_te el
estudio  de  los  otros  actos  procesales]  demanda,  contestación,  pruebas,  etc.  Pues
solo de esta manera es dable deducir la inconformidad de la providencia con el deber
ser definido por el ordenamiento jurídico, en su aspecto sustancial y procedimental.

Consideró además el citado pronunciamiento:

"(...)   Al  juez   se   le   exige   un   conocimiento   básico   para   el   cumplimiento  de.  sus

f-unciones,   una  aplicación   idónea  de  la   normatividad  jurídica  a   los  casos  _de  sp
conocimiento,  todo  ello  dentro  del  cumplimiento  del   principio  constitucional   de  la
independencia y autonomía de losjueces, según el cual únicamente están sometidos
en sus providencias al  imperio de la ley (arts.  228 y 230 C.P.).

El error del juez no es entonces el que se traduce en una diferente interpr_pta_ción
de la ley, a menos aue sea irrazonable; es aquel que comporta el inpumplimiento
de  sus  obligac.iones  y  deberes,   sea  porque  no  aplica  la  ley  vigente,_  porque
desatiende .injustificadamente los precedentes jurisprudenciales o los pri_ncipios que
integran  la  materia,  porque  se  niega  injustificadamente  a  decir el  d_precho o  porque
no atiende los imperativos que rigen el debido proceso, entre otros."

Puede  decirse igualmente que el error
produce cuando el Juez, en la decisión

udicial se puede  definir como aquel que se
el asunto litigioso, incurre en un error grave

de apreciación de los hechos o de la aplicación del derecho, que no es susceptible
de  ser  recurrido  dentro  del  proceso  por  medio  de  los  recursos  legalmente
establecidos y que supone un desajuste objetivo, patente e indudable que provoca
conclusiones   fácticas   o   jurídicas   ilógicas   o   irracionales,   generadores   de   una
resolución que rompe la armonía del orden jurídico.

Frente a lo anterior el Consejo de Estado,  ha explicado:

" . . . Esta Corporación ha precisado que, el primero de estos presupuestos, implipa que

el interesado debía hacer uso de los medios de defensa judic.ial ciue tenía a su
alcance para evitar que el  perjuicio se ocasionara por su propia negligencia y
no por el errorjudicial.  lgualmente, se adviriió que los recursos q_ue se in[erporgan
deben  corresponder a  los  mecanismos idóneos frente  a la decisión  cuestionade,_es
decir " . . . aquellos que no sólo permiten el examen limitado de la decisión con el objeto
de corregir los errores de toda clase, tanto de hecho como jurídicos, sino que_pue9ep
interponerse sin sujeción a las rígidas causales que operan para los extraordinarios".

En cuanto al segundo elemento, se ha sostenido qLie " . . . Ia norma exige que el error
se encuentre contenido en una providencia judicial ciue esté en firme, esto es,
que haya puesto fin de manera normal o anormal al proceso, Io cual tiene pleno
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sentido  ya  que  si  la  misma  todavía  puede  ser  impugnada  a  través  de  los
recursos ordinarios, no se configura el errorjudicial".

Así  mismo,  ha  indicado  el  Consejo  de  Estado  que  la  providencia judicial  debe  ser
contraria  a  derecho,  "...  bien  porque  surja  de  una  inadecuada  valoración  de  las
pruebas  (error de  hecho),  de  la falta  de  aplicación  de  la  norma  que  corresponde  al
caso   concreto   o   de   la   indebida   aplicación   de   la   misma   (error  de   derecho)"  6.
(Resaltado fuera de texto)

Así,   existe   reiterada  jurisprudencia   de   la   Corte   Constitucional,   sobre   el   tema
relacionado con  el errorjurisdiccional,  aspecto frente al cual  ha enseñado:

'`Por  la  situación  descríta  no  puede  corresponder  a  Lina  simple  equivocación  o  desacierto

derivado de la  libre  interpretación jurídica  de la qLie es titular todo administrador de justicia.
Por  el   contrario,   Ia   comisión   del   error   iurisdiccional   debe  enmarcarse  dentro  de   una
actuación subietiva, caprichosa, arbitraria v flaarantemente violatoria del debido proceso,

que demuestre sin ningún asomo de duda, que se ha desconocido el principio de que al juez
le corresponde pronunciarse jud.icialmente de acuerdo con la naturaleza misma del proceso

y las pruebas aportadas -según los cr-iterios que establezca la ley-y no de conform.idad con
su propio arbitrio".  (Resaltado propio)

Sobre  la  excepcionalidad  de  la  responsabilidad  administra{iva  del   Estado  con
ocasión del  invocado título de imputación,  se ha pronunciado el honorable Consejo
de Estado,  Corporación que frente a la materia ha sostenido que:

"sólo excepcionalmente será admisible la responsabilidad patrimonial del Estado derivada del

error judicial  cometido  por  las  altas  corporaciones  de justicia  y  demás tribunales y juzgados
en los eventos en aue éste sea absolutamente evidente v no se reauiera  realizar ninciuna
labor hermenéutica para hallarlo conficiurado"

El mismo alto Tribunal,  en sentencia de fecha diciembre 5 de 2007,  expediente No.
15128,  consideró:

"EI  ``Error  Judicial"  según  la  doctrina  '`no  se  produce  como  consecuencia  de  la  simple

revocación  a  (sic)  anulación  de  una  resolución judicial;  si  se  considerase  así todo  recurso
interpuesto  con  éxito  daría   lugar  a  un  error  judicial  cuando,   pre.cisamente  el  sistema  de
recursos tiene  por objeto evitarlo  en  lo  posible.  Esto  nos  lleva  a  aseverar que  no todo error
contenido  en  una  resolución judicial  constituye  error judicial.    El  error  iudicial se  da  sólo
cuando la decisión del Juzciador aparezca injustificable desde el punto de_v_.ista del derecho"

(Negrillas y subrayas nuestras)

6  Consejo  De  Estado,  Sala  De  Lo  Contencioso  Administrativo,  Sección  Tei.cera,  Subsección  A,  Consejera

Ponente:  Marta  Nubia  Velásquez  Rico,  Ocho  (8)  De  Febrero  De  Dos  Mil  Diecisiete  (2017),  Radicación
Número:  68001-23-31-000-2002-02549-01(37797)
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Con todo,  determinar la  existencia de  un  error judicial  comporta  en  muchos  casos
un juicio  difícil,  pues  si  bien  el  parámetro  para  definir e[  error  es  la  norma jurídica
aplicable al caso,  ésta  no siempre arroja resultados hermenéuticos unificados,  con
lo  cual  distintos  operadores  jurídicos  pueden  aplicar  la  misma  norma  a  par{ir  de
entendimientos   diferentes,   con   resultados   igualmente   dispares,   y   ello   podría
trivializar  la  idea  de  que  existan  errores judiciales,  para  decir que  1o  constatable
son   simplemente   interpretaciones   normativas   o   de   hechos,   de   modos
diferentes, merced a distintos y válidos entendimientos de lo jurídico7.

Es del caso señalar que la inconformidad que se pueda tener con el sentido de
las decisiones adoptadas por las autoridades judiciales, no implica, perse, la
existencia tampoco  de  un  error jurisdiccional,  así  lo  ha  explicado  a  su vez  el
Consejo de Estado:

`'(...)  En  reiterados  pronunciamientos  la Sala  ha  reconocido  que  en  algunas oportunidades  el

juez  sólo  dispone  de  la  ``úníca  decisión  correcta"   para   resolver  el  asunto  sometido  a  su
conocimiento;    no    obstcinte,    en    otros    escenarios,    pueden    existir    distintas    decisiones_

razonables.  Así  las  cosas,  en  esta  última  hipótesis,  el  juicio  de  responsab.ilidad  no  puede
reputar como daño antijurídico la consecuencia adversa a los intereses de una de las partes
como consecuencia de la dec.isión judicial fundada en argumentos racionales. (...)" 8

Tan  sólo  un  mes  después,  y  en  la  misma  línea,  el  Consejo  de  Estado  continuó
enseñando:

`'(...)13.6. Ahora bien, determinar la existencia de un errorjudicial comporta en muchos casos

un juicio difícil,  pues si bien el parámetro para definir el error es la norma jurídica aplicable
al caso, ésta  no siempre arroja  resultados hermenéuticos unificados, con lo cual d.istintos
operadores jurídicos pueden aplicar la misma norma a partir de entendimientos diferentes,
con  resultados  igualmente  dispares.  Y  ello  podría trivializar  lci  idea  de  que  existan  errores

judiciales,  para  decir que  lo constatable  son simplemente  interpretaciones  normativas  o  de
hechos, de  modos díferentes, merced a distintos y válidos entendimientos de lo jurídico.  (.„)

13.10.  EIlo quiere decir que la  determinación del  errorjudicial en estricto sentido, debe estar
mediatizada  por  Lin  análisis  de  la  racionalidad y  razonabilidad  que  sustenta  el  sentido  de  la

decisión judicial  de  la  cual  se  predica  la  equivocación, sin que sea  dable ejercer un juicio de
reproche   en   clave   de   responsabilidad   por   la   mera   discrepancia   hermenéutica   en   el
establecimiento de las premisas fáctica y juridica para la soluc.ión de un caso determinado.
Bajo  esta  óptica,  sólo  los  entendimientos  que  se  ofrezcan  irrazonables  o  carentes  de
sustento argumentativo, serán susceptibles de generar responsabilidad estatal con base en

7 Al punto, véase la sentencia de 9 de octubre de 2014, Rad.  250002326000199901329 01  (28641)` Consejo de Estado Sala

de lo Contencioso Administi.ativo Sección Tercera Subsección 8 C.P. STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO.
8  Consejo  De  Estado,  Sala  De Lo  Contencioso  Administrativo,  Sección  Tercera,  Subsección  C,  Consejero

ponente:  JAIME  ORLANDO  SANTOFIMIO  GAMBOA,  Bogotá D.C.,  dieciocho  (18)  de  mayo  de  dos  mil
diecisiete (2017), Radicación número:  7300 l -23-31 -000-2004-00670-O l (3636 l ).
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el título de .imputación definido por el citado artículo 67 de la Ley 270 de 1996, sin que este
últ.imo   pueda   ser   utilizado   como   una   vía   pcira   aenerar   una   nueva   instancia   en   el
juzaamiento de los casos ciue son de conocimiento de la jurisdicción a través de los procesos
oriainarios. („.)"9  (negrillas y subrayas nuestras)

De la lectura detenida del escrito demandatorio y de los soportes que lo acompañan
advierte  este  extremo  demandado  que  no  se  dan  los  requisitos  necesarios  para
entender como configurado el reputado errorjurisdiccional en el asunto que convoca
la atención  respecto de la providencia que se reprocha,  emitida en sede de tutela
por el Juez 2° Civil del Circuito de Buenaventura, en la medida en que es claro,
que la misma se muestra razonada y suficientemente soportada desde lo probatorio
y desde lo  normatjvo,  es decir,  al  rompe,  no se advierte que la  misma obedezca a
una acción  caprichosa o arbitraria de la autoridad jurisdiccional que la emitió,  o que
carezca de una lógica y razonada fundamentación, como lo exiqe la confiquración
del  título  de  imputación  aleqado,  al  margen  de  que,  lo  decidido  haya  resultado
contrario a  los intereses particulares perseguidos por la empresa hoy demandante.

Así,   previas   las   anteriores   consideraciones,   se   advierie   que   el   extremo   actor
desconoce    el    razonable    análisis    que    en    ejercicio    de    sus    competencias
constitucionales y legales realizó la autoridad judicial en el contenido de la sentencia
que por la vía del presente medio de control hoy se reprocha, providencia que como
se  ha  demostrado  con   los  apartes  transcritos  contó  con   un   lógico  y  razonado
sustento  probatorio,  argumentativo  y  normativo,  el  cual  se  describió  en  párrafos
precedentes,  además de ser emitida en ejercicio de la facultad de interpretación de
la Ley aplicable y dentro de los límites permitidos por el principio de autonomía
de   los   Jueces,   por   lo   tanto,   se   puede   afirmar   que   la   decisión   judicial   hoy
cuestionada,   puede  justificarse  enteramente  en   Derecho,  motivo  por  la  cual  se
considera que no se configuró el error jurisdiccional alegado.

Luego entonces, en el presente asunto no resulta evidente o claro, cuál es el grave,
patente,  indubitado e incontes{able defecto del que adolece dicha providencia, más
allá  de  las  discrepancias  que  con  sus  fundamentos  y  conclusiones  pueda
tener  la  parte  actora;  ni  tampoco  se  advierte  que  el  supuesto  error del  cual  se
acusa,   en  caso  de  existir,   sea  de  tal  entidad  que  [a  {orne  injustificable  a  nivel
normativo,  o que demuestre una vía de hecho en el fundamento de la misma,  por lo
cual  y  luego  de  analizar  la  decisión  acusada,  se  insiste  en  que  la  misma  está
debidamente   soportada,   por   lo   que   se   reitera,   en   criterio   de   este   extremo
demandado,  es  en  su  totalidad,  justificable  en  Derecho,  y  por  ende,  no  emerge
como fuente de responsabilidad patrimonial del Estado.

9  Consejo  De  Estado,  Sala  De  Lo  Contencioso  Admiiiistrativo,  Sección  Tercera,  Subsección  8,  Consejero

ponente:  DANILO  ROJAS  BETANCOURTH,  Bogotá D.  C.,  seis  (6)  de julio  de  dos  mil  diecisiete  (2017),
Radicación ni'mei.o:  25000-23-26-000-2007-00132-O l (36986)
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De acuerdo con ello,  con fundamento en los argumentos expuestos a lo largo de la
presente contestación, se estima que el daño que se dice irrogado a la parte actora
bajo el título de  imputación  que  invoca,  de existir,  no  reviste la característica de
antijurídico,  razones  por  las  cuales,  en  nuestro  sentir,  el  daño  que  se  presenta
como  "ar}f//.L/r/'d/-co" no entraña tal característica, situación que de contera implica la
AUSENCIA DE CAUSA PETENDl en  el presente asunto.

Finalmente, debe señalarse que toda decisión judicial, incluida la que hoy se reputa
como  contentiva  del  presunto  error jurisdiccional,  se  encuentra  cobijada  por un
doble amparo, tanto presuntivo de legalidad  Íen fanío forma/menfe em/.f/.cía/,
como de ac-ierto (en la medida que la argumentación y fundamen{os expuestos
fueron  razonab/es y correcfos/.  Luego,  emerge  con  meridiana  claridad  que  la
decisión  cuestionada,  como se  ha dicho,  fue emitida,  con fundamento en  razones
de orden fáctico, jurisprudencial y probatorio, dentro del marco que el ordenamiento
jurídico  mostraba  como  aplicable  al  caso  concreto,  y  en  dicha  medida  no  es  en
sede del presente medio de control que debe reabrirse aquel debate judicial,
como, al parecer, Io pretende la parte actora, convirtiendo el presente proceso
en una suerte de instancia adicional al proceso que origina este debate.

En  lo  que  concierne  a  las  pretensiones  subsidiarias,  de  manera  específica  nos
remitimos   a   los   títulos   de   imputación   consiqnados   en   la   Ley   Estatutaria   de
Administración de Justicia, cuales son privación injusta, errorjudicial y defectuoso
funcionamiento de la administración de justicia,  reclamar al respecto un régimen de
daño especial,  en principio  no  lo consideramos admisible.

Aún ene i évento de emprender tai recorrido,  ha de tenerse muy en cuenta ia iabor
profesional por parte de la demandante,  Ia cual ha de advertirle entre los riesgos a
asumir en su actividad el denominado "riesgo jurídico", habida cuenta de un soporte
solido  en  el  principio  de  la  condición  más  favorable,  ya  ampliamente  expuesta,
cuyo  fundamento  reiteramos  vía  convencionalidad  y  bloque  de  constitucionalidad,
trasciende la esfera jurídica local.

Así,   por  las   anteriores   razones   se   puede   afirmar  que   no   están   debidamente
estructurados  los  elementos  que  tanto  la  Ley,  como  la jurisprudencia  de  la  Corte
Constitucional   y   la   del   Co.nsejo   de   Estado   han   decantado   para   que   el   error
jurisdiccional se configure en  el  asunto que ocupa  la atención,  razón  por la cual se
solicita  desde  esta   instancia   procesal  de   manera   respetuosa   a  su   Honorable
Despacho, que se nieguen las pretensiones de la demanda y se declaren probadas
las excepciones planteadas.

IV.  EXCEPCIONES
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Como se ha expuesto,  considera esta parte demandada que en el presente asunto
se configuran  las excepciones denominadas:

4.1.-AUSENCIA DE CAUSA PETENDI

Estima esta parte demandada que se estructura  la citada excepción,  en  la medida
en  que,  frente  a  la  decisión  judicial  adoptada  por  el  Juez  2°  Civil  del  Circuito  de
Buenaventura,   tal   como   fue   analizado   en   precedencia,   no   se   evidencia   una
providencia irrazonable, arbitraria, que conlleve a que no supere el criterio de validez
propuesto.

4.2.-LA INNOMINADA

De   conformidad   con   el   Artículo   187,   inciso   2°   del   Código   de   Procedimiento
Administrativo y de 1o  Contencioso Administrativo,  solicito de manera  respetuosa a
su Señoría se declare cualquier otra excepción que encuen{re probada en el curso
del proceso.

V. PRUEBAS

Solicito a su Señoría decretar las pruebas de oficio que considere pertinentes y tener
como  tales  la  documental  que  fue  aportada  con  el  escrito  mediante  el  cual  se
promovió el presente medio de control.

Así  mismo  solicite se  les  brinde  el valor que  corresponda  a  los  antecedentes que
corresponderá  allegar por parte  del  Juzgado  2°  Civil  del  Circuito  de  Buenaventura
de acuerdo a solicitud diligenciada,  DEJAL020-6238.

Respecto   a   las   testimoniales   solicitadas   cuestionamos   su   pertinencia,   habida
cuenta de considerar un asunto más en derecho, de lo contrario, se abre igualmente
la posibilidad que vía sostenibilidad fiscal respecto a las condenas contra la Nación
se establezcan baremos o restricciones para el reconocimiento patrimonial, frente a
la inconformidad con  las resultas de los procesos judiciales.

Vl.   PETICIONES

6.1.  Principal

Que se declaren  probadas  las  excepciones  propuestas y las  que,  de  conformidad
con  el  Artículo  187,  inciso  2°  del  Código  de  Procedimiento  Administrativo  y  de  lo
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Contencioso    Administrativo     sean     advertidas     por    su     Despacho,     y    como
consecuencia de ello, se hagan pronunciamientos de fondo sobre las pretensiones
de la demanda.

6.2. Subsidiaria

Que   se   nieguen   las   pretensiones   tanto   principales   como   subsidiarias   de   la
demanda,  por las  razones de  hecho y de  Derecho expuestas en  este escrito,  y se
declare    que    LA    NAclóN    -    RAIVIA    JUDICIAL,    no    tiene    responsabilidad
administrativa alguna en  los hechos que dieron  origen a este medio de control.

Vll.  NOTIFICACIONES

Las recibiré en la Secretaría del honorable Juzgado y en la División de Procesos de
la  Dirección  Ejecutiva  de  Administración  Judicial,  ubicada  en  el  Complejo  Judicial
del  CAN,  Calle  57  No.  43-91  de  Bogotá  D.C.  Piso  No.1,  Tel.  5553939,  Ext.1078,
autorizando  de  manera  expresa  y  conforme  a  la  ley,  sean  recepcionadas  en  los
correos                    electrónicos:                   jbuitram@deai.ramaiudicial.qov.co                    y
deainotif@,deai.ramaiudicia[.qov.co;  las demás partes en los correos:

jcgaviriagomez@qmail.com;                         jur.notificacionesiudicia_le:@fiscalia.gov.co;
accionesleqa.les@proteccion.com.co;  propiudadm80@procuraduria.qov.co

De la Señora Juez,

``-                                                    ``           `

JOSÉ JAVIER BUITRAGO MELO
C.  C.  No.  79.508.859 de Bogotá
T.  P.  No.143.969  del  C.S.J.

jbuitr_am@deai.ram_aiudicia!.aov_]__£_Q_
MÓvil  3134998954
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Consejo Süperior de la Judicatüra

Repú"ca de Colombia

[CODE]

Bogotá  D.  C„  [date-l]

Consejo Superior de la Judicatura
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial

Señora Juez
Dra. ADRIANA DEL PILAR CAIVIACHO  RUIDIAZ
Juzgado 37 Administrativo del Circuito de Bogotá
Sección Tercera

RADICADO:                11001333603720200007100
MEDIO:                          REPARACIÓN  DIRECTA
DEMANDADO:          LANACIÓN-RAMAJUDICIALyoTROS
DEMANDANTE:       PROTECCIÓN S,A.

ASUNTO:                     CONTESTAclóN  DE  LA DEIVIANDA

JOSE  JAVIER  BUITRAGO  MELO,  mayor de  edad,  identificado  con  la  cédula  de
ciudadanía No. 79.508.859 de la ciudad de Bogotá, portador de la tarjeta profesional
de  abogado  No.143.969  del  Consej.o  Superior de  la Judicatura,  actuando  para los
efectos  del  medio de control  indicado  en  la  referencia,  en  condición  de  apoderado
de  la  NAclóN  -  RAIVIA  JUDICIAL,  según  poder  que  me  fuera  otorgado  por  la
Directora   de   la   División   de   Procesos   de   la   Unidad   de  Asistencia   Legal   de   la
Dirección  Ejecutiva  de  Administración  Judicial,  quien  tiene  delegada  la  función  de
representación judicial y extrajudicial de  la entidad,  conferida  mediante  Resolución
No. 5393 del 16 de agosto de 2017, de manera respetuosa procedo, a CONTESTAR
LA    DEMANDA    DE    LA    REFERENCIA,    previa    presentación    del    caso,    con
fundamento en los argumentos que a continuación se exponen:

SINOPSIS DEL CASO

En   virtud   de   los   tí{ulos   de   imputación   de   error  judicial   y/o   daño   especial   -
desequilibrio   en    las   cargas   públicas,    reclama   la   empresa   demandante   una
responsabilidad extracontractual derivada del pronunciamiento del 27 de agosto de
2018  por  parte  del  Juzgado  2°  Civil  del  Circuito  de  Buenaventura,  en  sede  de
impugnación    de   tutela   de   la   señora    NELLY   LÓPEZ   GUTIÉRREZ   frente   a
PROTECCIÓN   S.A.,   considerando  que  accedió  a   un   amparo  por  fuera  de  los
ljneamientos tanto jurisprudenciales  como  procesales,  al  reconocerle  una  pensión
de sobrevivencia.

Calle 72 No. 7 -96    Conmutador -3127011   www.ramajudicial.gov.co

SC5780-4

5}



HojaNo.2

1. SOBRE  LOS HECHOS

Habida cuenta que la mayoría de los hechos refieren al trámite de la referida tutela,
únicamente  se  tendrá  por  ciertos  los  hechos  referentes  a  dicha  actuación,  que
emanen de la documental debidamente apor{ada.

No obstante lo anterior,  en consonancia y cumplimiento de la normativa procesal, a
efectos  de facilitar la fijación  del  litigio,  en  lo  que  atañe  a  mi  defendida,  respecto  al
acápite HECHOS de  la demanda,  manifestamos:  Del  1  al  10 son  ciertos;  del  11  al
14 no nos constan;  del  15 al 23 son ciertos;  el 24 no es cierto,  Ia providencia adujo
la  razón  del  reconocimiento;  25 al  29 son  ciertos;  30  al  32  no son  ciertos,  en tanto
que  dentro  de  la  autonomía  que  le  correspondía  e  investido  del  ropaje  de juez de
tutela,  el operadorjurídico procedió al amparo solicitado;  33 al 36  no nos constan.

11. SOBRE LAS PRETENSIONES  DE LA DEMANDA

Vista  la  presentación  del  caso y  realizado el  pronunciamiento  frente  a  los  hechos,
consideramos  de  antemano  que  no  existen  fundamentos  fácticos  ni  jurídicos  a
efectos que la NACIÓN -RAMA JUDICIAL responda extracontractualmente,  por lo
que  se  opone  a  todas  y  cada  una  de  las  pretensiones  de  la  demanda,
formuladas  en  su  contra  y  solicito  se  absuelva  de  todo  cargo  a  la  Entidad  que
represento   declarando,   si   hay  lugar  a   ello,   probadas   las   excepciones   que  se
propondrán y las demás que de conformidad  con  los artículos  105 y  187,  inciso 2°,
del  Código  de  Procedimiento  Administrativo  y  de  lo  Contencioso  Administrativo,
resultaren  probadas en el debate judicial que nos concita.

111.  RAZONES  DE  LA DEFENSA

En ejercicio de la defensa a cargo, estimo relevante que lo primero a establecer sea
el  alcance  de  la  presente  actuación  iudicial.  Al  respecto,  tratándose  del  medio  de
control    de    reparación    directa,    ha    de   tenerse    en    cuenta    que    el   juicio    de
responsabilidad  extracontractual frente  a  las  actuaciones  realizadas  por parte  del
aludido operador jurídico,  no puede corresponder a una instancia adicional del
trámite judicial que se cuestiona a efectos de reabrir el debate para establecer si
se  cometieron  o  no yerros en  dicho  accionar.  En  debido  proceder,  estimamos  que
en este estadio del medio de control de reparación directa, entendiendo como título
de imputación  el de error judicia]]  habrá de realizarse un  iuicio de validez frente
a  la  misma,  el que  nos  permita  determinar si  en  caso  de  haberse  presentado  un
yerro,  éste  tiene  la  entidad  suficiente  para  determinar  la  ocurrencia  de  un  daño
antijurídico a  resarcir[
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En  el  anteríor sentido,  EI  Conseio  de  Estado,  Sección  Tercera,  Subsección  C,  en
sentencia  de  fecha  29  de  julio  de  2019,  radicado  52001-23-31-000-2009-00257-
03(45171),  Magistrado  Jaime  Enrique  Rodríguez  Navas;  indicó  c¡ue  el  análisis  de
las  providencias  respecto de  [as cuales se  iuzqa  [a comisjón  de error iurisdiccional
no  puede  afectar la  cosa  iuzqada.  v ciue  el  proceso  contencioso  administrativo  no
constituve una instancia adicional.    (Subrayado  propjo)
Establecido que  ha de corresponder un juicio de validez,  es dable que aún frente
a decisiones contradictorias,  Ias mismas puedan  llegar a ser válidas.

Lo  anterior en  virtud  del  principio  de  autonomía  e  independencia judicial,  respecto
al  cual  la  Corte Constitucional  ha venido  considerando:

"El   principio   de   autonomía   e   independencia   del   poder  judicial   es   una   de   las

expresiones  de  la  separación  de  poderes.     Se  ha  señalado  que  este  aspecto
definitorio de la Constitución implica que los órganos del poder público deben ejercer
sus funciones de manera autónoma y dentro de los márgenes que la misma Carta
Política  determina,  ello  dentro  un  marco  que  admite  y  promueve  la  colaboración
armónica. Para el caso de los jueces, la autonomía e independencia se reconoce a
pariir del papel que desempeñan en`el Estado, esto es, garantizar los derechos de
los  ciudadanos  y  servir de  vía  pacífica  e  institucionalizada  para  la  resolución  de
controversias.   Por lo tanto,  la separación  de  poderes respecto de  la  rama judicial
se expresa a través del cumplimiento estricto de la cláusula contenida en el artículo
230  C.P.,  según  la  cual  los jueces,  en  sus  providencias,  solo  están  sometidos  al•imperio de  la  ley.    La jurisprudencia  ha  comprend.ido  esta  cláusula  como  un  límite

para las actividades de los demás poderes públ.icos y los particulares, que exige que
los jueces no sean condicionados, coaccionados o incididos, al momento de adoptar
sus decisiones,  por ningún factor distinto a la aplicación del ordenamiento jurídico y
al  análisis  imparcial  y  objetivos  de  los  hechos  materia  de  debate judicial.    Estos
condic.ionamientos,  a  su  vez,  conforman  el  segundo  pilar de  la  administración  de
justic.ia, como es el deber de imparcialidad de los jueces."

La  independencia,  como  su  nombre  lo  indica,  hace  alusión  a  que  los funcionarios
encargados  de  administrar justicia  no  se  vean  sometidos  a  presiones  o,  como  lo
indica   la   norma   bajo   estudio,   a   insinuaciones,   recomendaciones,   exigencias,
determinaciones  o  consejos  por  parte  de  otros  órganos  del  poder,  inclusive  de  la
misma   Rama   Judicial,   sin   perjuicio   del   ejercicio   legítimo   por   parte   de   otras
autoridades judiciales de sus competencias constitucionales y legales.

La  autonomía del juez es,  entonces,  absoluta.  Por ello  la  Carta  Política dispone en
el    artículo    228    que    las    decisiones    de    la    administración    de    justicia    "son
independientes",   principio  que  se  reitera  en   el  artículo  230  superior  cuando  se
establece que "Los jueces,  en sus providencias,  sólo están sometidos al imperio de
la  ley",  donde  el término  "Iey",  al  entenderse  en  su  sentido general,  comprende en
primer  lugar  a  la  Constitución  Política".  (Apartes  de  la  Sentencia  C-288  del  18  de
abril  de  2012).
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Ahora bien, un fallo reciente de la Sección Tercera del Consejo de Estadol empieza
explicando que en algunas oportunidades el juez solo dispone de la "única decisión
correcta" para resolver el asunto sometido a su conocimiento. No obstante, en otros
escenarios,  pueden existir distintas decisiones razonables.

Así  pues,  en  esta  última  hipótesis,  aclara  la  Sala,  el juicio  de  responsabilidad  no
puede  reputar como  daño  antijurídico  la consecuencia  adversa  a  los  intereses  de
una de las partes como consecuencia de la decisión judicial fundada en argumentos
racionales.

En tal sentido, explicó que el denominado "principio de unidad de respuesta correcta
o de unidad de solución justa" de los enunciados jurídicos constituye una aspiración
de  los  mismoé,  Ia  cual  podrá  ser alcanzada,  mientras  que  en  otras  ocasiones  no
será así.

De  ahí  que,  en  un  mismo  caso,  es  jurídicamente  posible  la  existencia  de  varias
soluciones  razonables  pero  diferentes,  incluso  excluyentes  o  contradictorias.  Tal
consideración  limita  el  ámbito  dentro  del  cual  puede  estimarse  que  la  decisión  de
un juez incurre en el errorjurisdiccional, toda vez que la configuración de este ha de
tener  en  cuenta  que  pueden  darse  varias  interpretaciones  o  soluciones,  todas
jurídicamente admisibles en cuanto correctamente justificadas.

Con todo, determinó que sólo las decisiones carentes de este último elemento
(una justificación o argumentación jurídicamente atendible)  pueden considerarse
incursas en  errorjudicial.

Y  concluyó  que  tratándose  de  la  responsabilidad  patrimonial  del  Estado  por  error
jurisdiccional   "únicamente   será   determinante   la   contravención   al   ordenamiento
jurídico contenida en una providencia judicial y no la conducta `subjetiva,  caprichosa
y arbitraria'  del operador jurídico.

De igual forma en  otra decisión,  la Sección Tercera del Consejo de  Estado2,  través
de   üna   sentencia   de   instancia,   analizó   los   elementos   constitutivos   del   error
jurisdiccional o judicial y al respecto identificó algunos límites estrictos en los que se
debe enmarcar el juez de lo contencioso administrativo.

De esta manera,  para que se configure el  error jurisdiccional,  el demandante debe
demostrar que  en  el  caso  concreto  el juez  no  cumplió  con  la  carga  argumentativa
de justificar que su  respuesta era la única correcta.

Esto implica demostrar que la posición recogida en la sentencia acusada de verdad
carece  de  una  justificación  jurídicamente  atendible,   bien   porque  no  ofrece  una

[  (C.  P. ,Jainm OFlaTido SaE!tofimio) Conscjo de {`:,stado, Scc€ión Tercera, Senfencáa 7300 i 233j 00020020050301  {3`j846}, Nov. 2] /17

2 Consejo de Estado Seci`ióm Tcrcera, Sentcncia 76001233100019972445001  (30548), l)ic. 02/15(C.P. Martavelásquez).
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interpretación   razonada   de   las   normas   jurídicas   o   porque   adolece   de   una
apreciación  probatoria  debidamente sustentada  por el juez de  conocimiento,  así lo
reiteró basándose en las normas  vigentes y la jurisprudencia de la corporación.

En   esa   lógica,   la   alta   corporación   también   recordó   que   situaciones   como   la
discrepancia entre magistrado de  una sala no es señal de que la decisión final esté
en contra del  Derecho.
"Tal  entendimiento  es  abieriamente  incompatible  con  el  principio  de  autonomía

judicial y desconoce el sentido que tiene la expresión de opiniones disidentes en el
e/.erc/-c/-o  c/e  /a  mag/.sfrafL/ra",  agregó  el  alto  tribunal.  Lo  anterior  se  considera  no
para    deslegitimar  o  descalificar  la  decisión  adoptada  por  la  mayoría,  sino  para
formular  una  crítica  útil  a  la  sentencia  o  la  de  expresar  un  punto  de  vista jurídico
distinto,  que se considera más apropiado

Finalmente se trae a colación  un  pronunciamiento  reciente del  Consejo de  Estado3
en el que se afirma que en  algunas oportunidades el juez solo dispone de la "única
decisión correcta" para resolver el asunto sometido a su conocimiento.  No obstante,
en  otros  escenarios,  pueden  existir  distintas  decisiones  razonables.  Así  pues,  en
esta  última  hipótesis,  el  juicio  de  responsabilidad  no  puede  reputar  como  daño
antijurídico  la  consecuencia  adversa  a  los  intereses  de  una  de  las  partes  como
consecuencia de la decisión iudicial fundada en arqumentos racionales.

En  tal  sentido,  el  "principio  de  unidad  de  resDuesta  correcta  o  de  unidad  de
solución   iusta"   de   los   enunciados  jurídicos   constituye   una   aspiración   de   los
mismos,  la cual podrá ser alcanzada,  mientras que en otras ocasiones no será así.
De  ahí  aue.  en  un  mismo  caso,  es  iurídicamente  posible  la  existencia  de  varias
soluciones  razonables  pero  diferentes.  incluso  excluventes  o  contradictorias.  Tal
consideración  limita  el  ámbito  dentro  del  cual  puede  estimarse  que  la  decisión  de
un juez incurre en el errorjurisdiccional, toda vez que la configuración de este ha de
tener  en  cuenta  que  pueden  darse  varias  interpretaciones  o  soluciones,  todas
iurídicamente admisibles en cuanto correctamente iustificadas.

A partir del anterior referente,  habrá de mirarse el alcance del juez constitucional de
tutela,   investidura   que   para   el   efecto   ostentaban   los   cuestionados   Jueces   de
Buenaventura,   al   decidir   un   amparo   frente   a   la   vulneración   de   un   derecho
fundamental;  al  respecto,  entre  o{ros  los  siguientes  apar{es,  de  los fallos  tanto  de
primera instancia como en sede de impugnación:

"Í. . J

En   este   sentido,   la   subsidiariedad   y   excepcionalidad   de   la   acción   de   tutela
reconocen   la   eficacia   de   los   medios   ordinarios   de   protección   judicial   como

3  (C. P. `Taime Ot.Iand(} Snmt()fimio) Consc`io de Estado, Sccción Terccra, Sentencia 73001233100020020050301  (398ú6), Nov. 2]/17
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mecanismos   legítimos   para   la   salvaguarda   de   los   derechos.   Al   existir  tales
mecanismos,    a    ellos    se   debe    acudir   preferentemente,    siempre    que    sean
conducentes   para  conferir  una  eficaz  protección   constitucional   a  los  derechos
fundamentales de los individuos.

Debido   a   la   estrecha   relación   que   existe   entre   en   derecho   a   la   pensión   de
sobrevivientes  y  la  satisfacción  de  unas  condiciones  que  permitan  garantizar  el
mínimo  vital  al  núcleo  familiar  del  causante,  la  Corie  ha  reconocido  el  carácter
fundamental de ese derecho (. . .)

Ahora bien,  en cuanto al cumplimiento de los requisitos exigidos para acceder a la
pens.ión de sobrevivientes,  se debe  prec.isar inicialmente,  que la Jurisprudppcia qe
la Corie Suprema de Justicia, ha establecido que la regla general es que el derecho
a la pensión de sobrevivientes debe ser dirimido a la luz de la normatividad vigente
al momento del deceso del afiliado o pensionado.

No obstante lo anterior, de acuerdo al  soporte jurisprudencial citado,  en este caso
es plenamente viable acudir por parte del despacho a dar aplicación al principio de
la condición más beneficiosa,  para dirimir el conflicto.

Por  lo  demás,  es  cierto  que  la  ley  100  de  1993,   no  estableció  un  régimen  de
transición  para las pensiones de  sobrevivientes,  pues el consagrado en  el  artículo
36 de dicha normatividad es aplicable solo a pensiones de vejez (...).  Sin embargo
ante  este  vacío que  la  Corie  ha  denominado  axiológico  CSJ  SL 405 de  2013,  ha
dado viabilidad a la aplicación del principio de condición más beneficiosa que implica
darle  efectos   ultractivos  a  la   normatividad   anterior,   cuando  en   su  vigencia  se
cumplan  los  supuestos  de  la  norma  relativos  al  número  mínimo  de  cotizaciones,
porque en esos eventos se protegen las expectativas legítimas del aseguradp, que
si bien satisfizo esas exigencias,  no alcanzo a consolidar el derecho porque durante
el tiempo que tuvo vigor el precepto no se estructuró el riesgo.

Las entidades de seguridad social están obligadas a indemnizar a los pensionados
por la cancelación tardía de las mesadas pensionales atrasadas que les adeudan

Í..J

Es claro para el  Despacho que la acción de tutela procede en este caso, debi9o p
que  los  mecanismos  ordinarios  no  son  idóneos  para  amparar  el  derecho  de  Ig
accionante,  puesto  que  no  tienden  a  proteger  de  manera  oportuna  la  garantía
invocada. En este orden de ideas, someter los derechos de la actora al albor de un
proceso ordinario, expondría la efectividad de los mismos a un lapso  indeterminaqe
de tiempo en el que las circunstancias de edad y salud de ésta pueden llegar a sufrir
cambios drásticos e  intempestivos.

Tomando  como  fundamento  el  pronunciamiento  de  la  Corte  Constitucional,  este
despacho  considera  que  si  bien  es  cierto  que  han  transcurrido  más  de  10  años
desde que se  negó la solicitud  pensional  a la accionante,  esta  no es la  razón  para
que cesen  los derechos incoados  por la  misma, toda vez que  sus condipio_nes  dp
vida son difíciles,  no cuenta con recursos propios para suplir sus necesidades, y la
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ausencia de su esposo dejo un gran dolor emocional  y una inestabilidad económica
por cuanto era  el  quien  se  encargaba  del  sustento  de toda  su familia,  además  la
afectación  de  su  mínimo  vital  continua  y  es  actual,  por  lo  tanto  este  despacho
considera que debe omitir la aplicación del principio de inmediatez y darle viabilidad
a esta acción que hoy nos compete.

Í_.J

Para el  Despacho conforme el  antecedente jurisprudencial citado,  es claro que en
viriud del  principio de condición más beneficiosa,  es viable conceder la  pensión de
sobreviviente    cuando  se  cumplen  los  presupuestos  de  la  norma,  así  no  le  sea
inmediatamente anterior, razón por la cual en este caso, desde ahora se pronunciará
favorablemente a las pretensiones  de la señora NELLY LOPEZ GUTIERREZ, toda
vez que resulta innecesario ahondar más en la determinación de la violación de los
derechos   fundamentales   de   la   accionante,   pues   dada   la   notoriedad   de   las
irregularidades en que ha venido incurr.iendo el accionado PROTECCION,  al  haber
negado la  pensión de sobrevivientes,   por lo que se ordenará a la accionada   que
reconozca y pague la pensión de sobrevivientes solicitada".

í. . .'

Tanto la  Corie  Constitucional,  como la  Corie Siiprema de Justicia -Sala Laboral,
guardaban  un  precedente  uniforme  con  respecto  a  la  aplicación  del  principio  de
condición más beneficiosa en materia de pensión de sobrevivientes.

Para  ambas  corporaciones,  el  principio  de  condición  más  beneficiosa,   permitía
aplicar el  Acuerdo 049  de  1990 cuando  se  probaba que  el  afiliado  había cumplido
con  el  número  de  semanas  exigidas  por la  mencionada  norma jurídica  durante el
término de su vigencia,  pese  a que la muerte hubiere ocurrido con  posterioridad   a
la vigencia de las leyes 100 de 1993 y 797 de 2003.  (.. .)

Respecto al caso que nos ocupa es claro que si con solo (26) semanas de cotización
se adquiere el derecho a la pensión de sobrevivientes, y el señor IVAN JARAMILLO
PATIÑO,  cotizó más de 300  semanas  bajo el Acuerdo  049  de  1990  se considera
que   la   ADMINISTRADORA   DE   FONDOS       DE    PENSIONES   Y   CESANTIAS
PROTECCION    S.A.,    con    su    omisiva    actitud        está    vulnerando    derechos
fundamentales   de   la   accionante   al   debido   proceso   al   negarle   la   pensión   de
sobrevivientes argumentando que al momento de la muerte del causante no cumplía
con  los dispuesto en  el  artículo 46 de la  Ley 100 de     1993 que ex.ige 26 semanas
de cotización en el año .inmediatamente anterior al momento en que se produzca su
muerte;  con  los  anteriores  pronunciam.ientos de  la  honorable  Corie  Constitucional
es  claro  que  si  es  pos.ible  aplicar  el   principio  de  la  condición  más  beneficiosa
llegándose  a  la conclus.ión que  al  Juzgado de  Primera  lnstancia le  asiste razón  en
su decisión por lo cual procederemos a confirmarla".

( . . .)"

Conforme  lo  expuesto,  se concluye.que  en  aplicación  del  principio de  condición
más   beneficiosa,   era  procedente  el  reconocimiento  y  pago  de  la  pensión  de
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sobrevivientes    a  favor  de  la  señora  NELLY  LOPEZ  GUTIERREZ,  no  existiendo
yerro alguno en la sentencia de fecha 11  de mayo de 2018, proferida por el Juzgado
6° Civil  Municipal de Buenaventura y sentencia del 27 de agosto de 2018,  proferida
por  el  Juzgado   2°  Civil   del   Circuito  de   Buenaventura,   mediante   las  cuales   se
reconoció pensión  de sobrevivientes a la señora  NELLY LOPEZ GUTIERREZ,  con
ocasión  del fallecimiento del señor lvAN JARAMILLO  PATIÑO  (q.e.p.d).

Principio  de  condición  más  beneficiosa,  cuyo  análisis  y  alcance  no  se  agota  en
nuestra     normatividad,     sino     que    vía     convencionalidad     y    aún     bloque     de
constitucionalidad es admisible la postura adoptada por los operadores jurídicos acá
cuestionados.

Sea  lo  anterior  suficiente  para  determinar  que  no  se  evidencia  que  el  proveído
atacado   constituya   un   error  judicial,   pues   al   contener  un  fundamento   como  el
cónsignado en  los apartes transcritos,  no se ha de tener como contraria a derecho
así  como tampoco  endilgarle sea  constitutiva  de  una vía  de  hecho,  ni  se  observa
que haya sido  abiertamente grosera, ilegal o arbitraria, o que el agentejurisdiccional
haya  actuado  con  culpa  o  dolo,  y  si  bien  el  parámetro  para  definir  el  error  es  la
norma jurídica aplicable al caso,  habrá de tenerse muy en  cuenta para el presente
asunto, que no siempre esta arroia resultados hermenéuticos unificados, con lo cual,
distintos    operadores   jurídicos    pueden    aplicar   la    misma    norma   a    partir   de
entendimientos  diferentes,  con  resultados  igualmente  dispares,  siendo  válida  la
autonomía e interpretación del  operador judicial,  no existiendo error judicial
alguno por interpretación.    .

A  partir de  lo  anterior y  evidenciada  la  validez  de  la  decisión  por  parte  de  los
operadores jurídicos, consideramos no procede la declara{oria de responsabilidad
reclamada,  al no evidenciarse falla o configuración del errorjudicial en  los términos
del artículo 67  de  la  Ley 270 de  1996,  el  cual al  respecto  indica:

"EI  Estado  responderá  patrimonialmente  por  los  daños  antijurídicos  que  le  sean

imputables, causados por la acción o la omisión de sus agentes judiciales.
En   los   términos   del   inciso   anterior   el   Estado   responderá   por   el   defectuoso
funcionamiento  de  la  administración  de  justicia,  por  el  error jurisdiccional  y  por  la
privación  injusta de la liberiad.".

Por  su  parte,  define  el  artículo  66°  ibidem,  el  error  jurisdiccional  de  la  siguiente
manera:

"Artículo  66.   ERROR  JURISDICCIONAL.     Es  aquel   cometido  por  una  autoridad

investida de facultad jurisdiccional,  en  su carácler de tal,  en el  curso de  un proceso,
materializado a través de una providencia contraria a la ley". (Resaltado propio)

Calle 72No. 7196    Conmutador n 3127011     www.ramajudicial.gov.co



HojaNo.9

Al   respecto,   el   Consejo  de   Estado  en   sen{encia  del   5  de  diciembre  de  2007,
expediente    No.    15128,    Consejero    Ponente    Dr.    Ramiro    Saavedra    Becerra,
consideró:

"Para    algunos   doctrinantes,    el    error   que   se   constituye    como   elemento   de

responsabilidad estatal es cualificado, en el entend.ido de que el daño que tiene la
virtualidad   de   ser   reparado   debe   provenir   de   una   resolución   injusta   o
equivocada, es decir, afectada de un error i.atente, indudable e incontestable,
ciuecontienec_o_rie!u_s__i_o_n_esfácticasojurídicasilóqicasoirracionales:

"1)  En  general,  el  error consiste,  según  el  Diccionario  de  la  Real  Academia  de  la

Lengua  Española,  en  un  `concepto  equivocado  o  juicio  falso'.  En  sentido jurídico,
supone   el   conocimiento   equivocado   de   un   hecho,   como   consecuencia   de   la
ignorancia o del incompleto conocimiento de hecho o de las reglas o normas jurídicas
que lo disciplinan; o como consecuencia de haber incurrido en flagrante equivocación
al aplicarlas o interpretarlas (error de hecho o de derecho)

2°.  El error es judicial  porque se comete por los jueces o magistrados en el ejercicio
de  la función jurisdicc.ional.  De tal  manera  que  solo  pueden  incurrir en  error judic.ial
quienes ostenten  la  potestad jurisdiccional,  esto es,  Ios jueces y  magistrados,  no el
personal al seNicio de la Administración de Justicia. Y solo en el curso de un proceso,
en el desarrollo de la actividad de enjuiciamiento, puede cometer el errorjudicial.

Í. . .'

Cabe  por tanto señalar que  el error judicial  consiste,  en  realidad,  en  una verdadera
falla  en  la  función  de  administrar  justicia,   en  el  entend.ido  de  que  no  cualciuier
discordancia  entre  la  realidad fáctica  o  iurídica  del  proceso  v  la  providencia
/.uc//-c/-a/ defe/m/.nan esfe v/.c/.o . . ." (Negrillas y subrayas nuestras)

En   este   sentido,   Ia   H.   Corte   Constitucional   ha   considerado   que   las   simples
eciuivocaciones en ciue eventualmente incurra el administrador de iusticia no
constituven fuente de responsabilidad, pues interpretar esas equivocaciones en
tal sentido podría menguar ostensiblemente la independencia y libertad que tiene el
Juez  para  interpretar y  aplicar  la  Ley,  y se  abriría  una  amplia  brecha  para  que
todo   litigante   inconforme   con   la   decisión   respectiva   proceda   a   tomar
represalia contra sus falladores4.

EI Honorable Consejo de Estado,  ha condicionado la procedencia de la declaratoria
de    la    responsabilidad    estatal    bajo    el    título    de    imputación    invocado,    a    la
demostración de un errorjurisdiccional5,  así, en la mencionada sentencia del 5
de diciembre de 2007,  expediente No.15128,  consideró:

4 Corte Constitucional  C -037 del 5 de Febi.ero de  1996.
5  Consejo de Estado,  Sala de lo  Contencioso Administi.ativo,  Sección Tercera,  sentencia 25  dejulio  de  ] 994,

expediente 8.666.
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"La  configuración  del  error jurisdicc.ional  se  logra  mediante  el  análisis  comparativp

entre  las  fuentes   del   derecho  que  rigen   la  función   de   administrar  justicia  y  la
providenc.ia  judicial  respecto  de  la  cual  se  predica  el  error judicial,  a  cyyo  efecío
deberá   considerarse  también   el   conjunto  de   actos   procesales   ciue   integran   el
correspondiente proceso.  En efecto,  no es dable tomar como hecho independiente o
autónomo únicamente la providencia judicial,  pues esta debe analizarse mediante el
estudio  de  los  otros  actos  procesales,  demanda,  contestación,  pruebas,  etc.  Pues
solo de esta manera es dable deducir la inconformidad de la providencia con el deber
ser definido por el ordenamiento jurídico, en su aspecto sustancial y procedimental.

Consideró además el citado pronunciamiento:

"(...)   Al  juez   se   le   exige   un   conocimiento   básico   para   el   cumplimiento   de_  sus

funciones,   una   aplicación   idónea  de  la   normatividad  jurídica  a  los  casos  de  su
conocimiento,  todo  ello  dentro  del  cumplimiento  del   principio  constitucional  de  la
independencia y autonomía de los jueces, según el cual únicamente están sometidos
en sus providencias al  imperio de la ley (aris. 228 y 230 C.P.).

El error del juez no es entonces el que se traduce en una diferente interpreta_ción
de la ley, a menos aue sea irrazonable; es aquel que comporia el incumplimiento
de  sus  obligaciones  y  deberes,   sea  porque  no  aplica  la  ley  vigente,   porque
desatiende injustificadamente  los precedentes jurisprudenciales o los principios que
integran  la  materia,  porque  se  niega  injustificadamente  a decir el  derecho o  porque
no atiende los imperativos que rigen el debido proceso, entre otros."

Puede  decirse igualmente que el error judicial se puede definir como aquel que se
produce cuando el Juez, en la decisión clel asunto litigioso, incurre en un error grave
de apreciación de los hechos o de la aplicación del derecho, que no es susceptible
de ser  recurrido  dentro  del  proceso  por  medio  de  los  recursos  legalmente
establecidos y que supone un desajuste objetivo, patente e indudable que provoca
conclusiones   fácticas   o   jurídicas   ilógicas   o   irracionales,   generadores   de   una
resolución que rompe la armonía del orden jurídico.

Frente a lo anterior el Consejo de Estado,  ha explicado:

" . . . Esta Corporación ha prec.isado qiJe, el primero de estos presupuestos, implica que

el interesado debía hacer uso de los medios de defensa judicial que tenía a su
alcance para ewitar que el perjuicio se ocasionara por su propia negligencia y
no por el errorjudicial.  lgualmente, se adv.iriió que los recursos que se interpongan
deben  comesponder a los mecanismos idóneos frente a la decisión cuestionada, es
decir". . . aquellos que no sólo permiten el examen limitado de la decisión con el objeto
de corregir los errores de toda clase, tanto de hecho como jurídicos, sino que puedep
interponerse sin sujeción a las ríg.idas causales que operan para los extraordinarios".

En cuanto al segundo elemento, se ha sostenido que " . . . Ia norma exige que el error
se encuentre contenido en una providencia judicial que esté en firme, esto es,
que haya puesto fin de manera normal o anormal al proceso, Io cual tiene.pleno
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sentido  ya  que  si  la  misma  todavía  puede  ser  impugnada  a  través  de  los
recursos ordinarios, no se configura el errorjudicial".

Así  mismo,  ha  indicado  el  Consejo  de  Estado  que  la  providencia judicial  debe  ser
contraria  a  derecho,  "...  bien  porque  surja  de  una  inadecuada  valoración  de  las
pruebas  (error de  hecho),  de  la falta de  aplicación  de  la  norma  que  corresponde  al
caso   concreto   o   de   la   indebida   aplicación   de   la   misma   (error  de   derecho)"  6.
(Resaltado fuera de texto)

Así,   existe   reiterada  jurisprudencia   de   la   Corte   Constitucional,   sobre   el   tema
relacionado con el errorjurisdiccional,  aspecto frente al cual  ha enseñado:

"Por  la  situación  descrita  no  puede  corresponder  a  Lina  simple  equivocación  o  descicierto

derivado de la  libre  interpretación jurídica  de la que es titular todo administrador de justicia.
Por  el   contrario,   Ia   comisión   del   error   iurisd.iccional   debe   enmarcarse  dentro  de   una
actuación subjetiva, caprichosa, arbitraria y flaarantemente violatoria del debido i.roceso,

que demuestre sin ningún asomo de duda, que se ha desconocido el principio de que al juez
le corresponde pronunciarse jud.icialmente de acuerdo con la naturaleza misma del proceso

y las pruebas aportadas -según los cr.iter.ios que establezca la ley-y no de conformidad con
su propio arbitr.io".  (Resaltado propio)

Sobre  la  excepcionalidad  de  la   responsabilidad  administrativa  del   Estado  con
ocasión del  invocado título de imputación, se ha pronunciado el honorable Consejo
de Estado,  Corporación que frente a la materia ha sostenido que:

"sólo excepcionalmente será admisible la responsabilidad patrimonial del Estado derivadci del

error judicicil  cometido  por  las altas  corporaciones  de justicici  y demás tribunales y juzgados

en  los eventos en aue éste sea absolutamente evidente v no se reauiera realizar ninauna
labor her_menéutica para hallarlo confiaurado"

El mismo al{o Tribunal,  en sentencia de fecha diciembre 5 de 2007,  expediente No.
15128,  consideró:

'`EI  ``Error  Judicial"  según  la  doctrina  ``no  se  produce  como  consecuencia  de  la  simple

revocación  a  (sic)  anulación  de  una  resolución judicioil;  si  se  considerase  así todo  recurso
interpuesto  con  éxito  daríci   lugcir  a   un  error  judicial  cuando,   precisamente  el  sistema  de
recursos tiene  por objeto evitarlo  en  lo  posible.  Esto  nos  lleva  a  aseverar que  no todo error
contenido  en  una  resolución judicial  constituye  error judicial.    El  error  iudicial  se  da  sólo
cuando la decisión del Juzaador aparezca iniustificable desde el punto de vista del derecho"

(Negrillas y subrayas nuestras)

6  Consejo  De  Estado,  Sala  De  Lo  Contencioso  Administrativo,  Sección  Tercera,  Subsección  A,  Consejera

Ponente:  Marta  Nubia  Velásquez  Rico,  Ocho  (8)  De  Febrero  De  Dos  Mil  Diecísiete  (2017),  Radicación
Número:  68001n23-31100012002102549-01 (37797)
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Con  todo,  determinar la  existencia de  un  error judicial  comporta  en  muchos  casos
un  juicio  difícil,  pues  si  bien  el  parámetro  para  definir el  error es  la  norma jurídica
aplicable al  caso,  ésta  no siempre arroja resultados  hermenéuticos  unificados,  con
lo  cual  distintos  operadores  jurídicos  pueden  aplicar  la  misma  norma  a  partir  de
entendimientos   diferentes,   con   resultados   igualmente   dispares,   y   ello   podría
trivializar  la  idea  de  que  existan  errores judiciales,  para  decir que  lo  constatable
son   simplemente   interpretaciones   normativas   o   de   hechos,   de   modos
diferentes, merced a distintos y válidos entendimientos. de [o jurídico7.

Es del caso señalar que la inconformidad que se pueda tener con el sentido de
las decisiones adoptadas por las autoridades judiciales, no implica, perse, la
existencia tampoco  de  un  error jurisdiccional,  así  lo  ha  explicado  a  su  vez  el
Consejo de Estado:

"(...)  En  reiterados  pronunciamientos  la  Sala  ha  reconocido  que  en  algunas oportunidcides  el

juez  sólo  dispone   de  la   ``única   decisión  correcta"   para   resolver  el   asunto  sometido  a  su
conocimiento;    no    obstante,    en    otros    escenarios,    pueden    existir    distintas    decisiones
razonables.  Así  las  cosas,  en  estci  última  hipótesis,  el  ju.icio  de  responsabilidad  no  puede
reputar como daño antijuríd.ico la consecuencia adversa a los intereses de una de las partes
como consecuencia de la decisión judicial fundada en argumentos racionales. (.„)" 8

Tan  sólo  un  mes  después,  y  en  la  misma  línea,  el  Consejo  de  Estado  continuó
enseñando:

`'(...)13.6. Ahora bien, determincw la existencia de un errorjudicial comporta en  muchos casos

un juicio difícil, pues s.i b.ien el parámetro para definir el error es la norma juríd.ica aplicable
al caso, ésta  no s.iempre arroja  resultados hermenéuticos unificados, con lo cual d.istintos
operadores juridicos pueden aplicar la misma norma a partir de entendim.ientos diferentes,
con  resultados  igualmente  dispares.  Y  ello  podría  trivicilizar  lci  idea  de  que  existan  errores

judiciales,  para  decir  que  lo  constatable  son  simplemente  interpretaciones  normativas  o  de
hechos, de  modos diferentes,  merced a distintos y válidos entendimientos de lo juri'dico.  (...)

13.10.  Ello quiere decir que  la  determinación del  errorjudicial en estricto sentido, debe estcN

mediatizada  por  Lin  análisis  de  la  racionalidad y  razonabilidad  que  sustenta  el  sentido  de  la

decisión judjcial  de  la  cual  se  predica  la  equivocación, sin que sea dable ejercer un juicio de
reproche   en   clave   de   responsabilidad   por   la   mera   discrepancia   hermenéutica   en   el
establecimiento de las premisas fáctica y juríd.ica para la soluc.ión de un caso determ.inado.
Bajo  esta  óptica,  sólo  los  entendimientos  que  se  ofrezcan  irrazonables  o  carentes  de
sustento argumentativo, serán susceptibles de generar responsabilidad estatal con base en

7 Al punto, véase la sentencia de 9 de octubre de 2014, Rad.  250002326000199901329 01  (28641), Consejo de Estado Sala

de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera Subsección 8 C.P. STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO.
8  Consejo  De  Estado,  Sala  De  Lo  Contencioso  Administrativo,  Sección  Tercera,  Subsección  C,  Consejero

ponente:  JAIME  ORLANDO  SANTOFIMIO  GAMBOA,  Bogotá D.C.,  dieciocho  (18)  de  mayo  de  dos  mil
diecisiete (2017), Radicación número:  73001 -23-31-000-2004-00670-01 (36361).
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el título de imputación definido por el citado artículo 67 de la Ley 270 de 1996, sin aue este
último   pueda   ser   utilizado   como   una   vía   parci   aenerar   una   nueva   instancia   en   el
iuzgamiento de los casos que son de conocimieni:o de la jurisdicción a través de los procesos
oriciinarios. (...)''9  (negrillas y subrayas  nuestras)

De la lectura detenida del escrito demandatorio y de los soportes que lo acompañan
advierte  este  extremo  demandado  que  no  se  dan  los  requisitos  necesarios  para
entender como configurado el reputado errorjurisdiccional en el asunto que convoca
la atención  respecto de la providencia que se reprocha,  emitida en sede de tutela
por el Juez 2° Civil del Circuito de Buenaventura, en la medida en que es claro,
que la misma se muestra razonada y suficientemente soportada desde lo probatorio
y desde lo  normativo,  es decir,  al  rompe,  no se advierte que la misma  obedezca.a
una acción  caprichosa o arbitraria de la autoridad jurisdiccional que la emitió,  o que
carezca de una lógica y razonada fundamentación, como lo exiqe la conficiuración
del  título  de  imputación  aleqado,  al  margen  de  que,  lo  decidido  haya  resultado
contrario a los intereses particulares perseguidos por la empresa hoy demandante.

Así,   previas   las   anteriores   consideraciones,   se   advierte   que   el   extremo   actor
desconoce    el    razonable    análisis    que    en    ejercicio    de    sus    competencias
constitucionales y legales realizó la autoridad judicial en el contenido de la sentencia
que por la vía del presente medio de control hoy se reprocha, providencia que como
se  ha  demostrado  con   los  apartes  transcri{os  contó  con   un   lógico  y  razonado
sustento  probatorio,  argumentativo  y  normativo,  el  cual  se  describió  en  párrafos
precedentes, además de ser emitida en ejercicio de la facultad de interpretación de
la Ley aplicable y dentro de los Iímites permitidos por el principio de autonomía
de   los   Jueces,   por   lo   tanto,   se   puede   afirmar   que   la   decisión   judicial   hoy
cuestionada,   puede  justificarse  enteramente  en   Derecho,   motivo  por  la  cual  se
considera que no se configuró el errorjurisdiccional alegado.

Luego entonces, en el presen{e asunto no resulta evidente o claro, cuál es el grave,
patente,  indubitado e incontestable defecto del que adolece dicha providencia,  más
allá  de  las  discrepancias  que  con  sus  fundamentos  y  conclusiones  pueda
tener  la  parte  actora;  ni  tampoco  se  advierte  que  el  supuesto  error  del  cual  se
acusa,   en  caso  de  existir,  sea  de  tal  entidad  que  la  torne  injustificable  a  nivel
normativo,  o que demuestre una vía de hecho en el fundamento de la misma, por lo
cual  y  luego  de  analizar  la  decisión  acusada,  se  insiste  en  que  la  misma  está
debidamente   soportada,   por   lo   que   se   reitera,   en   criterio   de   este   extremo
demandado,  es  en  su  totalidad,  justificable  en  Derecho,  y  por  ende,  no  emerge
como fuente de responsabilidad patrimonial del Estado.

9  Consejo  De  Estado,  Sala  De  Lo  Contencioso  Admínistrativo,  Sección  Tercera,  Subsección  8,  Consejero

ponente:  DANILO  ROJAS  BETANCOURTH,  Bogotá D.  C.,  seis  (6)  de julio  de  dos  mil  diecisiete  (2017),
Radicación número: 25000123126-000u2007noo 132-01 (36986)
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De acuerdo con ello,  con fundamento en  los argumentos expuestos a lo largo de la
presente contestación, se estima que el daño que se dice irrogado a la parte actora
bajo el título de imputación  que invoca,  de existir,  no  reviste la característica de
antijurídico,  razones  por  las  cuales,  en  nuestro  sentir,  el  daño  que  se  presenta
como  "ar}f//.ur/'d/.co" no entraña tal característica, situación que de contera implica la
AUSENCIA DE CAUSA PETENDl en el presente asunto.

Finalmente, debe señalarse que toda decisión judicial,  incluida la que hoy se reputa
como  contentiva  del  presunto  error jurisdiccional,  se  encuentra  cobijada  por  un
doble amparo, tanto presuntivo de legalidad  Íen fanfo forma/menfe em/.f/'cíaJ,
como de aciierto (en la medida que la argumentación y fundamentos expues{o_s
fueron  razonab/es y correcfos/.  Luego,  emerge  con  meridiana  claridad  que  la
decisión  cuestionada,  como se ha dicho,  fue emitida,  con fundamento en  razones
de orden fáctico, jurisprudencial y probatorio, dentro del marco que el ordenamiento
jurídico  mostraba  como  aplicable  al  caso  concreto,  y  en  dicha  medida  no  es  en
sede del presente medio de control que debe reabrirse aquel debate judicial,
como, al parecer, lo pretende la parte actora, convirtiendo el presente proceso
en una suerte de instancia adicional al proceso que origina este debate.

En  lo  que  concierne  a  las  pretensiones  subsidiarias,  de  manera  específica  nos
remitimos   a   los   títulos   de   imputación   consiqnados   en   la   Ley   Estatutaria   de
Administración de Justicia, cuales son privación injusta, errorjudicial y defectuoso
funcionamiento de la administración de justicia,  reclamar al respecto un régimen de
daño especial, en principio no lo consideramos admisible.

Aún  ene 1 evento de emprender tal  recorrido,  ha de tenerse muy en  cuenta la labor
profesional  por parte de  la demandante,  la cual ha de advertirle entre  los  riesgos a
asumir en su actividad el denominado "riesgo jurídico", habida cuenta de un soporte
solido  en  e[  principio  de  la  condición  más  favorable,  ya  ampliamente  expuesta,
cuyo  fundamento  reiteramos  vía  convencionalidad  y  bloque  de  constitucionalidad,
trasciende la esfera jurídica local.

Así,   por  las   anteriores   razones   se   puede   afirmar  que   no   están   debidamente
estructurados  los  elementos  que  tanto  la  Ley,  como  la jurisprudencia  de  la  Corte
Constitucional   y   la   del   Consejo   de   Estado   han   decantado   para   que   el   error
jurisdiccional se configure en el  asunto que ocupa la atención,  razón  por la cual se
solicita   desde  esta   instancia   procesal   de   manera   respetuosa   a  su   Honorable
Despacho, que se nieguen las pretensiones de la demanda y se declaren probadas
[as excepciones planteadas.

lv. EXCEPCIONES
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Como se ha expuesto,  considera esta parie demandada que en el presente asun{o
se configuran  las excepciones denominadas:

4.1.-AUSENCIA DE CAUSA PETENDI

Estima esta parte demandada que se estructura la citada  excepción,  en. la medida
en  que,  frente  a  la  decisión  judicial  adoptada  por  el  Juez  2°  Civil  del  Circuito  de
Buenaventura,   tal   como   fue   analizado   en   precedencia,   no   se   evidencia   una
providencia irrazonable, arbitraria, que conlleve a que no supere el criterio de validez
propuesto.

4.2.-LA INNOMINADA

De   conformidad   con   el   Artículo   187,   inciso   2°   del   Código   de   Procedimiento
Administrativo y de  lo Contencioso Administrativo,  solicito de manera respetuosa a
su Señoría se declare cualquier otra excepción que encuentre probada en el curso
del proceso.

V.  PRUEBAS

Solicito a su Señoría decretar las pruebas de oficio que considere pertinentes y tener
como  tales  la  documental  que  fue  aportada  con  el  escrito  mediante  el  cual  se
promovió el presente medio de control.

Así  mismo  solicite  se  les  brinde  el  valor que  corresponda  a  los  antecedentes  que
corresponderá  allegar por parte  del  Juzgado  2°  Civil  del  Circuito  de  Buenaventura
de acuerdo  a solicitud  diligenciada,  DEJAL020-6238.

Respecto   a   las   testimoniales   solicitadas   cuestionamos   su   pertinencia,   habida
cuenta de considerar un asunto más en derecho, de lo contrario, se abre igualmente
la posibilidad que vía sostenibilidad fiscal respecto a las condenas contra la Nación
se establezcan baremos o restricciones para el reconocimiento patrimonial, frente a
la inconformidad con las resultas de los procesos judiciales.

VI.   PETICIONES

6.1.  Principal

Que se declaren  probadas  las  excepciones  propuestas y las que,  de  conformidad
con  el  Artículo  187,  inciso  2°  del  Código  de  Procedimiento  Administrativo  y  de  lo
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Contencioso    Administrativo     sean     advertidas     por    su     Despacho,     y    como
consecuencia de ello, se hagan pronunciamientos de fondo sobre las pretensiones
de la demanda.

6.2. Subsidiaria

Que   se   nieguen   las   pretensiones   tanto   principales   como   subsidiarias   de   la
demanda,  por las  razones de hecho y de  Derecho expuestas en este escrito, y se
declare    que    LA    NACIÓN    -    RAMA    JUDICIAL,    no    tiene    responsabilidad
administrativa alguna en los hechos que dieron origen a este medio de control.

Vll.  NOTIFICACIONES

Las recibiré en la Secretaría del honorable Juzgado y en la División de Procesos de
la  Dirección  Ejecutiva  de  Administración  Judicial,  ubicada  en  el  Complejo  Judicial
del  CAN,  Calle  57  No.  43-91  de  Bogotá  D.C.  Piso  No.1,  Tel.  5553939,  Ext.1078,
autorizando  de  manera  expresa  y  conforme  a  la  ley,  sean  recepcionadas  en  los
correos                   electrónicos:                   jbuitram@deai.ramaiudicial.qov.co                   y
deainotif@,deai.ramaiudicial.qov.co;  las demás partes en los correos:

jcgaviriaqomez@gmail.com;                         j..ur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.ep;
accionesleqa,les@proteccion.com.co;  proQjudadm80@procuraduria.qov.co.

De la Señora Juez,
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JOSE JAVIER BUITRAGO MELO
C.  C.  No.  79.508.859 de  Bogotá
T.  P.  No.143.969  del  C.S.J.

jbuitram@dea_i.rama_iudicial.gQy±_Qj2
MÓvil  3134998954
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